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“El recurso extraordinario de casación en materia tributaria y su correcta proposición y 
fundamentación.” 
 
El presente trabajo hace un estudio de los recursos de casación presentados ante el 
i
Tribunal Distrital 
de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia resueltos en el año 2012; se tratará a profundidad la falta de técnica y 
especialización, por parte de los procuradores judiciales y/o de los abogados patrocinadores del 
recurrente, para la proposición del recurso, lo que ocasiona la admisión parcial o la inadmisión, a cargo 
de la Sala de Conjueces mediante auto, así como también el rechazo del recurso en sentencia, por parte 
de los Jueces que integran el Tribunal de la Sala Especializada. El asidero legal de la temática lo 




Palabras Claves:  
1. ADMISIÓN 
2. INADMISIÓN 
3. APLICACIÓN INDEBIDA 
4. ERRÓNEA INTERPRETACIÓN 

















Esta investigación nace de la experiencia de trabajo pre profesional realizado en la Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia en el período 
lectivo 2012-2013. De la lectura de varios recursos de casación propuestos ante el Tribunal 
Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia se observa claramente que existe la falta de técnica 
jurídica para la interposición de los mismos, elemento fundamental que tiene una fuerza 
trascendental en la Constitución de Montecristi y las últimas reformas al Código Orgánico de 
la Función Judicial.  
Entonces se busca aplicar la doctrina más especializada y actual, tanto nacional como 
internacional al fenómeno objeto de este estudio, teniendo presente los fallos de la Ex Corte 
Suprema de Justicia (actual Corte Nacional de Justicia) de la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario que expresan innumerables elementos interesantes para entender la 
problemática a tratase, así como también de los autos de admisión parcial e inadmisión 
emitidos a cargo de la Sala de Conjueces y el rechazo del recurso en sentencia, por parte de los 
Jueces que integran la Sala. 
Este es un tema que entusiasma ya que permite someter los recursos de casación en materia 
tributaria interpuestos, al análisis técnico de lógica jurídica y argumentación a más de que 
existen ciertos dramas de carácter social, económico y  político. Nos permite desnudar y 
encontrar la estructura formal que subyace al recurso de casación en materia tributaria y detrás 
del cual debe existir la respuesta a pretensiones de los sujetos que exigen tutela por parte de 
los más altos operadores de justicia del país. 
En la actualidad la materia tributaria es de trascendental importancia, puesto que se están 
cambiando los paradigmas contributivos y recaudatorios por parte de la Administración 






1. PROBLEMA  
 
1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
“La falta de técnica y especialización en la proposición y fundamentación del recurso de casación en 
materia tributaria ante el 
ii
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia y su consecuente admisión 
parcial, inadmisión o rechazo, año 2012”. 
 
 
La Constitución de la República del Ecuador impone los lineamientos de esta aseveración en el 
numeral 1 del Art. 184 refiriéndose a las funciones de la Corte Nacional de Justicia, que textualmente 
dice: “Conocer los recursos de casación....”; así como también establece la conformación de dicha 
institución en el art. 182 ibídem que a la letra dice: “La Corte Nacional de Justicia estará integrada por 
juezas y jueces en el número de veinte y uno, quienes se organizarán en salas especializadas, …”. El artículo 
183 del Código Orgánico de la Función Judicial, sustituido por el artículo 8 de la Ley Orgánica 
Reformatoria al Código Orgánico de la Función Judicial, publicada en el Suplemento del Registro 
Oficial No. 38, de 17 de julio de 2013, establece que iii“La Corte Nacional de Justicia estará integrada por 
las siguientes Salas Especializadas: 1. De lo Contencioso Administrativo; 2. De lo Contencioso Tributario; 3. De 
lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito; 4. De lo Civil y Mercantil; 5. De lo Laboral; y, 6. De la 
Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores”. 
 
El inciso tercero del art. 182 de la Carta Magna indica: “Existirán conjuezas y conjueces que formarán 
parte de la Función Judicial”, en concordancia con el inciso 2 del art. 201 del Código Orgánico de la 
Función Judicial que reza: “Integrar, por sorteo, el Tribunal de tres miembros para calificar, bajo su 
responsabilidad, la admisibilidad o inadmisibilidad de los recursos que corresponda conocer a la sala 
especializada a la cual se le asigne…”. Por lo tanto, es lógico entender que la ivCorte Nacional de Justicia 
es el órgano jurisdiccional máximo de la Función Judicial que conocerá los recursos de casación a 
través de sus diferentes salas especializadas. Para la problematización presente me enfocaré en la Sala 
de Conjueces y Jueces de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 
3 
 
Justicia, desde el 25 de enero de 2012 fecha en que los actuales jueces  iniciaron sus funciones siendo 
la principal la de administrar justicia.  
 
En un sentido holístico estoy hablando de recursos de casación en materia tributaria que no cumplen 
los requisitos mínimos establecidos en el art. 6 de la Ley de Casación, menos aún la subsunción entre 
los presupuestos fácticos que establecen los cinco numerales del art. 3 ibídem debido a la falta de 
técnica y especialización, por parte de los procuradores judiciales y/o abogados patrocinadores del 
recurrente, para la proposición del recurso de casación ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso 




1.1.1. Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
 
El problema se evidencia desde el momento en que se propone el recurso de casación ante el Tribunal 
Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de 
la Corte Nacional de Justicia, puesto que existe carencia de conocimiento por parte de los profesionales 
del derecho al momento de plantear el recurso de casación lo que ocasiona la admisión parcial o la 
inadmisión, que de acuerdo a la normativa expuesta se encuentra actualmente a cargo de la Sala de 
Conjueces, así como también el rechazo del recurso en sentencia, por parte de la Sala de Jueces.  
 
Entonces estamos frente a un problema de gran envergadura, por el hecho de que podría existir la 
posibilidad de que la sentencia o auto emitidos por uno de los Tribunales Distritales de los Contencioso 
Tributario incurra en: aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas de 
derecho, de normas procesales, de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, 
resuelva de lo que no fuera materia del litigio u omisión de resolver en ella todos los puntos de la litis o 
cuando no contuviere los requisitos exigidos por la Ley o en su parte dispositiva adoptando decisiones 
contradictorias o incompatibles y el Tribunal de casación no pueda corregir estos vicios como veedor 
supremo del imperio de la legalidad o vigencia estricta de la juridicidad, controlando la correcta 
aplicación del derecho en la actividad de los jueces para que actúen con absoluto sometimiento al 




1.1.2. Delimitación del Problema 
 
 
El problema se centra específicamente en analizar los recursos de casación presentados ante el 
v
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia resueltos en el año 2012; se tratará a profundidad la falta de 
técnica y especialización, por parte de los procuradores judiciales y/o de los abogados patrocinadores 
del recurrente, para la proposición del recurso, lo que ocasiona la admisión parcial o la inadmisión, a 
cargo de la Sala de Conjueces, así como también el rechazo del recurso en sentencia, por parte de los 
Jueces que integran el Tribunal de la Sala.  
 
 
1.1.2.1. Universo geográfico espacial 
 
 
Por su naturaleza, el universo geográfico espacial del problema lo componen los 
vi
Tribunales 
Distritales de lo Contencioso Tributario que se tienen sedes en Quito, Guayaquil, Cuenta, Portoviejo y 
Loja, éste último con competencia en lo tributario y administrativo; y, en la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia con sede en Quito puesto que los recursos de 
casación son propuestos por parte de los procuradores judiciales y/o de los abogados patrocinadores del 
recurrente ante el 
vii
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario y una vez aceptados son enviados 
para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia para que 
ésta se pronuncie en cuanto a la admisión parcial o la inadmisión, a cargo de la Sala de Conjueces, así 








Se puede decir que la casación en general es una institución jurídica que ya lleva un largo trajinar 
dentro de la legislación jurídica ecuatoriana; puesto que se la incluyó en el país a partir de la Ley 
número 20, publicada en el Registro Oficial número 93, de 23 de diciembre de 1992, que contiene las 
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reformas constitucionales referentes a la casación, habiéndose codificado la Carta Fundamental de ese 
entonces la que se encuentra publicada en el Registro Oficial número 183 del 5 de mayo de 1993.  
La reforma Constitucional mencionada, en el artículo 192 manda que la Corte Suprema actuará como 
Tribunal de Casación en todas las materias, para ello, cuando en la primera disposición transitoria crea 
las Salas que integran el máximo tribunal jurisdiccional, entre ellas se establece la 
viii
Sala de lo Fiscal 
que contaba, igual que las otras, tres salas y tres magistrados por Sala. Dispuso la reforma que se dicte 
la Ley de Casación, en la sexta transitoria. El Registró Oficial número 192, del 18 de mayo de 1993 
publica la Ley 27 expedida por el Plenario de las Comisiones Legislativas, en la que el artículo 2 
señala que el recurso de casación procede contra las sentencias y los autos que pongan fin a los 
procesos que dictaren, entre otros, los Tribunales Distritales de lo Fiscal. 
Particularmente hablando del recurso de casación en materia tributaria  es más antiguo aún, puesto que 
con la publicación del Código Tributario en el Registro Oficial 968 de 23 de diciembre de 1975, en el 
Libro III concretamente en el Título III se crea el recurso de casación que fue un gran avance para la 
época en materia tributaria.  
 
1.1.3. Formulación del problema 
 
 
¿Cómo incide la falta de técnica y especialización, por parte los procuradores judiciales y/o abogados 
patrocinadores del recurrente, para la proposición del recurso de casación ante el Tribunal Distrital de 
lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia? 
 
1.1.4. Evaluación del problema 
 
Reviste de importancia al recurso de casación la correcta interposición del mismo, puesto que el escrito 
debe contener los requisitos establecidos en la Ley de Casación y además los requisitos que se han 
establecido en los múltiples fallos de la antes Corte Suprema de Justicia, actual Corte Nacional de 
Justicia, configurándose todos los requisitos para que el Tribunal de casación pueda entrar a conocer el 




Este evidente problema causa una situación jurídica preocupante al no permitirle a la Sala 
Especializada analizar la sentencia en caso de que incurriera en vicios, puesto que son altos los 
porcentajes de autos de inadmisión del recurso, así como también las sentencias que rechazan los 
recursos de casación por mal planteados analizando solamente la forma más no el fondo de la 
sentencia.  
 
He aquí la esencia misma del presente trabajo, puesto que al evidenciarse un problema de tal 
trascendencia la ciencia por medio de la investigación busca dar soluciones a problemas que se crean 
en la sociedad, por lo que la correcta proposición del recurso de casación es fundamental, más aún en 
materia tributaria ya que los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario son de única instancia 
y un recurso mal planteado podría devenir en la inadmisión o el rechazo sin la mínima posibilidad de 















1.2. OBJETIVOS  
 
1.2.1. Objetivo General 
 
Demostrar que la falta de técnica y especialización  para la proposición y fundamentación del recurso 
de casación en materia tributaria, por parte los procuradores judiciales y/o abogados patrocinadores del 
recurrente, deviene en la consecuente admisión parcial, inadmisión o rechazo del mismo.  
 
 
1.2.2. Objetivos Específicos 
 
1.2.2.1. Describir las corrientes y teorías que se han desarrollado referentes a la casación. 
 
1.2.2.2. Explicar las fuentes y sistemas de la casación en materia tributaria y su aplicación en el 
Ecuador. 
 
1.2.2.3. Analizar jurídicamente los requisitos y presupuestos legales que se requieren para una 
correcta proposición y fundamentación del recurso de casación en materia tributaria.  
 
1.2.2.4. Pormenorizar las etapas del proceso contencioso tributario en la etapa de impugnación 












1.3.  Justificación 
 
La presente investigación nace como producto de la práctica pre profesional  que realicé en la Corte 
Nacional de Justicia, máximo órgano de aplicación y control de justica en el país, en la Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario. Este hecho me permitió acceder de forma directa a los 
procedimientos desarrollados en sede administrativa, a sus resoluciones, las mismas que después son 
impugnadas en sede judicial; al proceso en los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario que 
el Código Orgánico de la Función Judicial los establece como salas de las Cortes Provinciales (antes 
Tribunales Distritales de lo Fiscal), en la Corte Nacional de Justicia con respecto a los recursos de 
casación y de hecho, y por ende a sus sentencias respectivamente, teniendo una visión holística de todo 
el proceso de justicia. 
De la lectura exhaustiva de estos documentos, así como de la convivencia diaria con los administrados, 
administración pública, abogados y operadores de justicia, etc. y  después de haber ejecutado una base 
de datos con respecto a las resoluciones y sentencias de los órganos mencionados en el párrafo anterior, 
observé una constante falta de técnica, especialización, coherencia y estructura lógica en la 
interposición del recurso de casación en materia tributaria ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 
Justicia; problema grave, de notable importancia que amerita ser analizado.  
Con el fin de entender el problema visité bibliotecas, archivos virtuales, organismos de justicia y 
encontré que existe una cantidad considerable de información estadística sobre la cantidad de recursos 
admitidos parcialmente, inadmitidos y rechazados, evidenciando un alto porcentaje en ese sentido, 
siendo un hecho incomprensible ya que en caso de que una sentencia de cualquiera de los Tribunales 
Distritales de lo Contencioso Tributario incurra en aplicación indebida, falta de aplicación o errónea 
interpretación de normas de derecho, de normas procesales, de los preceptos jurídicos aplicables a la 
valoración de la prueba, cuando resuelva de lo que no fuera materia del litigio u omisión de resolver en 
ella todos los puntos de la Litis o cuando no contuviere los requisitos exigidos por la Ley o en su parte 
dispositiva se adoptan decisiones contradictorias o incompatibles, el Tribunal de casación no pueda 
corregir estos vicios como veedor supremo del imperio de la legalidad o vigencia estricta de la 
juridicidad, controlando la aplicación del derecho en la actividad de los jueces. Por lo que resulta 
oportuno realizar esta investigación.  
La realidad observada determina ciertos efectos: vulneración del derecho objetivo (ex ius 
constitutionis) que debería defenderse mediante el recurso de casación puesto que cumple una función 
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nomofilaquia para la correcta, uniforme y general aplicación e interpretación de la norma jurídica; 
trasgresión del derecho subjetivo (ex ius litigatoris) por aplicación indebida del derecho o de la ley al 
caso particular. Entonces resulta fundamental que esto sea atendido y evidenciado para poder 
establecer soluciones, objetivos que se pretenden cumplir  con este trabajo de exploración y análisis 
científico. 
El mismo beneficiará a todo los sujetos involucrados en los procesos de justicia mencionados en 
párrafos anteriores, así como a toda la sociedad ecuatoriana; a los legisladores para que propongan 
salidas de carácter jurídico a través de las leyes; a los estudiantes de derecho para que se conviertan en 
entes activos que critiquen científicamente todo el aparataje jurídico y de administración de justicia con 
la que cuenta el Estado; al público en general que está preocupado de estas realidades. 
Resulta incomprensible el hecho de que en el espacio en el que se hace un análisis técnico de la 
aplicación e interpretación de la norma positiva en la sentencia y su posterior cuestionamiento 
mediante el recurso de casación y que se lo proponga mediante un escrito de carácter pueril, carente de 
estructura y fundamentación lingüística, dejando de lado todo lo que es la sindéresis y la coherencia 
jurídica, parecería que lo único que importa es hacer referencia a una serie de textos y normas 
repetitivitas en la mayoría de recursos para poder creer que se está en la posesión de la verdad y se está 
motivando un recurso de casación en materia tributaria, resulta absurdo.  
La temática propuesta es interesante y apasionante, por eso la he desarrollado como trabajo final de un 
proceso difícil y enriquecedor.  Considera elementos fundamentales de la realidad del derecho  y 
desestructura una figura incólume en doctrina  que en el momento de llevarla a la práctica  lleva en su 











2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA  
 
2.1. LA CASACIÓN  
 
2.1.1.  Antecedentes del tema 
 
 
Previo a la realización del presente proyecto realicé un análisis en los repositorios digitales y físicos de 
las bibliotecas de varias universidades e instituciones públicas de la capital de la república, entre las 
más importantes, la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Universidad San Francisco de Quito, 
Universidad Tecnológica Equinoccial, Universidad Andina Simón Bolívar, Universidad Central del 
Ecuador, Corte Nacional de Justicia y Procuraduría General del Estado, sobre la existencia de estudios 
anteriores acerca de la temática a tratarse, verificándose escasos trabajos. Estos hacen referencia en 
forma circunstancial al objeto materia del presente proyecto.  
 
A nivel nacional, sobre el tema del recurso de casación en materia civil es un referente el 
ix
Dr. Santiago 
Andrade Ubidia quien en su texto la  “Casación Civil en el Ecuador” lo trata y hace referencia 
principalmente a las resoluciones de la Sala de lo Civil y Mercantil de la Ex Corte Suprema de Justicia; 
al igual que el Dr. José García Falconí, que realiza un análisis exegético de la Ley de Casación en su 
obra 
x“Manual Teórico Práctico en Materia de Casación Civil”. El Dr. xiLuis Cueva Carrión y el xiiDr. 
Jorge Zabala Egas también hacen un análisis profundo acerca de la casación y su tratamiento dentro de 
la legislación ecuatoriana, desarrollan su criterio con el fin de exponer la forma de establecer un 
verdadero andamiaje conceptual que responde a los criterios de coherencia y conexidad jurídica.  
 
En lo internacional tenemos la presencia otros autores como Jurgen Habermas, Manuel Atienza, Ch. 
Perelman y L. Olbrechst Tyteca  y Robert Alexy, quienes desarrollan de forma clara, la teoría acerca de 
la argumentación de los recursos, aunque muy superficialmente el de casación, menos aún en materia 
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tributaria, que es objeto de mi estudio. Entre otros autores Enrique Véscovi, Fernando de la Rúa, José 
M. Martín, Guillermo Rodríguez Usé, Cesar García Noboa, García de Enterría, Tolosa Villabona, 
realizan sendos estudios sobre la interposición del recurso de casación y finalmente Efraín Pérez, 
Álvaro Ojeda, Patricio Secaira, José Vicente Troya Jaramillo, Gustavo Durango Vela, entre otros, 
realizan análisis del recurso de casación enfocados desde el punto de vista del derecho tributario. 
Hacen de la argumentación lingüística jurídica un verdadero arte de la comunicación lógica, los 
mismos que no solo responden a estructuras formales del lenguaje sino también al contenido, puesto 
que de eso requiere la correcta interposición del recurso de casación para que sea admitido y sea 
analizado por los Jueces para su posterior aceptación mediante sentencia.  
 
2.1.2. Definición del Recurso de Casación  
 
Según 
xiiiGuillermo Cabanellas de Torres en su obra “Diccionario Jurídico Elemental” (1997) define al 
término “recurso” como: 
 “Medio, procedimiento extraordinario. Acudimiento a personas o cosas para solución de caso difícil” 
(p. 240.)  
Refiriéndose al término  “casación” lo define como: 
 “Acción de anular y declarar sin ningún efecto un acto o documento”. (p. 65) 
Finalmente acudo al mismo autor puesto que define al “recurso de casación” como: 
 “Casación del verbo latino casso, significa quebrantamiento o anulación”. (p. 245) 
Fernando de la Rúa, en su obra “xivEl Recurso de Casación” (1968) establece que: 
“El recurso de casación es un medio de impugnación de la sentencia”. (p. 19). 
Como en el título del presente trabajo se menciona el recurso “extraordinario” de casación es necesario 
fundamentar ese enunciado, puesto que la doctrina jurídica nos brinda la posibilidad de establecer 
ciertas diferencias entre los recursos existentes dentro de nuestra legislación. Para el efecto cito a 
Francesco Carnelutti que en su obra “xvInstituciones del Proceso Civil” (1976) dice: 
“El recurso de casación es un recurso extraordinario, a diferencia de la apelación, que constituye un 
recurso ordinario. Hay dos clases de apelaciones: una libre y ordinaria y otra limitada o 
extraordinaria. Esta última correspondería al recurso de casación pues en definitiva conduce a que se 
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dicte una sentencia de fondo como si se hubiera apelado. La sentencia de casación sería iudicium 
rescidens y la de reenvío indicium rescissorium”. (p. 96) 
Para acertar sobre la naturaleza del recurso de casación, José Román Duque Sánchez en su obra 
“xviManual de Casación Civil” citando a Calamandrei (1979) afirma que:  
“Es indispensable distinguir entre dos clases de recursos: medios de gravamen y medios de impugnación. 
Mientras el medio de gravamen, cuyo prototipo es la apelación, otorga el derecho a obtener en una nueva 
instancia el reexamen de la misma controversia, examinanda en la nueva instancia precedente; en el medio 
de impugnación en cambio, ese nuevo examen está condicionado a la anulación de la sentencia precedente, 
como ocurre en casación. En la apelación, el juez conoce de la causa en los mismos términos planteados por 
las partes; en casación, se somete a su examen un problema distinto, cual es el de revisar si la sentencia está 
o no afectada por los vicios denunciados por el recurrente”.   (p. 113) 
La doctrina jurídica nos ilustra con conceptos que amplían el conocimiento de una forma precisa, 
puesto que al entender que el recurso de casación tiene una naturaleza extraordinaria nos obliga a 
centrarnos en un recurso extremadamente formalista y cerrado puesto que lo que se analizará en la 
casación será únicamente si la sentencia venida en grado contiene vicios o errores que el recurrente 
mediante el escrito contentivo del recurso deberá proponerlos con claridad y precisión absoluta para 
que el Tribunal de casación proceda a analizar la sentencia.   
Finalmente 
xvii
De La Rúa (1968)  afirma que: 
“La casación es pues un medio de impugnación, con particularidades especiales, pero genéricamente 
idéntico a los demás recursos, de cuyas características fundamentales participa; con un ámbito limitado al 
examen de errores de derecho, de carácter público pero no diverso del que tiene el mismo derecho procesal. 
Y la Corte de casación es, simplemente, el Tribunal encargado de juzgar de ese recurso”. (pág. 26) 
De esta manera, la altísima responsabilidad que conlleva el recurso extraordinario de casación debe ser 
canalizada desde un punto de vista estrictamente formalista ya que si el recurso de casación no se 
encuentra correctamente planteado no se le daría al tribunal de casación la posibilidad de que analice 
los posibles errores y vicios que puedan existir en una sentencia de un tribunal inferior.  
Finalmente Piero Calamandrei, (1945) un referente dentro del tema en estudio, en su obra 
xviii“La 
Casación Civil” afirma con gran criterio jurídico que: 
“La Casación es un instituto judicial consistente en un órgano único en el Estado que, a fin de mantener 
la exactitud y la uniformidad de la interpretación jurisprudencial dada por los tribunales al derecho 
objetivo, examina, solo en cuanto a la decisión de las cuestiones de derecho, las sentencias de los jueces 
inferiores cuando las mismas son impugnadas por los interesados mediante un remedio judicial 
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utilizable solamente contra las sentencias que contenga un error de derecho en la resolución de 
mérito”. (p. 376) 
De lo transcrito se puede entender que la casación tiene como objetivo anular, dejar sin efecto, abrogar 
o corregir un acto, que en este caso es una sentencia emitida por un Juez que administra justicia; por lo 
tanto es la posibilidad que tienen las partes de un proceso judicial que no se sientan conformes con las 
sentencias o autos emitidos por un juez inferior; tienen la posibilidad de recurrir a otro Juez superior 
para que revea la actuación del primero.  
 





Calamandrei (1961) la cuna para este importante recurso, que fuera conocido así para finales del 
siglo XVII, es en el Antiguo Israel, en una asamblea o consejo de sabios conocido como el Sanedrín 
estructurado por 23 jueces en cada ciudad judía; a su vez, el Gran Sanedrín que era la Asamblea o 
Corte Suprema de 71 miembros del pueblo de Israel; también en el Consejo del Areópago que 
dependía del rey y se componía únicamente de eupátridas que era la antigua nobleza de la región griega 
del Ática. 
La doctrina jurídica afirma que en el Derecho Romano, se dio los primeros pasos de la casación al 
recurrir sentencias con las siguientes posibilidades: "appelatio" "restitutio in integrum" y de la 
"supplicatio", que significan apelación, restitución integra y de la súplica. De los recursos enunciados 
podemos distinguir al "restitutio in integrum" como el primer rayo de luz de la casación contemporánea, 
toda vez que recaía en una sentencia que, sin ser nula de pleno derecho, era recurrible por la vía de una 
verdadera anulación, siendo sentencias anulables pero lícitas.  
Para el efecto 
xx
De La Rúa (1968) indica: 
“En el período republicano no se concebía que una sentencia pudiera atacarse por la vía de 
impugnación pero se admitía el ejercicio de una acción de nulidad por violaciones formales no sujeta a 
término, que llevaba a la declaración de inexistencia de la sentencia. En un principio, la inexistencia 
solo podía fundarse en violación a las formas; pero más tarde se admitió la posibilidad de atacar la 
sentencia en los casos de grave injusticia proveniente de errores de derecho particularmente 
importantes, a medida que se comenzaba a distinguir entre la quastio facti y la quaestio iuris. Pero solo 
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se admitía atacar la sentencia por error de derecho cuando se trataba de casos “contra tan minifestan 
iuris forman, expressimm contra iuris rigore data, especialiter contra leges”. (p. 29). 
En efecto, la consideración de que en un principio la casación solamente podría fundarse en contra de 
violación de las formas en la sentencia pero posteriormente se admitió la posibilidad de atacar la 
sentencia por errores de derecho cometidos en ella fue fundamental, puesto que fue para la época un 
gran aporte para el derecho puesto que la sociedad Romana al incursionar con instituciones del derecho 
que hasta la actualidad se mantienen, como es la casación, para analizar la sentencia que incurra 
netamente en errores de derecho y vicios que el recurrente los alegaba.  
Para afianzar mi afirmación cito al 
xxi
Dr. Hernando Morales (1963) que, referente al presente análisis, 
afirma: 
“En el derecho romano, dentro del período republicano, no existía recurso contra la sentencia del juez, 
pero sí había la querella de nulidad por infracción de normas formales, abstracción hecha del juicio 
sobre el fondo del asunto. En el periodo imperial aparecen los medios de impugnación contra la 
sentencia, pero continúa vigente la querella de nulidad, la cual se extendió en busca de una medida de 
carácter político, cuál era la de hacer prevalecer el derecho central sobre los derechos locales, estos es, 
remediar la violación del derecho llamado ius cosntitucionalis”. (P. 45) 
La cuna del sistema de casación es Francia que supone la división del Estado en 3 poderes, siendo la 
legislatura (Asamblea Nacional) a la que le corresponde legislar, al poder judicial (Consejo de la 
Judicatura) le compete aplicar esas leyes vigilando que la sentencia que contradijese la ley no era 
válida y el poder ejecutivo (Presidente y su Gobierno) le correspondía ejecutar la administración del 
Estado de acuerdo a la Ley; actual situación paradójica que vivimos al no poder identificar la presente 
división de “funciones”. 
De La Rúa (1968)  afirma: 
“El verdadero origen de la casación debemos buscarlo en el Derecho francés, y más particularmente en 
el llamado Conseil des parties, aparecido como una subdivisión del antiguo Conseil du Roi. […] Pero al 
especializarse una sección del Gran Consejo en el conocimiento de asuntos judiciales, y formarse el 
Conseil des parties, con competencia para conocer de los recursos deducidos por los particulares y de 
anular las sentencias viciadas, fue desarrollándose un verdadero medio de impugnación (demande en 
cassation) concedido en dernier resort a la parte vencida, para denunciar al soberano, con fines de 
anulación, la sentencia de un parlamento viciada de contravention aux ordonnances, de forma o de 
fondo”xxii. (p. 32). 
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Continúa argumentando que: 
“Esta demande en cassation era un medio reservado exclusivamente al Conseil des parties, con lo que 
se produjo la coordinación entre el recurso y jurisdicción, explicada por la doctrina moderna” (p. 32) 
El citado 
xxiii
Dr. Hernando Morales (1963) indica: 
 “Tal fue el origen del Consejo del rey, que ponía coto a los desmanes de los parlamentos, a base de 
denuncia de la parte agraviada. En 1302, ante muchas peticiones para infirmar fallos feudales, el rey 
Felipe el Hermoso organizó por primera vez el procedimiento para el recurso que se tramitaba. Al 
comienzo aquella corporación fallaba como tribunal de instancia, pero en 1334 se dijo que quien 
invocaba el recurso debía proponer las tachas que tuviera contra la sentencia recurrida. En el año de 
1578 se escindió el Consejo del Rey en dos entidades: el Conseil d´Etat para los asuntos públicos de 
carácter político y el conseil de parties, para los asuntos privados, o sean los recursos judiciales 
propiamente dichos, el cual conservó su organización y funciones hasta la revolución”. (P. 26) 
La doctrina jurídica afirma que en el año de 1837, dentro de la legislación francesa, se configuró la 
casación como verdadero recurso judicial, en busca del cumplimiento de los objetivos primordiales de 
la casación como son el control de la legalidad en las sentencias y la unidad de la jurisprudencia en los 
fallos, situación que se plasmó en la Ley de 1 de abril de 1837. Por lo tanto, en ese crucial momento en 
que se crea la casación como medio de impugnación dentro de esa legislación se inició una nueva era 
en lo que respecta al control de la legalidad.  
Dentro del ordenamiento jurídico alemán se busca la unificación de los criterios judiciales a nivel 
nacional, aplicando la mayoría de las características de la casación francesa, aunque lo interesante de la 
casación dentro de ésta legislación es que no se admitía el reenvío, situación que se observaba en la 
legislación francesa, sino más bien directamente la corte de casación se convertía en juez de instancia y 
resuelve el pleito en caso de que la sentencia contenga errores de derechos o se encuentre viciada.  
En la legislación Española, el recurso de casación aparece por primera vez en 1838, posteriormente se 
da una figura previa de la casación en la Ley 18 de junio de 1870 y sus posteriores reformas de 1878 y 
1883 para finalmente en 1885 plasmarse como recurso judicial en la Ley de Enjuiciamiento Civil que 
se la adopta para buscar la unidad jurisprudencial así como estatuyó a la casación en interés exclusivo 
de la aplicación de la Ley.  
Realizando una proyección histórica a los actuales sistemas de casación se puede afirmar que el 
tribunal de casación podía anular la sentencia por contravenir la ley y remitía las actuaciones a otro 
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tribunal distinto que volvía a dictar sentencia (reenvío) y si el tribunal de casación denegaba la 
sentencia dictada por el nuevo tribunal se volvían a remitir las actuaciones a otro órgano enjuiciador 
distinto (infracción de normas) y si el tribunal de casación desestimaba ésta sentencia se remitían las 
actuaciones a la asamblea que dictaba un decreto legislativo. Posteriormente se obliga a que una vez 
anulada la sentencia por el tribunal de casación, el tribunal al que se le remiten las actuaciones se 
ajustará a lo dispuesto por las matrices del tribunal de casación, convirtiéndose en un vigilante supremo 
de la juridicidad de los actos judiciales así como también de la unidad de criterio de los fallos.  
 
2.1.4. La casación en el Ecuador y en particular en materia tributaria  
 
La casación en el Ecuador es una institución jurídica muy importante que ha tenido una evolución 
histórica compleja y separada. La institución misma de la casación se ha desarrollado por separado, 
tanto en materias penales como no penales, es el caso civil, tributario, laboral, etc.  
Pero para hablar de que la casación en nuestro país es necesario referirme en primer lugar a la casación 
en materia penal. Históricamente la casación en materia penal se desarrolló desde la década de la 
década de los años sesenta, luego fue suprimido mediante Decreto Supremo No. 192 publicado en el 
Registro Oficial 763 de 17 de marzo de 1975 para luego ser insertado nuevamente en el Código de 
Procedimiento Penal publicado en el Registro Oficial 511 de 1º de junio de 1983. Antes de la primera 
supresión del recurso (año 1975) el código en mención se refería al recurso de casación cuando “en la 
sentencia se hubiere violado la ley, ya por contravenir expresamente en su texto, ya por haberse hecho 
una falsa aplicación de la misma, ya, en fin por haberlo interpretado erróneamente” (art. 373 del 
Código de Procedimiento Penal vigente a la época). Realizando una proyección histórica se debe tomar 
en cuenta dos aspectos: el primero que se refiere a que se puede proponer recurso de casación en 
materia penal en todos aquellos casos en los cuales se hubiere violado la ley por aplicación indebida y 
por errónea interpretación; en ningún momento se habla de la posibilidad de que exista casación penal 
por vicios o errores in procedendum o de carácter procesal; y, el segundo aspecto es que la solución 
para esa situación jurídica concreta se la dio mediante el recurso de nulidad. Los arts. 382 y 383 
distinguían los casos en que cabía la posibilidad de que se aplique la institución del reenvío, de 
aquellos que la propia Corte Suprema de Justicia rectificaba los errores cuando dictaba una sentencia 
ajustada a derecho. Para ese momento ya se identificaron varias situaciones jurídicas obligatorias que 
debía cumplir la institución de la casación, así tenemos que era necesario que se especifique que 
sentencia se recurre, que exista un solo tribunal de casación , que ponga fin a los procesos de 
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conocimiento, que lo proponga la parte interesada y que se interprete y unifique la Ley. En materia 
penal hoy en día conoce del recurso de casación la Sala De lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y 
Tránsito de la Corte Nacional de Justicia mediante una audiencia oral, pública y contradictoria en la 
que se debe pronunciar sentencia anulando, enmendando o revocando la violación a la ley, caso 
contrario lo rechazará y ordenará que se devuelvan los autos al inferior.  
Ahora bien , la casación en general, me refiero a materias no penales, es una institución jurídica que ya 
lleva un considerable trajinar dentro de la legislación jurídica ecuatoriana; puesto que se la incluyó en 
el país a partir de la Ley número 20, publicada en el Registro Oficial número 93, de 23 de diciembre de 
1992, que contiene las reformas constitucionales referentes a la casación, habiéndose codificado la 
Carta Fundamental de ese entonces la que se encuentra publicada en el Registro Oficial número 183 
del 5 de mayo de 1993.  
Santiago Andrade Ubidia (2005), que de igual manera constituye un referente en la materia que estoy 
tratando resalta la importancia de las reformas mencionadas en su libro “La casación Civil en el 
Ecuador” de la siguiente manera:  
“El recurso de casación fue elevado a rango constitucional y la Corte Suprema de Justicia se convirtió en 
corte de casación, en virtud de las reformas constitucionales de 1991; en el R.o. 192
xxiv
 de 18 de mayo de 
1993 se promulgó la L. de C., que introdujo el recurso extraordinario y supremo en los campos civil, 
mercantil, laboral y administrativo y sustituyó el que hasta entonces había estado vigente en materia fiscal 
en virtud de lo que disponía el C.t. (Título III del libro III, artículos 328 a 335), conservando vigente el 
recurso extraordinario en lo penal” (p. 149) 
Fue de tal trascendencia la reforma constitucional mencionada que en el artículo 192 manda que la 
Corte Suprema actuará como Tribunal de Casación en todas las materias, para ello, cuando en la 
primera disposición transitoria crea las Salas que integran el máximo tribunal jurisdiccional, entre ellas 
se establece la 
xxv
Sala de lo Fiscal que contaba, igual que las otras, tres salas y tres magistrados por 
Sala. Dispuso la reforma que se dicte la Ley de Casación, en la sexta transitoria. El Registró Oficial 
número 192, del 18 de mayo de 1993 publica la Ley 27 expedida por el Plenario de las Comisiones 
Legislativas, en la que el artículo 2 señala que el recurso de casación procede contra las sentencias y 
los autos que pongan fin a los procesos que dictaren, entre otros, los Tribunales Distritales de lo Fiscal. 
El autor citado señala: 
“En el campo tributario la casación nació gracias al Código Tributario que, en sus artículos 328 a 335 
lo reguló prolijamente. Se ha señalado que en esta materia existen ciertas notas típicas que deben ser 
tomadas en cuenta para que el recurso produzca frutos óptimos”. (p. 149) 
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Centrándome a lo que me corresponde, el recurso de casación en materia tributaria es más antiguo aún, 
puesto que con la publicación del Código Tributario en el Registro Oficial 968 de 23 de diciembre de 
1975, en el Libro III concretamente en el Título III se crea el recurso de casación que fue un gran 
avance para la época en materia tributaria. La Comisión Interinstitucional integrada por doctrinarios 
del derecho, juristas y funcionarios judiciales de carrera, preparó el Proyecto de Código Tributario 
acogiendo importantes aportes del Modelo de Código Tributario para Latinoamérica innovó en materia 
tributaria al integrar al recurso extraordinario de casación en la última etapa jurisdiccional, colocándolo 
en la cúspide del proceso, que podían promoverlo tanto la administración tributaria como los 
contribuyentes que no estén de acuerdo con las sentencias emitidas por los Tribunales Fiscales, puesto 
que podía aplicar una norma inexistente, no aplicar la existente o aplicarla erróneamente. Para la época 
era un gran avance jurídico que se haya incluido en el Código Tributario una institución de ésta 
naturaleza, puesto que en materias civiles aún ni siquiera se incursionaba al ser una institución de 
carácter formalista y delicada.   
La integración del tribunal de casación era de la siguiente manera: de las sentencias dictadas por la 
Primera Sala conocía el tribunal de casación integrado por los magistrados de la Segunda y Tercera 
Salas y de esa manera se configuraba una especie de rotación de la Sala que emitía la sentencia el 
tribunal de casación sería las dos salas restantes. Tanta era la trascendencia del asunto que en el art. 
293 ibídem se establecía que los fallos del tribunal de casación tendrían los mismos efectos de 
resoluciones de la Corte Suprema de Justicia.  
El recurso de casación en materia tributaria, en un inicio, adoptó una posición positivista, al ser 
netamente formalista y responder a un fin netamente procesal ya que se dedicaba a definir la 
unificación de la aplicación e interpretación de la Ley y a dictar normas generales de aplicación en 
casos análogos. Es así que había la posibilidad de proponer recurso de casación en caso de que se 
evidencie una transgresión o violación a las normas de carácter tributario, mismas que se pueden 
entender desde dos puntos de vista: uno que se refiere a las normas tributarias de carácter general como 
el Código Tributario que es el código de los tributos, y el otro que se refiere a normas tributarias de 
carácter particular que crean tributos como es la Ley de Régimen Tributario Interno o el Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización. Hoy en día el recurso de 
casación en materia tributaria lo conoce la Sala Especializada de la Corte Nacional de Justicia de las 
sentencias o autos definitivos que provengan o hayan sido emitidos por uno de los Tribunales 




2.1.5. Naturaleza jurídica del recurso de casación en materia tributaria  
 
La Constitución de la República del Ecuador publicada en el Registro Oficial Nº 449 de  20 de Octubre 
de 2008 impone los lineamientos de esta aseveración en el numeral 1 del Art. 184 refiriéndose a las 
funciones de la Corte Nacional de Justicia, que textualmente dice: “Conocer los recursos de casación....”; 
así como también establece la conformación de dicha institución en el art. 182 ibídem que a la letra 
dice: “La Corte Nacional de Justicia estará integrada por juezas y jueces en el número de veinte y uno, quienes 
se organizarán en salas especializadas, …”.  
En este sentido, la doctrina ha mencionado que la casación se ha convertido en un instituto complejo 
que resulta de la combinación de dos elementos que se complementan, estos son: la Corte de casación 
(Corte Nacional de Justicia) y el recurso de casación que cosntituyen una dualidad cuyos términos no 
pueden ser aislados sin que pierdan el uno del otro su significado.  
La Corte Nacional de Justicia en el Ecuador juega un papel muy importante al ser el órgano judicial 
supremo y único en el Estado que tiene las atribuciones de conocer y resolver los recursos de casación 
buscando la aplicación estricta de la norma jurídica y la uniformidad de los fallos que se emitan.  
Para reforzar mi criterio, Fernando de la Rúa (1968) citando a Calamandrei menciona: 
“La Corte de Casación es un órgano judicial supremo, único en el Estado con una finalidad diversa de 
la estrictamente jurisdiccional, esto es, por la finalidad de controlar que los jueces decidan las 
controversias según la ley y que se mantenga en todo el Estado la uniformidad de la interpretación 
jurisprudencial, anula, en virtud de recursos de los interesados, las sentencias de los jueces inferiores 
que contengan un error de derecho en la decisión de mérito”xxvi. (p. 22) 
De ésta manera se puede llegar a establecer una definición del recurso de casación como una acción 
impugnativa que se presenta ante un órgano jurisdiccional de menor jerarquía para ante un órgano 
jurisdiccional supremo buscando la anulación de una sentencia de un inferior que contenga vicios y/o 
errores de derecho en su resolución final.  
El artículo 183 del Código Orgánico de la Función Judicial, sustituido por el artículo 8 de la Ley 
Orgánica Reformatoria al Código Orgánico de la Función Judicial, publicada en el Suplemento del 
Registro Oficial No. 38, de 17 de julio de 2013, establece que 
xxvii“La Corte Nacional de Justicia estará 
integrada por las siguientes Salas Especializadas: 1. De lo Contencioso Administrativo; 2. De lo Contencioso 
Tributario; 3. De lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito; 4. De lo Civil y Mercantil; 5. De lo Laboral; 
y, 6. De la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores”. 
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En cuanto a la naturaleza del recurso de casación en materia civil, 
xxviii
Andrade Ubidia (2005) dice: 
“Se discute respecto de la naturaleza de la casación: una parte de la doctrina sostiene que es un 
recurso ubicado entre los denominados “medios de gravamen”, aunque con carácter de 
“extraordinario”, otra en cambio considera que es una de las “acciones impugnativas en el sentido de 
CALAMANDREI” (P. 39) 
El inciso tercero art. 182 de la Carta Magna indica: “Existirán conjuezas y conjueces que formarán parte de 
la Función Judicial”, en concordancia con el inciso 2 del art. 201 del Código Orgánico de la Función 
Judicial que reza: “Integrar, por sorteo, el Tribunal de tres miembros para calificar, bajo su responsabilidad, 
la admisibilidad o inadmisibilidad de los recursos que corresponda conocer a la sala especializada a la cual se 
le asigne…”. Por lo tanto, es lógico entender que la 
xxix
Corte Nacional de Justicia es el órgano 
jurisdiccional máximo de la Función Judicial que conocerá los recursos de casación a través de sus 
diferentes salas especializadas.  
La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario actualmente está integrada por tres Jueces que 
conforman el Tribunal juzgador en materia tributaria, que debe pronunciarse sobre la legalidad o 
ilegalidad de las sentencias o autos dictados por los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario 
que actúan como Cortes Provinciales de acuerdo al art. 218 del Código Orgánico de la Función Judicial 
que a la letra dice: “Existirán salas de lo Contencioso Tributario en las Cortes Provinciales que establezca el 
Consejo de la Judicatura, quien determinará el ámbito territorial de su competencia”. Es por tanto un recurso 
extraordinario el de casación puesto que no se analiza como lo haría un tribunal de segunda instancia 
puesto que en materia tributaria los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario actúan como 
tribunal de única y última instancia, sin pensar en lo absoluto que se convertiría en un tribunal de 
segunda o de tercera instancia. 
xxx
Andrade Ubidia (2005) señala:  
“Como se señala, la razón fundamental por la cual se adoptó esta resolución es porque la mayoría de 
integrantes del Pleno consideró que no se trata de una acción sino de un recurso, sin embargo es necesario 
poner de relieve que se trata de un recurso extraordinario, y que además presenta muchas notas de las que 
caracterizan a las acciones impugnativas, que se las enumerará inmediatamente, realizando un paralelo 
con el derogado recurso de tercera instancia”. (p. 40) 
Por lo tanto, una sentencia que emita el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario será en materia 
tributaria de primera y única instancia de acuerdo a lo que establece el art. 218 del Código Tributario 
“La jurisdicción contencioso-tributaria se ejercerá por los tribunales distritales de lo fiscal como órganos de 
única o última instancia, y por la Sala Especializada de lo Fiscal de la Corte Suprema de Justicia como Tribunal 
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de Casación. En esta materia son hábiles todos los días, excepto los feriados determinados en la Ley Orgánica 
de la Función Judicial”; siendo en caso de que se interponga un recurso de casación el Tribunal Distrital 
de lo Contencioso Tributario es un tribunal A-quo.  
El art. 320 del Código de Procedimiento Civil señala: “La ley establece los recursos de apelación, casación 
y de hecho, sin perjuicio de que al proponérselos se alegue la nulidad del proceso.” En materia tributaria es  
necesario recurrir a  la legislación civil, puesto que es una norma supletoria de acuerdo al art. 14 del 
Código Tributario que indica: “Normas supletorias.- Las disposiciones, principios y figuras de las demás 
ramas del Derecho, se aplicarán únicamente como normas supletorias y siempre que no contraríen los 
principios básicos de la tributación. La analogía es procedimiento admisible para colmar los vacíos de la ley, 
pero en virtud de ella no pueden crearse tributos, exenciones ni las demás materias jurídicas reservadas a la 
ley”. De esta manera, será pilar fundamental para el desarrollo de la presente temática la casación en 
materia civil puesto que es la base para la correcta interposición y desarrollo del recurso de casación en 
materia tributaria.  
 
2.1.6. Objetivos de la casación   
 
Siendo la casación un recurso que se encuentra regulado por un tribunal supremo y que mediante el 
cual se produce la anulación de las sentencias de los tribunales inferiores, en materia tributaria del 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario que han violado las normas del derecho; por lo que el 
recurso de casación  tiene como deber fundamental asegurar el cumplimiento y el respeto de las leyes, 
es decir, velar por el derecho objetivo así como también responder  a un interés social que se enmarca 
en la administración correcta e igualitaria de la justicia. 
Hernando Morales (1963) considera que: 
“El principal objetivo de la casación es el restablecimiento de la ley, de modo que por medio de la 
institución se ejerce un control jurisdiccional sobre los actos de los tribunales de instancia que estén sujetos 
al recurso. Existe un control represivo que viene a construir lo que se ha denominado control sobre el 
control que ejercen los jueces en relación con la observancia de la ley por los particulares (in iudicando) y 
al mismo tiempo hay un control sobre los actos propios del tribunal que falla, el cual se denomina control 
preventivo (in procedendo)
xxxi








doctrina jurídica contemporánea (DE LA RÚA 1968, PÁG. 225)   indica que existen dos objetivos 
superiores de la casación que son: 
xxxiii
1.- La defensa del derecho objetivo (ius constitutionis) que debe 
defenderse mediante el recurso de casación puesto que cumple una función nomofilaquia para la 
correcta, uniforme y general aplicación e interpretación de la norma jurídica; y, 2.- La Protección y 




Manuel de la Plaza (1944) al respecto expone: 
“No perdamos de vista que la casación tiene finalidades de dos naturalezas: una pública, que es la 
primordial, el velar por la vigencia del derecho mediante el control de la legalidad en los fallos de 
instancia y propiciar la unificación de la jurisprudencia; y otra privada, no menos importante pero 
instrumental para el logro de las finalidades públicas, cual es la tutela de los derechos de los 
particulares”. (p. 16). 
La correcta interposición del recurso de casación es fundamental para que el Tribunal de casación 
tenga la posibilidad y la obligación de corregir los erróneos criterios de interpretación de las normas 
jurídicas y procesales por parte de los jueces inferiores; en el caso concreto de que incurran en 
aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas de derecho, de normas 
procesales, de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, cuando resuelva de lo que 
no fuera materia del litigio u omisión de resolver en ella todos los puntos de la litis o cuando no 
contuviere los requisitos exigidos por la Ley o cuando en su parte dispositiva se adopten decisiones 
contradictorias o incompatibles  
Al permitirle al juzgador, mediante la óptima interposición del recurso de casación, analizar si una 
sentencia inferior a incurrido en las circunstancias citadas  se le permitiría definir el verdadero 
significado y alcance de las normas jurídicas, cuya exacta y rigurosa observancia debería tener un 
carácter obligatorio para los jueces de instancia, que al aplicarlas para juzgar deben cuidar el verdadero 
sentido de su significado como norma objetiva con alcance general y abstracto. La casación va más allá 
del solo fin jurisdiccional, tratando de alcanzar propósitos que son del interés nacional como lo es la 
conservación de la integridad de nuestra legislación y la uniformidad de la jurisprudencia ecuatoriana 
de acuerdo a lo ordenado en el art. 184.2 de la Constitución de la República del Ecuador que a la 
letra dice: “Serán funciones de la Corte Nacional de Justicia, además de las determinadas en la ley, las 
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siguientes: 2. Desarrollar el sistema de precedentes jurisprudenciales fundamentado en los fallos de triple 
reiteración”. 
Al efecto Calamandrei habla de que el fin primordial de la casación es contener a los tribunales y 
jueces en la estricta observancia de la ley, de manera que la Corte de Casación casa o rompe la 
sentencia cuando el tribunal de instancia no juzga secundum ius, o mejor llamado no se ha cumplido 
con la función nomofilaquia o tutela judicial de la ley.  
 
2.1.6.2. Objetivo básico de la casación  
 
Es importante entender que el respeto irrestricto  al principio de la legalidad es el objetivo básico de la 
casación que representa uno de los logros más significativos del Estado de Derechos y Justicia (antes 
Estado de Derecho) y supone no sólo la sumisión de la actuación administrativa a las normas de la 
función legislativa, sino también el respeto a la jerarquía normativa y la imposibilidad jurídica de que 
un acto administrativo vulnere una disposición general; más aún en materia tributaria ya que son actos 
de la Administración Tributaria los que serán impugnados y una sentencia referida a ellos será 
recurrida.  
Galo García Feraud (1968), al respecto señaló:  
 
“La casación surge como un recurso que pretende defender al derecho objetivo contra cualquier tipo de 
abuso del poder desde el ejercicio de la Potestad Jurisdiccional; esa defensa del derecho objetivo ha 
sido llamada por algunos tratadistas como nomofilaquia, que naturalmente se refiere a eso, a la defensa 
de la norma jurídica objetivamente considerada; pero  no desde un punto de vista exclusivamente 
general, sino de la defensa del derecho objetivo desde el ángulo de una situación subjetiva, si se quiere 
de una situación de derecho subjetivo. Otra de las finalidades que persigue el recurso de casación es la 
uniformidad jurisprudencial y, naturalmente, hacia ese punto se dirigen los esfuerzos del mayor número 
de legislaciones que recogen este tipo de recurso. En el Ecuador, la ley que acaba de ser puesta en 
vigencia recoge esta inquietud y la encontramos en el artículo 19 de la Ley, cuando habla de la triple 
reiteración de un fallo de casación, que se convierte en un precedente jurisprudencial, obligatorio y 
vinculante para la interpretación y aplicación de las leyes[...]
xxxv
 (p. 45). 
Álvaro Pérez Avilés (1993)  en su obra “Recurso de Casación en materias Civil, Penal y del Trabajo” en 
este sentido expresa: 
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“el fin primordial del recurso (de casación) es unificar la jurisprudencia” xxxvi (p. 27). 
Por lo tanto lo que se busca es la general y uniforme jurisprudencia, dentro de los fallos o sentencias 
judiciales.  Pero debe destacarse a la unidad jurisprudencial de tal forma que es una de las finalidades 
propias del recurso que consigue igualmente que no se trasgreda a la norma jurídica, es decir tiene 
relación con los objetivos supremos o superiores anteriormente analizados, fenómeno que se interpreta 
en contra de su verdadero sentido, de manera que los dos aspectos dichos se compenetran y combinan. 
Al ser la jurisprudencia una fuente del derecho reviste de importancia, puesto que el Estado requiere un 
órgano que controle la observancia de la ley y su interpretación uniforme a fin de que no se 
desnaturalice la esencia jurídica del derecho. El recurso de casación, finalmente, se convierte en un 
















2.2. LA CASACIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA  
 
 
2.2.1. Diferentes sistemas de la casación 
 
 
La doctrina jurídica concluye que, en primer lugar existen tres sistemas de casación que han regido su 
accionar jurídico dentro de las legislaciones principalmente europeas, estos son: el reenvío, para los 
vicios in iudicando o infracción de normas y el mixto, desarrollados principalmente en Francia, España 
e Iberoamérica respectivamente, mismos que son tomados cuenta para la parte resolutiva de la 
sentencia de la Corte de casación. En el presente trabajo se analizará a profundidad estos tres sistemas 
ya que son pilar fundamental para interpretar lo que en el Ecuador se vive en la actualidad, así como en 
los sistemas jurídicos contemporáneos que han tratado de cambiar el tratamiento tradicional que se ha 
dado con el recurso de casación.  
Al respecto 
xxxvii
Enrique Vérscovi (1979) señala:  
 
 
“Existen tres sistemas diferentes de casación: a) el de reenvío, adoptado por el ordenamiento francés, 
en que el tribunal de casación al admitir el recurso anula  la resolución  impugnada y, por regla 
general,  devuelve (reenvía) el proceso al tribunal ad quem, sea para que vuelva a sustanciar al causa 
en caso de existir vicio in procedendo, sea para que dicte nueva sentencia si existe vicio in iudicando; b) 
el que admite el recurso únicamente para los vicios in iudicando, como ocurre la Ley española de 
Enjuiciamiento Civil del 2000 en que tan sólo  se pueden casar los fallos fundándose “como motivo 
único, en la infracción de normas aplicables para resolver las cuestiones objeto del proceso” (art. 477) 
y en caso de admitirse el recurso, el mismo tribunal de casación dicta la resolución de fondo (art. 487); 
mientras que, para los vicios de procedimiento, se halla previsto el recurso extraordinario por 
infracción procesal; y c) el que se podría denominar “mixto”xxxviii, que suprime el reenvío cuando se 
casa por razones de fondo, por lo que el tribunal de casación a más de casar la resolución impugnada 
dicta el fallo de  instancia, mientras que mantiene el reenvío cuando se casa la sentencia por vicios de 
procedimiento que provocan nulidad insanable”. (pp. 233-234). 
 
En el Ecuador, como lo analizaré más adelante, se aplica el sistema de infracción de normas y el 
reenvío, puesto que existen innumerables fallos emitidos por la Corte Nacional de Justicia en que se 
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ordena el reenvío o se realizan sentencias de mérito en la misma Corte de casación configurándose los 
dos sistemas mencionados.  
Sistemas utilizados para la proposición del recurso de casación.  
Se ha analizado con la misma profundidad de que existe sistemas abiertos y cerrados para la 
proposición del recurso, siendo el primero de estos cuando por su naturaleza en el recurso se da una 
definición muy amplia que puede incluir un gran número de posibilidades para que se considere el 
recurso de casación, se lo puede denominar múltiple al dejar abierta la posibilidad de que se interpreten 
como recurridas varias posibilidades; mientras que el segundo de los enunciados es más formalista y 
estricto al momento de la interposición del recurso, puesto que se debe especificar de manera precisa 
las causales en que se fundamenta para que no exista ni siquiera una posibilidad de tomar en cuenta 
una posibilidad diferente a la planteada.  
Este último es el que se aplica en el sistema ecuatoriano, el sistema cerrado por causales, 
principalmente en materia tributaria, como analizaré más adelante, la Ley de Casación se basa 
precisamente en este sistema.  
La casación “per saltum” es una posibilidad que tienen los litigantes para la sentencia en caso de que 
haya violado alguna norma de derecho expresa, pues, haciendo un estudio de derecho comparado, en la 
legislación colombiana existe la posibilidad de que la sentencia que ha emitido la Sala A-quo pueda ser 
recurrida a casación evitando que exista la segunda instancia sino directamente analizando en casación 
los vicios en que pudo incurrir la sentencia.  
El Dr. Luis Cueva Carrión (1993) al respecto indica: 
“La casación per saltum tiene por objeto acelerar la administración de justicia porque las partes se 
ahorran toda una instancia que, en la mayoría de los casos, no tiene otro efecto que retardar el recurso 
de los procesos con perjuicio evidente para una de las partes contendientes”xxxix (P. 143) 
La misma doctrina jurídica critica a éste sistema contemporáneo de casación al mencionar que es 
ineficaz puesto que en las legislaciones que se encuentra vigente ha tenido una ínfima acogida y no es 
utilizado por los litigantes. En el sistema jurídico ecuatoriano no se aplica el presente sistema al no 





2.2.2. La casación en los sistemas jurídicos contemporáneos 
 
 
Corresponde realizar un análisis jurídico de la casación en algunos ordenamientos positivos, en primer 
lugar me referiré a ordenamientos europeos para finalmente estudiar a ordenamientos jurídicos 




En el ordenamiento jurídico de francés  el recurso de casación le corresponde a la única corte de 
casación que es la “Cour de Cassation”  subdividida en seis secciones xl cinco de carácter civil y una 
sola de lo criminal. De igual manera, la justicia francesa se presenta  de una forma piramidal que 
constituye tres niveles distintos que son: los tribunales de primera instancia, los tribunales de segunda 
instancia que les corresponde a los tribunales de apelación y el último nivel es el que le corresponde a 
la Corte de Casación siendo el máximo tribunal en materias civiles y penales.  
Al respecto es necesario mencionar al Dr. LoÏc Cadiet, miembro del Instituto Universitario de Francia 
y profesor de la Universidad Sorbona de Paris 1, en su artículo “El Sistema de Casación Francesa” 
menciona:   
“El tercer y último nivel corresponde a la “Cour de Cassation” que es por ello el más alto tribunal en 
materia civil y en materia penal. En cambio, no tiene ninguna competencia en materia constitucional, que 
compete al Consejo Constitucional, ni en materia administrativa que corresponde al Consejo de Estado. No 
es por tanto, correctamente hablando una corte suprema”xli.  
Por lo tanto, en el ámbito tributario la Sala que le corresponde conocer los asuntos de casación en esta 
materia es la Cuarta Sala de la Corte de Casación puesto que se especializa en el área financiera, 
comercial y mercantil, y al ser el tema tributario eminentemente de las finanzas públicas es 
competencia de la Sala mencionada de conocer la casación, situación que se reafirma de acuerdo al Dr. 
Cadiet en el artículo mencionado que:  
“La primera sala civil conoce del derecho de las personas, del derecho de contratos, del derecho de seguros 
y del derecho internacional privado; la segunda sala, del procedimiento civil, de la responsabilidad civil y 
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la seguridad social; la tercera, de derechos reales de la propiedad y de urbanismo; la sala comercial y 




En Italia existe el tribunal de última instancia, “Corte Suprema di Cassazione” que es el encargado de 
asegurar la correcta aplicación de la ley en los tribunales inferiores y de apelación así como la 
unificación de los fallos judiciales creando jurisprudencia sobre un tema. En la presente legislación se 
aplica la casación per saltum que como se explicó anteriormente ese sistema permite recurrir a la corte 
de casación directamente desde la primera instancia sin recurrir a la apelación.  
El recurso de casación en la legislación italiana se encuentra regulado por el Código Procesal Civil, 
manteniendo marcados rasgos, por obvias razones, de la legislación francesa que fue la cuna de la 
casación. Se concede el recurso de casación en contra de las sentencias definitivas por situaciones que 
se refieran a la violación de normas sobre la competencia, por violación o falsa violación de normas así 
como por nulidad de la sentencia o procedimiento por motivación omitida o insuficiente sobre un 
asunto controvertido.  
Dentro de los sistemas de casación aplicados en esta legislación existe el reenvío y la infracción de 
normas, así como la casación per saltum. Para el efecto, De La Rúa (1968)  afirma: 
“La Corte no puede, salvo en caso de defecto de jurisdicción decidir el caso concreto y debe reenviar a 
nuevo juicio pero cuando acoge el recurso por violación o falsa aplicación de normas de derecho, enuncia 
el principio al cual el juez de reenvío debe uniformarse”. xlii (p. 60). 
 
En el ámbito tributario la corte de casación conoce también de la materia fiscal, puesto que analiza los 
errores o vicios que pueda contener una sentencia emitida por el Tribunal General, Cuarta Sala, al igual 
que en Francia, en caso de incurrir en los vicios antes mencionados. Es por lo que, la importancia del 
recurso de casación en materia tributaria debe existir puesto que se encuentra en tela de duda la 







 En el ordenamiento jurídico alemán la casación recibe el nombre de revisión puesto que bajo esa 
denominación ejerce funciones casatorias, mismas que a su vez son competencia de la Corte Suprema 
de Justicia Alemana. Encaminada hacia los mismos fines de la casación, la revisión procura la 
aplicación de la ley en un sentido estricto buscando una unidad jurídica nacional, como lo define de la 
Rúa (1968), al mencionar que: 
“la casación recibe el nombre de revisión, procura la unidad jurídica nacional y constituye un instituto 
destinado sobre todo a mantener en el ordenamiento germano la unidad del derecho”. (p. 60).  
De igual manera que las anteriores legislaciones analizadas el recurso de casación procede en contra de 
las sentencias definitivas, por inobservancia o errónea aplicación de una norma jurídica en cuanto a 
errores in iudicando y errores in procedendo. Dentro de ésta legislación la excepción es que el Tribunal 
realice un reenvío puesto que es regla general que el mismo tribunal de casación decida sin reenvío el 
asunto como cuando anula la sentencia por infracción a la ley, cuando el caso puede decidirse sin un 
nuevo procedimiento y en los supuestos de anulación por competencia. El recurso de revisión alemana 
se encuentra regulado por la Ordenanza Procesal Civil en la que se establece que es un recurso 
extraordinario el cual debe basarse en el análisis de las sentencias que incurran en una violación a la 
ley o cuando se la considera infringida  
Para el efecto, en la Revista de Estudiantes de Derecho de la Universidad de Monteávila el Dr. 
Aristides Rengel menciona que: 
“El recurso de revisión alemán es un recurso extraordinario, como la casación francés aunque no lo dice 
expresamente la ZPO (Ordenanza Procesal Civil) alemana, sin embargo, la revisión se diferencia 
fundamentalmente del recurso ordinario de apelación en que la revisión abarca solamente a los puntos de 




En la legislación española, el recurso de casación le compete al Tribunal Supremo que tiene sede en 
Madrid que es un órgano jurisdiccional único que analiza las sentencias y resoluciones de los 
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Tribunales Superiores de Justicia  que incurran en errores de derecho o que contengan algún vicio, 
infracción de ley o doctrina legal, quebrantamiento de formas esenciales o al debido proceso. 
De La Rúa manifiesta que: 
 “La casación tiene en España el proclamado objeto de lograr la uniformidad en la interpretación del 
derecho. su conocimiento está reservado al Tribunal Supremo, único en el Estado, dividido en Salas por 
materias”. (p. 61) 
Se podría decir que la legislación de España contempla una situación similar a la que ocurre en nuestra 
legislación ecuatoriana, puesto que a decir del Dr. Rafael Hinojosa Segovia, profesor titular de Derecho 
Procesal de la Universidad Complutense de Madrid en su artículo El Recurso de Casación Civil: 
importancia práctica de la fase de preparación menciona que: 
“Cuando se ha configurado la casación por quebrantamiento de forma (norma procesal infringida) el 
Tribunal anula la sentencia y devuelve al Tribunal de procedencia para que reponiéndola al estado que 
tenía cuando se cometió la falta sustancie con arreglo a derecho. Cuando lo es por infracción de la ley, 
casará la sentencia y dictará a continuación, pero separadamente, la sentencia que proceda conforme a 
derecho, sin necesidad de reenvío.  
A decir verdad, la mayoría de los fallos de casación emitidos por las diferentes Salas Especializadas de 
la Corte Nacional de Justicia utilizan el sistema descrito actuando de acuerdo a la Ley de Casación y a 
todo el marco jurídico vigente en el país.  
Al igual que en nuestro país, el Tribunal Supremo es el que conoce el recurso de casación en materia 
tributaria, puesto que una vez que un Tribunal Superior de Justicia se ha pronunciado sobre un tema 
tributario que sea de su competencia, tanto la administración como el contribuyente tienen el derecho 
de interponer el recurso de casación, con la única diferencia de que para poder interponerlo dentro de la 
legislación española se establece que el afianzamiento es de 600.000 euros, situación que en nuestro 
país no se identifica, el monto pero si un porcentaje de la obligación en caso de que el recurrente sea el 




En el derecho argentino el recurso de casación fue incluido dentro de su legislación con la reforma 
constitucional de 1949 en la cual, a decir De La Rúa, se buscó satisfacer la necesidad señalada por la 
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doctrina nacional y los congresos de juristas. Al elevarse a rango constitucional a este recurso 
extraordinario se cambió el engranaje jurídico que estaba establecido en Argentina correspondiéndole a 
la Corte Suprema de Justicia conocer y resolver de una manera limitada el recurso de casación y sus 
resoluciones son de aplicación obligatoria por los jueces y tribunales nacionales y provinciales para 
finalmente obtener la revisión de la jurisprudencia.   
Aunque tiene un tratamiento diferente al ser un Estado federado, la casación en este país conoce la 
Corte de cada provincia una vez que se ha pronunciado la Cámara Federal de Apelaciones, esa es la 
razón por la que menciono que la Corte Suprema de Justicia de Argentina conoce el recurso de 
casación de manera limitada, puesto que de acuerdo a las leyes de cada provincia se aplica la 
posibilidad de acceder a los recursos de casación. Fundamentalmente el recurso de casación se 
encuentra en los códigos procesales civiles de cada provincia, por citar un ejemplo, la provincia de 
Buenos Aires ha sido la precursora en el recurso puesto que tiene el recurso de casación más antiguo 
previsto en la Constitución de 1873 y traducido a los diferentes códigos procesales civiles. 
En el sistema tributario de argentina al igual que en nuestro país se establecen tanto la sede 
administrativa como la sede contenciosa tributaria  misma que conoce el Tribunal Fiscal de la Nación, 
organismo que fue creado por ley 15.265 (Boletín Oficial del 27/1/1960) y comenzó a funcionar el 28 
de abril de 1960, inspirado en la  Tax Court estadounidense y, fundamentalmente, en el Tribunal Fiscal 
de la Federación de México (1936). Por lo tanto se puede acceder a éste por medio de la casación una 




El recurso de casación en el Perú se instaura desde el año de 1979 que señalaba que le corresponde a la 
Corte Suprema fallar en la última instancia cuando la acción se haya iniciado en una Corte Superior o 
un Tribunal. Entre las finalidades principales del recurso de casación tenemos: la aplicación correcta de 
la norma jurídica, la unificación de la jurisprudencia, lograr la justicia n un caso concreto , el control de 
la motivación de las resoluciones judiciales y la apreciación y calificación jurídica de los hechos y 
valoración de los medios probatorios afectada por los jueces de instancia o de mérito.   
Se puede decir que el recurso de casación en la legislación peruana tiene trascendental importancia 
puesto que constituye un instrumento procesal para uniformar criterios judiciales, así como constituye 
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un medio procesal para defender la norma jurídica frente a la infracción judicial perpetrada por los 
jueces de instancia.  
A criterio de Jorge Carrión Lugo (2012), tratadista de la casación peruana, indica que el recurso de 
casación constituye un medio impugnatorio formalista y limitado al mencionar que: 
“El recurso de casación exige un riguroso formalismo para alcanzar sus propósitos. El formalismo, 
como se constata en las legislaciones que recogen el recurso, es su característica esencial”xliv. 
“Una de las notas que caracteriza al recurso que estudiamos es la de ser limitado, en el sentido de que, 
por ejemplo, este medio impugnatorio no es viable contra todas las resoluciones judiciales, sino contra 
aquellas que el ordenamiento jurídico precisa, especialmente, contra las sentencias finales que dan por 
terminado el proceso. 
xlv
 (p. 160) 
El autor citado corrobora con el tema problema de la presente investigación puesto que menciona: 
“En efecto, la casación exige el cumplimiento de requisitos formales y de fondo que necesariamente 
tiene que satisfacerse, bajo sanción de declararse inadmisible o improcedente. Si conforme a nuestro 
ordenamiento jurídico procesal se cumplieran todas los requisitos de forma y de fondo señalados en 
todas las áreas en que se recoge este medio impugnatorio se evitaría la disposición del sentido estricto 
de la casación”. (p. 160) 
En materia tributaria la casación se tramita ante la Corte Suprema de Justicia siendo de competencia 
exclusiva la Sala de lo Contencioso Administrativo el conocimiento de las sentencias emitidas por las 
Salas Contencioso Administrativas y Salas Mixtas de las Cortes Superiores. La Administración 
Tributaria está representada por la Superintendencia Nacional de Aduanas y Administración Tributaria.   
En materia tributaria solamente procede el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal que es el que 
conoce la última etapa del proceso Contencioso Tributario, puesto que la administración en primer 
lugar conoce sobre las reclamaciones ante los actos administrativos y el Tribunal Fiscal mediante la 




En el Estado Plurinacional de Bolivia en el Código de Procedimiento Civil se regula el recurso de 
casación mismo que se utiliza para invalidar una sentencia o auto definitivo en los casos expresamente 
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señalados por la ley. Podrá ser de casación en el fondo y de casación en la forma (art. 250 CPC). Como 
se puede evidenciar en la legislación boliviana procede el recurso de casación en el fondo cuando la 
sentencia contuviere violación, interpretación errónea o aplicación indebida de la ley, cuando 
contuviere disposiciones contradictorias o cuando la apreciación de las pruebas hayan incurrido en 
error; por la forma procederá el recurso cuando la sentencia haya sido emitida por un tribunal 
incompetente, o un tribunal impedido de conocer o cuando exista ultra petitia.  
Realizando una comparación con la legislación ecuatoriana al referirse al fondo se analiza lo que se 
refiere a errores in iudicando, es decir cuando se ha violentado expresamente la norma jurídica y 
cuando se refiere a la forma es para analizar situaciones netamente procesales. 
En materia tributaria de igual manera existen los recursos en sede administrativa ante el Servicio de 
Impuestos Nacionales que de acuerdo al Código Tributario Boliviano representa a la Superintendencia 
Tributaria que representa a la administración tributaria quien conocerá sobre las reclamaciones y 
finalmente en la fase judicial conocerá la Sala de lo Contencioso Administrativo para finalmente 




La casación en el sistema jurídico colombiano tiene como finalidad unificar la jurisprudencia nacional 
y proveer la realización del derecho objetivo en los respectivos procesos, además procura reparar los 
agravios inferidos a las partes por la sentencia recurrida. Para que proceda la casación es necesario que 
la sentencia haya violado una norma de derecho sustancial, que no esté en consonancia con los hechos 
o las pretensiones de la demanda, que sea contradictoria o que sea nula.  
De igual manera dentro de la legislación colombiana el recurso de casación tiene una gran 
trascendencia puesto que lo que busca es la unificación de la legislación nacional así como el control 
de la aplicación estricta de la norma jurídica.  
En este sistema jurídico es aplicable una institución europea como es la casación per saltum que como 
se había explicado anteriormente se puede proponer el recurso en contra de las sentencias de primera 
instancia con la particularidad de que en este caso el recurso solo podrá fundarse en la causal primera 
del art. 368 del Código de Procedimiento Civil Colombiano que es cuando la sentencia ha violado una 
norma de derecho sustancial. 
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2.2.3. La casación según el Código Tributario 
 
Como se había analizado anteriormente (véase punto 2.1.4.)  la casación en el Ecuador ha sido una 
importante institución jurídica que ha caminado por las dos materias fundamentales del derecho que 
son la penal y la civil. En materia tributaria anteriormente (1975) la casación se regía por el Código 
Tributario ya que en su Título III se refería al recurso de casación; con la reforma constitucional de 
diciembre de 1992 a la Constitución de 1978 se expide la Ley de Casación No. 27, publicada en el 
Registro Oficial No. 192 de 18 de mayo de 1993, misma que fue reformada el 8 de abril de 1997 y 
codificada el 24 de marzo de 2004, se suprimió el Título III que se refería a la casación en materia 
tributaria.  
En la misma introducción de la Codificación del Código Tributario vigente se indica:  
“INTRODUCCION  
De conformidad a la atribución que le otorga a la Comisión de Legislación y Codificación el Art. 139 
de la Constitución Política de la República, en esta Codificación se han suprimido: del Libro III, del 
Título I, los capítulos II y III relacionados al Tribunal Distrital de lo Fiscal y sus Atribuciones, 
conforme lo establecido en el Art. 191 y numeral 2 del Art. 198 de la Constitución Política de la 
República; y, por lo dispuesto en el literal h) del Art. 11 de la Ley Orgánica del Consejo Nacional de la 
Judicatura; y, Título III, del Recurso de Casación, que se encuentra establecido en la Ley de 
Casación.” (lo subrayado y resaltado me pertenece)  
 
En el Código Tributario vigente en su Libro III que se refiere al procedimiento contencioso tributario 
en el Título III establece:  
“Libro III 
Del procedimiento contencioso tributario (…)  
TITULO III 
DEL RECURSO DE CASACION 
Art. 309.- Recurso de casación.- El recurso de casación en materia tributaria se tramitará con 
sujeción a lo dispuesto en la Ley de Casación”. 
 
Por lo transcrito, es necesario trasladarme eminentemente del tema tributario al tema de la casación en 
materias no penales en general, puesto que al no tener la posibilidad de enmarcarnos a la investigación 
netamente tributaria por un lay expresa, me corresponde fusionar la casación con la materia tributaria y 
lograr así los objetivos de la presente investigación y evidenciar los errores y problemas que tienen los 
abogados y procuradores judiciales del recurrente al momento de proponer y fundamentar el recurso de 




2.2.4. La Ley de Casación aplicable a la materia tributaria 
 
En el ordenamiento jurídico ecuatoriano se encuentra el régimen tributario, que establece los 
lineamientos como se debe conducir la materia tributaria y su correcta aplicación dentro del derecho 
procesal. Para el efecto, el art. 309 del Código  Tributario establece que  “El recurso de casación en 
materia tributaria se tramitará con sujeción a lo dispuesto en la Ley de Casación”. Con esta norma nos 
trasladamos directamente a la Ley de Casación para ubicarnos dentro de la esfera de la casación en 
materia tributaria, siendo el término para la interposición del recurso de casación de 5 días para los 
particulares y 15 días para el sector público.   
Al respecto, 
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Andrade Ubidia (2005) señala: 
“La L. de C., N° 27, promulgada en el R.o. N° 192 de 18 de mayo de 1993, fue reformada mediante Ley 
promulgada en el R.o. N°. 39 de 08 de abril de 1997; además, el artículo 23 de la Ley 93–Pcl, R.O. S. al 
N°. 764 de 22 de agosto de 1995, dispuso que la administración tributaria que interpusiera recurso de 
casación de las sentencias expedidas por los tribunales distritales de lo fiscal, afianzará el interés de los 
sujetos pasivos, mediante la emisión de una nota de crédito; el artículo 10 de la L.O.P.G.E
xlvii
. dispone 
que los organismos y entidades del sector público tendrán el término de 15 días para interponer el 
recurso de casación, que deberá ser concedido con efecto suspensivo, sin obligación de rendir caución; 
el C.n. y A”. (p. 29) 
Como he manifestado anteriormente, la importancia que reviste la correcta proposición y 
fundamentación del recurso de casación en materia tributaria se debe a que el art. 6 de la Ley de 
Casación indica cuales son los requisitos obligatorios para la interposición del mismo, para el efecto el 
recurso en forma obligatoria debe contener lo siguiente: 1. Indicación de la sentencia o auto recurridos 
con individualización del proceso en que se dictó y las partes procesales; 2. Las normas de derecho que 
se estiman infringidas o las solemnidades del procedimiento que se hayan omitido; 3. La determinación 
de las causales en que se funda; y, 4. Los fundamentos en que se apoya el recurso, a más de los 
requisitos que se han establecido en los innumerables fallos de la Corte Nacional de Justicia como el  
domicilio judicial y la firma de responsabilidad que son requisitos indispensables que constan 
principalmente en el procedimiento civil aplicable a la materia tributaria como norma supletoria.  
El art. 8 de la Ley de Casación indica que cuando se verifiquen las circunstancias señaladas en el 
artículo 7, que se refiere a la calificacion del recurso que debe referirse a si la sentencia o auto objeto 
del recurso es de aquellos contra los cuales procede de acuerdo con el artículo 2; Si se ha interpuesto en 
tiempo; y, si el escrito mediante el cual se lo deduce reúne los requisitos señalados en el artículo 6 de la 
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ley ibídem, en este caso el juez del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario, dentro del término 
de tres días, concederá el recurso y notificará a las partes. Concedido el recurso el mismo juez u órgano 
judicial dispondrá que se obtengan las copias necesarias para la ejecución de la sentencia o auto y, en la 
misma providencia ordenará que se eleve el expediente a la Corte Nacional de Justicia y las copias al 
juez u órgano competente para la ejecución del fallo, para el presente caso se ha implementado el 
afianzamiento tributario para evitar la ejecución de la sentencia para las personas que no tengan la 
calidad de públicas; recibido el proceso y en el término de quince días, la Sala de Conjueces de la Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia examinará si el recurso de 
casación ha sido debidamente concedido de conformidad con lo que dispone el artículo 7, y en la 
primera providencia declarará si admite total o parcialmente o inadmite el recurso de casación; si lo 
admite a trámite, procederá conforme lo previsto en el artículo 13; si lo inadmite devolverá el proceso 
al Tribunal Distrital de lo Fiscal correspondiente para que se ejecute. 
 
xlviii
Luis Cueva Carrión (1993) indica que:  
 
“Para que prospere un recurso de casación, o sea para que dé nacimiento al proceso de casación ante la 
sala especializada de la Corte Suprema de Justicia, es necesario que concurran copulativamente ciertos 
requisitos atinentes al objeto (la providencia), el fundamento (las causales y los cargos), las personas, el 
tiempo y la forma; de faltar alguno de ellos, deberá rechazarse”. (p.119). 
 
En miras de que la presente investigación tenga relevancia jurídica se analizará la procedencia del 
recurso de casación en materia tributaria, así como las principales causas de improcedencia del recurso 
de casación; el contenido del recurso de casación y su respectivo análisis de las causales del Art. 3 de 
la Ley de Casación.  
En cuanto al desarrollo del recurso de casación se analizará el trámite del recurso de casación en 
materia tributaria así como la proposición del recurso de casación ante el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Tributario, la calificación por parte del mismo y la admisibilidad motivada por la Sala de 
Conjueces de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia y se 
establecerán cifras que demuestren mi afirmación.  
De igual manera se analizará los casos de admisión parcial, inadmisión o rechazo y admisión del 
recurso y sus efectos jurídicos, el trámite posterior en caso de admisión y la audiencia de estados y la 
audiencia informal que se convierten en la parte oral del proceso de casación en materia tributaria, los 
informes en derecho y alegatos y finalmente la sentencia que se convierte en el pronunciamiento de los 
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Jueces referente a un determinado tema, por lo que es necesario el análisis de los efectos jurídicos de la 
casación, la casación parcial y el rechazo del recurso de casación en materia tributaria y finalmente la 
ejecución de la sentencia, así como las implicaciones que ocasionaría la presentación del recurso 
extraordinario de protección en materia contencioso tributaria. Con esto se pretende dar una noción 
clara de lo que significa el recurso de casación en materia tributaria para solucionar un problema que se 
ocasiona en el mundo jurídico.  
 
2.2.5. Procedencia del recurso de casación en materia tributaria  
 
 
Para hablar de procedencia, es necesario en primer lugar referirme brevemente a la competencia que 
tiene la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario para conocer del recurso de casación en 
materia tributaria.  
La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia es competente para 
conocer y resolver el recurso de casación en materia tributaria, de conformidad con lo dispuesto en el 
numeral 1 del art. 184 de la Constitución de la República del Ecuador en concordancia con el art. 1 de 
la Codificación de la Ley de Casación y el numeral 1, segunda parte, del art. 185 del Código Orgánico 
de la Función Judicial. 
 
El numeral 1 del art. 184 de la Constitución de la República del Ecuador se refiere a las funciones de la 
Corte Nacional de Justicia, que textualmente dice: “Conocer los recursos de casación....”; así como el art. 
1 de la Codificación de la Ley de Casación que a la letra dice: “ COMPETENCIA.- El recurso de que trata 
esta Ley es de competencia de la Corte Suprema de Justicia que actúa como Corte de Casación en todas las 
materias, a través de sus salas especializadas” y finalmente el numeral 1, segunda parte, del art. 185 del 
Código Orgánico de la Función Judicial que dice: “Por su parte, la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario conocerá: 1. Los recursos de casación en las causas en materia tributaria incluso la aduanera; (…)”.  
 
En el art. 182 de la Constitución de la República del Ecuador se dice: “La Corte Nacional de Justicia 
estará integrada por juezas y jueces en el número de veinte y uno, quienes se organizarán en salas 
especializadas, …”. El artículo 183 del Código Orgánico de la Función Judicial, sustituido por el artículo 
8 de la Ley Orgánica Reformatoria al Código Orgánico de la Función Judicial, publicada en el 
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Suplemento del Registro Oficial No. 38, de 17 de julio de 2013, establece que 
xlix“La Corte Nacional de 
Justicia estará integrada por las siguientes Salas Especializadas: 1. De lo Contencioso Administrativo; 2. De lo 
Contencioso Tributario; 3. De lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito; 4. De lo Civil y Mercantil; 5. 
De lo Laboral; y, 6. De la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores”. (subrayado fuera de texto) 
La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario actualmente está integrada por tres Jueces que conforman el 
Tribunal juzgador en materia tributaria, que debe pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de las sentencias o 
autos dictados por los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario que actúan como Cortes Provinciales 
de acuerdo al art. 218 del Código Orgánico de la Función Judicial que a la letra dice: “Existirán salas de lo 
Contencioso Tributario en las Cortes Provinciales que establezca el Consejo de la Judicatura, quien determinará 
el ámbito territorial de su competencia”. Es por tanto un recurso extraordinario el de casación puesto que 
no se analiza como lo haría un tribunal de segunda instancia puesto que en materia tributaria los 
Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario actúan como tribunal de única y última instancia, 
sin pensar en lo absoluto que se convertiría en un tribunal de segunda o de tercera instancia. 
El inciso tercero art. 182 de la Carta Magna indica: “Existirán conjuezas y conjueces que formarán parte de 
la Función Judicial”, en concordancia con el inciso 2 del art. 201 del Código Orgánico de la Función 
Judicial que reza: “Integrar, por sorteo, el Tribunal de tres miembros para calificar, bajo su responsabilidad, 
la admisibilidad o inadmisibilidad de los recursos que corresponda conocer a la sala especializada a la cual se 
le asigne…”. Por lo tanto, es lógico entender que la lCorte Nacional de Justicia es el órgano jurisdiccional 
máximo de la Función Judicial que conocerá los recursos de casación a través de sus diferentes salas 
especializadas.  
En materia tributaria es  necesario recurrir a  la legislación civil, puesto que es una norma supletoria de 
acuerdo al art. 14 del Código Tributario que indica: “Normas supletorias.- Las disposiciones, principios y 
figuras de las demás ramas del Derecho, se aplicarán únicamente como normas supletorias y siempre que no 
contraríen los principios básicos de la tributación. La analogía es procedimiento admisible para colmar los 
vacíos de la ley, pero en virtud de ella no pueden crearse tributos, exenciones ni las demás materias jurídicas 
reservadas a la ley”. 
Por lo tanto, una sentencia que emita el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario será en materia 
tributaria de primera y única instancia de acuerdo a lo que establece el art. 218 del Código Tributario 
“La jurisdicción contencioso-tributaria se ejercerá por los tribunales distritales de lo fiscal como órganos de 
única o última instancia, y por la Sala Especializada de lo Fiscal de la Corte Suprema de Justicia como Tribunal 
de Casación. En esta materia son hábiles todos los días, excepto los feriados determinados en la Ley Orgánica 
de la Función Judicial”; siendo en caso de que se interponga un recurso de casación el Tribunal Distrital 




2.2.6.  Principales causas de improcedencia del recurso de casación 
 
 
Las causas de inadmisión del recurso de casación por su naturaleza son varias, puesto que puede ser 
por la defectuosa redacción, preparación, por estar fuera de término, por no precisar la circunstancia en 
la que incurre la sentencia, en fin no fundamentar correctamente el recurso de casación. En particular el 
presente análisis se refiere al recurso de casación en materia tributaria, puesto que, se ha evidenciado 
una falta de técnica y especialización de los procuradores judiciales o abogados de recurrente. 
Para el efecto me permito realizar de manera breve, los principales motivos por los que la Sala de 
Conjueces de la Corte Nacional de Justicia inadmiten los recursos de casación, realizando una ligera 
aplicación a la materia tributaria, ya que en el siguiente capítulo, se analizara a profundidad las 
correctas formas de proponer y fundamentar el recurso de casación: 
 
2.2.6.1. Recurso interpuesto fuera de término.- 
 
 
La ley de casación es muy clara al referir los términos para la proposición del recurso de 
casación, es así que en el art. 5 ibídem establece que:  
“El recurso deberá interponerse dentro del término de cinco días posteriores a la notificación del auto 
o sentencia o del auto definitivo que niegue o acepte su ampliación o aclaración. Los organismos y 
entidades del sector publico tendrán el termino de quince días”  
La norma establece una serie de diferencias para las personas naturales o jurídicas privadas o del sector 
público, al otorgar cinco días a las privadas para la interposición del recurso, mientras que, para el 
sector publico quince días. La doctrina jurídica establece y justifica esta aseveración pues el término de 
quince días se trata de un caso particular de carácter procesal al darle a la administración publica la 
oportunidad de interponer con más amplitud de tiempo su recurso situación que ha sido fuertemente 
criticada puesto que es un claro ejemplo de desigualdad procesal. En legislaciones como las europeas y 
en Latinoamérica principalmente Argentina y Perú poseen el mismo tiempo para poder interponer el 
recurso tanto las personas de derecho privado como las de derecho público. 
40 
 
En materia tributaria una vez que el tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario ha emitido la 
sentencia, de acuerdo al derecho procesal ecuatoriano, en tres días se ejecutoriara la sentencia, pero 
para efectos de la casación una vez notificado a las partes tendrán el termino de cinco días, en el caso 
de las personas naturales o jurídicas que no pertenezcan al sector público, y quince días término en el 
caso de las personas de derecho público. 
Aunque no es una de las causas principales de improcedencia de recurso de casación es importante 
puesto que el término es preclusivo, si se lo realiza fuera de ese término, el Tribunal lo negará por 
extemporáneo, esto es por no ser presentado a tiempo, siendo que los términos establecidos son 
inamovibles. 
El mismo artículo mencionado nos habla de que los términos para interponer el recurso fenecerán 
posteriores a la notificación del auto definitivo que niegue o acepte su aclaración o ampliación, 
situación que dentro del derecho procesal es perfectamente válida ya que al ser estos recursos 
horizontales impiden que la sentencia se ejecutoríe siendo una garantía para el justiciable el asegurarse 
la oportunidad de presentar el recurso de casación una vez que ha sido notificado con la aclaración o 
ampliación en los mismos términos. 
De no interponerse recurso de casación, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario, procederá a 
poner en conocimiento de las partes sobre el ejecutorial de la Corte Nacional de Justicia, para que a su 
vez las partes ejecuten dicha resolución. 
 
EN MATERIA TRIBUTARIA  
 
El Art. 309 del Código Tributario establece: “Recurso de casación.- El recurso de casación en materia 
tributaria se tramitará con sujeción a lo dispuesto en la Ley de Casación.” 
Esto en concordancia con lo que establece el Art. 5 de la Ley de Casación que a la letra dice: 
“TÉRMINOS PARA LA INTERPOSICIÓN.- El recurso deberá interponerse dentro del término de cinco días 
posteriores a la notificación del auto o sentencia o del auto definitivo que niegue o acepte su ampliación o 
aclaración. Los organismos y entidades del sector público tendrán el término de quince días.” 
Los términos para la presentación del Recurso están claramente establecidos, conforme las normas 
referidas ut supra, así para los particulares (5 días), como para las entidades del sector público (15 días) 
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si se lo realiza fuera de los tiempos establecidos, el recurso deviene en extemporáneo y así lo 
determinará el tribunal a quo; mas, si el recurso aun siendo presentado extemporáneamente es aceptado 
a trámite y se eleva al Superior, es la Sala de Conjueces de la Corte Nacional de Justicia, (quienes por 
mandato legal: Art. 201 del Código Orgánico de la Función Judicial) deben conocerlo e inadmitirlo. 
 Texto del recurso de casación No. 354-2012 “CALIFICACIÓN DEL RECURSO DE HECHO.- 3.1.- 
El recurso de hecho es un recurso vertical de queja contra el Tribunal de Instancia que, a criterio del quejoso, 
denegó infundadamente el recurso de casación, correspondiendo en este caso examinar las razones que el 
inferior haya tenido para la denegación. 3.2.- La Cuarta Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 1, con sede 
en la ciudad de Quito, mediante decreto de 13 de enero del 2012, las 12h41, niega el recurso de casación 
interpuesto por el señor Carlos Alberto Polanco Navas por extemporáneo e improcedente. En la especie, el auto 
de archivo del proceso es dictado por la Cuarta Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 1, con sede en la 
ciudad de Quito, el 30 de diciembre del 2011, en tanto que el recurso de casación ha sido interpuesto por el 
actor el 11 de enero del 2011, es decir fuera del término establecido en el Art. 5 de la Ley de Casación. Por lo 
expuesto y por cuanto el recurso de casación ha sido debidamente negado por el Tribunal de Instancia de 
conformidad con lo que dispone el artículo 7 de la Ley de Casación, esta Sala de Conjueza y Conjueces en 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 201 número 2 del Código Orgánico de la Función Judicial, en 
concordancia con lo prescrito en el artículo 9 inciso tercero de la Ley de Casación, por haber sido interpuesto el 
recurso de casación fuera del término establecido en el Art. 5 de la Ley de Casación, rechaza el recurso de 
hecho y declara la inadmisibilidad del recurso de casación interpuesto por el señor Carlos Alberto Polanco 
Lanas y dispone devolver el proceso al inferior para los fines de Ley”. 
 
2.2.6.2. Indeterminación de la o las causales en que se fundamental el recurso.-  
 
 
 Al ser el sistema casacional ecuatoriano cerrado y por causales, es necesario que concurran la 
exactitud, la lógica, la formalidad y la limitación, puesto que se necesita precisión al momento de 
fundamentar las causales que se va a alegar en el escrito de casación, puesto que es indispensable 
argumentar correctamente todos los motivos que producirían la aplicación indebida, la falta de 
aplicación o errónea interpretación de la norma jurídica, procesal o de los elementos que constituyan la 
prueba. 
Situación que va a ser demostrada más adelante, pues en varios escritos que contienen el recurso de 
casación no se determina cual o cuales causales se va a utilizar para el desarrollo de la casación. El art. 
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3 de la Ley de Casación, a más de las mencionadas, indica dos circunstancias análogas que ocupan la 
cuarta y quinta causal, esto es, que la sentencia resuelva de lo que no fue real materia de la litis u omita 
resolver todos los puntos de la misma; y, cuando la sentencia o auto no contuviere todos los requisitos 
exigidos en la ley- 
En varios escritos de casación se han realizado una mixtura por decir lo menos de varias causales, 
inclusive sin la determinación de una de las circunstancias en que incurre la sentencia, puesto que no 
basta hacer mención de las causales del art. 3 de la Ley de Casación, sino que es necesario fundamentar 
y desarrollar las afirmaciones que se haga. 
La causal primera al ser eminentemente la que controla los vicios in iudicando que contiene una 
sentencia, no podrá estar ligada a la causal segunda puesto que se refiere a un vicio improcedendum en 
que incurra la sentencia. 
 
EN MATERIA TRIBUTARIA 
 
Cuando en un recurso de casación el o los recurrentes se limitan enunciar las normas que se estiman 
infringidas sin concatenar las mismas con una de las causales constantes en el Art. 3 de la Ley de 
Casación, provoca que el recurso de plano sea desechado ya que el mismo es estrictamente formalista y 
riguroso por lo que el Tribunal de Casación no puede entrar a analizar o interpretar lo que el recurrente 
quiso alegar. 
Texto del recurso de casación No. 75-2012: “3.1.1.- De la lectura del recurso de casación se advierte que el 
recurrente ha omitido establecer la causal sobre la cual se acoge para denunciar a la sentencia venida en grado; 
si bien se señalan las normas de derecho infringidas y se indica que ha existido la falta de aplicación de varias 
normas y la aplicación indebida de otra, no se ha individualizado cuál de las causales establecidas en el Art. 3 
de la Ley de Casación es la que considera el recurrente, ha sido configurada por la Sala de instancia al emitir su 
sentencia, la que supuestamente transgredió la Ley. No se ha identificado si ha existido violación directa de una 
norma sustancial (causal primera), error o vicio in procedendo (causal segunda) o violación indirecta de ley 
sustancial (causal tercera); este error en la estructura del recurso no puede ser enmendado por esta Sala, ya que 
se debe tener en consideración las características con las que cuenta el recurso de casación; así tenemos que 
para Devis Echandía existen seis características, a saber: Es una clase de impugnación dentro del proceso, Es 
extraordinario, Es limitado, Es formalista, de interés público, y, no constituye una tercera instancia; ahora bien, 
y específicamente respecto a la característica que el autor la ha denominado de “limitado” señala que lo es: 
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“tanto respecto a los procesos en que puede interponerse, como respecto a las causales que pueden invocarse 
por el recurrente y a las facultades de la Corte en su examen y decisión”; así mismo, respecto a la calidad de 
“formalista” se refiere a que: “en razón de las dos últimas limitaciones enunciadas, que imponen al recurrente 
la obligación de cumplir determinados requisitos de redacción y de presentar los cargos contra la sentencia de 
segunda instancia con sujeción a una técnica especial, de suerte que su inobservancia produce la ineficacia de la 
demanda e inclusive su rechazo sin necesidad de entrar a su estudio de fondo o sustancia”; (Nociones Generales 
de Derecho Procesal Civil, pág. 802, segunda edición, Editorial Temis S.A., Bogotá, Colombia, 2009); así 
mismo, se puede considerar lo que señala el tratadista Luis Armando Tolosa, para quien: “La casación es un 
recurso formalista, técnico y preciso por cuanto la mayoría de las legislaciones exigen cumplir con determinadas 
reglas técnicas; ello se ha traducido negativamente en muchos casos, debido a la primacía de lo formal sobre lo 
sustancial…” (Teoría y Técnica de la Casación, pág. 123, primera edición, Ediciones Doctrina y Ley Ltda., 
Bogotá, Colombia, 2005), de la misma manera sostiene que el recurso de casación observa fielmente el principio 
de limitación: “Significa este principio que el ámbito de competencia, discusión y fallo del asunto sometido a 
Casación lo fija exclusivamente el recurrente. Esto es, la Corte sólo estudia las pretensiones o causales 
propuestas por el recurrente o recurrentes. De manera que este principio se subdivide en: 4.1 Principio de 
limitación para las partes, por cuanto éstas deben someterse exclusivamente a las causales previstas en la ley. 
4.2 Principio de limitación para el Juez o Tribunal de Casación, en cuanto que al estudiar y fallar el recurso, 
sólo lo puede hacer dentro de los rumbos y parámetros fijados por el recurrente en la demanda”; (pág. 113 ob. 
Cit.); y por último, sostiene que: “La facultad y voluntad decisoria del juez de Casación, está limitada 
exclusivamente a la voluntad o marco que le fije el impugnante. Por tanto la Corte no tiene facultades ilimitadas, 
ex novo, para nuevo juzgamiento, porque no es tercera instancia, o nueva instancia. La Corte no actúa con las 
facultades juzgadoras del ad quem, sino con facultades limitadas por la demanda de Casación”(pág. 123 ob. 
Cit.); así en la especie, esta Sala de casación debe observar las características del recurso de casación que han 
sido expuestos en este fallo, por un lado, la formalista, que obliga al recurrente a observar los requisitos que 
debe contener el recurso de casación para que el mismo sea conocido y resuelto por el Juez casacionista; así 
mismo, se debe observar el principio de limitación citado anteriormente, en virtud del cual el Juez debe 
pronunciarse exclusivamente respecto a la denuncia que efectúa el recurrente, por ello que el recurso debe ser 
técnico y preciso, ya que guiará al Juzgador a analizar la sentencia y revisar si es que ha existido violación de la 
normativa, pero siempre dentro del marco y los parámetros establecidos por el recurrente en su escrito. Por 
último, si bien el art. 169 de la Constitución de la República ordena no sacrificar la justicia por la sola omisión 
de formalidades, el art. 76, número 3 de la norma constitucional establece que sólo se podrá juzgar a una 
persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento; por lo 
tanto se debe reiterar que el Recurso de casación al ser extraordinario reviste de especiales consideraciones y 
una técnica exacta para denunciar la violación de una norma; tales consideraciones y requisitos son ajenos a las 
formalidades, ya que al no establecerse las causales sobre las cuales se fundamenta el recurso, nos 
encontraríamos ante una apelación que buscaría convertir a la Casación en una tercera instancia, situación que 
riñe con la esencia jurídica de este recurso extraordinario.” 
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En atención a lo dicho, otra de las causas usuales por las que se rechazan los recursos es porque se los 
propone a la vez alegando dos o más vicios, así: 
Texto del Recurso No. 554-2011: “A.1) Al realizar el análisis del recurso de casación presentado observa que 
el casacionista ha identificado las normas de derecho que estima infringidas así como ha fundado su recurso en 
la causal primera del Artículo 3 de la Ley de Casación indicando que existe una falta de aplicación y errónea 
interpretación de las normas legales que refirió; más, es evidente que en el presente caso no se define qué norma 
se debió aplicar o qué norma se interpretó erróneamente, con el fin de que se haga notar en el recurso el error y 
los yerros en que podría haber incurrido el tribunal en su fallo. El recurrente utiliza los siguientes términos para 
fundamentar su recurso: se infringen y violentan los Artículos 16 y 36 de la Ley Orgánica de Régimen Tributario 
Interno; se infringe el artículo 46 de la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno; no se toma en cuenta los 
artículos 270 y 273 del Código Tributario, con lo cual no está cumpliendo con su obligación de determinar el 
vicio que se alega dentro de la causal en la que se fundamenta. A.2) Esta sala adicionalmente advierte que 
dentro de la misma causal, en este caso la primera, no pueden invocarse de manera concomitante la presencia 
de dos vicios respecto a una misma disposición o norma, ya que resulta contradictorio, pues en el caso que nos 
ocupa, se debió precisar con exactitud si existió errónea interpretación o falta de aplicación de las normas 
legales invocadas, no pudiendo esta sala llenar este vacío que le correspondió definir al recurrente.” 
 
2.2.6.3. Indeterminación de los vicios establecidos en los numerales del art. 3 de la 
Ley de Casación:  
 
 
El art. 3 de la Ley de Casación establece varias circunstancias que le brinda al recurrente para proponer 
el recurso situación que, es indispensable para identificar los vicios en que incurre la sentencia o auto. 
En primer lugar la aplicación indebida, que es cuando entendida correctamente la norma se la aplica sin 
ser pertinente al asunto que se refiere la litis, es decir, entendido su alcance, límites y significados se la 
aplica a un asunto que no es aceptable de acuerdo a la situación propia del recurso, por lo que se podría 
hablar de una creencia errónea del juez de que el precepto si era aplicable sin serlo. En resumidas 
cuentas el juez entiende correctamente la norma, pero su aplicación indebida lo hace obrar en una 





EN MATERIA TRIBUTARIA  
 
Por ejemplo, se puede tener en claro el contenido y alcance del sigilo bancario, se lo anuncia en 
sentencia y se aplica indebidamente a un juicio que versa sobre una Resolución Sancionatoria por falta 
de Declaración Patrimonial; en estos casos, el procurador judicial o abogado del recurrente deberá 
alegar aplicación indebida, puesto que la norma o las normas aplicadas en la sentencia no se refieren en 
nada al hecho materia de la litis.  
En segundo lugar la falta de aplicación, situación contradictoria a la circunstancia anteriormente 
explicada, puesto que el contenido de la norma no se la aplica en el caso de fondo de la litis, siendo 
necesariamente aplicada al configurar los elementos facticos de la litis. 
El tribunal no puede dejar de aplicar a un caso concreto, las normas sustanciales que debió utilizar y 
que de haberlo realizado, la decisión de la sentencia o auto fuera diferente a la emitida. Al aplicar 
normas que no se refieren a un determinado caso, se estaría incurriendo en la falta de aplicación de la 
norma pertinente. 
Por ejemplo en materia tributaria existen casos en los que se analizan glosas de aportación al Seguro 
Social y en la sentencia solo se enuncias normas constantes en el Código Tributario, mas no se enuncia 
siquiera, las normas específicas de la materia como es la Ley de Seguridad Social. 
Finalmente, se encuentra la errónea interpretación, esto es cuando el juez de forma equivocada realiza 
una interpretación errada de la norma jurídica, aplicando al caso que conoce, un análisis totalmente 
contrario, dándole un alcance contrario al sentido previsto en la norma, es decir, se enunció 
correctamente la norma, más no se le dio la correcta interpretación que de ella pueda emanar, 
interpretando incorrecta y equivocadamente la norma, dándole un sentido distinto del que se habría 
esperado por parte del juzgador. 
Como ejemplo en materia tributaria, puede darse el caso que, al entrar en vigencia la Ley Orgánica de 
Empresas Públicas las entidades estatales que utilicen el e-sigef ya no tienen derecho a solicitar 
devolución de IVA y las solicitudes pendientes de resolución debían ser archivadas, con la excepción 
que sean solo las peticiones hasta el año 2008, más el juzgador archivo un caso específico por solicitud 
de devolución de IVA del año 2002 al que debía dar trámite normal, por lo que incurre en una errónea 
interpretación de la norma.  
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En este caso el abogado, puede argumentar y fundamentar en su recurso, la errónea interpretación de 
una norma jurídica, situación que debe ser analizada en la admisibilidad del recurso, para finalmente 
ser atendida por los jueces que deberán emitir la correspondiente sentencia. 
El art. 3 de la Ley de Casación enuncia en sus tres primeras causales las siguientes circunstancias, pero 
con diferentes situaciones en cada una de ellas; en la primera se refiere a normas de derecho y 
precedentes jurisprudenciales obligatorios; en la segunda se refiere a normas procesales; y, en la tercera 
se refiere a los preceptos jurídicos a la valoración de la prueba.  
En la cuarta causal se refiere a que cuando la sentencia o auto definitivo resuelva algo que no es 
materia de la litis, situación que obligatoriamente hará que los jueces emitan una sentencia de mérito; 
y, también se refiere a la omisión de resolver en ella todos los puntos de la litis; en materia tributaria, 
es utilizada frecuentemente por los casos de ultra petitia en los que incurren los Tribunales de lo 
Contencioso Tributario, es decir cuando la sentencia ha otorgado más de lo pedido por las partes, o 
cuando ella se extienda a puntos no sometidos a la decisión del Tribunal, atetando en contra del 
principio casatorio de la congruencia, puesto que los jueces al emitir una sentencia deben ser 
congruentes, lógicos y analíticos de la situación materia de la litis. Por ejemplo en un acta de 
determinación se considera el recargo del 20% establecido en el Código Tributario, pero el demandante 
no lo reclama; y, el juez de oficio en sentencia lo da de baja, es decir ha concedido más pretensiones de 
las reclamadas. 
Finalmente la quinta causal se refiere a la falta de motivación de las sentencias, puesto que uno de los 
requisitos exigidos por la ley es ése, conllevando a que la decisión judicial sea contradictoria o 
incompatible. El Juez para emitir una sentencia debe estar convencido de todo el engranaje jurídico que 
rodea a un hecho, ya que es uno de los requisitos establecidos en el Código Orgánico de la función 
Judicial y de la doctrina jurídica de motivar, fundamentar su resolución.  En materia Tributaria, 
especialmente los Tribunales Distritales de lo contencioso Tributario del Guayas con sede en 
Guayaquil., emiten sentencias de carácter pueril y simplistas, obligándole al juzgador de casación a 
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2.2.6.4. Falta de fundamentación del recurso.-  
 
La fundamentación del recurso es tan importante como la fundamentación de la sentencia, puesto que 
de eso depende para que el Tribunal de casación proceda a analizar de manera correcta las alegaciones 
del recurrente; la doctrina jurídica y la jurisprudencia de la Corte Nacional de Justicia, se han ensañado 
en mencionar repetitivamente que no basta tan solo mencionar las normas jurídicas que se suponen 
transgredidas, sino es necesario fundamentarlas, argumentarlas y motivarlas, llegando así a una 
comprensión jurídica del hecho que configura cualquiera de las causales de casación, ya sea por errores 
in iudicando o in procedendo; es fundamental que el procurador judicial o el abogado del recurrente 
esté enterado de todo el engranaje jurídico que atañe a la casación, más aun si es en materia tributaria, 
puesto que implica una cierta complejidad al ser una materia técnica; y, que sus preceptos no se 
conforman únicamente con una respuesta jurídica, sino puede ser también una respuesta económica, 
política  o social para el efecto; es necesario que el recurrente proporcione al juez esa motivación al 
momento de interponerlo dentro del término fijado, dependiendo de la cuestión sometida a decisión del 
mismo. La naturaleza misma de la casación obliga a que el recurso sea fundamentado para que no sea 
inadmitido en primera providencia por parte de los Conjueces; si se configuraría este hecho, por más 
que la sentencia se encuentre inmotivada, carente de toda fundamentación lógica y analítica, el tribunal 
de casación no podrá entrar a analizar la misma, puesto que por exigencia de la ley se debe precisar la 
circunstancia que vicia la sentencia, la norma jurídica transgredida y  la petición concreta del 
recurrente; caso contrario si la sala de Conjueces admitió el recurso, es obvio que la Sala de Jueces 
rechazara el recurso por mal interpuesto. 
EN MATERIA TRIBUTARIA 
En el recurso se debe poner de manifiesto toda la técnica jurídica, especificando los vicios alegados en 
hecho y en derecho a fin de permitir al Tribunal de Casación entrar a realizar el correspondiente 
análisis ya que de no hacerlo el mismo deviene en improcedente: 
Tomado del recurso No. 13-2012 “A.4) Sobre la falta de aplicación de los Arts. 13 y 45 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno es preciso señalar lo que establece el Art. 6 de la Ley de Casación respecto a los requisitos 
formales del recurso de casación: ”Art. 6.- REQUISITOS FORMALES.- En el escrito de interposición del 
recurso de casación deberá constar en forma obligatoria lo siguiente: 1. Indicación de la sentencia o auto 
recurridos con individualización del proceso en que se dictó y las partes procesales; 2. Las normas de derecho 
que se estiman infringidas o las solemnidades del procedimiento que se hayan omitido; 3. La determinación de 
las causales en que se funda; y, 4. Los fundamentos en que se apoya el recurso.”. Esta Sala considera pertinente 
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analizar para el presente caso el requisito número 4 del Art. 6, ya que al revisar el recurso de casación se 
observa en el mismo, que respecto a la falta de aplicación de los Arts. 13 y 45 de la Ley de Régimen Tributario 
Interno, no expone una fundamentación jurídica correcta, sobre los hechos en los que se apoya el mismo, ya que 
el recurrente se limita únicamente a transcribir la norma jurídica, más no enuncia de manera concreta las 
violaciones en que ha incurrido el Tribunal de Instancia. El Doctor Santiago Andrade Ubidia en su libro La 
Casación Civil en el Ecuador, Andrade & Asociados, páginas 236, 237 y 238 indica: ”Por lo tanto para que sea 
admitido el recurso, quién lo interpone deberá demostrar claramente en su fundamentación que el error 
invocado tiene esos caracteres, no bastando, por lo mismo, la sola alegación del error, ya que debe tenerse 
siempre presente que el tribunal de casación actúa sobre la base de los datos aportados por el recurrente, quién 
en su fundamentación señala los límites precisos del campo de actuación del juzgador…”. “Debe tenerse en 
cuenta que el recurso es de excepción, por lo tanto, de derecho estricto, estando vedado al tribunal de casación 
suplir o enmendar las omisiones o errores del recurrente, quién está en el deber de suministrar al juzgador todos 
los elementos que le permitirán efectuar el análisis de la sentencia; no es un recurso de instancia, y, por lo tanto, 
no es posible entrar a la revisión de los hechos, lo que significa que no puede entrarse al reexamen de los 
recaudos procesales, sino que se actúa sobre la base de los cargos concretos que se formulan contra la 
providencia casada, y no puede pasar de allí la labor del tribunal de casación.”.  Es evidente que en el presente 
caso no existe una exposición clara y concreta de los fundamentos con adecuada demostración, del por qué se 
debió aplicar la disposición alegada, con el fin de que se haga notar en el recurso el error y los yerros en que 
podría haber incurrido el Tribunal en su fallo. Este vacío no puede ser suplido por este Tribunal de Casación, 
más aun teniendo en cuenta que en la primera causal se realiza el control de legalidad en base a los hechos 

















2.3.1. Análisis de las causales del Art. 3 de la Ley de Casación 
 
 
El art. 3 de la Ley de Casación describe claramente las causales por la que se puede proponer y 
fundamentar un recurso, las mismas que son extremadamente formalistas, motivo por el cual de no 
existir una lógica coherente al momento de aplicarlas y enlazarlas con las normas de derecho 
consideradas infringidas, dan como resultado el rechazo del mismo sin entrar a verificar lo solicitado 
por los recurrentes. 
La doctrina jurídica establece que la labor casacional de la Corte de casación sea Suprema o en nuestro 
caso Nacional, se refiere a dos ramas o clases de vicios en que puede incurrir la sentencia o auto 
recurrido: por errores in iudicando y por errores in procedendo. 
Los errores in iudicando se refieren a la violación directa de la norma jurídica, es decir, la transgresión 
de un artículo de derecho objetivo siendo que al cometerse produce una injusticia.  
Al respecto, el Doctor José García Falconí (1993) menciona:  
“Examinadas estas causales, vemos que puede agruparse en dos categorías correspondientes a las dos 
clases de vicios que pueden contener un auto o una sentencia: injusticia (errores in iudicando) y nulidad 
(errores in procedendo).”li (p. 48) 
Los errores in procedendo como el doctrinario lo asegura se refiere a los vicios que producen nulidad, 
estos son los defectos de la actividad procesal que vician al proceso y que le impiden al juez 
pronunciarse sobre algo solicitado y no practicado o situaciones que atenten al debido proceso. 
Andrade Ubidia (1993) menciona: 
“La causal primera contiene un vicio in iudicando por violación directa de las “normas aplicables para 
resolver las cuestiones objeto del proceso”lii, la segunda un vicio in procedendo que provoca nulidad 
del proceso, la tercera un vicio in iudicando por violación indirecta ya que la violación de la norma 
relativa a la valoración de la prueba produce “por carambola” la violación de las normas aplicables al 
objeto de la controversia, la cuarta un vicio in procedendo de violación directa por incongruencia del 
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fallo impugnado y la quinta un vicio in procedendo de violación directa por defecto de forma en el fallo 
impugnado”.liii (p. 40)  
Por lo tanto es necesario referirme a cada una de ellas y su relación con la materia tributaria.  
 
2.3.2.1. Causal Primera.- 
 
 
La causal primera del art. 3 de la Ley de Casación dice: 
“Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de las normas de derecho, 
incluyendo los precedentes jurisprudenciales obligatorios, en la sentencia o auto, que hayan sido 
determinantes en su parte dispositiva” 
Al entrar a analizar la primera causal, es necesario referirnos a la aplicación indebida, falta de 
aplicación o errónea interpretación.  
Para Andrade Ubidia (2005) el vicio que se acusa al fallo impugnado ha de ser trascendente; así lo dijo 




No es materia de casación cualquier error de derecho, sino únicamente aquellos que por su 
trascendencia tengan influencia decisiva en el fallo, como manda nuestra Ley: «que hayan sido 
determinantes en su parte dispositiva» (artículo 3, primera causal) 
 
Aplicación indebida.-  
Como su nombre lo afirma, se presenta usualmente cuando existen errores en el análisis de los hechos 
que configuran el proceso o la litis aplicándose una norma fuera de lugar o impertinente y dejándose de 
aplicar la norma que corresponde. 
Al respecto el Doctor Jorge Carrión Lugo en la obra ya citada menciona: 
“El recurso de casación es viable cuando la resolución que se impugna haya violado la norma 
sustantiva. En materia civil una norma es de naturaleza sustantiva cuando ella declara, crea, modifica 
derechos y obligaciones o cuando regula la forma de extinguir esos derechos y obligaciones”lv (p. 97) 
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Con acertada razón el tratadista menciona y hace relación a la violación directa de la norma que es 
cuando se infringe un precepto que ocasiona errores sobre la existencia, validez y alcance de la norma 
legal que trasciende en la parte resolutiva del fallo. Por lo tanto este error puede entenderse como error 
juris in judicando, o error puramente jurídico. 
Al respecto el doctor Humberto Murcia Ballén (2012) señala: 
“Este concepto o especie de violación se presenta cuando, entendida rectamente la norma de derecho 
en su alcance y significado, se aplica a un caso que no es el que ella contempla.”lvi (p. 332) 
“La violación directa de la norma sustancial se da cuando esta se infringe derecha o rectamente, vale 
decir, sin consideración a la prueba de los hechos. Emana, por tanto errores sobre la existencia y 
validez del precepto legal de ahí que la doctrina hable en  tales supuestos de error juris in judicando 
por oposición al error facti in judicando, que es el que nace de la falsa apreciación de los hechos.”lvii 
(p. 354) 
La infracción o violación directa de la norma se equipara al error sobre la validez en el tiempo o en el 
espacio, se podría decir que es una negación o desconocimiento del precepto o de la voluntad abstracta 
de la ley. 
Como habíamos mencionado anteriormente, la aplicación indebida se ocasiona cuando la norma ha 
sido entendida correctamente por el juzgador, pero su aplicación no se encuentra prevista, analizada o 
tratada por ella, conduciendo al juez a incurrir en graves errores, situación que resalta la importancia 
del recurso de casación para corregir aquellos errores. 
Al respecto el Doctor Hernando Morales (1963), en la obra ya citada, menciona: 
“Aplicación indebida.- Tiene lugar cuando, entendida rectamente una norma, se aplica a un hecho o a 
una situación no regulada por ella o se hace producir efectos distintos de los contemplados en la propia 
norma {…} en suma, por ese motivo se resuelve a través de una ley un caso no contemplado por ella 
esto es, que el precepto viene a solucionar un caso probado que le es extraño.”lviii (p. 185) 
Por lo tanto, el recurso de casación en una de sus finalidades u objetivos está la correcta aplicación de 
la norma jurídica evitando el error jurídico de la aplicación indebida, es decir resolviendo con ella un 
caso no aplicado a su tenor literal, el juez la interpreta transgrediendo su espíritu y obliga a servir a una 
resolución errada en la sentencia misma que es extraña a la norma. 
Falta de aplicación.-  
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La no aplicación de la norma jurídica ocasiona que se desconozca o se niegue el derecho que esta 
contenga, generalmente ocurre cuando el juez comete una omisión y se deja de aplicar la ley al caso 
concreto haciendo caso omiso de lo que ordena la ley.  
Este es un vicio del cual los administradores de justicia deben tener mucho recelo, puesto que de ello 
depende su imagen como juzgador dentro de la sociedad. En caso de que cometa este vicio dará 
muestras de un grave desconocimiento de la ley, ignorancia, olvido y la violación de una norma 
jurídica; es por tanto necesario analizar la no aplicación de la ley para resolver un determinado caso. 
Al respecto, el Doctor Jorge Carrión Lugo (2012) menciona: 
“Hay casos en los cuales, dado el supuesto de que determinados hechos están acreditados en autos los 
jueces no aplican la norma pertinente por haberse olvidado de su existencia, por considerar que ha sido 
derogado o porque estiman que no es de aplicación al caso.”lix (p. 99) 
El juez al momento que vuelven los autos para dictar sentencia lo primero que debe realizar es la 
selección de la normativa aplicable a un determinado caso, es decir que la primera tarea del juzgador es 
investigar si la existencia y validez de la norma a ser aplicada sea la correcta, posteriormente tendrá 
que analizar los problemas de esta en el tiempo y en espacio precisando sus límites jurídicos, 
económicos, políticos y sociales, con esto se asegura de no aplicar una norma derogada o una nueva 
que aún no ha entrado en vigencia, evitando caer en falencias y errores al momento de juzgar. 
Al respecto Murcia Ballen (2012) menciona: 
“El concepto de violación de la norma sustancial también llamado no aplicación o inaplicación se 
presenta cuando al dictar la sentencia el juez no la aplica debiendo haberla aplicado en ella y como tal 
omisión implica el desconocimiento del derecho que claramente consagra el precepto legal, dicho texto 
resulta entonces vulnerado.”lx (p. 398)  
La doctrina jurídica unifica su criterio en cuanto a esta circunstancia al mencionar que se traduce en un 
error sobre la existencia del precepto, puesto que la inaplicación de la norma jurídica da como 
resultado una sentencia con vicios que pueden ser subsanados mediante el recurso de casación 
correctamente interpuesto. 
La importancia del recurso de casación se centra en buscar y lograr la estricta aplicación de la ley por 
lo que si el juzgador yerra al no aplicar una norma vigente en un caso controvertido se ocasionará un 
error en la sentencia, perjudicando a los justiciables, ya que precisamente ese no es el fin de la 
jurisprudencia y se estaría aplicando de diversa forma a ley para un mismo caso. 
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Se podría decir que de igual manera se incurre en falta de aplicación cuando no se acierta en las 
características jurídicas esenciales de los hechos que se han de acoger a una norma jurídica debido a la 
equivocación o desconocimiento del juez.  
Hernando Morales referente al tema menciona: 
“Por falta de aplicación, debiendo aplicarla, porque para eso fue dictada, porque el caso está 
contenido en ella. Es la más categórica violación de la ley, llamada por ello, específicamente, infracción 
directa. Es el caso contrario al anterior porque en vez de invocar el texto para aplicarlo en donde no 
cabe lo repele para no aplicarlo en donde si cabe.”lxi (p. 187) 
En la doctrina jurídica ecuatoriana se entiende por falta de aplicación cuando se comete una omisión y 
se deja de aplicar la ley al caso del pleito habiendo debido hacerlo, esto es cuando no se hace obrar el 
precepto pertinente en el caso controvertido. De este modo esta causal procede cuando se deja de 
aplicar al caso en que procede bien por desconocimiento negando el derecho que la misma reconoce.
lxii
 
Como se mencionó anteriormente, dado el carácter eminentemente técnico del recurso de casación, se 
debe mencionar cual es la norma que ha dejado de aplicar el tribunal juzgador, en nuestro caso el 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario, puesto que no basta solamente enunciar la norma que 
se ha dejado de aplicar sino que es necesario que se establezcan las circunstancias, modificaciones, 
variaciones y cambios que han intervenido para que la sentencia haya incurrido en este vicio. 
Errónea interpretación.- 
De igual manera el único que interviene en la interpretación de la norma es el juzgador, puesto que al 
emitir un fallo analiza y comprende los elementos fácticos que constituyen la norma jurídica, es por lo 
que la correcta interpretación de la norma es fundamental para la decisión final en una sentencia. 
Al incurrir en el vicio de errónea interpretación se ha desatendido y se ha inaplicado el sentido de la 
norma, esto es cuando siendo la correcta o correspondiente se la ha desatendido y por ende se la ha 
aplicado de incorrecta forma. El juez cuando centre su estudio a un caso concreto deberá aplicar la 
norma que corresponda dándole un alcance y sentido correcto, evitando caer en un difuso análisis 
incurriendo en un resultado diverso al que el legislador le dio. 
Por lo tanto la errónea interpretación se refiere al equivocado análisis acerca del contenido de la norma 
jurídica, impidiendo que la sentencia sea emitida con rectitud y en estricto apego a la norma, 
desatendiendo el tenor literal de la ley. 
El Doctor García Falconí (1993) entiende por errónea interpretación lo siguiente: 
54 
 
“Esto es cuando el juez equivocadamente al juzgar escoge una interpretación errónea de la ley y que 
por tal erróneamente ha interpretado una norma de derecho, de este modo cuando el juez al aplicarla al 
caso de que está conociendo le da un alcance o sentido diverso al que haya señalado el legislador, 
procede esta causal.”lxiii (p. 51)  
Se podría decir que en la presente circunstancia el juzgador para resolver aplica correctamente la 
norma pero le da una interpretación diferente, dándole un análisis que no le corresponde en la esencia 
misma de la norma jurídica. Esta es la circunstancia que hace que la jurisprudencia tenga un valor 
añadido ya que si el juzgador desconoce cuál es la interpretación general de la ley puede recurrir a la 
jurisprudencia emitida por la Corte Nacional de Justicia ex Corte Suprema de Justicia, ya que ahí 
encontrará la correcta interpretación de una norma jurídica a un caso concreto y de no existir ésta, 
deberá acudir a una ley aclaratoria que clarifique su criterio, pero en caso de no haberla lo que debe 
primar es los precedentes jurisprudenciales, es decir el triple fallo sobre un mismo punto de derecho 
analizado por el Pleno de la Corte Nacional de Justicia y publicado en el Registro Oficial. 
Al respecto Jorge Carrión Lugo (2012) indica: 
“Para hallar la correcta interpretación de la norma se debe aplicar lo que vienen estableciendo los 
organismos jurisdiccionales en jurisprudencia uniforme, si no hay ley interpretativa que aclare una 
norma dada la interpretación jurisprudencial debe prevalecer. Aquí se considera que la violación es 
frontal contra la norma. En el supuesto anotado emerge la función docente del organismo casatorio.”lxiv 
(p. 76)  
Es por eso que, la casación va más allá del solo fin jurisdiccional, tratando de alcanzar propósitos que 
son del interés nacional como lo es la conservación de la integridad de nuestra legislación y la 
uniformidad de la jurisprudencia ecuatoriana de acuerdo a lo ordenado en el art. 184.2 de la 
Constitución de la República del Ecuador que a la letra dice: 
“Serán funciones de la Corte Nacional de Justicia, además de las determinadas en la ley, las siguientes: 
2. Desarrollar el sistema de precedentes jurisprudenciales fundamentado en los fallos de triple 
reiteración”. 
Al efecto Calamandrei habla de que el fin primordial de la casación es contener a los tribunales y 
jueces en la estricta observancia de la ley, de manera que la Corte de Casación casa o rompe la 
sentencia cuando el tribunal de instancia no juzga secundum ius, o mejor llamado no se ha cumplido 
con la función nomofilaquia o tutela judicial de la ley. 
Para Hernando Morales (1963) la interpretación errónea es: 
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“Cuando no es clara más los textos, si acaso fueron claros al nacer, el tiempo, las transformaciones de 
las costumbres y la vida, los cambios sociales y el avance de la jurisprudencia suelen enturbiarlos o 
hacerlos confusos o difíciles. Un notable tratadista, de basto influjo en las novísimas corrientes del 
derecho, dijo que encargar a los jueces de aplicar la ley es tanto como mandarlos a interpretarla. Esta 
función es una de las más propicias a la disciplina mental de los jueces, al ejercicio sin límites de la 
investigación científica y al progreso de la doctrina.”lxv (p. 187)  
Por lo tanto, en este caso no se trata de la existencia o no de la norma jurídica sino del error en su 
interpretación. El juez una vez más hará relucir el valor que tiene su basta formación puesto que debe 
inquirir el sentido de la norma sin desviaciones o errores. De igual manera en caso de incurrir la 
sentencia en este vicio revela el desconocimiento del juez o tribunal de los principios interpretativos de 
las normas 
La interpretación dentro de nuestra legislación es muy importante y necesaria, puesto que la labor de 
los asambleístas es emitir cuerpos legales y normas jurídicas claras y precisas que no permitan 
desviaciones en su interpretación, cosa que no se cumple a cabalidad, puesto que muchas normas nacen 
obscuras y por si permiten una interpretación diversa, así también pueden nacer unas normas claras 
pero que por el transcurso del tiempo, las costumbres, la sociedad, se vuelven obsoletas. 
Esa es la razón por la que transcribí textualmente la norma constitucional que le faculta a la Corte 
Nacional de Justicia la creación de precedentes jurisprudenciales ante la imperiosa necesidad de una 
interpretación uniforme de la ley. 
Finalmente Murcia Ballén (2012) en cuanto al tema dice: 
“Muy distinta a las anteriores es la esencia de la violación por interpretación errónea de la ley. No se 
trata, en esta clase de quebranto, como ocurre en las dos atrás analizadas de un yerro de diagnosis 
jurídica, o de uno de relación entre el hecho especifico concreto y el hecho hipotetizado por la norma 
jurídica, sino de un error acerca del contenido de ésta.”lxvi (p. 334)  
Andrade Ubidia menciona que no se puede alegar dos o más de las circunstancias analizadas sobre un 
mismo punto de derecho puesto que son contradictorias  
“En el recurso no puede acusarse que en la misma parte de la sentencia casada concurran simultáneamente 
varios de estos vicios, porque son excluyentes y contradictorios, pero esto no significa que no pueda ocurrir 
que en una resolución casada se presenten dos o más vicios en diferentes momentos de la misma, caso en el 
cual puede acusarse cada uno de estos vicios con la expresa referencia a la parte concreta del fallo en que 
se producen. Por ejemplo, se puede acusar que la resolución impugnada adolece de infra petita (por 
ejemplo, por no haberse resuelto la reconvención) pero también de violación del derecho material en la 
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admisión de la pretensión del actor
lxvii
, o que existe un vicio in procedendo y adicionalmente, para el caso de 
que el tribunal considere que no existe la nulidad acusada, que también hay un vicio de extra petita, o de 
violación del derecho material en la admisión o inadmisión de la pretensión del actor”. 
Al encontrarnos dentro de la causal primera de la Ley de Casación con las tres circunstancias 
analizadas corresponde analizar el caso específico que contempla, la norma de derecho y los 
precedentes jurisprudenciales obligatorios. Normas de derecho entendemos a aquellas que son 
emanadas de la voluntad soberana que se encuentra en la Constitución y en las leyes y que ha sido 
publicada en el Registro Oficial y precedentes jurisprudenciales obligatorios son los fallos que se 
refieren tres veces en el mismo sentido sobre un punto de derecho determinado.  
Esta primera causal se refiere eminentemente a las normas de derecho sustantivas que no han sido 
aplicadas correctamente puesto que los preceptos legales que solo dan definiciones no son susceptibles 
de quebranto directo para los fines de casación por que la idea de la norma de derecho obra sobre las 
normas atributivas o declarativas de derecho. 
La doctrina jurídica habla de que se puede entender a normas de derecho a las que contemplan, 
declaran, crean, modifican o extinguen derechos subjetivos o imponen obligaciones a personas.  
Al respecto Jorge Carrión Lugo (2012) menciona: 
“En la actividad jurisdiccional, ocurre con frecuencia que el juez infringe esas normas sustantivas 
generalmente en forma directa. Puede ocurrir que el juzgador, no obstante los hechos acreditados en el 
proceso, aplique una  norma sustantiva que no corresponde o a esta le da un sentido que no le 
corresponde.”lxviii (p. 89). 
Para el efecto Fernando de la Rúa menciona que: 
“La inobservancia o errónea interpretación debe versar sobre la ley sustantiva sobre las normas 
generales y abstractas que regulan  establecen los derechos y obligaciones y no las que determinan las 
formas de hacerlas valer ante los jueces. Ley sustantiva, es la reguladora del fondo del asunto 
cuestionado sea como asunto principal del proceso, sea como objeto particular de un artículo suyo.”lxix 
(p. 97)  
Por citar un ejemplo en materia civil puede ser que se incurra en violación directa de la norma de algún 
artículo del Código Civil que cree y genere derechos y obligaciones. En materia tributaria al ser su 
naturaleza técnica, los cuerpos normativos que se refieren a esta materia contienen una mixtura entre 
normas sustantivas y adjetivas por citar varios ejemplos; el Código Tributario, la Ley de Régimen 
Tributario Interno, etc. 
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Precedentes jurisprudenciales obligatorios.- Se entiende por precedente jurisprudencial obligatorio al 
conjunto de fallos que se refieren a un mismo punto de derecho que se han emitido bajo un mismo 
criterio, dentro de ésta primera causal se establece que se podrá incurrir en las tres circunstancias 
analizadas incluyendo los precedentes jurisprudenciales obligatorios. 
Una de las funciones de la Corte Nacional de Justicia es tratar sobre los precedentes jurisprudenciales 
obligatorios a ser aprobados cuyo procedimiento en forma resumida es: Una vez que existan tres o más 
fallos que traten sobre un mismo punto de derecho, a través de la Presidencia de cada Sala se remite un 
informe completo al pleno a fin de ponerlo a su consideración y votación; y, de ser aprobado por 
mayoría dicha resolución se publica en el Registro Oficial para su consecuente aplicación obligatoria; 
de no ser aprobado por el pleno y de considerarlo pertinente se replantea el tema y se vuelve a realizar 
el mismo procedimiento.  
Fernando de la Rúa (1968) recogiendo el pensamiento de Piero Calamandrei consigna lo siguiente: 
“Cuando el Estado da vigor, expresa implícitamente, al principio de que el juez debe decidir las 
controversias secundum ius, que quiere establecer con ello la condición sine quae non, bajo la cual se 
confía al juez un poder tan importante como el de mandar a nombre del Estado. Cuando el juez se 
aparta de la ley no solo juzga mal sino que no juzga, incurriendo en un caso de exceso de poder. Por 
eso se ha sentido la necesidad de instituir un órgano especial para preservar el ordenamiento 
constitucional del peligro delas violaciones o falsas aplicaciones de la ley cometidas por el juez, a lo 
que se ha llegado precisamente porque se ha creído que los errores iuris in iudicando podrían 
introducir en el ordenamiento jurídico una perturbación mucho más profunda que la que puede derivar 
de la transgresión de un precepto singular.” 
Finalmente, es necesario resaltar los avances que se ha tenido en la jurisprudencia ecuatoriana desde 
los precedentes jurisprudenciales emitidos por la excelentísima Corte Suprema de Justicia hasta lo que 
ha emitido la actual Corte Nacional de Justicia poniendo al alcance de toda la sociedad sus 
resoluciones. 
APLICACIÓN A LA MATERIA TRIBUTARIA  
Para que prospere el análisis de la referida causal, es necesario no solo limitarse a enunciar la 
aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de las normas de derecho o 
precedentes jurisprudenciales, sino determinar uno de los vicios antes indicados, ya que no son 
concurrentes, la norma de derecho que se estima infringida o en su caso el precedente jurisprudencial 
correspondiente (conforme el Art. 184 numeral 2 de la Constitución de la Republica en concordancia 
con el Art. 180 numeral 2 del Código Orgánico de la Función Judicial), una argumentación técnica - 
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jurídica sobre el particular y su relación con la sentencia que recurre, ya que si el recurso se torna en 
meras enunciaciones a las que no se acompaña sustentación o argumentación que permitan acreditarlas 
como válidas, no procede el análisis de la causal primera. 
Ejemplo: Un contribuyente impugna ante el Tribunal de lo Contencioso Tributario una resolución 
sancionatoria que la administración le ha emitido por emitir comprobantes de venta sin autorización e 
indica que los mismos si tienen autorización pero que ha sido la imprenta quien ha cometido un error al 
no consignar tal dato en sus facturas por lo que no se le podría hacer asumir un error de un tercero. 
Trabada así la litis, y actuadas las pruebas solicitadas, el tribunal ha considerado que es efectivamente 
un error cometido por la imprenta y por lo tanto no cabe la sanción al actor. La administración 
tributaria plantea un recurso fundándose en la causal primera del art. 3 de la Ley de Casación, por falta 
de aplicación del art. 4 del Reglamento de Comprobantes de Venta y Retención sin mar argumento; 
hay que tener en cuenta que “El vicio de falta de aplicación se manifiesta si el juzgador yerra 
ignorando en  el  fallo  la norma sustantiva aplicable  al caso controvertido y ello influye en la decisión 
de la causa; es decir que, de haberlo hecho, habría determinado que la decisión en la sentencia sea 
distinta. En otros términos, la falta de aplicación de norma de derecho tiene lugar cuando establecidos 
los hechos en el fallo, el tribunal de instancia no los subsume en la norma jurídica pertinente; esto es, 
en la norma jurídica que contiene la hipótesis jurídica concordante con tales hechos.- Implica error en 
cuanto a la existencia de la norma”. Si en la exposición el recurrente se limita a reproducir las normas y 
a sacar conclusiones, sin presentar argumentos para la formulación del cargo el recurso deviene en 
improcedente.  
El escrito contentivo del recurso debe analizar pormenorizadamente la forma cómo se produce cada 
infracción y cómo la infracción cometida incidió en la resolución judicial. 
Texto del recurso de casación No. 148-2012 “3.2.- Planteado el problema esta Sala Especializada, formula las 
siguientes consideraciones: a) La causal primera del Art. 3 de la Ley de Casación, establece: “1ra. Aplicación 
indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas de derecho, incluyendo los precedentes 
jurisprudenciales obligatorios, en la sentencia o auto, que hayan sido determinantes en su parte dispositiva”. 
Respecto a lo anotado, es importante señalar lo manifestado por el Doctor Santiago Andrade Ubidia en su libro 
La Casación Civil en el Ecuador que textualmente indica: “La causal primera del artículo 3 contiene la llamada 
violación directa de la ley sustantiva o de los precedentes jurisprudenciales obligatorios en la sentencia 
recurrida, que haya sido determinante en su parte resolutiva. Sobre el tema la Primera Sala de lo Civil y 
Mercantil ha dicho: Se trata de la llamada transgresión directa de la norma legal en la sentencia, y en ella no 
cabe consideración respecto de los hechos, pues se parte de la base que es correcta la apreciación del Tribunal 
ad-quem sobre el valor de los medios de prueba incorporados al proceso, por lo que corresponde al Tribunal de 
Casación examinar a base de los hechos considerados como ciertos en la sentencia, sobre la falta de aplicación, 
aplicación indebida o errónea interpretación de los artículos citados por el recurrente”. En cuanto a la causal 
anotada, hay que señalar que entraña el análisis de tres formas diferentes de infracción del derecho, 
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correspondientes al error in judicando o error en juicio, las cuales se constituyen en tres equivocaciones 
diferentes que puede perpetrar un juzgador: El vicio de “aplicación indebida” de las normas de derecho, se 
produce, cuando el juzgador equivocadamente atribuye a una disposición legal sustantiva, general, impersonal y 
abstracta, un alcance que no tiene, utilizándola para declarar, reconocer o negar un derecho, en un caso 
particular, determinado y concreto, disposición que es diferente a la relación sustancial del precepto y que por 
tanto no debía utilizar. La “falta de aplicación”, es la omisión que realiza el juzgador en la utilización de las 
normas, que debían clara y razonablemente utilizarse en una situación concreta. “La errónea interpretación” de 
las normas de derecho, consiste en la falta que incurre el juez al dar erradamente a la norma jurídica aplicada, 
un alcance mayor o menor o distinto, que el descrito por el legislador”. b) Para proceder a la resolución del 
problema jurídico planteado procederemos a citar las disposiciones acusadas por el recurrente: numerales 10.3 
y 10.4 de la Disposición Transitoria Décima de la Ley Orgánica de Empresas Públicas: “10.3. Las entidades, 
organismos, fondos y proyectos que actualmente están obligados a la utilización de la herramienta e-Sigef, como 
consecuencia de la centralización de la Cuenta Corriente Única del Tesoro Nacional no presentarán solicitudes 
de devolución de IVA por los períodos pendientes de recuperación anteriores al 1 de enero de 2008, toda vez que 
la acreditación de los valores a devolver se realiza a la cuenta Única del Tesoro Nacional, con afectación a la 
misma cuenta. El Servicio de Rentas Internas procederá al archivo de las solicitudes que hayan presentado y que 
se encuentren pendientes de resolución. El Ministerio de Finanzas y las entidades, organismos, fondos y 
proyectos antes indicados realizarán los ajustes contables correspondientes.”. “10.4. (inciso primero) Como 
consecuencia de lo dispuesto en el artículo 41 de esta Ley, queda sin efecto todo proceso de determinación 
directa, complementaria o presuntiva que se hubiere iniciado en contra de cualquiera de las personas jurídicas 
que como consecuencia de la expedición de esta Ley, están sujetas a su ámbito de aplicación, incluyendo 
aquellos procesos iniciados contra sociedades cuyos pasivos han sido asumidos por la empresa pública, 
mediante la instrumentación de cualesquier figura mercantil o societaria permitida por la Ley, incluso antes de 
la vigencia de la misma; quedando por tanto sin efecto toda orden de determinación, acta borrador, actas 
definitiva y en general toda otra clase de actos administrativos vinculados o conexos, así como toda clase de 
juicios contenciosos tributarios derivados de cualquier acto administrativo de determinación tributaria. (…)”.c) 
Del contenido de estas disposiciones se observa que respecto al numeral 10.3, la misma está dirigida para las 
entidades que están obligados a la utilización del sistema e-Sigef, que de conformidad con el Art. 1 del Acuerdo 
Ministerial 444, publicado en el Registro Oficial No. 259 de 24 de enero de 2008, en concordancia con el Art. 2 
de la Ley de Presupuestos del Sector Público, el Art. 4 del Código Orgánico de las Finanzas Públicas, publicada 
en el Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 22 de octubre de 2010, que derogó a dicha ley; y, el Art. 225 de 
la Constitución de la República, era de aplicación obligatoria a las instituciones del sector público, para los 
casos de devoluciones del IVA de períodos pendientes de devolución y anteriores al ejercicio 2008. Por su parte 
el numeral 10.4, es aplicable a las personas a declarar sin lugar la demanda de impugnación presentada en 
contra del oficio No. 109012010059648, por el cual la autoridad demandada ordenaba el archivo de la solicitud 
de devolución del IVA correspondiente al período de julio de 2005 que fue requerido por la Autoridad Portuaria 
de Guayaquil. e) En consecuencia no se configura el yerro de errónea interpretación del numeral 10.3 de la 
Disposición Transitoria Décima de la invocada Ley Orgánica. En lo que respecta a la indebida aplicación del 
numeral 10.4 de la norma ut supra acusada por el recurrente, si bien se observa que en los antecedentes del 
edicto de instancia dicha disposición únicamente es ligeramente citada de manera textual, en la parte resolutiva 
del fallo ésta no es aplicada a la decisión definitiva, por lo tanto no puede considerarse que ha existido una 
aplicación indebida de dicha norma, no se configurándose la acusación del legitimario en este punto.”  
 
2.3.1.2. Causal Segunda.- 
 
La causal segunda del art. 3 de la Ley de casación textualmente dice: 
60 
 
“Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas procesales, cuando hayan 
viciado el proceso de nulidad insanable o provocado indefensión, siempre que hubieren influido en la 
decisión de la causa y que la respectiva nulidad no hubiere quedado convalidada legalmente;” 
 
Continuando con el análisis de las categorías que había mencionado anteriormente, corresponde 
analizar a los vicios que puede contener un auto o sentencia referidos a las normas procedimentales, es 
decir, cuando se han omitido en el trámite del juicio solemnidades sustanciales o requisitos, para cuyo 
efecto la ley determina expresamente que hay nulidad. 
 
Andrade Ubidía (2005) menciona: 
 
“La causal segunda, igualmente, incluye: (a) la aplicación indebida, (b) la falta de aplicación y, (c) la 
errónea interpretación de normas procesales, cuando hayan viciado el proceso de nulidad insanable o 
provocado indefensión, siempre que hubieren influido en la decisión de la causa y que la respectiva nulidad 
no hubiere quedado convalidada legalmente: vicio in procedendo por violación indirecta (la violación 
directa es en el proceso pero no en el fallo.)
lxx” (p. 145)                    
Al respecto es necesario indicar que como ya se analizó en la causal primera las circunstancias en las 
que puede incurrir la sentencia inicialmente se omitirá volver a analizar conceptualmente cada una de 
ellas, puesto que del análisis anterior puedo basarme para el resto de causales (segunda y tercera) que 
contienen las mismas circunstancias.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      
El juez de casación al iniciar a examinar la sentencia que ha incurrido en alguno de los vicios 
mencionados, debe en primer lugar analizar si se han omitido dentro del proceso y sustanciación del 
juicio alguna de las solemnidades sustanciales que establece el Código de Procedimiento Civil, puesto 
que de ser el caso, se debería declarar la nulidad. 
 
La Constitución de la República del Ecuador, en su art. 82 señala: 
 
 “Art. 82. Seguridad jurídica.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes.” 
 





“Art. 76.- Garantías al debido proceso.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los 
derechos de las partes. 
2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su 
responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada. 
3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no esté 
tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará una sanción 
no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad 
competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento. 
4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y 
carecerán de eficacia probatoria. 
5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones diferentes para un 
mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En 
caso de duda sobre una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona 
infractora. 
6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza. 
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento. 
b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa. 
c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 
d) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. Las partes podrán acceder a 
todos los documentos y actuaciones del procedimiento. 
e) Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía General del Estado, por una 
autoridad policial o por cualquier otra, sin la presencia de un abogado particular o un defensor público, ni 
fuera de los recintos autorizados para el efecto. 
f) Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma 
en el que se sustancia el procedimiento. 
g) En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su elección o por defensora o 
defensor público; no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada con su defensora o 
defensor. 
h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y replicar los 
argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra. 
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i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por la 
jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto. 
j) Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante la jueza, juez o autoridad, y a 
responder al interrogatorio respectivo. 
k) Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por tribunales 
de excepción o por comisiones especiales creadas para el efecto. 
l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución 
no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se 
encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán 
sancionados. 
m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida sobre sus derechos.” (lo 
resaltado y subrayado me pertenece).  
 
La labor del juzgador debe ser íntegra al analizar de manera completa los antecedentes a la demanda, la 
demanda misma, la contestación a la demanda y la práctica de pruebas, siempre teniendo en cuenta  
que las dos partes deberá estar informadas de la sustanciación de juicio. 
 
En el recurso de casación se han estructurado las circunstancias que posibiliten al justiciable 
defenderse de los errores o vicios en los que pueda incurrir el juez. Estos son los vicios in procedendo 
sea por aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de alguna norma procesal; no 
existe un criterio unificado en la doctrina sobre los errores in procedendo, puesto que la naturaleza 
misma de este debe considerarse una nulidad en el proceso o una causal de casación. 
 
Para alegar correctamente esta causal en casación, el recurrente debe analizar de forma comprensiva la 
sentencia a la par con la demanda y sus peticiones, la contestación a la misma y sus excepciones, así 
como la prueba practicada conjuntamente con las normas procesales que se encuentran establecidas en 
nuestra legislación. 
 
Es de conocimiento general que cuando se han omitido en el trámite del juicio solemnidades o 
requisitos, se debe invalidar y retrotraer el proceso hasta cuando este se ha viciado de nulidad, por lo 
tanto si se alega la causal segunda del art. 3 de la Ley de Casación se estaría incurriendo en una 
casación en la forma, pues procede cuando el juez o tribunal ha incurrido en vicios insubsanables de 




Es necesario aclarar que las simples irregularidades procesales, no configuran una causal de nulidad y 
no son adecuadas para fundamentar el recurso de casación, puesto que éste tiene como finalidad 
proteger las leyes del procedimiento tanto en lo que dicen en relación con la tramitación cuanto en lo 
que se refiere al momento de pronunciar la resolución en una sentencia, esa es la esencia misma de la 
transcripción realizada del art. 82 de la Constitución de la República del Ecuador puesto que la 
seguridad jurídica es una garantía constitucional. 
 
Los vicios en los que se incurre en el proceso y que vician de nulidad al mismo no pueden alegarse en 
cualquiera de las causales del art. 3 de la Ley de Casación, sino únicamente en la segunda, puesto que 
las nulidades no sanables son la falta de jurisdicción, la falta de competencia o se le dé el tramite 
inadecuado a la causa, es ahí donde sobresale la importancia de las leyes procesales ya que la 
legislatura ha considerado que no solamente es necesario que se emita una sentencia conforme a la ley 
sino también que el proceso se encuentre tramitado observando todas las normas procesales y 
fundamentales que se constituyen en una garantía básica de las partes. 
 
A más de las mencionadas se entienden incluidas las normas del Código de Procedimiento Civil así 
como el principio establecido en la Constitución que dice: 
 
“Art. 169.- Sistema procesal.- El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las 
normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, 
celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la 
justicia por la sola omisión de formalidades.” 
De acuerdo con lo transcrito, el Doctor García Falconí (1993) menciona: 
“Hay que recordar que la razón de ser o el fundamento de la nulidad estriba en la garantía 
constitucional que tiene la persona de utilizar todos los mecanismos o prerrogativas que le ha conferido 
la ley, para hacer valer sus derechos, esto es el derecho a la defensa que faculta a la parte afectada 
para solicitar la nulidad; así es fundamental verificar si la causal de nulidad que pretende aducir como 
fundamento de la segunda causal de casación es insanable o no y en este último caso si ha sido 
convalidada.”lxxi (pp. 57 – 58) 
En muchos recursos de casación mal fundamentados solamente se ha mencionado las normas 
procesales que se creen transgredidas situación que no es correcta, puesto que se debe argumentar de 
qué manera y desde qué momento, el juez ha incurrido en un vicio in procedendo tanto en el proceso 
como en la sentencia. 
El mismo autor citado señala: 
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“Debe señalarse expresamente la causal de casación y señalar la de nulidad que le sirve de fundamento 
explicando las razones por las cuales el impugnante estima que se ha incurrido en ella; si se trata de 
nulidad insanable es útil recabar sobre el particular y si es sanable poner de manifiesto que no ha sido 
saneada expresa ni tácitamente.” 
 
Se puede entender por lo tanto que únicamente en el caso de la causal segunda, si se casa la sentencia 
impugnada se declara la nulidad del proceso y se dispone el reenvío para que se vuelva a sustanciar la 
causa desde la fase procesal en que se produjo la causa de nulidad. 
En concordancia con lo mencionado Enrique Vercovi (1979) menciona:  
 “Lleva, generalmente, al «iudicius rescindens», de carácter negativo, que conduce a la anulación del 
acto en infracción y, normalmente, tiene como efecto secundario, que el proceso debe retrogradar desde 
que se cometió el error, en adelante”.lxxii (p. 38) 
En cuanto a la segunda causal es necesario indicar que no toda violación del procedimiento es motivo 
de casación a su amparo. La norma es clara al mencionar que únicamente cuando ha habido aplicación 
indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas procesales, que hayan viciado el 
proceso de nulidad insanable o provocado indefensión, quedando condicionado el Juzgador de casación 
ya que debió haber influido en la resolución final de la sentencia y que la nulidad no se hubiere 
subsanado.  
De lo mencionado, Andrade Ubidia (2005) indica que se los puede dividir en dos principios, el de 
especificidad y el de trascendencia, refiriéndose al primero como aquel que consta un vicio 
contemplado en la norma jurídica que vicia de nulidad al proceso y al segundo como el elemento de 
importancia del cual no pueda prescindir el juzgador para emitir su criterio. Al respecto textualmente 
dice: 
“Son dos los principios que informan esta materia, el de la especificidad y el de trascendencia, es 
decir, a) que el vicio esté contemplado en la ley como causa de nulidad; y b) que sea de tanta 
importancia, esto es, trascendente, que el proceso no pueda cumplir su misión sea porque falten los 
presupuestos procesales de la acción o del procedimiento, sea porque coloque a una de las partes en 
indefensión” 
 
Con el enunciado transcrito es necesario hacer un ligero análisis: 
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El Principio de Especificidad se refiere a que no pueden existir más causales de nulidad de las que 
expresamente constan en las normas jurídicas y la ley al ser especifica impide que el proceso se vicie 
de más nulidades de las contempladas en ella, por lo que el juez en el ejercicio de su facultad del 
control de legalidad tiene que verificar en primer lugar si el proceso ha incurrido en algún vicio que se 
refiera a nulidades, mismos que para efectos de casación tienen que ser verificados y en caso de 
haberlos declarar la nulidad y que los autos se retrotraigan al momento mismo de la nulidad.  
Por otro lado, el Principio de Trascendencia, de acuerdo el enunciado de la doctrina y la Ley es 
necesario que el vicio en el que se ha incurrido tenga tal importancia que haya influido o haya podido 
influir en la decisión de la causa, causando la indefensión de una de las partes; o ser de tal manera 
grave que prive al proceso de sus elementos estructurales, de manera que no exista en realidad un 
proceso sino únicamente una apariencia de proceso, es decir estarán ausentes los presupuestos 
procesales del procedimiento. 
VÉSCOVI
lxxiii
, al respecto, señala:  
“Debemos ver en esto una referencia a la existencia de los presupuesto procesales necesario para la 
constitución de dicha relación y que, en definitiva, pueden importar un defecto que obste el dictado 
(legítimo) de una sentencia definitiva. Así sucede con la falta de jurisdicción y aún de competencia, en 
cuento no estemos ante un caso de prórroga (expresa o tácita). También se menciona la falta de 
legitimación y aún de capacidad, como causal de infracción a la forma. Asimismo se incluyen, como 
defectos similares, los relativos a la constitución del tribunal colegiado[...] Y por último, la doctrina 
está conteste, en que la infracción puede estar en la deficiente constitución de la relación procesal, en 
especial cuando el demandado no ha sido correctamente emplazado y no se le han dado las necesarias 
garantías de defensa”. (p. 82).  
En concordancia con lo dicho, el art. 346 del Código de Procedimiento Civil establece: 
“Art. 346.- Solemnidades Sustanciales.- Son solemnidades sustanciales comunes a todos los juicios e 
instancias: 
1.- Jurisdicción de quien conoce el juicio; 
2.- Competencia de la jueza o el juez o tribunal, en el juicio que se ventila; 
3.- Legitimidad de personería; 
4.- Citación de la demanda al demandado o a quien legalmente le represente; 
5.- Concesión del término probatorio, cuando se hubieren alegado hechos que deben justificarse y la ley 
prescribiere dicho término; 
6.- Notificación a las partes del auto de prueba y la sentencia; y, 
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7.- Formarse el tribunal del número de jueces que la ley prescribe.” 
 
El Código de Procedimiento Civil menciona que es obligación de los jueces declarar la nulidad de 
oficio cuando se trate de las solemnidades anteriormente transcritas excepto del numeral 5 del art. 
346 ibídem, y condiciona a que puedan influir en la decisión de la causa. La norma en que se ordena 
lo mencionado dice: 
Art. 349- Los jueces y tribunales declararán la nulidad aunque las partes no hubieren alegado la 
omisión, cuando se trate de las solemnidades 1, 2, 3, 4, 6, y 7 del Art. 346, comunes a todos los juicios e 
instancias; siempre que pueda influir en la decisión de la causa, salvo que conste en el proceso que las 
partes hubiesen convenido en prescindir de la nulidad y que no se trate de la falta de jurisdicción. 
Por lo tanto, el juez quien conoce del juicio deberá estar completamente seguro de la jurisdicción que 
va a ejercer así como de la competencia que le asiste de acuerdo a las atribuciones propias de la ley. La 
legitimación es una parte fundamental dentro del proceso, tanto de las personería jurídica del actor 
como la del demandado, la citación con la demanda al demandado para que pueda contestarla 
finalmente para que se trabe la litis, el termino probatorio que deberá ser informado a las dos partes 
para que cuando decurra el término probatorio tengan la oportunidad y el derecho de presentar las 
pruebas que sean necesarias para que por último se informe a los justiciables que vuelvan los autos 
para dictar sentencia.  
Es importante mencionar que muchas de las ocasiones no se notifica a la parte que no ha establecido 
correctamente su casilla judicial, situación que perjudica solamente a la persona que no ha sido 
notificada con alguna providencia o auto que se ha emitido por el juez sustanciador. El tribunal deberá 
estar integrado de acuerdo a la ley sustentado en los oficios o sorteos respectivos mismos que tendrán 
la fe pública del secretario de la Sala.  
El tratamiento que la doctrina jurídica le ha dado a la presente causal se divide en dos partes, por un 
lado se la puede aplicar cuando se ha trasgredido una norma procesal durante la tramitación del juicio; 
y, cuando se ha trasgredido una norma procesal al momento de dictar sentencia.  
Precisamente en base a esa división el Dr. José García Falconí (1993) menciona lo siguiente: 
“Recordemos que el RECURSO DE CASACIÓN EN LA FORMA procede cuando el juez o tribunal ha 
incurrido en vicios de procedimiento, ya sea al tramitar el juicio, ya sea al pronunciar sentencia o auto, 
mientras que el RECURSO DE CASACIÓN EN EL FONDO tiene lugar cuando se dicta un auto o 
sentencia con infracción de la ley, si esta infracción ha influido en lo dispositivo del fallo, esto es que la 
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infracción es de tal calidad, que se falle el juicio de una manera distinta a la que habría sido de 
observarse correctamente el derecho.” (p. 145) 
 
Claramente se puede entender entonces que la casación, como lo mencioné desde un principio, busca 
proteger la estricta aplicación de la norma, en este caso la norma procesal tanto en la tramitación y 
sustanciación de la causa, así como al momento en que se dicta la sentencia, puesto que esos momentos 
son cruciales para que los justiciables puedan cumplir con los principios básicos que mencionan la 
constitución referentes al debido proceso y al principio de legalidad.  
Ha sido una práctica diaria de los jueces que han emitido sentencias de casación en la Corte Nacional 
de Justicia que el juez cuando analiza la sentencia puede observar que si la sentencia contiene errores 
que vician el fondo de la misma, es necesario dictar una sentencia de mérito anulando el fallo y 
dictando una nueva sentencia, como si fuera un tribunal de instancia, o simplemente ordenando al 
tribunal que emita la sentencia que en derecho corresponda. También puede ser el caso de que el 
juzgador de casación encuentre una nulidad que no pueda ser saneada y se vea en la obligación jurídica 
de anular el proceso y retrotraer los autos al momento en que se produjo la nulidad.  
Es interesante observar como la doctrina jurídica trata a las dos circunstancias de análisis, a los errores 
in iudicando y a los errores in procedendo. Al respecto el Dr. José Román Duque Sánchez (1979) que 
realiza su análisis a la legislación de su país natal Venezuela afirma que: 
“La casación vela por la correcta interpretación de la ley tanto sustantiva como adjetiva. Hay interés 
no solo en que se aplique bien el derecho contenido en las leyes de fondo, sino también en que no se 
quebranten los trámites esenciales de procedimiento.  De aquí la distinción que realiza el Código de 
Procedimiento Civil entre el recurso por infracción de ley y recurso por quebrantamiento de forma, 
según que la infracción se haya cometido en la decisión de las cuestiones que constituyen el fondo de la 
controversia, osea, errores de juzgamiento (errores in iudicando) o en las decisiones referente a la 
actividad ( errores in procedendo)”lxxiv. (114) 
 
De igual manera el Dr. Hernando Morales que realiza su análisis a la legislación Colombiana del cual 
es originario expresa: 
“Las causales se derivan de los errores in procedendo o in iudicando en que haya incurrido el 
sentenciado. Los primeros infringen por acción u omisión una ley procesal, por obra de una irregular, 
defectuosa o incompleta aplicación, lo cual determina nulidad o irregularidad de tal magnitud, que 
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vicia la relación jurídica procesal. Los segundos implican una infracción de derecho, un vicio de 
actividad en el juzgamiento o sea en la actuación intelectiva del juzgador. Los primeros obligan a 
anular o a reconocer la inexistencia procesal del fallo y `por lo tanto a reponerlo a veces previa la 
repetición de un sector del proceso, los segundos obligan a construir sobre la base de lo resuelto por la 
sentencia infirmada una nueva, sea por la corte misma en los países donde pista al casar el fallo se 
convierte en tribunal de instancia sea por el tribunal que la pronuncio o por otro de la misma categoría 
donde la Corte no puede asumir el papel de juez de segundo grado
lxxv”. (p. 138)  
Las afirmaciones de los dos doctrinarios de la casación citados obedecen a que dentro de sus 
legislaciones no hay dos causales que se refiera la una a los vicios in procedendo y otra causal que se 
refiera a vicios in iudicando, como ocurre en el caso ecuatoriano, puesto que dentro de una misma 
causal tanto en la legislación venezolana como colombiana constan las dos formas de infracción a la 
norma, tanto objetiva como subjetiva dándole el tratamiento a las dos de la violación directa de la 
norma.  
Finalmente el profesor italiano Francesco Carnelutti (1947) afirma que: 
“Estos errores se distinguen también tradicionalmente en dos categorías, denotadas mediante la 
fórmula de error in procedendo y error in iudicando, formula que, aunque haya sido sometida a una 
larga y atenta elaboración, no ha mostrado tal vez hasta hoy su valor exacto. Hasta ahora se pensó que 
la diferencia entre error en el juicio y error en el procedimiento estaba únicamente en que el primero se 
refería a la causa y el segundo al efecto de la equivocación cometida por el juez: habría falsos juicios, 
que bastarían por si solos para consentir la recisión de la sentencia, independientemente de su 
repercusión sobre el acto que determinaron.
lxxvi
 (pp. 249 – 250) 
Por lo tanto al referirme eminentemente a la causal segunda del art. 3 de la Ley de Casación se puede 
concluir que los errores en el proceso así como en la sentencia que se refieran a normas procesales será 
motivo de casación y deberán interponerse mediante la causal analizada, siendo que no bastará 
solamente con enunciar la norma procesal trasgredida sino explicar en qué circunstancia incurre la 
sentencia cuanto a la aplicación e interpretación de la norma se refiere. De ésta manera, deberá 
exclusivamente centrarse el análisis de los errores procesales en la sustanciación del juicio así como al 






APLICACIÓN A LA MATERIA TRIBUTARIA  
 
El Doctor Santiago Andrade (2005) en su libro la “Casación Civil en el Ecuador” indica:  
“Respecto de esta causal, debe advertirse que no toda violación del procedimiento es motivo de 
casación a su amparo. La norma es muy clara: únicamente cuando ha habido aplicación indebida, falta 
de aplicación o errónea interpretación de normas procesales, que hayan viciado el proceso de nulidad 
insanable o provocado indefensión, a condición de que hubiere influido en la decisión de la causa y que 
la respectiva nulidad no hubiere quedado convalidada legalmente. Son dos los principios que informan 
esta materia, el de la especificidad y el de trascendencia, es decir, a) que el vicio este contemplado en la 
ley como causa de nulidad y b) que sea de tanta importancia, esto es trascendente, que el proceso no 
pueda cumplir su misión sea porque falten los presupuestos procesales de la acción o del 
procedimiento, sea porque coloque a una de las partes en indefensión. No existen más causas de nulidad 
que las que se encuentran expresamente señaladas como tales en el texto legal, sin que pueda ampliarse 
o aplicarse extensivamente (principio de especificidad) pero no solamente esto, sino que, además, debe 
tener tal importancia que haya influido o haya podido influir en la decisión de la causa, causando la 
indefensión de una de las partes; o ser de tal manera grave que prive al proceso de sus elementos 
estructurales, de manera que no exista en realidad un proceso sino únicamente una apariencia de 
proceso: estarán ausentes los presupuestos procesales del procedimiento (principio de trascendencia).”. 
(pp. 116 y 117) 
En este contexto para que proceda la causal segunda el casacionista debe especificar que vicios se han 
dado en el procedimiento y que han provocado nulidad insanable o indefensión, esta causal, requiere 
una especificidad mayor aún, ya que se debe indicar con claridad que actuación del tribunal le ha 
causado indefensión o ha provocado nulidad sin que se la haya declarado, así por ejemplo tenemos: el 
actor presenta demanda de impugnación a un acta de determinación, misma que ha sido calificada y se 
ha ordenado citar con la misma a la autoridad demandada, la autoridad demandada en su contestación 
indica que la demanda ha sido presentada de manera extemporánea (esto es al día 45 de haberse 
notificado el acta hoy impugnada), más el tribunal en su sentencia no hace referencia alguna a lo 
alegado por la administración, más acepta la demanda del actor. En este caso hipotético, en el recurso 
debe alegarse falta de aplicación del Art. 229 del Código Tributario detallando claramente la causal, la 
referida norma y realizando un análisis claro y concreto en cuanto a la fecha de notificación del acto 
impugnado a fin de que el Tribunal de Casación proceda a realizar el correspondiente análisis.  
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Texto del Recurso No. 266-2011 “B) En cuanto al segundo problema jurídico planteado el Art. 3 de la Ley de 
Casación señala: “… 2da. Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas 
procesales, cuando hayan viciado el proceso de nulidad insanable o provocado indefensión, siempre que 
hubieren influido en la decisión de la causa y que la respectiva nulidad no hubiere quedado convalidada 
legalmente;”. El Doctor Santiago Andrade en su libro la Casación Civil en el Ecuador páginas 116 y 117 indica: 
“Respecto de esta causal, debe advertirse que no toda violación del procedimiento es motivo de casación a su 
amparo. La norma es muy clara: únicamente cuando ha habido aplicación indebida, falta de aplicación o 
errónea interpretación de normas procesales, que hayan viciado el proceso de nulidad insanable o provocado 
indefensión, a condición de que hubiere influido en la decisión de la causa y que la respectiva nulidad no hubiere 
quedado convalidada legalmente. 3.2.1. Principios que informan la materia Son dos los principios que informan 
esta materia, el de la especificidad y el de trascendencia, es decir, a) que el vicio este contemplado en la ley 
como causa de nulidad y b) que sea de tanta importancia, estos es trascendente, que el proceso no pueda cumplir 
su misión sea porque falten los presupuestos procesales de la acción o del procedimiento, sea porque coloque a 
una de las partes en indefensión. No existen más causas de nulidad que las que se encuentran expresamente 
señaladas como tales en el texto legal, sin que pueda ampliarse o aplicarse extensivamente (principio de 
especificidad) pero no solamente esto, sino que, además, debe tener tal importancia que haya influido o haya 
podido influir en la decisión de la causas, causando la indefensión de una de las partes; o ser de tal manera 
grave que prive al proceso de sus elementos estructurales, de manera que no exista en realidad un proceso sino 
únicamente una apariencia de proceso: estarán ausentes los presupuestos procesales del procedimiento 
(principio de trascendencia).”. B.1)  Para analizar sobre la supuesta  falta de aplicación del Art. 260 del Código 
Tributario es importante citar lo de disponer el Art. 244 del Código de Procedimiento Civil: ”Sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 1014 el proceso es nulo, en todo o en parte, solamente cuando se ha omitido alguna de 
las solemnidades sustanciales determinadas en este Código.”. (El subrayado es de la Sala). En líneas anteriores 
se manifestó que se han cumplido con las solemnidades  sustanciales de los procesos y el hecho de que el 
Tribunal  A quo dentro de la etapa procesal respectiva y con la debida motivación no haya aceptado la solicitud 
de la parte actora de sustanciar un informe pericial o inspección judicial, no se encuentra enmarcado dentro de 
las solemnidades para que se cause nulidad. Esta Sala no observa que se ha causado indefensión a la parte 
actora, por el contrario observa que el Tribunal de Instancia ha basado su decisión en los hechos y las pruebas  
presentadas dentro del proceso así pues a fojas 374 se observa la petición de la actora que indica: “1.- Señores 
jueces, considero indispensable para mi defensa que un perito técnico establezca las características de la 
maquinaria importada, estableciendo si la naturaleza de la misma es una cargadora, cuya principal acción es la 
de levantar o no. Considero indispensable pues lo mentado es una de las alegaciones realizadas en el presente 
proceso. Es por lo cual, debo solicitar que se designe un perito técnico para establecer la naturaleza de la 
maquinaria importada, sobre la base de un modelo idéntico de la misma, en el distribuidor de dicha maquinaria 
JOHN DEERE en el Ecuador que es la firma comercial DIVESA S.A. ubicada en la vía Daule Km. 9.5 de la 
ciudad de Guayaquil. 2.- No es mi intención que se practique una inspección judicial, pero si la designación de 
perito técnico depende de la misma, solicito se señale día y hora para la práctica de la misma en la ciudad de 
Guayaquil en la vía Daule KM. 9.5 …”. A fojas 374 vta. se encuentra la providencia suscrita por el Dr. Teodoro 
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Pozo Illingworth que textualmente indica: “… Atendiendo el escrito que, dentro de término presenta el actor, 
con notificación contraria se manda: 1) No es procedente el informe pericial que solicita en el numeral 1, puesto 
que no se haría sobre el objeto del juicio; 2) Por la misma razón anterior no es procedente la diligencia de 
inspección judicial que se pide;…” . Es evidente que en el presente caso los jueces de Instancia actuaron de 
acuerdo a las reglas de la sana crítica y conforme a los hechos que comprobaron en el juicio basando su 
actuación en las disposiciones de los Arts. 115 y 116 del Código de Procedimiento Civil y Art. 19 del Código 




















2.3.1.3. Causal Tercera  
 
El art. 3 de la Ley de Casación señala:  
“3ra. Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de los preceptos jurídicos 
aplicables a la valoración de la prueba, siempre que hayan conducido a una equivocada aplicación o a 
la no aplicación de normas de derecho en la sentencia o auto”.  
La causal tercera también tipifica la aplicación indebida, falta de aplicación y, errónea interpretación de 
los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, siempre que hayan conducido a una 
equivocada aplicación o a la no aplicación de normas de derecho en la sentencia o auto.  
 
La presente causal se la debe alegar cuando el impugnante no comparta con la apreciación y 
calificación probatoria que se ha realizado en la sentencia recurrida, calificándola de errada o cuando 
se señale que los hechos acreditados en autos ocurrieron de manera diferente y no como se señala en la 
decisión judicial, el recurso de casación debe sustentarse en la norma trascrita 
El Dr. José García Falconí (1993) respecto a la presente causal menciona: 
“A esta causal la doctrina la ha llamado VICIO DE VALORACION PROBATORIA, porque de lo que se 
trata es de apreciar si el tribunal a quo puesto frente al material de conocimiento que el proceso le 
brindaba hizo del aqueo usa que debiera, es claro que en los supuestos en que esa apreciación hubiere 
de ajustarse que en los supuestos en que esa apreciación hubiere de ajustarse a una norma 
preestablecida”. (p. 143)  
Dentro de la presente causal se puede evidenciar que se la alega cuando una sentencia ha incurrido en 
un vicio in iudicando por violación indirecta, ya que la violación directa es de naturaleza procesal o sea 
de las normas aplicables a la valoración de la prueba, lo cual determina el vicio en la aplicación de las 
normas sustantivas. 
Hernando Morales (1963) al respecto señala: 
“En este caso la infracción proviene de la labor investigativa del tribunal en el campo probatorio. 
Constituye una violación indirecta, pues cuando el sentenciador de instancia investiga si están o no 
probados los hechos es cuando puede aparecer el contragolpe la violación de norma por 
equivocaciones al respecto”. “Se advierte que la violación indirecta de norma sustancian puede ser en 
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este evento por falta de aplicación o por aplicación indebida, pero no por interpretación errónea”lxxvii 
(p. 197)  
Se puede entender que cuando se incurre en violación indirecta de la norma se puede casar el fallo 
cuando el mismo incurre en error al inaplicar, aplicar indebidamente o interpretar en forma errónea las 
normas relativas a la valoración de la prueba, cuando ello ha conducido a una equivocada aplicación o 
a la no aplicación de normas de derecho en el fallo impugnado 
 
Al respecto Jorge Carrión Lugo (2012) afirma: 
“La violación indirecta si es el mecanismo acertado para cuando el impugnante pretende desconocer 
los hechos o el análisis probatorio realizado en la sentencia cuya casación pretende”. “En tanto que en 
la violación directa se prescinde por entero de todo análisis probatorio en razón de que el recurrente no 
puede separarse de las conclusiones a que haya llegado el tribunal en la tarea del examen de los hecho 
y su prueba, en la indirecta por ser consecuencia de la apreciación errona de la demanda o de una 
prueba determinada o de la falta de apreciación de alguna”. (pp. 197-200) 
Dentro de la misma esfera de análisis varios tratadistas de la casación civil se han referido 
exclusivamente a la violación indirecta de la norma jurídica realizando estudios profundos de lógica 
jurídica para poder alcanzar el conocimiento del fondo del asunto, es así que Hernando Morales se 
refiere a que, la violación indirecta de la norma nace de un error en una premisa menor refiriéndose a la 
falta de aplicación o errónea interpretación de una prueba. El referido autor menciona: 
“La violación indirecta naca de un error en la premisa menor del silogismo emanado de falta de 
apreciación o de apreciación errónea de una prueba determinada, error que puede ser de hecho o de 
derecho. Es el error facti in iudicando de que hablamos al principio y que contrasta con el error juris in 
judicando, o sea la valoración directa contra la norma misma. Si en determinados casos es posible que 
se presente errores evidentes, facialmente comprobables al cotejar la prueba y la sentencia o ésta y la 
falta de prueba lo cual conduce a la transgresión de la norma sustancial.
lxxviii
 (p. 201) 
Por lo tanto, entender la diferencia entre violación directa de la norma y violación indirecta de la 
misma es fundamental, ya que en la violación que estoy tratando se incurre por la deficiente valoración 
de las pruebas aportadas en el juicio que llevan a aplicar incorrectamente la norma de derecho, misma 
que indirectamente se ve vulnerada por la incorrecta apreciación probatoria.  
El mismo autor citado comenta: 
“La acusación por violación indirecta comprende: 
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1. La invocación del error atribuido a la sentencia 
2. La demostración de dicho error 
3. La cita de la norma sustancial”. 
Por lo dicho, es evidente que, en presencia de una acusación por violación de la ley proveniente de una 
equivocada apreciación de las pruebas, la Corte de casación se encuentra en la necesidad de examinar 
el juicio, pues si, por ejemplo, el cargo consiste en que el Tribunal dejo de apreciar determinadas 
pruebas que ni siquiera aparecen mencionadas en el fallo, es necesario que el Tribunal de Casación 
estudie el expediente para decidir sobre el fundamento de la acusación y en caso de que la aseveración 
sea verdadera, tendrá que pronunciarse mediante una sentencia de mérito y emitir una nueva sentencia 
en la que consten valoradas las pruebas alegadas en el recurso de casación.   
La doctrina jurídica afirma que dentro de la presente causal se puede alegar errores de hecho y errores 
de derecho, con la advertencia de que dentro del sistema jurídico ecuatoriano no se admite el error de 
hecho en la valoración de la prueba, es necesario hacer una análisis por separado de estos dos aspectos. 
El Dr. José García Falconí (1993) al respecto menciona: 
“Error de hecho y error de derecho son distintos y autónomos y tienen causas diferentes, por eso no se 
los puede alegar simultáneamente respecto de una misma prueba y en una sola causal y ni aun en forma 
subsidiaria el uno del otro, pues ellos se excluyen recíprocamente y que por tal no pueden sino ser 
planteados en forma separada e independientemente y por tal el Tribunal de casación habrá que 
analizarlos separadamente”. 
El autor citado continúa diciendo:  
“Recalco que ambos se excluyen entre sí, pues si hubo error en la valoración de la prueba no cabe 
suponer el error de hecho, ya que el sentenciador estableció su existencia y si hubo error de hecho 
porque se supuso la prueba o no se vio la existente, no pudo haber yerro de valoración. 
lxxix
 (p. 111) 
Se puede claramente interpretar al autor que, es contrario a toda técnica jurídica acusar por error de 
hecho y de derecho en la apreciación de determinada prueba al mismo tiempo, pero al mencionar que 
en nuestra legislación solamente cabe una apreciación del error de derecho el recurrente se debe limitar 
a explicar al Juez de casación cuál de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba han 
sido transgredidos y que han influido para que el juzgador tome una decisión contraria a derecho 
basándose en una prueba que no conste en el proceso o que a una prueba existente se le asigne un valor 
distinto al de su naturaleza.  
Al respecto Hernando Morales (1963) menciona que: 
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“No pueden pues presentarse a un tiempo los dos errores, porque para que aparezca el derecho es 
necesario tener en cuenta la prueba existente, es decir analizarla y desde el momento en que dicha labor 
se efectúa ya no ha habido lugar a error de hecho, que implica desconocer la prueba que obra en autos 
o reconocer la que no existe en ellos”.lxxx (p. 225)  
El referido autor continúa diciendo: 
“Estos errores a su vez determinan la violación de la norma de derecho sustancial por aplicación 
indebida o por falta de aplicación. En el error de derecho, ha habido antes una violación medio, o sea 
la ley de probatoria, lo cual en el fondo constituye error in iudicando, pues si bien las normas sobre 
valoración de pruebas no son procesales, sino que se limitan a guiar al juez para fallar y se destinan al 
juez en cuanto juzga, su violación repercute en su norma esencial”.   
 
ERROR DE HECHO 
Aunque no es aplicable al sistema jurídico ecuatoriano, es necesario entender de qué se trata un error 
de derecho. Para entender el presente tema jurídico es necesario iniciar con una frase trascendental que 
el doctrinario Hernando Morales (1963) menciona: 
“La falta de apreciación de determinada prueba puede conducir al error de hecho, en cambio, la 
apreciación errónea da lugar a error de hecho o de derecho”. 
Frase que en un principio nos explica de una forma resumida como se configura el error de hecho y de 
derecho, pero para el efecto es necesario adentrarnos al estudio del error de hecho ya que no es tan 
simple como parece, sino que tiene una trascendencia jurídica importante.  
Aurelio Camacho Rueda (1978) en su libro “Recursos de Casación y revisión en material civil” 
menciona:  
“Como ya se vio en casación la demostración del error de hecho debe versar sobre la objetividad de la 
prueba, esto es, sobre el ser o no ser de la misma en el proceso. Vale decir, que el sentenciador haya 
ignorado la prueba existente o supuesto la que no existe. Más cuando por él se estima la que es, tal 
como aparece en el juicio, no hay margen para la impugnación por error de hecho, a menos que la 
conclusión de tal medio deducida sea evidentemente contraria a la lógica o razón natural. Por otra 
parte no se presume la ignorancia de las pruebas por el sentenciador, cuando las conclusiones del 
pronunciamiento se justifique a la luz de las mismas pruebas. 
lxxxi
 (p. 126)  
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El referido autor considera que, en casación la demostración del error de hecho debe versar sobre la 
objetividad de la prueba, esto es, sobre el ser o no ser de la misma en el proceso. Vale decir que el 
sentenciador haya ignorado la prueba existente o supuesto la que no existe. Mas cuando por él se 
estima la que es, tal como aparece en el juicio no hay margen para la impugnación por error de hecho a 
menos que la conclusión de la sentencia recurrida sea evidentemente contraria a la lógica o razón 
natural.  
Por otra parte no se presume la ignorancia de las pruebas por el sentenciador, cuando las conclusiones 
del pronunciamiento se justifican a la luz de las mismas pruebas. 
José García Falconí (1993) menciona que:  
“Error de hecho consiste en una falsa descripción del estado de cosas, acontece este error cuando el 
fallador cree equivocadamente en la existencia o inexistencia del medio de prueba en el proceso cuando 
al existente, le da una interpretación ostensiblemente contraria a su contenido”.  
En general el error es la noción equivocada sobre determinada cosa. El error de hecho es cuando la 
creencia equivocada se refiere a la existencia o inexistencia de un hecho, o sea cuando hay 
equivocación de que una cosa ha sucedido o no ha sucedido.  
El error de hecho no equivale al raciocinio errado o al juicio equivocado, que son fuente de la violación 
directa, ni a una forma del consentimiento vicioso. El error que se trata se refiere a que, lo que se 
analiza debe estar vinculado a la existencia de determinada prueba por lo cual constituye siempre un 
error de apreciación.  
Hernando Morales (1963) menciona: 
“En toda apreciación probatoria hay dos momentos: uno autentico en que el juez la contempla o 
aprecia considerándola en sí misma para verificar su existencia, sus contornos y contenidos; otro 
dinámico en que se toma la prueba para ponderarla en la balanza de la ley, con el fin de medir su 
validez y su fuerza de acuerdo con el sistema de apreciación legal predominante en cada país
lxxxii
. (pp. 
211 – 212) 
El autor citado realiza una lista de las circunstancias por las cuales se podría incurrir en error de hecho, 
mismo que debe ser alegado en la causal tercera del art. 3 de la Ley de Casación, ya que se aplica 
también a un error de derecho.  
“El error de que venimos tratando puede provenir: 
1. Porque se le asigne a una prueba un valor distinto, superior o inferior al que le da la norma legal.  
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2. Porque se aprecien pruebas que la ley no admite para el caso, o sea que se tengan en cuenta medios 
que son admisibles para demostrar el hecho o el acto o se rechacen aquellos que la ley autoriza.  
3. Porque se aprecien medios no autorizados por la lista de pruebas.  
4. Porque se aprecien pruebas allegadas inoportunamente al proceso”. 
Con acertada razón el doctrinario realiza sus afirmaciones puesto que el error de hecho puede provenir 
de la incorrecta valoración superior o inferior de la prueba, o pruebas no admitidas por la ley o 
inoportunas, situación que el juzgador debe tomar en cuenta al momento mismo de la valoración.   
Para José García Falconí (1993) en cuanto al error de hecho menciona: 
“Para que exista error de hecho debe consistir en que el sentenciador haya supuesto una prueba que 
obra en el proceso o ignorado la que existe en él, hipótesis que comprende la adulteración de un medio 
de convicción, bien por habérselo hecho decir lo que no expresa o bien por habérsele cercenado su real 
contenido”.  
Con palabras del mismo autor se indica que ocurre el error de hecho, cuando el fallador cree 
equivocadamente en la existencia o inexistencia del medio de prueba en el proceso o cuando al 
existente le da una interpretación ostensiblemente contraria a su contenido.  
Para el autor ecuatoriano citado, el error de hecho puede existir en los siguientes casos: 
a. “Hay error en la interpretación del correspondiente escrito en materia de hecho, no de valoración 
jurídica de este ni del respectivo presupuesto procesal. Es un error de hecho que la doctrina llama 
ERROR FACTI IN JUDICANDO el cual conduce indirectamente a dejar de aplicar norma o normas 
sustanciales que de no haber sido por él se habrían aplicado”.  
b. “Por haber dejado de valorar, en la falta de capacidad para ser parte pruebas que la demuestren o por 
haber apreciado equivocadamente en materia de hecho su poder demostrativo”.  
Finalmente es necesario mencionar que el error de hecho consiste en que el juzgador haya supuesto una 
prueba que no se encuentra constando en los autos o que se haya ignorado la existencia de ellas.  
 
ERROR DE DERECHO 
El error de derecho consiste en la noción equivocada sobre las disposiciones de la ley, así la doctrina 
jurídica se refiere en general al error, en que incurre el juez, al aplicar la norma jurídica en la 
apreciación de la prueba en un juicio.  
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Hernando Morales (1963)  menciona: 
“Al revés de lo que ocurre con el error de hecho, en el de derecho la prueba se estima, pero se le niega 
el valor que la ley le asigna o se le da el valor que la ley le niega. En este tipo de error, en primer lugar 
el juzgador viola las dos posiciones legales sobre valoración probatoria y esta infracción lo lleva a 
infringir normas de derecho sustancial”. lxxxiii (p. 218)  
En general puedo mencionar que hay error de derecho en la apreciación de la prueba, cuando a la 
prueba se le da determinada fuerza que la ley no le asigna o se permite su producción sin llenar los 
requisitos legales, aplicándole luego una fuerza legal estatuida solo para elementos probatorios que 
reúnen todas las cualidades exigidas por la ley. No se trata entonces de una falsa noción del hecho, sino 
de una equivocada aplicación de la ley.  
Por lo tanto, el error de derecho se origina cuando se aplica equivocadamente la ley a una determinada 
situación procesal. De acuerdo a la doctrina esto se presenta cuando el Juez interpreta erradamente las 
normas legales que regulan la producción o la eficacia de la prueba o su evaluación, es decir, cuando el 
juez interpreta dichos preceptos en forma distinta al verdadero alcance de ellos.  
De igual manera, el Dr. José García Falconí (1993) referente al tema expone: 
“Existe error de derecho en los siguientes casos: 
a. Falta de requisito de la demanda por considerar que aquella no contiene alguno o algunos de los 
requisitos formales que debe reunir acorde al art. 73 del CPC, equivocación que lo condujo a 
dictar un auto inhibitorio, cuando debía ser de aceptación 
b. Es la falta de capacidad para ser parte por haber considerado que la prueba o pruebas que la 
demuestran fueron aportadas al proceso sin el cumplimiento de las formalidades previstas por la 
ley”.  
El mismo autor continúa afirmando:  
“En el error de derecho, se supone existe la apreciación correcta de los medios en el orden factico, es 
decir en su objetividad misma y que entonces se radica a un problema de valoración legal, consistente 
en que a pruebas materialmente bien contempladas, el juzgador les asigne un mérito que la ley no 
consagra o les niegue el que ella les otorga”.  
 
El  presente error dentro de la legislación ecuatoriana es el valedero, puesto que en caso de que la 
sentencia recurrida incurra en error de derecho se lo alegará en la causal tercera dependiendo del vicio 
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en el que incurra y el juez  de casación deberá ingresar a valorar las pruebas y se deberá  emitir una 
sentencia de mérito en caso de que a las pruebas se les asigne un valor que la ley no consagra o se les 
niegue el valor que ella establece.   
La doctrina jurídica realiza análisis referentes a los dos errores, y establece que: 
“Los dos errores tienen las siguientes notas comunes: 
1. Deben alegarse por el recurrente  
2. Debe indicar el recurrente la prueba no apreciada o erróneamente apreciada 
3. Deben incidir en norma de derecho sustancial violada por indebida aplicación o por falta de 
aplicación.
lxxxiv
 (MORALES, 1963, p. 220) 
 
AUTONOMÍA JUZGADORA DEL TRIBUNAL DE INSTANCIA.  
El juzgador al momento de valorar la prueba  realiza un proceso intelectual trascendental en el cual 
convergen conceptos, nociones, circunstancias y factores que sirven para una correcta interpretación de 
la ley por parte del juez aplicando su sana critica, sin extenderse de la medida que la ley le faculta. Pero 
esa valoración le corresponde eminentemente al Tribunal juzgador, es decir de instancia que goza de 
autonomía en la tarea valorativa de la prueba.  
El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario tiene la autonomía necesaria para valorar la prueba 
actuada dentro del juicio, situación que en caso de no haberse valorado de correcta manera la prueba, el 
recurrente tendrá que fundamentar correctamente en la causal tercera del art. 3 de la Ley de Casación 
para que el tribunal de casación proceda a revisar la prueba actuada en la manera en que el recurrente 
lo solicite y si tiene la razón el juzgador de casación deberá realizar una sentencia analizando todas las 
pruebas actuadas, y anulando a la sentencia en su parte pertinente.  
 
Aurelio Camacho (1978) referente al tema expresa: 
“Soberanía del tribunal en la apreciación probatoria. Consecuencia de lo anteriormente expuesto es el 
principio de que el tribunal goza de autonomía en la apreciación de las pruebas, sea de todas en 
conjunto o de cada una separadamente, en forma que la Corte en casación no está capacitada para 
variar dicha apreciación, propia de la instancia. Por ese motivo no procede acusar en casación a través 
del planteamiento global del problema probatorio, en busca de que la Corte se forme una convicción 
diferente de la que el juzgador de instancia se formó, sino que en este campo probatorio solo es 
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pertinente atacar demostrando que el tribunal incurrió en error evidente de hecho o en error de derecho 
en la apreciación de determinada prueba”.lxxxv (p. 203)  
El citado autor sigue mencionando que: 
“Pero siendo las calidades de necesidad, unicidad, pluralidad, gravedad, precisión y conexidad de los 
indicios, cuestiones de hecho cuya apreciación está confiada al juzgador de instancia, es perfectamente 
claro que la noción que éste se haya formado de tales calidades no puede ser desconocida en el recurso 
extraordinario, sino por razón de incidencia demostrada de error de hecho”.  
 
La razón de lo dicho radica en que en el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario se debaten 
todas las cuestiones del pleito, mientras que en casación se analiza la sentencia en consideración a la 
infracción de la ley sustancial, o de la procesal dentro de los motivos que originan los errores in 
procedendo o in iudicando de acuerdo a lo que alegue el recurrente.   
No se trata en el recurso extraordinario de casación de la totalidad de los problemas debatidos, sino 
solo los vicios y errores alegados; en el presente caso de las normas de valoración de la prueba, no 
valoradas, erróneamente aplicadas o indebidamente aplicadas que se refieren a que a la luz de un nuevo 
estudio pueda restituirse el juicio al tribunal, no de balancear las pruebas y las contrapruebas para 
deducir la verdad de los hechos, porque esta es labor propia de instancia.  
Pero en oposición a lo dicho el mismo autor indica: 
“Más dicha soberanía no puede ser absolutamente por que no se podría en ningún caso llegar a 
casación a traces de la cuestión de hecho. Por esta razón, se excluye de ella el caso en que se incurra en 
error evidente de hecho o en error de derecho en la apreciación de determinado medio de prueba.
lxxxvi
 
(p. 206)  
Por tal motivo, siempre se ha dicho que el tribunal tiene soberanía en la apreciación de las pruebas, o 
sea que posee autonomía para formarse la convicción en cada caso sea de la totalidad del problema, 
cuando la adquiere mediante la combinación de los distintos medios probatorios, sea en la apreciación 
de cada uno de estos.  
Fernando de la Rúa (1968) argumenta que: 
“El tribunal de juicio, es verdad es soberano en cuanto al análisis crítico de los elementos de prueba y 
en principio el tribunal de casación no puede censurar el juicio de mérito sobre su selección y 
valoración. Debe distinguirse, entonces el valor de convicción que su prudencia le sugiere del 
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inexcusable deber en que se encuentra de tomar en consideración y someter a esa valoración a todas las 
pruebas fundamentales legalmente incorporadas al juicio.
lxxxvii
 (p. 173 – 175) 
 
PROPOSICIÓN Y SUSTANCIACIÓN  
Para poder alegar la presente causal es necesario tomar en cuenta varios factores para que proceda la 
Sala de Conjueces de la Corte Nacional de Justicia a admitirla y luego la Sala de Jueces proceda a 
analizarla, puesto que caso contrario, si no contiene la alegación y la correcta proposición y 
fundamentación será inadmitida mediante auto y rechazada mediante sentencia.  
A decir verdad, a la causal tercera del art. 3 de la Ley de Casación se la ha calificado como “una causal 
difícil de probar” a criterio del Dr. José García Falconí (1993) lxxxviii y en efecto es una de las más 
complejas para fundamentar dentro de un recurso de casación. En primer lugar habrá que invocar la 
causal y la circunstancia o vicio en la que incurre la sentencia o auto recurrido, es decir, destacar que se 
trata una de violación indirecta de una concreta disposición sustancial, ya que toda ella se basa en 
violación de tal ley, con la diferencia de que en la primera parte, la violación hiere directamente a la 
norma sin consideración a la prueba, mientras que en la segunda proviene de aplicación indebida, falta 
de aplicación errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba.  
Al respecto, Hernando Morales (1963) con acertada razón afirma:  
“Debe demostrarse el error, designándose la prueba dejada de apreciar o erróneamente apreciada y si se trata 
del de derecho, indicar la norma probatoria violada”.lxxxix (p. 227)  
Como ya se había mencionado anteriormente el tribunal de instancia, en verdad es soberano en cuanto 
al análisis crítico de los elementos de prueba y en principio el tribunal de casación no puede censurar el 
análisis sobre su selección y valoración.  
Al respecto Fernando de la Rúa, (1968) autor ya citado, menciona: 
“Por otro lado el Tribunal no está obligado a considerar todas las pruebas introducidas. Pero no es 
menos cierto que cuando se procede a  la exclusión arbitraria de una prueba esencial o decisiva, el 
tribunal de instancia preside ilegítimamente en su motivación de uno de los elementos que tiene el deber 
de valorar y la sentencia será nula”.xc (p. 172)  
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Cuando se trata de error de derecho, hay que citar necesariamente la norma de valoración probatoria 
que se ha conculcado como consecuencia del vicio, y que es el medio para llegar a la anulación de la  
violación del precepto sustancial.  
En la fundamentación del recurso, cuando el punto de partida es el referido error de derecho se debe 
construir una cadena formada por estos eslabones: a) el error y su demostración; b) la consiguiente 
violación de la ley sustantiva detallada; y, c) la incidencia del cargo sobre la parte resolutiva de la 
sentencia.  
Al respecto la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia en la 
sentencia No. 252-2011 analiza: 
“En consecuencia, se concluye que dichas normas de ninguna manera se subsumen a algún principio de 
valoración de la prueba.  Como si fuese poco, la tercera causal del Art. 3 de la Ley de Casación, 
requiere no sólo la aplicación indebida o la falta de aplicación argumentadas, sino que es de aquellas 
denominada “en cadena”, porque a más de demostrar que la sentencia violentó alguna norma legal 
explícita sobre la valoración de un medio procesal (por ejemplo cuando le da valor pleno a la fecha y 
otorgantes en las escrituras públicas), también debe señalarse que tal inobservancia condujo a una 
equivocada aplicación o a la no aplicación de una norma de carácter sustantivo, lo cual, si bien es 
cierto, si se mencionan en el escrito, no permite por la deficiencia inicial, acoger tal pretensión.  El 
error en la determinación de la causal, no es un tema de mera formalidad, sino un tema de fondo y 
esencial en la demanda propuesta en contra de una sentencia ejecutoriada, como es el recurso de 
casación, por lo mismo imposibilita a esta Sala entrar a conocer el fondo mismo del tema, por más que 
aparezca con claridad la infracción de la misma a normas legales. Es menester aclarar que, a pesar de 
que la Sala Juzgadora acepta la demanda en base a una Resolución adoptada por el Tribunal de 
Garantías Penales que acepta la acción de protección del actor, la que según el recurrente ha sido 
revocada por la Corte Constitucional, tal motivo de Casación no puede ser considerado por cuanto no 
hay constancia procesal de la misma”.xci  
Lo interesante de analizar un fallo de casación conjuntamente con la doctrina jurídica ecuatoriana es 
que se puede cotejar los criterios tanto del administrador de justicia como los de la doctrina jurídica. Si 
el recurrente luego de analizar todas las circunstancias por las que puede interponer un recurso de 
casación decide alegar la causal tercera del art. 3 de la Ley de Casación deberá fijarse que el vicio en 
que incurra la Sala juzgadora sea manifiesto, evidente y trascendente y que la falta de aplicación, 
errónea interpretación y aplicación indebida sean decisivos en la parte resolutiva de la sentencia.  
Al respecto, el Dr. José García Falconí (1993) afirma:  
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“En esta causal, debe explicarse en que consiste individualmente cada prueba mal apreciada o dejada 
de apreciar o explicando cual es la que se dio por existente, sin que obrara en el proceso, comentándolo 
además en conjunto y en relación con las demás pruebas y que ese error ha repercutido en la decisión 
del juez o tribunal, pues si el error existe, pero el Juez o tribunal no basó en él su decisión resulta 
intrascendente y por tal no procede la casación.
xcii
 (p. 110)  
En un primer plano el doctrinario ecuatoriano se refiere a la forma en que el recurrente tiene que 
explicar y buscar la manera de convencer al Juez de casación sobre las pruebas mal apreciadas y cuál 
ha sido la norma que han infringido en cuanto a la valoración de la prueba. Por otro lado, se refiere a la 
necesidad de que el vicio o error sea trascendente en la parte resolutiva de la sentencia y para 
fundamentarlo se debe individualizar las pruebas y las normas que se dejaron de aplicar, se aplicaron 
erróneamente o se aplicaron indebidamente. Al respecto el mismo autor afirma que: 
“Así para que proceda por esta causal el recurso de casación el error ha de ser manifiesto, evidente y 
trascendente, es decir de no haberse producido las decisiones adoptadas por el fallador otras pruebas 
hubieran sido, por tal es preciso determinar e individualizar las pruebas que dejaron de apreciarse o se 
apreciaron erróneamente, se debe aclarar la trascendencia del quebranto, por tal es necesario se 
justifique que la prueba o pruebas en cuyo examen y estimación haya el juez o tribunal cometido el 
yerro que se le atribuye y se indique la especie del mismo en que consiste y si fuere de valoración cual 
el precepto vulnerado y porque”.xciii 
 
De éste modo la misma doctrina jurídica recomienda que el recurrente en casación por esta causal 
tercera, debe señalar con precisión: 
1. La prueba objeto de la apreciación errónea.  
2. La apreciación errónea hecha, las leyes reguladoras del valor, fuerza y eficacia de las pruebas 
3. El concepto en que hayan sido infringidas esas leyes por la apreciación hecha por el juzgador.  
4. Citar el acto o documento autentico que demuestre la equivocación evidente del juzgador.  
Finalmente se indica como la prueba mal actuada influye para aplicar mal una norma de valoración de 
la prueba, misma que debe ser por no haberse apreciado una prueba existente o darle un valor superior 
a una prueba intrascendente. Al respecto se afirma que: 
“El recurrente que aduzca esta clase de error, debe singularizar el medio probatorio que se considera 
mal apreciado, debe el impugnante indicar la norma de valoración que el determine el mérito o 
demerito de ese medio que se pretende mal estimado por el juez o tribunal bien por haberlo negado el 
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valor probatorio que la ley le asigna, bien por haberle atribuido uno que no le concede”. (GARCIA 
FALCONÍ, 1993, p. 110) 
 El autor citado continúa afirmando que: 
 “El ataque al auto o sentencia de instancia por quebrantamiento indirectamente de derecho sustancial, 
tiene que fundarse en yerros cometidos por el fallador en su labor ponderante de las pruebas, sea por 
suponer hechos sin que obren medios probatorios que lo demuestren, ora por preferir hecho no obstante 
obrar las pruebas, ya por cercenar o tergiversar la objetividad de las probanzas o por inaplicar o 
interpretar erradamente las normas de procedimiento o de derechos probatorios que gobiernan la 
aducción de los medios de convicción como también por otorgar un medio de prueba el valor 
demostrativo de que carece como restarle el valor de convicción que conforme a derecho tiene”.xciv  
Por lo tanto para que prospere esta causal en casación, tanto en la Sala de conjueces en su admisión 
como en la Sala de Jueces en su análisis y posterior tratamiento, se requiere que sea trascendente y 
fundamental, esto es que la realidad ante los ojos del juzgador o tribunal sea contraria por entero a la 
que aparece de las pruebas, hasta el punto de haberlo inducido a adoptar decisiones contrarias a las que 
se encuentran en la Ley.  
En varias ocasiones se han propuesto recursos de casación referentes a pruebas que no han sido 
mencionadas en la sentencia, situación que en casación no es procedente puesto que no es obligación 
del juzgador mencionar todas y cada una de ellas, pero si tendrá que mencionar las que le han ayudado 
a administrar justicia siendo éstas las más trascendentes. De lo expuesto es necesario respaldarme en la 
doctrina jurídica a criterio del mismo autor citado anteriormente situación que se confirma mismo que 
indica los requisitos de procedencia para analizar la presente causal en casación de la siguiente manera. 
“Requisitos de procedencia  
1. El yerro ha de consistir en que le juez o tribunal hubiere supuesto prueba inexistente en los autos 
ignorando la que sí existe en ello o adulterando la objetividad de esta agregándole algo que le es 
extraño o cercenado su real contenido.  
2. La conclusión de orden factico derivada del error debe ser contraevidente, esto es contrario a la 
realidad establecida por las pruebas existentes.  
3. Que ese yerro de apreciación, conduzca al quebrantamiento de los preceptos que guían a la 
sentencia.  
4. De lo contrario no procede el recurso de casación”xcv  
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En concordancia con lo dicho el Dr. José Duque (1979) manifiesta que es necesario que concurran 
varias circunstancias para que el juzgador de casación ingrese a analizar la prueba en caso de que se 
haya vulnerado una norma de valoración de la prueba, mismas que son las siguientes: 
1. “Que haya prueba en los autos del hecho 
2. Que esa prueba sea legal 
3.  Que la prueba presente el hecho en la forma externa que lo acoge el juez del fondo.  
Si falta la primera condición, hay falso supuesto, si falta la segunda hay violación de regla legal expresa 
para valorar el mérito de la prueba; y, si falta la tercera, tergiversamiento del hecho probado”xcvi. (p. 250) 
El Tribunal de casación en caso de que la Sala juzgadora incurra en los vicios ya analizados tendrá que 
entrar a valorar pruebas situación que aunque sea autónoma del tribunal de instancia por las facultades 
que le asignan será su deber analizar las pruebas como si fuera un tribunal de primer nivel, siendo que 
en materia tributaria el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario se convierte en tribunal A-quo. 
En su decisión, la Corte no puede extenderse al examen de los hechos, pues ello desconfiguraría la 
naturaleza de la casación convirtiendo a la Corte de casación que es un tribunal de derecho, en un 
tribunal de instancia.  
En todo acto o hecho es necesario distinguir los elementos que el juez puede estimar discrecionalmente 
de aquellos que no pueden ser establecidos sino dentro de la disciplina de algún texto legal, cuya 
violación cae bajo la censura de la Corte o Sala de casación. El Tribunal de casación en su sentencia 
debe limitarse a considerar las infracciones alegadas en la formalización y a decidir sobre ellas, sin 
extenderse al fondo de la controversia, ni al establecimiento o apreciación de los hechos por parte de 
los jueces sentenciadores.  
Por lo tanto, se puede considerar como prueba improcedente a la que los jueces la han dado por 
probado un hecho con pruebas que por la ley son improcedentes para demostrarlo, debe entenderse 
aquella que no figura dentro del elenco de las pruebas permitidas por la ley para demostración en juicio 
de los hechos pertinentes o aquella cuya eficacia o aptitud se encuentra en ciertos casos restringida por 
mandato expreso del legislador en atención a la naturaleza o cuantía del asunto. Por otro lado, prueba 
irregular es cuando a una prueba que no reúne los requisitos exigidos por la ley, le hayan dado sin 
embargo, los efectos que esta le atribuye, como si estuviera debidamente hecha y el falso supuesto 
constituye la excepción más importante de infracción de regla legal expresa para valorar el mérito de la 




En definitiva, el Tribunal de casación cuando ha declarado procedente la causal tercera siempre y 
cuando la misma se encuentre correctamente fundamentada, entrará a analizar los preceptos jurídicos 
aplicables a la valoración de la prueba para finalmente verificar si la prueba que se acusa ha incurrido 
en vicio por parte del Tribunal juzgador bajo los parámetros descritos anteriormente para la valoración 
de la prueba.  
 
APLICACIÓN A LA MATERIA TRIBUTARIA 
       Como es conocido, la facultad de revisar y valorar prueba es de exclusiva competencia de los jueces o 
tribunales de instancia, es su atribución jurisdiccional soberana y autónoma. Bajo esta premisa, el 
tribunal de casación no tiene otra atribución que la de fiscalizar o controlar que en esa valoración no se 
hayan violado normas de derecho que regulen expresamente la valoración de la prueba. Para que 
prospere el recurso de casación por la referida causal se deben cumplir las siguientes exigencias que 
han sido puestas de manifiesto en varios fallos de la Sala de la ex Corte Suprema de Justicia, hoy Corte 
Nacional de Justicia, mismas que requiere técnica jurídica, así: 1.- Identificar el medio de prueba en el 
que, a su juicio, se ha infringido la norma o normas de derecho que regulan la valoración de esa 
prueba; 2.- Identificar la norma o normas de derecho que regulan la valoración de esa prueba; 3.- 
Demostrar con razonamientos de lógica jurídica completos, concretos y exactos, en qué consiste la 
transgresión de la norma o normas de derecho que regulan la valoración de la prueba; 4.- Identificar las 
normas sustantivas o materiales que en la parte resolutiva de la sentencia han sido equivocadamente 
aplicadas o no han sido aplicadas, por la trasgresión de los preceptos jurídicos que rigen la valoración 
de la prueba. De no concurrir los presupuestos anotados, el tribunal de casación no puede analizar la 
causal propuesta.  
En la mayoría de casos tanto por parte de los contribuyentes como de los procuradores de las 
autoridades tributarias demandadas, suelen concurrir uno o dos de los preceptos antes señalados (en su 
mayoría enuncian las normas que a su criterio rigen la valoración de la prueba), más no todos, lo que 
torna el análisis de dicha causal en improcedente para su análisis. En el tema tributario al ser una 
materia sumamente técnica, la prueba en la mayoría de los casos se torna alrededor de los documentos 
en posesión de la administración como del administrado y de experticias contables, pero al alegar dicha 
causal no solo se debe indicar que en atención a tal o cual artículo se debe tomar en cuenta sino realizar 
un análisis pormenorizado, así: 
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 En el caso hipotético que se tratare de un acta de determinación de impuesto a la renta 2011 y 
el tribunal en su resolución indique que las facturas 2, 3, 4 que en su momento fueron 
desconocidas por la administración ya que no se ha demostrado su pago a través del sistema 
financiero por ser montos de las USD. 5.000, se tornan válidas ya que el contribuyente como 
manifiesta a través de declaraciones juradas ante notario público, ha realizado los pagos en 
efectivo, la manera correcta de plantear el recurso con base a la causal tercera es:  
Alego la causal tercera del art. 3 de la ley de casación, ya que ha existido falta de aplicación de los 
preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, que han conducido a la no aplicación de una 
norma de carácter sustantivo; y, la fundamento de la siguiente manera: 
En la sentencia recurrida se puede observar que en ningún momento se tomó en consideración o se 
analizó el acto impugnado y sus antecedentes que constan en el expediente, teniendo presente que es 
sobre este acto respecto del cual se trabó la litis, específicamente en la parte que la administración 
declara como no deducibles los gastos sustentados en las facturas 2, 3, 4 que tienen un valor superior a 
los USD. 5.000,00 ya que no se ha demostrado su pago efectivo. Al respecto la norma específica es 
muy clara, así el Art, 103 de la Ley de Régimen Tributario Interno establece (Identificar el medio de 
prueba en el que, a su juicio, se ha infringido la norma o normas de derecho que regulan la valoración 
de esa prueba):  
“Art. 103.- Emisión de Comprobantes de Venta.- Los sujetos pasivos de los impuestos al valor agregado y a los 
consumos especiales, obligatoriamente tienen que emitir comprobantes de venta por todas las operaciones 
mercantiles que realicen. Dichos documentos deben contener las especificaciones que se señalen en el 
reglamento. 
 
El contribuyente deberá consultar, en los medios que ponga a su disposición el Servicio de Rentas Internas, la 
validez de los mencionados comprobantes, sin que se pueda argumentar el desconocimiento del sistema de 
consulta para pretender aplicar crédito tributario o sustentar costos y gastos con documentos falsos o no 
autorizados. 
 
Sobre operaciones de más de cinco mil dólares de los Estados Unidos de América USD $ 5.000,00, gravadas 
con los impuestos a los que se refiere esta Ley se establece la obligatoriedad de utilizar a cualquier institución 
del sistema financiero para realizar el pago, a través de giros, transferencias de fondos, tarjetas de crédito y 




Para que el costo o gasto por cada caso entendido superior a los cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América sea deducible para el cálculo del Impuesto a la Renta y el crédito tributario para el Impuesto al Valor 
Agregado sea aplicable, se requiere la utilización de cualquiera de los medios de pago antes referidos, con 
cuya constancia y el comprobante de venta correspondiente a la adquisición se justificará la deducción o el 
crédito tributario.”  
 
A más de la inaplicación de la norma señalada ut supra, se ha violentado lo que establece el   Art. 116 
del Código de Procedimiento Civil que señala: “Las pruebas deben concretarse al asunto que se litiga 
y a los hechos sometidos al juicio.”ya que se ha tomado como prueba válida dentro del presente caso a 
una declaración jurada ante notario público en la que el actor refiere que ha realizado los pagos de las 
facturas observadas, en efectivo, contraviniendo así norma expresa de la materia que regula este tema y 
el que se debe realizar los pagos a través del sistema financiero (por el monto) para que pueda ser 
considerado como deducible (Identificar la norma o normas de derecho que regulan la valoración de 
esa prueba). Por lo que al existir norma expresa que regula los pagos superiores a los USD. 5.000,00 y 
es mandatoria al indicar que se debe realizar a través del sistema financiero, mal pudo el tribunal hacer 
válidas declaraciones juradas realizadas por el contribuyente. La deducibilidad o no de los gastos, si 
bien es cierto las operaciones deben estar debidamente contenidas en los comprobantes de venta, estas 
deben tener un sustento en cuanto a su pertinencia del gasto, que éste haya sido efectivamente 
realizado, que sea determinable. En atención a lo dicho, para que un gasto sea considerado como tal 
debe tener una secuencia material que así lo justifique tales como la fuente de la obligación, el pago o 
desembolso efectivo, la correspondiente factura y la acreditación de tales valores a favor del 
beneficiario; de la revisión del expediente existen facturas, pero no existe constancia de recepción del 
pago por parte del beneficiario, hecho que no ha sido desvirtuado por la compañía actora. (Demostrar 
con razonamientos de lógica jurídica completos, concretos y exactos, en qué consiste la transgresión de 
la norma o normas de derecho que regulan la valoración de la prueba; Identificar las normas 
sustantivas o materiales que en la parte resolutiva de la sentencia han sido equivocadamente aplicadas 
o no han sido aplicadas, por la trasgresión de los preceptos jurídicos que rigen la valoración de la 
prueba). De esta manera puede prosperar la causal tercera, ya que de no contener todos los requisitos 
antedichos simplemente no se la analiza. 
Texto del Recurso 509-2011 “B) La causal tercera del Art. 3 de la Ley de Casación, establece: “Aplicación 
indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la 
prueba, siempre que hayan conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación de normas de derecho 
en la sentencia o auto”. Esta causal se refiere a lo que la doctrina denomina violación indirecta de la norma 
sustantiva y contempla varias situaciones jurídicas que no pueden darse simultáneamente y que deben ser 
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individualizadas para su pertinente demostración en cada caso. La aplicación indebida es la atribución 
equivocada de una disposición legal o precepto jurídico a un alcance que no tiene; la falta de aplicación es la 
omisión que realiza el juzgador en la utilización de las normas o preceptos jurídicos que debían aplicarse a una 
situación concreta, conduciendo a un error grave en la decisión final; mientras que la errónea interpretación, 
consiste en la falta que incurre el juzgador al dar desacertadamente a la norma o precepto jurídico aplicado, un 
alcance mayor o menor o distinto, que el descrito por el legislador. Se analiza, que en aplicación de cualquiera 
de estas situaciones, en lo que respecta a la causal invocada, es necesario cumplir con las siguientes condiciones 
recurrentes establecidas en la doctrina y jurisprudencia: 1.- Identificación en forma precisa del medio de prueba 
que a su juicio ha sido erróneamente valorado en la sentencia; 2.- Establecimiento con precisión de la norma 
procesal sobre valoración de prueba que ha sido violada; 3.- Demostración con lógica jurídica en qué forma ha 
sido violada la norma sobre valoración del medio de prueba respectivo; y, 4.- Identificación de la norma 
sustantiva o material que ha sido aplicada erróneamente o que no ha sido aplicada a consecuencia del yerro en 
la valoración probatoria. Luego de realizar el análisis del recurso planteado por el recurrente se observa que no 




3, puesto que no identifica en forma precisa que medio de prueba ha sido 
erróneamente valorado y no demuestra con lógica jurídica en qué forma fue violada la norma sobre valoración 
de la prueba, vacío que no es posible que lo llene el Juez de casación y por lo tanto esta Sala Especializada no 
encuentra que se ha configurado la causal tercera. Esta Sala hace mención a que dentro de la causal tercera no 
se puede invocar el tema de la falta de motivación de la sentencia como lo hace equivocadamente el recurrente 













2.3.1.4. Causal Cuarta 
 
Para poder iniciar el análisis de la presente causal, es necesario entender los límites y 
condiciones que impone literalmente la causal cuarta del art. 3 de la Ley de Casación, puesto 
que en ella se entrañan cuatro situaciones distintas que a la simple lectura de la misma 
parecerían solamente dos. Para el efecto, la causal cuarta a la letra dice: 
“4ta.  Resolución, en la sentencia o auto, de lo que no fuera materia del litigio u omisión de resolver en ella 
todos los puntos de la Litis”; 
De lo anotado se debe identificar en primer lugar lo que se va a recurrir, puesto que la ley permite que 
se recurra una sentencia o un auto, pero como se había mencionado anteriormente se requiere que el 
auto tenga fuerza de sentencia o ponga fin al proceso de conocimiento como lo es por naturaleza la 
sentencia. Se puede decir que la doctrina jurídica denomina a la presente como Causal por 
Incongruencia Genérica
xcvii
, porque se la utiliza para recurrir de la sentencia que no concuerda o no 
coincide con la solicitud de las partes. 
Ampliamente la doctrina jurídica se ha referido al presente tema puesto que es una causal que se evoca 
recalcando el error del juzgador puesto que ha vulnerado varios derechos constitucionales, normas y 
principios que rigen al derecho y a la vida jurídica del Estado. Un Juez por esencia debe plasmar en sus 
sentencias criterios lógicos y coherentes de acuerdo a los pronunciamientos del demandante y la 
defensa del demandado, guardando una estricta disciplina jurídica refiriéndose  exclusivamente a lo 
que se ha planteado como argumentos para el pleito judicial; sería algo verdaderamente vergonzoso 
para el Tribunal A quo que proceda la presente causal en casación ya que han pasado no solo uno sino 
tres criterios errados que desdicen la actuación de los jueces que firmaron esa sentencia.  
Como se explicará a continuación debe entenderse a la congruencia en la sentencia como el hecho de 
que la misma guarde absoluta correspondencia y lógica con la demanda y la contestación a la demanda. 
Al respecto Enrique Verscovi (1979) menciona:  
“La congruencia de la sentencia debe ser entendida en el sentido de la debida correspondencia entre el 
fallo y las pretensiones deducidas en juicio por las partes, que constituye una emancipación del 
principio dispositivo en el proceso y está consagrado en la doctrina y jurisprudencia 
En consecuencia, no será congruente la sentencia, en cuanto decide más de lo pedido por la parte (ultra 
petita) o fuera de lo que ésta ha solicitado (extra petita). Estos son los cargos más comunes que la 
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doctrina y la jurisprudencia señalan como error de la sentencia que pueden dar lugar a casación”. xcviii 
(p. 8) 
El Dr. José García Falconí (1993) expresa: 
“Existe en dos casos: 1. Cuando la sentencia otorga más de lo pedido por las partes. 2. Cuando ella se 
extienda a puntos no sometidos a la decisión del tribunal. En resumen el fallo es incongruente, cuando 
decide sobre puntos ajenos a la congruencia, esto es hay EXTRA PETITA o cuando resuelve más allá de 
lo pedido esto es ULTRA PETITA o cuando deja sin decidir algún punto de la demanda o de las 
excepciones esto es MÍNIMA PETITA. En estos tres casos procede la causal cuarta del artículo tres de 
la Ley de Casación, porque en los dos primeros casos, el juzgador carece de competencia para proveer  
sobre extremos que no le han sido sometidos; y, en el tercer caso porque no se ha desatado la 
controversia en su totalidad.”xcix (p. 67 – 68)  
La presente causal de casación se la puede alegar cuando en la sentencia se evidencie un vicio in 
procedendo de violación directa, puesto que al hablar de vicios en el procedimiento se hace referencia 
al defecto o violación de normas procesales aplicables a la sentencia y se incurre en violación directa 
debido a que las normas legales aplicables al fallo han sido transgredidas. Es decir que se la utiliza 
cuando en la sentencia se haya dejado de pronunciar sobre algo que se pidió o se haya pronunciado 
sobre algo ajeno al pleito o más de lo reclamado tanto en la demanda como en la contestación a la 
demanda. Por esta causal han dicho varios autores, y hoy la Corte Nacional de Justicia así lo considera, 
que la causal proviene de error in procedendo, porque se deriva de violación de normas procesales 
obligatorias para el juez. 
Al respecto el Dr. Santiago Andrade Ubidia (2005) menciona: 
“Las causales primera, cuarta y quinta admiten la casación por la llamada en la doctrina violación 
directa de la norma legal en el fallo impugnado. En la causal primera la violación es del derecho 
sustantivo, en cambio las causales cuarta y quinta son violaciones de normas procesales atinentes a la 
sentencia”. c(p. 143)  
El Tribunal A quo al momento de emitir la sentencia debe velar que ésta se encuentre acorde con las 
peticiones de la demandante y las excepciones del demandado, es decir, debe ceñirse a lo pedido tanto 
por el demandante como por el demandado y en ejercicio de sus funciones administrar justicia que es la 
tarea máxima que tiene un juez en el Ecuador. No puede resolver sobre temas que no le han sido 
planteados ni tampoco dejar de resolver los que le han sido propuestos; he ahí la tarea ardua y 
complicada del juzgador de aplicar la ley y dar a quien lo que le corresponda respondiendo a un 
principio Aristotélico.  
92 
 
Debe existir una estrecha relación entre lo que se exprese en la demanda y lo que se menciona en la 
sentencia ya que esos son los lineamientos en los cuales se desarrollará el proceso, me refiero a que el 
juez al momento de calificar la demanda debe identificar qué tipo de demanda es y cuál es la 
pretensión del demandante, citar al demandado y permitirle que ejerza su derecho a la defensa, una vez 
trabada la litis se deberá abrir un término de prueba para finalmente emitir una sentencia la misma que 
deberá considerar todas las actuaciones dentro del proceso.  
Al respecto la doctrina a cargo del Dr. José García Falconí (1993) menciona: 
“La resolución judicial debe ser respuesta acompasada con lo pedido por el demandante y con las 
defensas del demandado no puede exceder de esos límites y tampoco puede dejar son resolver los 
precisos temas que fueron sometidos a su decisión; de tal modo que si el Juez o Tribunal a quo falla en 
este sentido por fuera de lo pedido o condena a más de lo solicitado o deja sin resolución materias que 
le fueron sometidas oportuna y legalmente, comete un claro Yerro in procedendo y quebranta de 
manera franca el principio de la congruencia de la sentencia, en virtud del cual como ya se dijo, el fallo 
debe ser una respuesta acompasada con cada una de las pretensiones deducidas y de las excepciones 
propuestas”. ci (p. 66) 
En línea con lo dicho Hernando Morales (1963) explica: 
“La sentencia decide que tutela dispensa el derecho objetivo a un interés jurídico determinado. Por esta 
razón debe guardar armonía con la demanda, pues esta contiene el límite del poder jurisdiccional. Si se 
deja de decidir sobre puntos contenidos en la demanda, no queda resuelto todo lo pedido y la relación 
procesal permanece trabada en lo no resuelto. Y si se falla sobre los puntos no contenidos en la 
demanda o más allá de los propuestos, el Estado carecería de jurisdicción para decidir controversias 
cuyos extremos no le hayan sido sometidos.”cii (p. 245) 
En relación con lo expuesto por García Falconí que utiliza el término “acompasado”, refiriéndose a la 
congruencia de la demanda, la contestación y la sentencia, Hernando Morales utiliza el término 
“armonía” que aun que los dos se los utiliza en el ámbito musical encajan perfectamente en el presente 
tema ya que el compás se refiere a un asunto de sometimiento estricto al ritmo así como la armonía se 
refiere a que debe existir absoluta concordancia entre un sonido y otro dentro de un acorde; a mi 
criterio personal los dos autores tiene absoluta razón al utilizar estas dos palabras para referirse al tema 
de la congruencia de la sentencia pero personalmente diría que lo que se necesita es que exista una 
relación entre la demanda, la contestación a la demanda y la sentencia al igual que un acorde de tríada 
que significa que una nota debe tener absoluta concordancia con la otra nota para que exista armonía; 
aunque el análisis es un poco fuera de “tono” se presta para poder explicar el presente asunto.   
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Se había mencionado que de la causal anotada se desprenden cuatro circunstancias o vicios de los 
cuales a simple vista no se los puede identificar, para lo cual es necesario realiza el siguiente análisis: 
La causal mencionada en primer lugar textualmente menciona:  
1. “Resolución, en la sentencia o auto, de lo que no fuera materia del litigio”.  
 
Situación interesante que se la puede abordar desde dos perspectivas: el vicio de “ultra petita” y el 
vicio de “extra petita”. 
 
1.1. ULTRA PETITA.- 
 
Es necesario analizar etimológicamente este pronunciamiento; del vocablo latino “Ultra” que significa 
“más allá de”ciii que contextualizado con el vocablo inmediatamente siguiente “petita” que es un 
vocablo latino que significa “pedido” o “petición” se configura el enunciado “más allá de lo pedido”. 
Para sustentar mi pronunciamiento es necesario recurrir a la doctrina jurídica que relaciona al 
pronunciamiento analizado con el derecho y con la causal que es objeto del presente análisis.  
El Dr. José García Falconí (1993) en su obra “Manual Teórico Práctico en Materia de Casación Civil” 
menciona:  
“La ULTRA PETITA se produce por regla general en la parte dispositiva del fallo pero también hay algunos 
jueces que van resolviendo las cuestiones periciales en la parte resolutiva. Hay que aclarar que no hay ultra 
petita, en aquellos casos en que la ley manda o permite al juez o tribunal proceder de oficio, ejemplo: 
declarar la nulidad absoluta de oficio cuando esta aparece de manifiesto en el acto o contrato”. civ (p. 116)   
En conclusión el autor mencionado expresa que: 
“Existe ULTRA PETITA cuando la sentencia considera más de lo que se reclama”.cv 
El Dr. Hernando Morales, (1963) en la obra citada menciona:  
“La sentencia que incurre en ultra petita, que es la que provee sobre más de lo que el demandante pide 
(excesiva)”cvi (p. 246)  




“ULTRAPETITA.- Vimos antes que toda sentencia debe contener decisión expresa, positiva y precisa, con 
arreglo a las acciones deducidas y a las excepciones o defensas opuestas. De consiguiente, si el juez en su 
sentencia excede los términos de la Litis y a las defensas planteadas en la contestación, incurre en el vicio 
de ultrapetita, pues está condenando o absolviendo en más de lo pedido o sobre puntos extraños a los 
pedimentos. Pero no es ultrapetita aducir el juez argumentos de derecho no ofrecidos por las partes o citar 
textos legales no traídos a los autos, pues en tal caso está usando el conocido principio iura novit curia: el 
derecho lo conoce el juez. Una forma de ultrapetita es en cambio, la reformatio in peius: hacer de mejor 
condición al apelado y de peor condición al apelante”.cvii (pp.112-113) 
Es evidente que para poder identificar el presente error o vicio es necesario y fundamental que se 
revisen detenidamente tanto la demanda como la contestación a la demanda puesto que en esas dos 
piezas procesales se radica el lineamiento del juicio o pleito, mismo que debe referirse exclusivamente 
al contenido de éstos. Tanto un estudio analítico como un estudio comparativo se debe realizar entre la 
demanda, la contestación a la demanda y la sentencia para poder identificar si se ha incurrido en vicio y 
analizar la procedencia de la causal, creería que no únicamente se debería hacer con el presente vicio 
analizado, sino también con los dos siguientes es decir los vicios de extra e infra o citra petita.  
Al respecto el Dr. García Falconí (1993) menciona: 
“Para determinar si una sentencia adolece del vicio de ultra petita  es necesario comparar con los 
escritos de fondo del pleito (demanda-contestación) con los cuales debe guardar absoluta conformidad. 
La sentencia también debe considerar el mismo objeto y la misma causa de pedir a que las partes se 
hubieren referido en sus acciones y excepciones”.cviii (p. 114)  
 
1.2. EXTRA PETITA.- 
 
De igual manera es necesario analizar etimológicamente este pronunciamiento; del vocablo latino 
proviene la palabra “extra” que significa “algo que es añadido, anexo, agregado o adicional a lo 
esperado, pedido o deseado”cix que añadido al vocablo antes mencionado “petita” que significa petición 
daría como resultado algo agregado a la petición lo que dentro de la doctrina jurídica y del análisis 
planteado de la causal cuarta del art. 3 de la Ley de Casación se refiere a cuando una sentencia resuelve 
sobre puntos no controvertidos dentro de la Litis.  
Aunque la etimología parecería que no concuerda con el significado en derecho de la expresión latina, 
la doctrina jurídica se ha encargado de realizar serios análisis de la frase “extra petita” y se ha 
concluido que su significado se refiere a cuando “una sentencia resuelve sobre puntos ajenos a la 
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Litis”cx, es decir analizando situaciones que ni siquiera fueron planteados en la demanda peor aún en 
las excepciones constantes en la contestación a la demanda, y el Juez incurre en el vicio analizado al 
hacer constar en la sentencia puntos que ni siquiera llegaron a formar parte del pleito y que en virtud de 
ese pronunciamiento se llega a una conclusión errada o viciada en la parte dispositiva de la sentencia.  
El Dr. Hernando Morales, (1963) en la obra citada menciona:  
“La sentencia que incurre en extra petita, osea la que provee sobre puntos no comprendidos en la demanda 
(incongruente)”. cxi (p. 246) 
Enrique Verscovi (1979) en su obra “La Casación Civil” se refiere al presente vicio cuando la 
sentencia incurre en una “falta de congruencia” en la sentencia, o un error de contenido por lo que es 
acertado el criterio del doctrinario de nacionalidad uruguayo ya que al incurrir el juez en este vicio 
existe evidentemente una falta  de congruencia en la sentencia. El mencionado autor expresa: 
“Otro vicio de la sentencia puede ser el de resolver cuestiones no planteadas por las partes, lo que también 
podemos hacer entrar en la falta de congruencia, entendida esta en el sentido amplio.”cxii (p. 87) 
 
2. La segunda parte de la causal cuarta del art. 3 de la Ley de Casación textualmente dice: 
 
“omisión de resolver en ella todos los puntos de la Litis” 
Se refiere al vicio denominado “infra petita” o “citra petita” que efectivamente se refiere a que el 
juzgador no se ha pronunciado sobre todos los puntos por los cuales se trabó la Litis, vicio que es 
desarrollado a continuación.  
2.1. “INFRA PETITA” O “CITRA PETITA” 
 
El vicio de infra petita o citra petita se refiere a que cuando en la sentencia han quedado pendientes de 
resolver uno o varios puntos materia de la Litis o del litigio y se ha resuelto solamente una parte de 
ellos.  
Referente al vicio invocado se puede decir que el vocablo “minima” proviene del término latino 
“infimus” que a su vez significa mínimo o ínfimo, que al igual de los anteriores, junto al vocablo 
“petita” expresa la frase mínima petición  entendiendo en relación a la causal analizada que el juez se 
ha pronunciado de una manera mínima en cuanto a las peticiones del demandante o a las excepciones 
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planteadas por el demandado, que en materia tributaria es siempre una de las Administraciones 
Tributarias.  
El Dr. José García Falconí (1993) en la obra citada dice: 
“Existe MININA PETITA si no se resuelven sobre todos los asuntos materia del litigio, sino sobre solo 
parte de ella”.cxiii (p. 116)  
Verscovi con acertada razón se refiere a éste tema y considera que es más aun delicado el caso de infra 
petita puesto que el juzgador al momento de dejar de resolver algo planteado en el juicio afecta en 
primer lugar al derecho mismo, a la ley, a la justicia y a su imagen como administrador de justicia.  
“También se considera que constituye una falta de congruencia que la sentencia no resuelva todas las 
cosas pedidas por las partes. Este último punto es más delicado, pero la doctrina y la jurisprudencia 
extranjera son unánimes en señalar cuando la sentencia deja de resolver alguno de los puntos que las 
partes han sometido a la decisión jurisdiccional”. cxiv (p. 85) 
En concordancia con lo mencionado el Dr. Hernando Morales (1963) menciona: 
“La sentencia que incurre en mínima petita, esto es, la que deja de resolver sobre puntos de la 
demanda, o sobre excepciones propuestas por el demandado, ya que las que oficiosamente debe decidir 
solo dan pie a acusar por la causal primera en virtud de que la citada norma reviste carácter 
sustancial, lo mismo que las que tutelan las excepciones no declaradas.”cxv (pp. 246-247) 
El autor citado realiza un interesante análisis sobre la diferencia entre “minima o citra petita” con 
“infra petita” que el juzgador lo pronuncia cuando el demandante pide más de lo que se le debe, 
convirtiéndose en una situación de “plus petita” que le obliga al juez a pronunciarse en “infra petita” ya 
que se no concede toda la pretensión del demandante al no tener derecho. El referido autor señala:  
“No debe confundirse el fallo mínima petita o diminuto, vale decir, aquel que es deficiente pues deja de 
proveer sobre puntos controvertidos, con el fallo infra petita, que debe el juzgador pronunciar cada vez 
que el demandante pide más de lo que se le debe. Este fenómeno, o sea la plus petitio de la demanda 
implica la infra petita del juez, pues este se reduce a reconocer parte del todo de la pretensión.”cxvi (p. 
246)  
A mi criterio personal la ex Corte Suprema de Justicia del Ecuador ha confundido los términos “plus”  
y “ultra” puesto que son situaciones totalmente distintas para incluir la letra “o” que da como 
significado “igual” entre una y otra, siendo. En contradicción con lo analizado en el párrafo anterior los 
enunciados la Sala de lo Civil y Comercial de la referida institución, en sentencia de 31 de octubre de 
1995, dijo:  
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“La incongruencia es un error in procedendo que tiene tres aspectos: a) Cuando se otorga más de lo pedido 
(plus o ultra petita); b) Cuando se otorga algo distinto a lo pedido (extra petita); y, c) Cuando se deja de 
resolver sobre algo pedido (citra petita). Entonces como instrumento de análisis, el defecto procesal de 
incongruencia debe resultar de la comparación entre la súplica de la demanda y la parte dispositiva de la 
sentencia”cxvii, lo cual ha de estar perfectamente explicitado en la fundamentación del recurso”. 
La Primera Sala de lo Civil y Mercantil, sobre esta causal, ha expresado:  
“Esta incongruencia, que es un error in procedendo, puede tener tres aspectos: a) cuando se otorga 
más de lo pedido (plus o ultra petita); b) cuando se otorga algo distinto a lo pedido (extra petita); y, c) 
cuando se deja de resolver sobre algo pedido (citra petita), por lo tanto para analizar si existe uno de estos 




En el mismo sentido, en otro fallo ha dicho: 
“La incongruencia es un error in procedendo que tiene tres aspectos: a) Cuando se otorga más de lo pedido 
(plus o ultra petita); b) Cuando se otorga algo distinto a lo pedido (extra petita); y, c) Cuando se deja de 
resolver sobre algo pedido (citra petita). Entonces como instrumento de análisis, el defecto procesal de 
incongruencia debe resultar de la comparación entre la súplica de la demanda y la parte dispositiva de la 
sentencia”cxix. 
 
El término “plus” se entiende cuando el demandante pide más de lo que le corresponde, 
independientemente de que se le conceda o no, mientras que el término “ultra petita” es cuando el 
juzgador en sentencia considera más de lo que el demandante reclama. 
Para éste caso existe una salvedad que la doctrina no ha tomado en cuanta, que existe un recurso 
horizontal de ampliación de acuerdo los arts. 281 y 282 del Código de Procedimiento Civil que a la 
letra dicen: 
“Art. 281.- El juez que dictó sentencia, no puede revocarla ni alterar su sentido en ningún caso; pero 
podrá aclararla o ampliarla, si alguna de las partes lo solicitare dentro de tres días”. 
“Art. 282.- La aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la ampliación, cuando no se 
hubiere resuelto alguno de los puntos controvertidos, o se hubiere omitido decidir sobre frutos, intereses 
o costas. La negativa será debidamente fundamentada.  




De igual manera el Código Tributario se refiere a la ampliación en los siguientes términos: 
 
“Art. 274.- Efectos.- La aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la ampliación, cuando 
no se hubiere resuelto alguno de los puntos controvertidos o se hubiere omitido decidir sobre multas, 
intereses o costas. 
 
Una vez interpuesta la ampliación, si el Tribunal no se pronuncia sobre los puntos que supuestamente 
no han sido tomados en cuenta en la sentencia se podrá interponer el recurso de casación por la 
presente causal y vicio, puesto que al referirse exclusivamente que se dejó de tratar o analizar un punto 
decisivo tanto de la demanda como de la contestación a la misma se estaría dejando de lado posibles 
fundamentos importantes que sirven al momento de que el juez ponente en la parte resolutiva de la 
sentencia.  
Aunque no se haya interpuesto el mencionado recurso se puede plantear directamente recurso de 
casación en contra de la sentencia o auto que haya puesto fin al proceso de conocimiento, basándose en 
ésta causal y vicio, puesto que es necesario que si una vez emitida la sentencia se aborden en la misma 
todos y cada uno de los puntos controvertidos, es decir, todos los que consten en la demanda y las 
excepciones a esos planteamientos.  
A más de lo anotado, es necesario que el recurrente reciba agravio por la sentencia recurrida, es así que 
no basta con que existan criterios sobre asuntos no pedidos o más allá de lo no pedido, lo interesante es 
que exista un perjuicio al recurrente mismo que deberá indicar detalladamente cual es el vicio cometido 
y el agravio que ha recibido.  
Verscovi (1979) menciona que: 
“Además de provocar un perjuicio al recurrente la incongruencia debe resultar clara y patente, 
debiéndose rechazar, conforme lo hace la doctrina y jurisprudencia española “la aparente 
incongruencia” luego de efectuar la consideración lógica del caso, sentando la tesis de que dicha 
congruencia no implica, necesariamente la conformidad entre lo pedido en la demanda y lo resuelto en 
la sentencia, sino en la relación íntima y racional entre ambas de tal suerte que se falle sobre el mismo 
objeto y se conceda o se niegue en todo o en parte lo solicitado.
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Para la fundamentación de la presente causal es necesario que se tomen en cuenta varios aspectos, entre 
ellos la pertinencia de la causal, puesto que si se invoca erróneamente la presente causal y no existen 
los vicios que contempla la Sala a la que le corresponda analizar el recurso de casación se verá en la 
obligación de rechazar el recurso por forma, es decir sin entrar a analizar el fondo del controvertido en 
caso de que exista.  
El Dr. García Falconí (1993) menciona: 
“Debe de tal modo invocarse expresamente la causal de casación y explicarla demostrando con 
claridad por qué se incurrió en extra petita o ultra petita y la demostración se hace poniendo de 
manifiesto el resultado de la confrontación entre las peticiones de la demanda, las excepciones opuestas 
y la parte resolutiva de la sentencia”.cxxi 
He ahí el fundamento de mi trabajo de tesis puesto que se encamina a que los profesionales del derecho 
que propongan recursos de casación lo hagan de forma debida y no comentan verdaderos errores 
garrafales al momento de la proposición, ocasionando pérdida de recursos humanos, materiales, 
económicos, etc. La presente causal no debe únicamente enunciar el vicio en el que incurre la sentencia 
en caso de que se evidencie una incongruencia, sino que debe fundamentarse en derecho el vicio 
cometido y hacer una relación con el efecto erróneo que ha tenido la sentencia de instancia.  
Al respecto Hernando Morales señala: 
“Invocada la causal debe indicarse si se trata de fallo ultra petita, extra petita o minima petita, 
demostrándose con claridad donde reside el vicio, a lo cual se llega haciendo el parangón entre las 
peticiones de la demanda y la parte resolutiva de la sentencia, del cual debe resultar que proveyó sobre 
cuestiones no comprendidas en aquellas o más allá de sus límites, o que dejó de proveer sobre alguna 
contenida en el pedido, teniendo en cuenta lo explicado en el supuesto de acumulación de acciones.”cxxii 
(p. 258)  
 
En caso de que el recurrente solamente la enuncie el juzgador se verá limitado a analizar el fondo del 
asunto ya que se le debe argumentar y fundamentar porque el juzgador ha caído en un vicio que se lo 
evidencia en la parte resolutiva de la sentencia, mismo que puede ser subsanado y corregido por el Juez 
de casación. 
En concordancia con lo dicho el Dr. García Falconí (1993) menciona: 
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“Aquí el recurrente, debe señalar exactamente los puntos ajenos a la controversia sobre los cuales se 
pronunció el sentenciador o las pretensiones oportunamente deducidas por las partes que omitió decidir 
a fin de destacar la incongruencia en que aquel habría incurrido”.cxxiii (p. 114)  
Es una obligación del juez ceñirse a lo que se le plantea y en caso de que no lo haga se puede plantear 
ésta causal en casación y al ser alegada le solicita al juez de casación que repare el agravio que ha 
sufrido por un criterio viciado o erróneo del juzgador A quo obligación que va de la mano con la idea 
de que no puede dejar de pronunciarse sobre algún punto de derecho o alguna pretensión del actor en 
su demanda o de las excepciones planteadas por el demandado. La sentencia en su parte resolutiva, 
como se había mencionado anteriormente, es en donde deduce todo el análisis jurídico realizado para 
emitir su criterio y es en donde se halla el fundamento de la presente causal, ya que solamente ahí se 
puede evidenciar si da o no la razón al recurrente al plantear su recurso de casación por ésta causal. 
García Falconí (1993) se refiere a éste tema en los siguientes términos:   
Es en la parte resolutiva del fallo en donde ha de encontrarse la incongruencia o el fundamento de esta 
causal y por tal lo que se solicita es que mediante el recurso de casación el Tribunal de casación 
reconociendo esa disconformidad ajuste la decisión a la realidad del juicio, esto es según los casos el 
Tribunal de casación debe completar el fallo deficiente, reducir al excesivo o conformar la resolución al 
proceso”.cxxiv (p. 114)  
Para plantear debidamente el recurso de casación por ésta causal debe ser invocada expresamente 
demostrando con exactitud, certeza y claridad que se incurrió en los vicios o errores de extra petita o 
ultra petita o mínima petita y el análisis jurídico que se hace denunciando y poniendo de manifiesto el 
resultado de la confrontación entre las peticiones de la demanda, las excepciones opuestas y la parte 
resolutiva de la sentencia.  
Si efectivamente el Tribunal A quo, se ha pronunciado sobre un asunto más de lo pedido, sobre algo no 
pedido o menos de lo pedido se deberá proponer en primer lugar una ampliación de la sentencia, si 
fuere el último caso y finalmente recurso de casación  puesto que se le pide al juzgador de Casación 
anule, corrija y emita un criterio respecto a los temas planteados en el recurso; pero si el recurso ha 
sido mal planteado, en el evento de que solamente enuncie la causal y no argumente ni fundamente su 
petición, alegue una causal distinta a la que debería, presente extemporáneamente el recurso, etc. El 
juzgador aun que se evidencie que exista el vicio no podrá extender su análisis o completar el recurso 
de casación planteado ya que de igual manera el juzgador de casación tiene que someterse 
estrictamente a lo que conste en el recurso, las causales invocadas y finalmente emitir la sentencia que 
en derecho corresponda.  
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El mismo Pérez Vives analiza éste problema de falta de técnica y especialización de los procuradores 
judiciales o profesionales del derecho del recurrente al momento de plantear el recurso de casación por 
ésta causal en los siguientes términos: 
“La causal que consagra el recurso de casación por el quebrantamiento de formas esenciales del 
procedimiento, constituye un dolor de cabeza para la Corte Suprema, por la enorme cantidad de 
recursos inútiles y mal fundamentados que recibe a diario con base en esta causal, y que tiene que 
rechazar reiterando una y mil veces su doctrina constante, sin que los recurrentes poco expertos, que 
son la inmensa mayoría, entiendan la verdadera naturaleza de esta causal”. cxxv (p. 111) 
Por lo tanto, la causal cuarta del art. 3 de la Ley de Casación se la debe interponer o alegar cuando la 
sentencia resuelve sobre puntos ajenos a la controversia, o deja de decidir sobre los que han sido objeto 
del litigio, o se condena a más de lo pedido, o se deja de fallar sobre alguna de las excepciones 
perentorias alegadas, cuando sea el caso de hacerlo, situación necesaria para que proceda el recurso por 
la presente causal; pero de ninguna manera puede invocarse sobre el hecho de que las alegaciones 
realizadas en la demanda fueron resueltas desfavorablemente al actor, o de que las conclusiones del 
fallo no satisfacen al recurrente, siendo así, el tribunal de casación inmediatamente rechazará el recurso 
y dispondrá que se devuelva el proceso a la Sala de origen para que surta los efectos sin tomar en 
cuenta la causal invocada.    
APLICACIÓN A LA MATERIA TRIBUTARIA  
El recurso de casación en este sentido debe ser también claro ya que se debe indicar si existió ultra 
petita o mínima petita; de tratarse del primer caso como ejemplo pondremos que el actor ha presentado 
una demanda de excepciones por incompetencia del funcionario ejecutor, en base a lo que prescribe el 
art. 212 numeral 1 del Código Tributario y en ese contexto se ha trabado la litis, más el tribunal en su 
fallo no hace referencia alguna a lo dicho, solamente se limita a decir que en base al art. 55 del código 
Tributario se declara prescita la obligación de oficio ya que han pasado 6 años desde que las 
obligaciones fueron exigibles; así el casacionista deberá fundamentar su recurso indicando que el 
tribunal ha fallado sobre algo fuera de la litis más aún cuando el mismo Art. 55 del Código tributario 
en su inciso final indica no se puede declarar de oficio la prescripción de obligaciones, así: “…La 
prescripción debe ser alegada expresamente por quien pretende beneficiarse de ella, el juez o 
autoridad administrativa no podrá declararla de oficio.”. En este sentido procede la casación por la 
referida causal, recordando siempre que no se puede realizar simples enunciaciones sino que las 
normas que se alegan infringidas deben tener un sustento claro sobre la base de la sentencia recurrida a 
finde que prospere el recurso. 
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Texto del recurso No. 14-2011 “c) El tercer punto de la controversia, radica en establecer si en la sentencia 
referida se incurrió en la causal cuarta del artículo 3 de la Ley de Casación, lo que ocasionó la omisión de 
resolver todos los puntos de la litis, para ello, se examina lo siguiente: c.1. El recurrente en su demanda solicita: 
“[…] se digne dejar sin efecto en la parte que nos es desfavorable la Resolución No. 117012008RREC008575 de 
12 de junio del 2008, emitida por el Director Regional del Servicio de Rentas del Norte (SIC), y se sirva disponer 
se devuelva a mi Representada mediante la emisión de las respectivas Notas de Crédito la suma de USD $ 
360.133,64 en concepto de pago indebido por retenciones en la fuente de impuesto a la renta correspondiente al 
ejercicio del año 2005, así como los intereses legales que me correspondan […]”; c.2. De la lectura de la 
sentencia del inferior, se desprende que la misma hace un análisis pormenorizado de los hechos que trabaron la 
litis así como su debida valoración, estableciendo que lo pretendido por la Empresa Eléctrica de Quito, esto es, 
la devolución de USD $ 360.133,64 por concepto de retenciones en la fuente del impuesto a la renta 
correspondiente al ejercicio fiscal 2005, no es un pago indebido, conclusión a la que arribó apreciando la 
prueba aportada por las partes y que se encuentra analizada a partir del Considerado Séptimo de la Sentencia 

















2.3.1.5. Causal Quinta 
 
A criterio personal diría que la presente causal a estudiar es la más importante de las cinco que 
establece el art. 3 de la Ley de Casación, sin desmerecer el efecto jurídico del resto de causales, puesto 
que cumple un rol importantísimo en el control de la actividad jurisdiccional de los jueces que 
administran justicia, es decir, la argumentación, la motivación y la fundamentación que al parecer son 
términos similares pero que en su esencia conllevan efectos muy diferentes.  
Al mencionar que es la causal más importante también me refiero a que, en caso de ser alegada debe 
ser la segunda, después de la causal segunda, en ser analizada por el Juez de casación, puesto que es 
necesario identificar si la sentencia contiene los requisitos fundamentales, necesarios y exigidos por la 
Ley, ese debe ser el punto de partida para iniciar el análisis de la sentencia recurrida siempre y cuando 
la causal en cuestión sea alegada.   
La causal quinta a la letra dice: 
“5ta. Cuando la sentencia o auto no contuvieren los requisitos exigidos por la Ley o en su parte 
dispositiva se adoptan decisiones contradictorias o incompatibles”. 
 
En primer lugar es necesario identificar que la presente causal contiene un vicio in procedendo de 
violación directa por defectos en la forma de la sentencia que se va a impugnar. Como ya se ha 
mencionado, el vicio in procedendo se lo identifica cuando existe algún error en el procedimiento, en 
éste caso en la sentencia, siendo que el vicio que protege ésta causal cuando se ha transgredido o se ha 
violado de forma directa una norma jurídica y como efecto de ello se ha incurrido en un error en la 
aplicación de las normas procesales que se refieren en la sentencia. 
 
Al contener la sentencia un vicio in procedendo quiere decir que se han violado o transgredido los 
principios y normas necesarias para que la sentencia se encuentre debidamente emitida. Es decir que 
las normas procesales que deben aplicarse en la sentencia han sido violadas y que la misma ha 
incurrido en vicio; y el complemento de la característica en mención es que la presente causal se refiere 
a un vicio in procedendo de violación directa, al hablar de violación directa se refiere a que no hay 
necesidad de ningún otro elemento para identificar la violación de la norma, a diferencia de la causal 
tercera que es el típico caso de violación indirecta de la norma, es por eso que al momento de analizar 
la sentencia recurrida si se verifica que no contiene los requisitos necesarios se podrá alegar la presente 




En primer lugar es necesario analizar el primer requisito para poder alegar la presente causal, es decir 
la primera condición para poder alegarla, esto es: 
 
“Cuando la sentencia o auto no contuvieren los requisitos exigidos por la Ley” 
 
En caso de alegar la presente causal por la primera condición que impone la causal quinta del art. 3 de 
la Ley de Casación que se refiere a que la sentencia no contenga los requisitos exigidos por la Ley, en 
éste caso se podría decir que se ha interpuesto una casación por la forma, pues la intención del 
recurrente no es entrar a que se analice el fondo mismo de la sentencia sino que se identifique si la 
sentencia contiene o no los requisitos necesarios exigidos por la ley para que se configure como una 
sentencia válida.  
Antes de entrar a analizar las disposiciones jurídicas que rigen a la presente sentencia es necesario 
recurrir a la doctrina jurídica que se refiere a las partes de la sentencia. Así el Dr. José García Falconí 
(1993) menciona: 
“[…] la sentencia como es de conocimiento general tiene tres partes:  
1. Expositiva, que contiene la individualización de las partes y del asunto controvertido. 
2. Considerativa, que consagra los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya el fallo 
haciendo referencia a las disposiciones legales pertinentes. 
3. Dispositiva o Resolutiva, que contiene la decisión del asunto controvertido”.cxxvi (p. 69) 
El doctrinario se refiere a que en caso de que falte uno o varios de los requisitos anteriormente 
transcritos habrá la posibilidad de que se formule o alegue el recurso de casación por la causal quinta 
constituyéndose un recurso de casación por la forma, de acuerdo a lo mencionado anteriormente, 
puesto que es un requisito fundamental que en la sentencia se plasmen todas las actuaciones que se han 
realizado durante el desarrollo del proceso, sin exclusión alguna, es decir, entre el proceso que se ha 
sustanciado por el juez de la Sala, y la sentencia que emita el juez ponente y en su conjunto el Tribunal 
debe haber un nexo causal de lo actuado en total concordancia con la sentencia, puesto que si no 
existen éstos elementos la sentencia no tendrá el valor jurídico necesario para que surta efectos y la 
persona que ha recibido el agravio en la sentencia podrá proponer el recurso de casación alegando la 
causal quinta puesto que al no cumplir con los requisitos exigidos por la ley incurre en el vicio 
mencionado y posteriormente se podrá alegar el resto de causales que considere infringidas.  
Es común identificar que los recurrentes cuando invocan la causal quinta del art. 3 de la Ley de 
Casación se refieren a que la sentencia no se encuentra debidamente motivada, es decir, que no ha 
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cumplido con el segundo elemento de los requisitos esenciales que debe contener una sentencia que es 
la parte considerativa refiriéndose a que no se han consagrado los fundamentos de hecho y de derecho 
en que se apoya la sentencia.  
Al respecto De La Rúa (1978) menciona: 
“La exigencia se cumple suficientemente cuando el tribunal menciona los artículos de ley, 
individualizando la norma jurídica que aplica a los hechos comprobados. Para motivar la sentencia en 
derecho es necesario, además, justificar en el texto de la ley la conclusión jurídica”.cxxvii (p. 400)  
En la parte considerativa el juzgador debe centrarse en confrontar los hechos con el derecho y realizar 
esa labor apoteótica de dar a cada quien lo que le corresponde, pero para llegar a eso debe basarse en 
fundamentos legales, aplicando irrestrictamente lo que la norma legal establece, citando los artículos y 
la base legal que utiliza para fundamentar su fallo. En ésta parte de la sentencia se debe explicar el 
porqué de la parte dispositiva de la sentencia, es decir explicar cuál es la razón de ser de la parte 
dispositiva. A esto se le llama motivación, situación necesaria para que la sentencia sea válida y surta 
los efectos jurídicos que correspondan.  
En este punto es necesario citar a Fernando de la Rúa (1968) que al respecto de la motivación  dice: 
“La motivación de la sentencia constituye el conjunto de razonamientos de hecho y de derecho en los 
cuales el juez apoya su decisión y que se consignan habitualmente en los considerandos de la sentencia. 
Motivar es fundamentar, exponer los argumentos fácticos y jurídicos que justifican la resolución”. cxxviii 
(p. 149)  
Creo que es la definición más cercana al análisis que me encuentro realizando, puesto que la doctrina 
ha dedicado muchos esfuerzos para definir la palabra motivar y sus diferencias con la argumentación y 
la fundamentación en las sentencias. Al respecto, lo enunciado por el doctrinario que la motivación es 
el conjunto de razonamientos de hecho y de derecho existe una correspondencia en lo expresado por el 
Dr. García Falconí referente a la parte considerativa del fallo y que a mi criterio muy humilde lo 
corroboro puesto que ese es el momento mismo en donde el juzgador debe explicar con argumentos, 
fundamentos y razones netamente jurídicas el  porqué de su resolución siendo exactamente ese el lugar 
en donde se apoya y sustenta la sentencia.  
Gran parte de la doctrina se ha centrado en afirmar que el fundamento de ésta causal únicamente tiene 
su incidencia en la parte resolutiva más no en la parte considerativa. Al respecto un gran tratadista de la 
casación, el Dr. Hernando Morales (1979) expresa: 
106 
 
“Es obvio que esta causal se encuentra en la parte resolutiva como lo dice la ley pues las 
contradicciones en la motiva no tienen incidencia, porque lo único que obliga de los fallos judiciales es 
la resolución”.cxxix (p. 260)  
En éste sentido discreparía con la doctrina, puesto que el día a día con los recursos de casación que han 
ingresado a la Corte Nacional de Justicia en materia tributaria por ésta causal y que han sido analizados 
se fundamentan en que la sentencia no tiene la suficiente motivación para emitirla, llegando a la 
conclusión, el recurrente, de que los considerandos de la sentencia son deficientes y que no explican, 
motivan o fundamentan la decisión final del juez.  
Otro aspecto que es indispensable abordar es el error en el que incurre el recurrente en alegar la causal 
primera del art. 3 de la Ley de Casación y argumentar que existe falta de motivación en la sentencia. 
Para lo cual es necesario hacer el siguiente análisis: 
La naturaleza misma de la causal quinta se basa en primer lugar que la sentencia no contiene los 
requisitos exigidos por la ley para que surta efectos jurídicos, estos son las tres partes de la sentencia 
que incluyen la parte expositiva, la parte considerativa y la parte resolutiva; cada una de ellas contiene 
lo siguiente: 
1. Expositiva:  
a. El número del proceso  
b. El juez ponente 
c. El Tribunal del que proviene y la Sala que resuelve 
d. Ciudad y fecha de la sentencia  
e. Comparecientes 
f. Exposición de la demanda 
g. Exposición de la contestación a la demanda  
h. Exposición de las pruebas 
2. Considerativa: 
a. Jurisdicción y competencia  
b. Consideraciones acerca de la pretensión de la demanda 
c. Consideraciones acerca de las excepciones 
d. Consideraciones acerca de la valoración de la prueba.  
3. Resolutiva:  




c. Notificación  
El juez previo a resolver tiene la obligación de observar que se haya realizado debidamente la citación 
con la demanda al demandado y se haya notificado al actor; se haya realizado la apertura del término 
de prueba y se hayan practicado todas las pruebas solicitadas y aceptadas por el juez sustanciador; y, 
finalmente que se hayan sustanciado todos los documentos presentados en la secretaria del juzgado e 
incorporados debidamente al expediente del proceso.  
En caso de que el recurrente haya alegado la “falta de motivación”, y de comprobarse se produciría la 
nulidad de la sentencia, al tenor de lo ordenado en el art. 76, numeral 7, literal l) de la Constitución de 
la República del Ecuador que textualmente dice: 
 
“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas:  
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la 
resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 
pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o 
fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores 
responsables serán sancionados”. 
 
La Constitución de Montecisti entre una de sus garantías básicas establece la del debido proceso, 
misma que incluye el derecho a la defensa de las personas que se encuentran siendo partes procesales 
dentro de un proceso judicial para finalmente caer en el fundamento legal de la actuación de todos los 
funcionarios que ejercen una función dentro de uno de los poderes públicos que es el de motivar sus 
actos más aún una sentencia que por principio debe estar motivada con mayor fuerza en caso de que la 
Constitución como norma máxima del Estado lo ordena para todos los funcionarios que ejerzan un 
cargo público y que de ellos dependa emitir resoluciones y sentencias.  
Con este principio, se está asegurando que las personas encargadas de administrar justicia que son los 
jueces se limiten exclusivamente a aplicar las normas de derecho que correspondan, argumentando y 
fundamentando su resolución en los considerandos de su sentencia, evitando así que se tomen 
decisiones arbitrarias e inconstitucionales siendo una verdadera garantía básica que el Estado sea el 
encargado de regir su estricta aplicación.  
108 
 
El mismo Fernando de la Rúa (1968) afirma:  
“La sentencia, para ser válida debe ser motivada. Ésta exigencia constituye una garantía constitucional 
no solo para el acusado sino también para el Estado en cuanto tiende a asegurar la recta 
administración de justicia”.cxxx (p. 150) 
Con acertada razón el doctrinario menciona que no solamente garantiza a las partes procesales, sino 
también al mismo Estado en su labor garantista. Así mismo habla de que al velar por la motivación en 
las sentencias es asegurar la paz y el bienestar social, ya que al ser públicos los criterios de los jueces 
por los cuales llegaron a una determinada resolución se asegura la publicidad de las razones que 
tuvieron en cuanta para pronunciar la sentencia, es decir todo el engranaje jurídico que interviene para 
llegar a la resolución, estos son los considerandos de la sentencia que por obligación constitucional 
tienen que ser motivados. En el Código Orgánico de la Función Judicial se establece la fórmula que 
debe constar en las sentencias por la cual el juez que la emite indica que en virtud de ella puede 
hacerlo. El código citado reza: 
“Art. 138.- FORMULA DE LAS SENTENCIAS.- Los jueces y las juezas usarán esta fórmula en las 
sentencias que expidieren: "Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por 
autoridad de la Constitución y las leyes de la República”. 
 
Por lo tanto constituye una potestad pública que ha sido otorgada a los jueces para que la ejerzan, 
siendo ésta la de administrar justicia en nombre del pueblo que es el mandante y que por medio de él 
esas potestades tiene su fundamento a más del mandato constitucional y legal de administrar justicia se 
emite una sentencia misma que debe encontrarse motivada en sus considerados y coherente en su 
resolución.  
Ahora bien, en caso de que no se motive correctamente una sentencia el recurrente deberá fundamentar 
el recurso de casación en la causal quinta del art. 3 de la Ley de Casación, puesto que si no lo hiciere el 
juzgador de casación se verá en la obligación de rechazar el recurso por la forma al no encontrar merito 
ni análisis suficiente para casar una sentencia y elaborar una de mérito. Pero entender lo que significa 
falta de motivación dentro de la doctrina jurídica es necesario para lo cual cito a Fernando de la Rúa 
(1968)  que trata de dar una definición a la frase “falta de motivación”.  
“Falta de motivación significa ausencia de motivación. Esa falta o ausencia puede verificarse 
totalmente como carencia formal de un elemento estructural del fallo. Pero éste caso puede 
considerarse puramente teórico, porque no se concibe una sentencia en que la motivación este 
totalmente omitida. Por eso se designa como falta de motivación, en realidad, a la ausencia de una 
exposición de los motivos que justifiquen la convicción del juez en cuanto al hecho y las razones 
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jurídicas que determinan la aplicación de una norma a ese hecho comprendiendo todas las cuestiones 
sometidas a decisión”.cxxxi (p. 153-154) 
Es verdad lo que afirma el doctrinario es muy difícil encontrar una sentencia que sea totalmente 
inmotivada tiene por lo menos algunos rasgos característicos que conlleva la motivación  aunque en el 
fondo no se encuentre motivada siendo una necesidad imperiosa que el fallo que se emite se encuentre 
debidamente argumentado y fundamentado dentro de la normativa jurídica. Es de éste modo la 
obligación que tiene el juez de emitir una sentencia conforme a derecho basado en los principios y 
garantías constitucionales así como en la basta doctrina que le asiste.  
La doctrina jurídica ha dicho en innumerables ocasiones que la motivación no puede ser tomada como 
el hecho de plasmar criterios en la sentencia, o de sencillamente aplicar la norma jurídica que 
determina la voluntad de la ley, es decir, no puede tomarlo a la ligera el hecho de que debe consignar 
razones jurídicas de acuerdo a la ley. Debe hacer un razonamiento profundo y exhaustivo de la 
demanda, la contestación a la demanda, las pruebas aportadas y conjugarlas con el derecho hacer un 
juicio de valoración y motivar su decisión. Es por esto que no podrá emitir una sentencia el juzgador 
con los suficientes fundamentos, argumentos, razones y motivación para legitimar la parte resolutiva de 
su sentencia que como veremos a continuación configura la parte esencial del siguiente vicio de la 
presente causal.  
“La falta de motivación debe ser siempre de tal entidad que el fallo resulte privado de razones 
suficientes, aptas para justificar el dispositivo respecto de cada una de las cuestiones de la causa. Puede 
ser total o parcial según que falte la motivación para todas las cuestiones o que el defecto sea atinente a 
una o algunas de ellas”.cxxxii (DE LA RÚA, 1969, p. 154)  
No se puede desconocer el gran aporte que ha dado Fernando de la Rúa principalmente a la casación 
civil en nuestra región ya que hoy en día verdaderos doctrinarios de la casación contemporánea se 
basan en los principios y bases que el autor mencionado establece.  
Sin embargo, es necesario también anotar que no se debe confundir la falta de motivación de la 
sentencia con la insuficiente motivación de la misma, con la diferencia de que la falta de motivación 
provoca un vicio en el fallo que es recurrible mediante recurso de casación mientras que la simple 
insuficiencia o escases de motivación en la sentencia no deja a la sentencia invalida o viciada siendo 
que produce los efectos jurídicos necesarios. La Constitución es clara al mandar que todos los actos 
deben ser motivados pero no se analiza el hecho de que sean suficientemente motivados, debe existir 
una motivación en la sentencia para poder evidenciar si el fallo es válido o carece de validez jurídica al 
carecer de motivación o si únicamente es deficiente, imperfecta o defectuosa. Inclusive la doctrina 
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jurídica permite pequeños deslices y errores, siempre y cuando no afecten el fondo mismo de la 
sentencia principalmente en su parte dispositiva. Así el Dr. Román Duque (1979) expone: 
“Poco importa que en las frases usadas por el juzgador en la parte motiva de la sentencia se deslicen 
impropiedades y aún expresiones que puedan inducir a dudas, pues, a menos de influir ellas 
directamente en lo resolutivo, es ésta la única parte en que puede haber contradicción. Los términos 
absolutamente confusos de la parte simplemente motiva, podrían dar lugar a infracción por la falta de 
fundamentos del fallo, pero no hacer de éste contradictorio”.cxxxiii (p. 113)  
Como lo había mencionado anteriormente es necesario que el juez argumente y fundamente su decisión 
ya que esos factores constituyen la motivación, es una obligación y un deber jurídico del juez que en su 
fallo haga constar los factores enunciados.  
“El Tribunal de juicio tiene el deber de suministrar las razones que justifican su fallo, debe enunciar el 
porqué de su decisión. Debe, en una palabra, fundamentar la sentencia y justificar la decisión 
jurisdiccional. Esto constituye la motivación”.cxxxiv (p. 156)  
Claro está entonces que el acto de motivación constituye una labor necesaria y fundamental del juez al 
emitir su sentencia principalmente en los considerandos de la sentencia para finalmente en su parte 
resolutiva resolver en base a los argumentos y fundamentos expuestos la decisión final.  
Retomando el tema, la causal quinta del art. 3 de la Ley de Casación, como ha quedado indicado, en su 
primera frase protege al recurrente del vicio in procedendo de violación directa, es así que al violar las 
normas expresas que requieren la aplicación directa misma que como se explicó anteriormente debe 
contener tres partes estructurales y ninguna de ellas debe estar sujeta a vicio o error, principalmente la 
segunda y la tercera de ellas que son fundamentales al contener la fundamentación, argumentación y 
motivación para finalmente en la tercera emitir la resolución final. 
De La Rúa (1968)  afirma que: 
“El Tribunal de juicio tiene el deber de suministrar las razones que justifican su fallo, debe enunciar el 
porqué de su decisión. Debe, en una palabra, fundamentar la sentencia y justificar la decisión 
jurisdiccional. Esto constituye la motivación”.cxxxv (p. 156) 
En concordancia con lo dicho el mismo autor sostiene: 
“Esa motivación está sujeta a cierta forma y debe tener cierto contenido. La forma comprende lo relativo 
al modo de emisión de la sentencia y al modo de emisión de los votos; por su contenido, la motivación 
debe ser expresa, clara, completa, legítima y lógica”.cxxxvi  (DE LA RÚA, 1969, 156) 
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De tal modo que si no se evidencia en la sentencia del Tribunal A quo una correcta motivación en la 
sentencia se deberá alegar la presente causal indicando los motivos por los cuales se considera que 
carece de fundamentación jurídica lógica y coherente siendo requisitos fundamentales y necesarios 
para que una sentencia sea válida y surta los efectos que corresponden.  
“El tribunal tiene el deber, además, de consignar las conclusiones de hecho y esta exigencia a  nuestro 
juicio constituye un requisito de fundamentación en derecho de la sentencia”.cxxxvii (DE LA RÚA, 1969, 
396) 
El Tribunal debe suministrar las razones, argumentos y fundamentos que justifiquen su sentencia, así 
estará realizando de manera correcta la motivación del fallo, constituyendo una estructura formal de la 
sentencia éste requisito sine qua non de que se realice una adecuada motivación de la sentencia. En 
caso de que éste requisito no exista la sentencia estará viciada, es decir que contiene un error 
susceptible de remedio en casación mediante la anulación de la sentencia y la emisión de una sentencia 
de mérito por parte del tribunal de casación. En contados casos que se ha evidenciado en la Corte 
Nacional de Justicia existe la posibilidad de que se haya realizado el reenvío en la presente causal pero 
es porque la sentencia venida en grado carece de la más mínima coherencia y concordancia de los 
hechos con el derecho es así que se le pide al tribunal de instancia que emita la sentencia que en 
derecho corresponde.  
Por lo tanto, la sentencia debe exponer todos los justificativos que sustente la parte dispositiva de la 
sentencia. Es decir la sentencia debe ser clara, lógica, legítima, completa y expresa que no exista lugar 
a duda de la parte considerativa y la coherencia con la parte resolutiva o dispositiva.  
El juez tiene la posibilidad cuando realiza una sentencia de remitirse en primer lugar a las normas de 
derecho aplicables a un determinado caso, luego a los precedentes jurisprudenciales en general y 
finalmente a la doctrina jurídica para poder argumentar y fundamentar su fallo; también es necesario 
que la sentencia sea comprensible y que se la pueda fácilmente entender sin dejar lugar a dudas sobre 
el hecho que se analiza y se resuelve en derecho. por lo tanto, la persona que lea la sentencia a primera 
vista pueda entender la lógica y la coherencia del juez que emitió la sentencia. Al hablar de lógica se 
debe observar a cabalidad las reglas y leyes del pleno entendimiento y razón humana que es el 
lineamiento principal de los pensamientos sabios del juez al elaborar y emitir la sentencia. 
Al respecto De La Rúa (1968) menciona: 
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“Por otra parte debe ser completa en hecho y en derecho. El tribunal debe considerar y resolver por 
mayoría de opiniones todas las cuestiones esenciales de la causa, estableciendo los hechos en base a las 
pruebas reunidas en el proceso e invocar y aplicar el derecho que justifica la decisión”.cxxxviii (p. 395)  
Finalmente, considero necesario hablar de la legitimidad de la sentencia, puesto que es un requisito 
fundamental para que ésta sea válida y surta los efectos necesarios; es así que para que una sentencia 
sea legítima es necesario que centre su análisis y se base en pruebas legales o válidas que se hayan 
practicado de acuerdo a las normas procesales y que hayan sido pedidas a tiempo mismas que de 
acuerdo a su práctica el juez entrará a valorar las pruebas que serán esenciales al momento de dictar la 
sentencia y expresar las mismas en ella. De este enunciado puedo afirmar que la Corte Nacional de 
Justicia y en especial la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario ha sido contundente en 
afirmar, cuando ha procedido la causal tercera en casación, si es el caso de que se apoye la sentencia en 
una prueba mal practicada o ilegal la sentencia estará viciada lo que deviene en una defectuosa 
motivación, siendo fundamental que se establezca la naturaleza jurídica de la motivación.  
Por lo tanto, el Juez que emite la sentencia debe consignar en el texto de la misma las normas jurídicas 
que aplica individualizándolas y exponer su conclusión jurídica en aplicada y basada a derecho.  
Ahora bien, es necesario entrar a analizar el segundo aspecto de la presente causal que a la letra dice: 
 
“o en su parte dispositiva se adoptan decisiones contradictorias o incompatibles”. 
 
De lo transcrito se puede realizar el siguiente análisis, textualmente la parte final de la causal analizada 
expresa en su parte dispositiva siendo que en una sentencia no solamente puede haber contradicciones 
o incompatibilidades en la parte dispositiva de la misma, sino también puede haber en la parte 
considerativa e inclusive en su parte expositiva, teniendo en cuenta que en caso de contradicción en 
ésta última no afecta en nada a la legalidad y la validez de la sentencia, aun que es necesario que el 
juez esté convencido de los hechos que rodean al pleito jurídico. Que se llegue a una conclusión 
contradictoria o incompatible no excluye a que en el resto de partes de la sentencia no puedan existir 
contradicciones, claro está que si en los considerandos se hizo un análisis de una determinada situación 
jurídica y en la parte resolutiva se toma una decisión totalmente contraria al análisis realizado 
procederá la presente causal en casación. Pero a criterio personal debería también incluirse que si 
existen contradicciones o incompatibilidades en su parte considerativa  y que conlleven a tomar 
decisiones contrarias o erróneas en su parte dispositiva proceda ésta causal, puesto que también pueden 
existir errores y vicios en la parte considerativa que devienen en un determinado criterio que de entrada 




“la parte considerativa es fundamental en una sentencia, más aún la jurisprudencia sobre esta materia 
en algunos países se ha manifestado que los considerando constituyen parte integrante de la conclusión 
declaratoria, cuando son el antecedente necesario y único de lo juzgado  en grado tal que la parte 
resolutiva de la sentencia y sus fundamentos formen un todo jurídico inesperable”. 
Con acertada razón el autor mencionado dice la frase “un todo jurídico inseparable” y pienso que ese es 
el punto de partida para entrar a analizar la segunda parte de la causal estudiada. lo dicho se aplica 
exactamente para hablar de la congruencia de la sentencia, es decir un engranaje jurídico perfecto debe 
ser la congruencia de los hechos con la aplicación del derecho.  
 
El Diccionario de la Real Academia de la Lengua define a congruencia como: 
“(Del lat. congruentĭa). f. Conveniencia, coherencia, relación lógica. f. Der. Conformidad entre los 
pronunciamientos del fallo y las pretensiones de las partes formuladas en el juicio.
cxxxix
 (p. 359)  
Al no encontrar una definición jurídica en diccionarios jurídicos del término expuesto es necesario 
recurrir a la definición de la expresión misma dentro de la lengua usual, es así que el Diccionario de la 
lengua nos da una definición aplicable al derecho afirmando lo que en líneas anteriores se trató de 
explicar. La sentencia debe contener en sus líneas coherencia, concordancia y sobre todo una relación 
lógica, pero no debe ser una simple lógica, ésta debe ser jurídica para poder engranar los hechos con el 
derecho. En cuanto a que la sentencia debe tener conformidad entre sus pronunciamientos y las 
pretensiones de las partes formuladas en el juicio es necesario indicar que la sentencia no solamente 
debe ser congruente en las pretensiones del actor sino también con las excepciones planteadas por el 
demandado y sobre todo las pruebas solicitadas, concedidas y actuadas dentro del juicio. Es así que en 
esos tres aspectos la sentencia deberá ser coherente para poder emitir una decisión final o resolución 
eminentemente coherente.  
Realizo este breve análisis de la congruencia puesto que dentro de la doctrina jurídica a la presente 
causal se la conoce como “incongruencia en el fallo” y al interponer a la palabra analizada el negativo 
“in” quiere decir todo lo contrario, es así que al existir una incongruencia en la sentencia se está 
haciendo referencia a que existe contrariedad o incompatibilidad. Al respecto el Dr. José García 
Falconí (1993) menciona: 
 
“Esta parte en la causal se conoce en doctrina con el nombre de INCONGRUENCIA DEL FALLO y 
esto porque las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes y si las disposiciones del fallo son 
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contradictorias indudablemente que la sentencia no cumple con la misión de ser clara y precisa porque 
su ejecución sería imposible”.cxl (p. 70)  
De lo expuesto un fallo incongruente consistiría en que los criterios, afirmaciones, argumentos y 
fundamentos sean contrarios e ilógicos rebasando las barreras de la coherencia convirtiéndose en algo 
contradictorio que no concuerde las consideraciones con la parte resolutiva del fallo excluyéndose 
jurídicamente el análisis realizado de la resolución final para desvaneciendo lo anotado en los 
considerandos con una resolución contradictoria o viceversa de cualquiera de las dos formas la 
sentencia estaría incurriendo en éste vicio.  
 
Ahora bien, debe existir necesariamente en el fallo una contradicción inminente  de suerte que le sea 
imposible a cualquiera de las partes, con más razón a la que recibe el agravio en la sentencia, entender 
el fallo y específicamente hacer una relación con las expresiones de los considerandos con la 
resolución final de la sentencia, es así que si no se cumple con ese requisito necesario para que proceda 
ésta causal el juez de casación no podrá proceder, por el contrario si el juez de casación encuentra que 
la sentencia es contradictoria y no se ajusta a los más mínimos principios de la lógica y si se ha 
planteado el recurso de casación por la presente causal, el juez deberá emitir la sentencia de mérito que 
corresponda o reenviar el proceso al juez inferior para que emita la sentencia que en derecho 
corresponda.  
 
De acuerdo con lo dicho, la doctrina jurídica se ha encargado de analizar la presente causal en el 
motivo estudiado, por ejemplo el Dr. Román Duque Sánchez (1979) habla de una destrucción recíproca 
entre los criterios de los considerandos con la resolución final. Al respecto expresa: 
  
“Es este otro vicio en que puede incurrir el sentenciador y que da lugar a casar el fallo. Para que haya 
contradicción es menester que las partes de él se destruyan recíprocamente, de manera que el ejecutor 
no encuentre en absoluto qué tomar, algo así como si en alguna parte dijera el Juez que la acción 
intentada es procedente y en otra, que no procede”.  
En concordancia con lo expuesto, es tan acertada la razón del autor citado que inclusive el Dr. García 
Falconí (1993) acoge sus palabras en su texto argumentando que: 
“Además la parte resolutiva debe ser congruente entre sí y no destruirse los unos a los otros, pues la 
parte dispositiva jamás debe contener decisiones contradictorias o incompatibles”.cxli (p. 69)  
Inclusive parte de la doctrina jurídica habla de que muchas de las veces la incongruencia no puede estar 
en el fallo mismo, es decir entre su parte considerativa y su parte resolutiva, sino respecto de que la 
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incongruencia se la evidencia en que en la sentencia que las pretensiones de la demanda y las 
excepciones del demandado no concuerdan con el análisis y la resolución del fallo. El mismo autor 
citado expresa: 
“A veces puede suceder que hay armonía en la  sentencia respecto de la parte expositiva y resolutiva, se 
dice por eso por parte de algunos tratadistas que la incongruencia resulta de la comparación objetiva 
de la parte resolutiva del fallo, las pretensiones de la demanda y las excepciones y no de los 
razonamientos expuestos y acogidos por el juez”. 
A criterio persona el análisis realizado por el autor se lo encajaría más bien en la causal cuarta ya que 
se podría hablar de un posible vicio de citra petita o infra petita, al no referirse a las pretensiones ni 
excepciones que constan en el proceso, por lo tanto creería que esa lógica debe encaminarse por otro 
sentido.  
El presente análisis se inició transcribiendo la segunda parte de la causal quinta del art. 3 de la Ley de 
Casación, misma que conlleva dos términos muy importantes que son: contradicción  o 
incompatibilidad.  
 
En primer lugar el término “contradicción” de acuerdo al Diccionario de la Real Academia de la 
Lengua Española significa “Afirmación y negación que se oponen una a otra y recíprocamente se 
destruyen”  y en efecto ese mismo es el hecho jurídico que se trata, puesto que en el supuesto caso que 
una sentencia afirme en los considerandos una determinada situación y en su parte resolutiva incluya 
una negación existiría una eminente contradicción. La doctrina misma se encarga de interpretar esta 
situación en los siguientes términos: 
“Esta causal se refiere a decisiones contradictorias, esto tiene su razón de ser, por que las decisiones 
contradictorias se anulan entre sí, de tal modo que no tienen la virtud de resolver el asunto 
controvertido lo que puede darse en forma parcial o total”. (DE LA RÚA, 1969, 154) 
Por lo tanto, es menester afirmar que la incongruencia de una sentencia se la puede observar desde dos 
puntos de vista: 
1. El primero que se refiere a que existe incongruencias entre los considerandos de la sentencia 
con la resolución final de la misma; y, 
2. El segundo que se refiere a que se observa la incongruencia del fallo con las pretensiones del 
actor, las excepciones del demandado y las pruebas aportadas en el juicio con la decisión final.  
Aunque tiene mayor valor jurídico el primero de los numerales expuestos es aceptable de igual manera 
la segunda, teniendo en cuenta la observación realizada en párrafos precedentes, puesto que la 
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sentencia se traduce en que es un engranaje jurídico que si falla alguno de sus piñones (demanda, 
contestación, pruebas, considerandos, resolución) se vicia de nulidad. 
De igual manera que la anterior causal en la presente se puede interponer, en caso de que exista una 
contradicción en la sentencia, aclaración bajo los mismos parámetros analizados anteriormente. Es ahí 
en donde el profesional del derecho hará un análisis para considerar que es lo que mejor le conviene y 
cuáles son las implicaciones jurídicas al proponer aclaración o directamente interponer el recurso de 
casación; puesto que al interponer aclaración corre el riesgo de que se le responda con una aclaración 
ratificándose en el contenido de la sentencia o recibir una aclaración que no va a variar el sentido 
mismo del fallo, a más del tiempo que conlleva en el entorno jurídico ecuatoriano realiza un incidente a 
la sentencia; por otro lado al presentar directamente el recurso de casación tiene que sopesar el hecho 
de que tiene que afianzar una obligación y más situaciones a considerarse en casación ya explicadas. 
Referente al tema el Dr. Álvaro Pérez Vives (1946) menciona: 
“La contradicción entre varias declaraciones de un mismo fallo origina la causal de casación, cuando 
se ha pedido oportunamente su aclaración, no obstante lo cual subsiste el estado de contradicción en la 
parte dispositiva del juicio respectivo”.cxlii (p. 121)  
De esta manera, la necesidad imperiosa de que cualquiera de los dos recursos se interponga al 
evidenciar engorrosas contradicciones e incongruencias en las sentencias hará que el juez de casación 
se pronuncie si procede o no la alegación de la presente causal en casación.  
 
Fundamentación 
La presente causal es una de las más delicadas en cuanto a su fundamentación, puesto que al alegarla se 
está desdiciendo la actuación del juez inferior y es ahí en donde el abogado del recurrente debe exponer 
sus razones y fundamentos del porqué la sentencia no se encuentre fundamentada o que adolezca del 
vicio de contradicción o incongruencia. Para lo cual al momento de redactar el recurso y alegar la 
presente causal debe explicar cuál de los dos casos analizados se configura en la sentencia; si es el caso 
de que falta el segundo elemento constitutivo de la sentencia que es el considerativo se interpondrá 
exponiendo cual debería haber sido la actuación del juez que emitió la sentencia de instancia, mientras 
que de ser el caso de que exista incongruencia entre la parte considerativa con la parte dispositiva 
obligatoriamente se deberá indicar en qué argumento existe la incoherencia, contradicción o 
incongruencia y explicarle al juez de casación cuales son las circunstancias por las que el juez de 
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instancia no ha actuado conforme a derecho y se emita la sentencia que corresponda siendo ésta una de 
mérito.  
De acuerdo a lo anotado el recurrente debe indicar en su recurso que la causal por la que interpone el 
recurso de casación es la causal quinta del art. 3 de la Ley de Casación; luego debe exponer con 
claridad en qué parte de la sentencia existe el vicio alegado puesto que si es necesario afirmar que no 
existe motivación alguna deberá hacerlo convencido de que tiene el fundamento necesario para apoyar 
su afirmación o si la sentencia es contradictoria o incoherente exponer los argumentos necesarios 
capases de convencer al juez de que existe el vicio en la sentencia.  
Como se había enunciado al inicio del presente análisis, la presente causal se refiere a la parte 
dispositiva de la sentencia, puesto que es en esa parte en donde se encuentra el resultado mismo de 
todo el estudio exhaustivo de las principales piezas procesales y de la prueba actuada legalmente dentro 
del proceso, es por tanto fundamental no desconocer la importancia que tienen en la presente causal los 
considerandos que en ella se expongan puesto que ese constituye el análisis propio de la demanda, la 
contestación y la prueba valorada  aplicada al derecho siendo que la coherencia lógica y formal debe 
iniciarse desde esa parte.  
“Existe contradicción en la sentencia, cuando en la parte resolutiva contiene disposiciones 
contradictorias, entendiendo por tales las que se oponen entre sí y recíprocamente se distinguen, es 
decir las que son antagónicas y que por lo mismo no pueden ejecutarse simultáneamente”.cxliii 
(GARCÍA, 1993, 118) 
De ésta manera el abogado que redacte el recurso de casación fundamentado en la presente causal 
deberá hacer una labor muy delicada al exponer que la sentencia adolece de los vicios mencionados y 
verificar si la sentencia se refiere eminentemente a los planteamientos de la demanda, las excepciones 
planteadas a ellas y las pruebas practicadas en el proceso, analizar los criterios vertidos por el juzgador 
en la sentencia y verificar que sean coherentes y lógicos con los aspectos analizados anteriormente.  
 
APLICACIÓN A LA MATERIA TRIBUTARIA  
Este cargo se refiere a la transgresión de normas relacionadas con la estructura, contenido y forma de la 
sentencia o auto, la que se configuraría de dos formas: Por defectos en la estructura del fallo que se dan 
por la falta de requisitos exigidos por la ley para la sentencia o auto; o, por incongruencia en la parte 
dispositiva del fallo, en cuanto se adoptan resoluciones contradictorias o incompatibles. Para la 
procedencia de la referida causal, el recurrente debe fundamentarse señalando cuáles son los requisitos 
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exigidos por la Ley que no han sido observados por el Tribunal A-quo en su sentencia; no solo se debe 
enunciar como tal las normas que hacen referencia a la motivación como son para el ámbito tributario 
los artículos 76, numeral 7 inciso l de la Constitución y art. 273 del Código Tributario, sino que se debe 
individualizar de forma exacta cuáles son los requisitos previstos en la Constitución de la República 
que han sido inobservados en la sentencia de instancia, a fin de que el tribunal de casación pueda 
aceptar la revisión del recurso por dicha causal.  
En el presente caso puede darse que las sentencias del tribunal a quo simplemente se limitan a 
transcribir textos de la demanda, contestación, pruebas actuadas y sin base legal emitan su sentencia, es 
decir no a subsumido las pruebas presentadas con normas legales, por lo que conlleva a una falta de 
motivación de la sentencia. Hay que tener en claro que el simple hecho de que la sentencia sea 
desfavorable para una de las partes no implica que se deba alegar dicha causal ya que puede la misma 
encontrarse bien fundamentada por lo que no procedería; además solamente a la luz de dicha causal 
procede revisión por falta de motivación, conforme ha tenido criterios uniformes la Sala Especializada 
de lo Contencioso Tributario no procede alegarla por amparado en las cuatro primeras causales por ser 
incompatibles. 
Ejemplo: El actor presenta demanda de excepciones a un auto de pago y el tribunal lo analiza y declara 
con lugar la demanda y ordena dar de baja el Auto de Pago emitido por la Administración. El 
recurrente al amparo de la causal quinta indica que conforme al Art. 161 del Código Tributario, el Auto 
de Pago es una orden emanada del Funcionario Recaudador, a través del cual se obliga al deudor a 
pagar la cantidad debida y por lo tanto la decisión carece de fundamentos, llegando al punto de emitir 
un dictamen fuera de toda lógica, razones por las cuales el fallo es incompatible, incongruente e 
inaplicable a la presente causa. El Tribunal de casación como es lógico ha de analizar de manera 
primordial la causal quinta del artículo 3 de la Ley de Casación ya que este cargo se refiere a la 
transgresión de normas relacionadas con la estructura, contenido y forma de la sentencia o auto, la que 
se configuraría de dos formas: Por defectos en la estructura del fallo que se dan por la falta de 
requisitos exigidos por la ley para la sentencia o auto; o, por incongruencia en la parte dispositiva del 
fallo, en cuanto se adoptan resoluciones contradictorias o incompatibles. Y en el presente caso, el 
recurrente al limitarse a señalar que en la parte resolutiva de la sentencia se establece una decisión 
incompatible con la causa y señalar el Art. 161 del Código Tributario, sin realizar una explicación y 
sustento congruente por el cual la sentencia de instancia contenga en su texto una decisión 
incompatible, y al no existir una clara determinación de la pretensión del recurrente la misma se torna 
en improcedente e infundada. 
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Texto del recurso 548-2011: “…3.4.- Esta Sala cree pertinente iniciar con su análisis con el problema jurídico 
planteado en el literal c) del punto 2.2 de la presente sentencia, y por lo tanto considera lo siguiente: a) El 
artículo 273 del Código Tributario establece: “Art. 273.- Sentencia.- Concluida la tramitación el tribunal 
pronunciará sentencia dentro de treinta días de notificadas las partes para el efecto. Antes de sentencia, las 
partes podrán presentar informes en derecho o solicitar audiencia pública en estrados, con igual finalidad.- La 
sentencia será motivada y decidirá con claridad los puntos sobre los que se trabó la litis y aquellos que, en 
relación directa a los mismos, comporten control de legalidad de los antecedentes o fundamentos de la 
resolución o acto impugnados, aun supliendo las omisiones en que incurran las partes sobre puntos de derecho, 
o apartándose del criterio que aquellos atribuyan a los hechos.”. b).- Por otra parte el artículo 76 numeral 7 
literal l) de la Constitución de la República publicada en el Registro Oficial N
o
 449 de 20 de octubre de 2008, 
aplicable al momento de emitir el fallo, se determina en su parte pertinente: “Art. 76.- En todo proceso en el que 
se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas: … 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías: … l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la 
resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren 
debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados.”  c) 
El recurrente señala, respecto a la causal invocada que: “En la presente causa el Juez no solo evita este 
proceso, esto es, la enumeración de las razones que constan dentro de los folios procesales para adoptar su 
decisión sino que, tal como hemos reseñado, se aparta totalmente de lo que se desprende con evidencia de los 
autos del proceso. Al leer su sentencia parecería que estamos hablando de un proceso distinto. El extravío 
procesal es terrible. Por estas razones, es que dicha sentencia no cumple con estas normativas que debe de 
alguna manera, aplicarse a los razonamientos o procesos de subsunción necesaria para la transparencia de la 
justicia. 2) En los considerando SEXTO y SÉPTIMO se mencionan los informes periciales solicitados por las 
partes; 3) En el considerando OCTAVO se refieren a los documentos que a criterio del Tribunal constituyen los 
documentos más importantes que obran del proceso; 4) En el considerando NOVENO se explica la pertinencia 
de los hechos probados a las normas jurídicas. Por lo señalado esta Sala Especializada evidencia que en la 
sentencia recurrida sí existe motivación, por cuanto se sustenta en los hechos probados dentro del proceso en 
virtud de las pruebas actuadas y  la normativa pertinente de conformidad con las premisas establecidas en el 
mismo, en virtud de ello, esta Sala Especializada concluye que las aseveraciones del respecto a la falta de 
motivación son improcedentes. 5) En relación al “extravío procesal” que supuestamente existe en la sentencia, 
esta Sala Especializada puede verificar que se trata de un error tipográfico, que no influencia de forma alguna 
al sentido de la decisión tomada por el Tribunal A-quo,  por cuanto es evidente que la sentencia se refiere al 
Servicio de Rentas Internas.  f) Por todo lo expuesto esta Sala Especializada considera que las alegaciones 









Para iniciar con el siguiente punto de mi estudio creo que es necesario plantear la perspectiva del 
porqué del análisis del presente tema, puesto que al parecer es un aspecto muy elemental y ordinario, 
pero ante la problemática planteada es menester abordar el presente tema, principalmente porque se lo 
ha propuesto desde el punto de vista civil, mi objetivo es enfocarlo a la materia tributaria, buscar su 
comprensión y finalmente dar solución a un problema que se ha venido enfrentando a diario en la Corte 
Nacional de Justicia especialmente en la Sala de lo Contencioso Tributario, en la cual se ha 
identificado un excesivo número de recursos de casación en materia tributario que no contienen la más 
mínima expresión lógica al plantearlo, evidenciándose una falta de técnica y especialización de los 
abogados del recurrente.  
La misma doctrina jurídica se ha ensañado en señalar que es preocupante la falta de técnica y 
especialización de los profesionales del derecho al tratar de interponer el recurso de casación en 
general, más aún en materia tributaria. Es así que el Dr. Hernando Morales M. profesor de la 
Universidad Nacional de Bogotá se queja de que cualquier abogado puede litigar en casación, de lo que 




Inclusive Román Duque Sánchez, tratadista de la casación civil menciona que por ello en Italia se 
requieren determinadas condiciones para el ejercicio del recurso de casación e igual cosa ocurre en 
Francia, donde se exige que el escrito de formalización lo firmen el recurrente y dos abogados de los 
que pueden litigar en casación conforme a la Ley. Aun en los Estados Unidos, donde no existe el 
recurso de casación, se exige para litigar ante la Corte Suprema tres años por lo menos de ejercicio en 
alguno de los Estados y luego la presentación del aspirante ante el Alto Tribunal por otro abogado que 
ya ejerce en la Corte y su aceptación por el Máximo Organismo, previo conocimiento de la causa.
cxlv
 
En este mismo sentido el Dr.  José Ramón Sanz Febres, Ex Presidente de la Corte de Casación de 
Venezuela afirma: 
“La falta de conocimientos ante la materia propia del recurso extraordinario por parte de los 
formalizantes, se traduce generalmente en trabajo excesivo para los ponentes con detrimento 
de la función y notable perjuicio para las partes interesados por que en la mayoría de los 
casos la decisión les es adversa, no porque en realidad la sentencia impugnada no merezca la 
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censura de la Corte, sino porque a ella no le es permitido suplir las deficiencias de la 
formalización”.cxlvi 
Específicamente el Dr. Duque Sánchez realiza varios comentarios refiriéndose a que para los 
magistrados de Casación es tarea poco agradable tener que decirle al recurrente que el escrito de 
formalización contiene una extensa exposición narrativa de los hechos y circunstancias y una prolija 
argumentación de carácter doctrinal, apareciendo las denuncias diseminadas en ese largo escrito en 
forma tal, que para realizar su labor, la corte se ha visto obligada a ir aislando, tanto las acusaciones de 
existir vicios, como los fundamentos en que se apoyan: manera ésta de formalizar, dispersa y poco 
coherente que es, indudablemente deficiente.  
El mismo autor citado en referencia a lo anotado menciona que: 
“Menos grato todavía es tener que decirles que el párrafo transcrito es modelo de vaguedad, de 
imprecisión, de alambicamiento. Acaso un verdadero galimatías. Frases generales y nada más. Lo que 
equivale a no formalizar. 
cxlvii
  
Está por demás decir que lo afirmado tiene el sustento jurídico y doctrinario suficiente puesto que la 
idea del presente estudio no ha surgido de la simple necesidad de análisis, sino también de solución a 
un problema que se lo ha evidenciado que se presenta día tras día. Más aún si el problema es 
persistente no solamente en las épocas contemporáneas, sino también en épocas no muy lejanas en 
donde ya se ha evidenciado el presente problema, siendo que es necesaria y fundamental la necesidad 
de una técnica y especialización dentro de la materia de casación para proponer un recurso, es decir es 
necesario que el abogado que interponga recurso de casación se encuentre empapado de las 
implicaciones jurídicas que tiene proponerlo. Así la doctrina afirma: 
“La redacción del escrito de formalización –afirma Cuenca-  somete a prueba la experiencia, la técnica 
y la sabiduría del abogado. Nada define mejor la calidad del jurista como el ejercicio de la casación. La 
materia del recurso de casación es la sentencia recurrida y para acertar las infracciones legales que 
ella contenga o para defender la correcta aplicación que del orden jurídico haya hecho la instancia, se 
requiere un sólido conocimiento de la cultura general y un vasto dominio de la legislación local, 
nacional e internacional”.cxlviii   
Pronunciamiento que es necesario recogerlo por la trascendencia de su análisis jurídico puesto que es 
verdad que solamente con leer a simple vista los argumentos que expone el abogado del recurrente en 
su recurso basta para determinar de qué tipo de profesional se trata. Con acertada razón el mismo autor 
citado se refiere en términos no muy sencillos a los abogados que no proponen, fundamenta y 
argumentan su recurso de casación en los siguientes términos.  
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“Es que la formalización del recurso de casación, agregamos nosotros, refiere una técnica que no se 
adquiere en los tribunales de instancia y cuyas bases apenas se echan en los cursos universitarios. La 
compleja naturaleza del recurso de casación, acaso solo se aprende en la propia Corte, observando los 
errores de los que allí litigan y mediante el estudio disciplinado de esta importante fase del proceso. Se 
puede ser buen litigante en los Tribunales y pésimo ante el Supremo Tribunal de derecho”.cxlix 
Remitiéndome al fin mismo de mi investigación considero necesario que antes de iniciar la descripción 
de los requisitos que la ley exige que contenga el recurso de casación es menester mencionar algunas 
situaciones y circunstancias que el recurrente deberá tomar en cuenta de forma obligatoria antes de 
proponer el recurso de casación.  
En primer lugar el recurso de casación deberá ser lógico, ordenado, claro y preciso sin dejar ninguna 
duda de sus pronunciamientos peor aún alguna ambigüedad en sus afirmaciones, debe abordar todas las 
temáticas enunciadas a cabalidad para que no exista posibilidad del juzgador de que admita 
parcialmente el recurso, sino sea admitido íntegramente. Para aquello es necesario que el profesional 
del derecho que asiste al recurrente en su recurso posea la técnica y la especialización necesaria para 
acudir ante el juez de casación y alegar que una sentencia se encuentra viciada, alegación que deberá 
ser subsanada, de ser el caso, en casación.  
En segundo lugar es necesario que el recurrente realice una indicación independiente de las causales 
por las cuales propone el recurso de casación puesto que muchas de las veces se ha evidenciado en 
varios recursos de casación en materia tributaria verdaderas mixturas que le impiden a primera vista 
entender lo que el recurrente impugna y alega. Al respecto, Hernando Morales afirma: 
“Si se invocan varias causales deben desarrollarse en capítulos separados, fundamentarse cada una por  
aparte y en el planteamiento de cada cual indicarse las disposiciones violadas”.cl 
 
Indiscutiblemente la afirmación del doctrinario se apega totalmente a la razón lógica, ya que si se 
realiza una mezcolanza de los criterios y las causales en las que se intenta fundamentar y argumentar el 
recurso de casación el juzgador no podrá corregir las falencias que tenga y peor aún podrá pronunciarse 
referente al tema que se pretenda en el recurso.  
En tercer lugar deberá exponer con precisión las normas de derecho que considere infringidas en la 
sentencia que tiene que guardar exactitud con la causal o las causales alegadas, puesto que de eso 
depende que el Tribunal de casación ingrese a analizar los diferentes vicios denunciados. Hernando 
Morales (1963) al respecto expresa: 
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“Debe guardar una perfecta simetría al enunciar las causales, por lo cual requiere presentar primero 
las que vayan contra la forma (in procedendo) ya que en este caso la corte deberá comenzar su estudio 
por ellas”.cli 
En cuarto lugar deberá exponer de una manera clara y sucinta la relación jurídica que existe entre la 
causal invocada, la norma que se encuentra transgredida o viciada y la parte de la sentencia que se 
considere infringida. En esta parte puede existir la necesidad de que se incluya un resumen de los 
hechos que motivaron la controversia para que esa relación lógica que se realiza sea completa, 
buscando alcanzar el objetivo de que el juez de casación a primera vista identifique la razón del recurso 
y el posible vicio en que ha incurrido la sentencia del Tribunal A quo. 
Ahora bien, si el recurrente se limita a expresar que fue violada la ley sustantiva y no indica los textos 
respectivos o no expresa el concepto en que se realizó la violación, tal simplicidad impide a la Corte de 
casación volver por los fueros de los preceptos legales infringidos, puesto que ellos no le han sido 
indicados y al juez de casación le está vedado declarar de oficio las causales de casación que no hayan 
sido debidamente alegadas por el recurrente.  
Como se ha expresado anteriormente, si el recurso de casación no cumple con la técnica, 
fundamentación y argumentación necesarias, el recurso planteado si se encuentra dentro de término el 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario procederá a calificar el recurso, y ordenará se eleven los 
autos a la Corte Nacional de Justicia a la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario para que 
conozca del recurso de casación propuesto. En caso de que no se acepte el recurso de casación el 
recurrente podrá presentar el recurso de hecho, situación que abordaré más adelante en un tema 
completo. Una vez ya en conocimiento de la Corte pasará a un sorteo para que se proceda a la 
Admisión del recurso. Es ahí en donde se centra mi primer análisis, puesto que si el recurso se presenta 
con las características descritas en el presente párrafo, el recurso sencillamente se inadmitirá, y en caso 
de que se admita los Jueces de la Sala Especializada rechazarán por forma el recurso planteado, sin 
entrar a analizar el fondo mismo del asunto controvertido, puesto que se ha propuesto un recurso como 
si fuese menos que un alegato, sin tomar siquiera las recomendaciones básicas para la interposición del 
recurso.  
“La formalización obedece a un análisis de la lógica jurídica. En su estructura técnica hay un juego 
lógico de exposiciones, principios, conceptos y fundamentalmente, una serie ordenada de razonamientos 
deductivos e inductivos”.clii 
Es de la manera anotada en que se debería presentar un recurso de casación que cumpla con todos los 
requisitos necesarios para que sea aceptado y luego para que sea analizado y se determine si procede o 
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no la causal o causales invocadas convirtiéndose a lo que en doctrina jurídica se llama al recurso de 
casación como “una crítica jurídica a la sentencia, con las infracciones en que incurrió”.cliii   
Finalmente, reforzando lo mencionado Enrique Vérscovi expone: 
“La trascendencia de la demanda de casación es inusitada, pues la Corte está limitada por ella, o sea, 
que siguiendo el principio dispositivo, sólo está en capacidad de examinar las causales presentadas por 
el recurrente dentro de los aspectos planteados por el mismo. Si existe una causal viable, pero que el 
recurrente no aduce, la Corte no puede actuar de oficio aun cuando observe objetivamente su 
conducencia. La Corte no puede inmiscuirse en la parte no atacada del fallo, ni en motivos no 
invocados expresamente aunque fueran pertinentes”cliv. 
Muchas de las veces, la Corte Nacional de Justicia en especial la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario que es objeto de mi estudio se ha pronunciado en varias sentencias sobre pretensiones o 
alegaciones que el recurrente ni siquiera hace constar en su recurso, y han sido sentencias emitidas por 
tres jueces, lo que quiere decir que tres criterios unificaron ese fallo, situación que últimamente se ha 
ido corrigiendo y aplicando de correcta manera el derecho. El juez no puede ir más allá de lo que el 




2.4.1. Designación del Tribunal al que se dirige.  
 
En el recurso de casación que se proponga, en su parte superior deberá constar el Tribunal Distrital de 
lo Contencioso Tributario que emanó la sentencia que se pretende recurrir, puesto que éste es el 
encargado de calificar el recurso de casación y ordenar que se remitan los autos al superior para que 
conozca del recurso planteado.  
Mediante resolución de la Corte Suprema de Justicia publicada en el Registro Oficial 310 de 5 de 
noviembre de 1993 se determinó la jurisdicción de los Tribunales Distritales de lo Fiscal en ese 
entonces; es así que deberá constar: 
Señores jueces de la (…) Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario Nro. 1 con sede 




1. Carchi  
2. Imbabura  
3. Pichincha  
4. Santo Domingo de los Tsachilas 
5. Cotopaxi  
6. Tungurahua 
7. Chimborazo  
8. Bolívar  
9. Sucumbíos  
10. Orellana 
11. Napo  
12. Pastaza 
Señores jueces de la (…) Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario Nro. 2 con sede 
en la ciudad de Guayaquil. 
 Jurisdicción: 
1. Guayas  
2. Santa Elena 
3. El Oro 
4. Los Ríos  
5. Galápagos  
Señores jueces de la Sala Única del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario Nro. 3 con 
sede en la ciudad de Cuenca. 
Jurisdicción: 
1. Azuay  
2. Cañar  
3. Morona Santiago  
 
Señores jueces de la Sala Única del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario Nro. 4 con 
sede en la ciudad de Portoviejo. 
Jurisdicción: 
1. Manabí  
2. Esmeraldas  
 
Señores jueces de la Sala Única del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo con 







2. Zamora Chinchipe  
 
Es necesario mencionar que la jurisdicción y la competencia ya se encuentran radicadas en el tribunal 
que emitió la sentencia, caso contrario debería declararse incompetente para conocer un determinado 
proceso. Es importante recordar también que la competencia en materia tributaria sigue el domicilio del 
actor, rompiendo el principio general del derecho civil de que generalmente el tribunal competente es 
el del demandado. 
Si el recurrente llegaría a establecer erróneamente en la designación del tribunal al de casación 
incurrirían en un error gravísimo que repercutiría en la calificación del mismo.  
2.4.2. Identificación del recurrente y la legitimación de personería  
 
En cuanto a la identificación del recurrente se puede decir que su intervención se encuentra en el 
mismo proceso, es decir sus nombres completos, y demás generales de ley constan debidamente en la 
demanda ya que es la principal pieza procesal. Lo que se verifica en el presente requisito es que 
consten los nombres de la persona que ha venido actuando ya sea como actor o como demandado y que 
sea el recurrente y que su personería se encuentre legitimada, esto para personas que intervienen en 
nombre y en representación legal de una sociedad o compañía así como de cualquiera de las 
administraciones tributarias que fungen en el proceso como demandadas. 
 El requisito fundamental es que legitime su intervención presentando en la secretaría del Tribunal a 
quo o de la Sala especializada el nombramiento debidamente registrado en el Registro Mercantil en 
donde tiene domicilio la sociedad o compañía acreditando su actuación dentro del juicio y ratificando 
las actuaciones de su abogado defensor. En caso de que se trate de la legitimación de la personería de 
la persona que haya estado actuando a favor de cualquiera de las Administraciones deberá presentar la 
acción de personal que acredite dicha calidad para comparecer en juicio y ratifique las actuaciones de 
su abogado defensor.  
En caso de que no se justifique la actuación, previo el requerimiento bajo prevenciones de ley, de 
cualquiera de las partes se declarará mediante auto la calidad de falso procurador en caso de no 
justificar, de acuerdo al art. … 
Se deberá redactar así por ejemplo: 
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En caso de personas naturales: 
Ing. Cristian Paúl Terán Vásquez, por mis propios derechos dentro del juicio de impugnación 
No. 5829-3697-05 a ustedes respetuosamente comparezco para deducir el presente recurso de 
casación.   
En caso de personas jurídicas: 
Ab. Romel Bolívar Terán Galindo, por los derechos que represento de la compañía 
ROMTESEG C.A., en mi calidad de Gerente General y como tal representante legal, judicial y 
extrajudicial, dentro del juicio de impugnación No. 5829-3697-05 a ustedes respetuosamente 
comparezco para deducir el presente recurso de casación.  
En caso de las administraciones tributarias: 
Econ. Juan Manuel Carvajal Soledispa, por los derechos que represento del Servicio de Rentas 
Internas, en mi calidad de Director Regional Litoral Sur, tal como lo acredito con la copia 
certificada de la acción de personal que en una foja útil acompaño; dentro del juicio de 
impugnación No. 5829-3697-05 a ustedes respetuosamente comparezco para deducir el 
presente recurso de casación.  
2.4.3. Identificación de la sentencia o auto dictado y el proceso en que se lo expidió. 
 
En esta parte del recurso de casación se deberá expresar el número de la sentencia que es recurrida y el 
número del proceso judicial que se le haya sustanciado en el Tribunal a quo. En la práctica diaria el 
número de la sentencia no se expresa en la misma, puesto que tiene relación con el número del juicio, 
por lo tanto se hace constar solamente el número de juicio en la parte superior de la sentencia. Se 
deberá redactar, de este modo, la fecha en que fue notificada la sentencia y el número de juicio.  
Así por ejemplo: 
En caso de personas naturales: 
El día 26 de enero de 2014 fui notificado con la sentencia dictada por la Cuarta Sala del 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario No. 1 con sede en la ciudad de Quito, de fecha 
25 de enero de 2014, a las 14H50 dentro del juicio de impugnación No. 5829-3697-05. 
En caso de personas jurídicas: 
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El día 26 de enero de 2014 mi representada fue notificada con la sentencia dictada por la 
Cuarta Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario No. 1 con sede en la ciudad de 
Quito, de fecha 25 de enero de 2014, a las 14H50 dentro del juicio de impugnación No. 5829-
3697-05. 
En caso de las administraciones tributarias: 
El día 26 de enero de 2014 hemos sido notificados con la sentencia dictada por la Cuarta Sala 
del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario No. 1 con sede en la ciudad de Quito, de 
fecha 25 de enero de 2014, a las 14H50 dentro del juicio de impugnación No. 5829-3697-05. 
2.4.4. Identificación de las partes procesales 
 
En esta parte se requiere que se haga constar en el recurso de casación las partes procesales que 
intervinieron en el litigio. Usualmente se omite poner el nombre de la autoridad demanda puesto que 
por la naturaleza de libre remisión de su cargo constantemente varían. Así por ejemplo: 
En caso de personas naturales:  
Las partes procesales que intervinieron en el presente juicio contencioso tributario No. 5829-
3697-05 fueron el señor Ing. Cristian Paul Terán Vásquez por sus propios derechos en calidad 
de actor; y, el Director Regional Litoral Sur del Servicio de Rentas Internas en calidad de 
demandado.  
 
En caso de personas jurídicas o de las administraciones tributarias: 
Las partes procesales que intervinieron en el presente juicio contencioso tributario No. 5829-
3697-05 fueron el señor Ab. Romel Bolívar Terán Galindo, por los derechos que representa de 
la compañía ROMTESEG C.A., en su calidad de Gerente General y como tal representante 
legal, judicial y extrajudicial, en calidad de actor; y, el Director General y Director Regional 





2.4.5. La determinación de las causales en que se funda el recurso  
 
A mi criterio muy personal, se debería en primer lugar, luego de los antecedentes y las exposiciones de 
forma que anteceden, se deberían indicar las causales del art. 3 de la Ley de Casación en que se 
fundamenta el recurso, puesto que esa es la primera impresión que se le da al juez de casación al saber 
dentro de qué esferas se tiene que explayar o limitar, puesto que como ya se había explicado cada una 
de las causales impone al recurrente límites y posibilidades, no se diga al juzgador que a más de los 
límites que le imponen las causales también deberá observar los que le impone el recurrente.  
“La ley exige que cada motivo se exprese en forma separada. Esto justifica por la necesidad de 
individualización concreta y precisa del agravio, por lo que su inobservancia ocasiona la 
inadmisibilidad del recurso”.clvi (DE LA RÚA 1968, PÁG. 225)   
Por lo tanto si de entrada ya le estamos advirtiendo al juzgador de casación que nos vamos a limitar a 
analizar esas causales, independientemente de los vicios individuales que ellas contenga mismos que se 
explicarán en el siguiente punto, el juez ya podrá entender a simple vista las normas que deberá aplicar, 
sean de carácter material o procesal, así como también entender cuales deberán ser los preceptos 
jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, o entrar directamente al análisis en caso de que existan 
los vicios de ultra, extra o citra petita o finalmente analizar el fallo si se encuentra debidamente 
motivado. Es necesario no desmerecer al siguiente punto, puesto que debe estar íntimamente ligado 
con el presente ya que del siguiente depende que prospere o no la causal invocada.  Al respecto 
Verscovi menciona: 
“La ley también exige, como en los restantes sistemas de derecho comparado, que se invoquen primero 
los motivos o causales de casación. […] en los países en los cuales los motivos de casación se 
establecen a texto expreso y en enumeración siempre taxativa, se ven a menudo, recursos rechazados 
(en la etapa de admisión) por que la causal no encuadra en el texto legal que esto es, justamente lo que 
no quiso el legislador. En dichos países se exige que cada infracción se denuncie respecto de la causal 
expresa de casación que le corresponde, so pena de los casos en los cuales, en la etapa de admisión del 
recurso, corresponde su rechazo”.clvii (DE LARÚA 1968, PÁG. 225)   
Al parecer es una cita larga, pero es importante tomarla es sus partes fundamentales adoptando el 
criterio del doctrinario que tiene mucha razón, puesto que como menciona en primer lugar se debe 
poner la causal de casación en la que se va a fundamentar el recurso.  
En la práctica diaria varios jueces entrevistados afirman mi pronunciamiento, puesto que en caso de 
que se le exponga en primer lugar las normas de derecho infringidas tendrán idea de que se trata pero 
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no a ciencia cierta el contenido de las normas, situación que no ocurre con las causales que el juzgador 
ya entiende de lo que se refiere cada causal y hacia qué camino debe estar enrumbado el recurso.  
También ya se le está anticipando al juez, en caso de que se cite una o más causales, que deberá 
realizar un análisis por separado de cada una de las causales invocadas siendo que es obligación legal 
del juez pronunciarse sobre todos los puntos del recurso, salvo que de entrada proceda alguno ya no 
será necesario referirse al resto por que ya se estaría identificando el vicio en la sentencia.   
“Aquel será viable siempre que reúna los requisitos debidos y tenga por lo menos un motivo 
válidamente invocado; estos podrán ser declarados improcedentes, en forma separada, si han sido 
defectuosamente expuestos, sin que afecten necesariamente al integro recurso”. clviii(DE LA RÚA 1968, P. 
225)   
Es así que los motivos o causales deberán ser expuestos con claridad puesto que constituyen la primera 
impresión del recurso planteado, esto en concordancia con lo mencionado por el autor citado que dice: 
“Los motivos son los concretos errores de derecho atribuidos al fallo, encuadrados y que serán objeto 
de conocimiento del tribunal de casación”.clix (DE LA RÚA 1968, p.. 225)   
Ahora la enunciación precisa de los vicios en que incurre la causal invocada seguidos de la norma que 
se estima infringida, a tratarse en el siguiente punto, debe tener una estrecha relación con la 
enunciación de la causal, puesto que si no existe la compatibilidad necesaria la causal será rechazada.  
 
2.4.6. La especificación de las normas de derecho que el recurrente estima 
infringidas o, en su caso, las solemnidades de procedimiento que se han 
omitido.  
 
En segundo lugar, de acuerdo al orden analítico que vengo realizando de acuerdo los principios técnico 
jurídicos para interponer recurso de casación luego de expuestas las causales en las cuales e va a 
fundamentar el recurso de casación se debe dar a conocer en primer lugar el vicio en el que incurre la 
sentencia, estos pueden ser, para las tres primeras causales, falta de aplicación, aplicación indebida y 
errónea interpretación. Es decir, en segundo lugar se deberá  indicar expresamente el vicio en el que 
supuestamente la sentencia venida en grado ha incurrido y para las dos últimas causales en los casos de 




“En principio, y como perfección de la técnica del recurso, debe citarse el número del artículo y el 
principio en él consagrado, ya que al exponer el concepto de su violación necesariamente hay que hacer 
referencia al contenido del precepto infringido”.clx (PÉREZ Álvaro 1968, P. 225)   
Por lo tanto, no basta con mencionar el articulo sino también es necesario citar el principio que 
conlleva así como también es necesario que se exponga el vicio en el que incurre la sentencia, puesto 
que es en ese preciso momento en donde el juzgador entrará a analizar si efectivamente se configura la 
causal y procede.  
En concordancia con lo anotado, Verscovi menciona que: 
“La primera exigencia consiste en citar concretamente cuál es la norma de derecho que se entiende 
violada (infringida) o erróneamente aplicada. Cuando hablamos de norma de derecho, entendemos que 
debe usarse el criterio amplio que surge de esa expresión en su tenor literal, que es claro y además fue 
suficientemente explicado en la exposición de motivos”.clxi  (p. 99) 
Con mucha razón el tratadista expone sus argumentos, siendo que también puede producir la violación 
o transgresión de normas de carácter procesal, ubicándose en la causal segunda del art. 3 de la Ley de 
Casación, por lo tanto le corresponde al juez identificar las normas de derecho que se mencionan y 
compaginar con las causales anunciadas para así seguir entendiendo el camino por el cual el juez debe 
ir construyendo su criterio y pensamiento  jurídico para plasmarlo en la sentencia de casación.  
“Cuando el recurso está motivado en inobservancia de formas procesales es necesario que se cite como 
inobservada un precepto sancionado con nulidad y se invoque como fundamento un hecho congruente 
con él”.clxii (DE LA RÚA 1968, P. 225)   
 
Referente al tema el autor citado continúa diciendo: 
“Pero es también necesario que se indique cual es la aplicación que se pretende, con lo cual quedará 
señalado el error atribuido a la sentencia. La exigencia se cumple indicando cual es la norma que debió 
ser aplicada y con que alcance y sentido, de manera de `precisar la interpretación errónea que se 
atribuye al Tribunal de juicio”.clxiii (DE LARÚA 1968, PÁG. 225)   
 
A más de lo expuesto, es necesario afirmar que la relación que debería existir entre estos factores es la 
siguiente: 
1. Relación entre la causal invocada y el vicio alegado 
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2. Relación entre la causal invocada, el vicio alegado y la norma enunciada  
3. Relación entre la causal invocada, el vicio alegado, la norma enunciada y la fundamentación de 
la misma.  
Todo lo anotado se relaciona entendiendo que existe el pensamiento lógico y crítico del juzgador 
puesto que si no se evidencia esa íntima relación entre estos cuatro factores  la causal no procederá.  
“El requisito fundamental del recurso, se ha dicho, consiste en individualizar el agravio, de modo que a 
través de los motivos que puedan individualizarse, también la violación de la ley que lo constituye”.clxiv 
(p. 99)  
Construido ahora si el panorama jurídico del juez entrará a analizar los fundamentos del mismo, que 
para realizar un análisis por separado debe ir analizando cargo por cargo, así no escapará ninguna 
pretensión ante los ojos de la justicia. Tendrá el recurrente que individualizar los agravios que exponga 
en el recurso de tal manera que el juez pueda pronunciarse de igual manera detenidamente y analizar, 
fundamentar, argumentar y motivar cada uno de los argumentos expuestos.  De La Rúa manifiesta que: 
“Este es el requisito fundamental: individualizar el agravio, de modo que a través de los motivos se 
pueda individualizar también la violación de la ley que constituye. Para esto la primera exigencia es 
citar concretamente los preceptos legales que se estiman violados o erróneamente aplicados esto es, 
indicar el artículo de la ley que ha sido mal aplicado en el caso concreto”.clxv (DE LA RÚA 1968, P. 225)   
El recurrente entonces deberá citar con exactitud la norma o las normas que considera infringidas 
dentro del vicio correspondiente, siendo que por ejemplo si alega falta de aplicación del art. 94 del 
Código Tributario que se refiere a la caducidad de la facultad determinadora de la administración 
tributaria y en la sentencia se ha aplicado, aunque aplicado indebidamente o erróneamente interpretado, 
pero se encuentra aplicada, por eso el recurrente debe tener una estricta visión de los factores que alega 
puesto que si hace una burda exposición y alega lo que quiere el juzgador en casación se verá en la 
necesidad de rechazar el recurso.  
“Pero es también necesario que se indique cual es la aplicación que se pretende, con lo cual quedará 
señalado el error atribuido a la sentencia. La exigencia se cumple indicando cual es la norma que debió 
ser aplicada y con que alcance y sentido, de manera de precisar la interpretación errónea que se 
atribuye al Tribunal de juicio”.clxvi (DE LA RÚA 1968, P. 225)   
Otro aspecto que se debe tener en cuenta es que si se menciona la norma y no el vicio en que ha 
incurrido la sentencia también se está cometiendo un grave error puesto que en el evento de que la 
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sentencia efectivamente se encuentre viciada no se podrá entrar a analizar el fondo de asunto puesto 
que de igual manera el juez de casación rechazará el recurso. 
“En este sentido sería improcedente el recurso cuando se mencione una ley en forma genérica sin 
individualizar el artículo correspondiente”.clxvii 
 
En fin, lo que se ha tratado de explicar con abundantes citas doctrinarias y un análisis crítico a ellas es 
que es trascendental la determinación de las normas violadas, citando el número del articulo para 
mayor perfección, el orden en que debe ir para que el juzgador pueda identificar que tal o cual norma 
se encuentra encausada en determinada causal, sin lugar a dudas a que él no entienda alguna expresión 
del recurso. Se deberá precisar la violación al derecho cometido en la sentencia acompañado del resto 
de elementos mencionados anteriormente puesto que es un requisito de formal de admisibilidad y de 
fondo para el análisis.  
 
 
2.4.7. Los fundamentos en que se apoya el recurso  
 
 
Una vez construido el panorama jurídico del recurso es necesario que se fundamente el recurso, es 
decir que se den los argumentos, fundamentos y motivos suficientes para que el juzgador logre 
comprender cuál es la exigencia del recurrente por medio del recurso. El requisito fundamental del 
recurso, se ha  dicho, consiste en expresar la causal en la que se va a interponer el recurso, hacer notar 
del vicio en que incurre la sentencia y citar la norma o las normas transgredidas, siempre con la idea de 
individualizar el agravio, de modo que a través de los motivos pueda individualizarse, también, la 
violación de la ley que lo constituye.  
La tercera exigencia de fondo  consiste en que se realice una parte introductoria, es decir una breve 
reseña del proceso, para ilustrar a los magistrados sobre el mismo, sin caer en un escrito de informes, 
es así que al citar concretamente cual es la norma de derecho que se entiende violada, el vicio en el que 
ha sido transgredida y la causal en la que encaja se deben explicar los motivos suficientes para que el 
juzgador proceda con el análisis del recurso y consecuentemente de la sentencia que es la fuente de la 
casación.   
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Las motivos y argumentos en caso de la que sentencia se encuentre viciada deben serlo en forma 
asertiva y categórica y no sobre hipótesis o situaciones condicionales que a las partes ocurra plantear, 
como sería el caso de que el recurrente dijera: “en el supuesto de que…”. Debe plantearse con 
seguridad y firmeza entendiendo que ese el deber del abogado del recurrente si va a recurrir en 
casación, de hacerlo con seguridad puesto que si priman las dubitaciones no habrá lugar de 
convencimiento al juez.  
Al respecto De La Rúa (1968) expone con claridad al respecto lo siguiente: 
“El recurso de casación debe ser motivado, y esa motivación debe ser suministrada por la parte 
recurrente en el mismo de interposición determinando concretamente el agravio, tanto en lo referente al 
vicio que denuncia como al derecho que lo sustenta. Esta exigencia responde a la particular naturaleza 
del instituto, cuya esfera está limitada únicamente a las cuestiones de derecho y el control que provoca 
solo puede recaer sobre determinados motivos. Como por otra parte el Tribunal de casación no puede 
conocer otros motivos que aquellos a los cuales se refieren los agravios es imprescindible que el 
recurrente señale específicamente su queja citando concretamente las disposiciones legales violadas o 
erróneamente aplicadas y expresando cual es la aplicación que se pretende”. clxviii (p.220)  
Esta es la parte cúspide del recurso de casación, puesto que de la presente depende de que proceda o no 
la causal invocada, el vicio alegado y que las normas jurídicas mencionadas sean concordantes con los 
supuestos anteriores. Digo cúspide puesto que aquí es la parte en que se le explica detenidamente al 
juzgador cuales son los motivos y fundamentos por los que se debe casar la sentencia recurrida y suplir 
el vicio por lo que en derecho corresponda. Razón suficiente para entender que se le debe demostrar al 
juez el error o vicio en el que incurre la sentencia. Al respecto Duque Sánchez (1979) expresa: 
“El escrito de formalización debe contener también los fundamentos en que se apoye el recurso, es 
decir, debe indicarse ¿cómo?, ¿en qué sentido?, se violó la ley y expresar las razones demostrativas de 
ello, pues los jueces de casación no pueden suplir esas razones o alegatos al recurrente”. clxix 
Ahora bien, el recurrente puede motivar, argumentar y fundamentar lo que creyere conveniente, pero es 
necesario que el abogado que redacte el recurso de casación tome en cuenta que no es necesario que se 
abunde en consideraciones doctrinarias o argumentativas respecto a algún vicio que contenga la 
sentencia, deberá solamente justificar la interpretación lógica y coherente de su pretensión en casación, 
es decir los motivos justos y necesarios para que el juez llegue al pleno convencimiento de que la 
sentencia ha incurrido en vicio y tiene que ser subsanada por el Tribunal de casación.  
El recurrente deberá concretarse en los motivos de su recurso señalando con exactitud y precisión la 
violación del derecho en la sentencia y bastará la argumentación justa y necesaria para que el juez 
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inclusive no divague conociendo argumentos escuetos que no tienen ningún valor y que más bien 
opacan al recurso.  
Por ejemplo, si en materia tributaria el recurrente alega falta de motivación en la sentencia que niega el 
derecho a la devolución de IVA, en calidad de exportadores a una determinada empresa sobre las 
facturas que han sido rechazadas y no consideradas por el Servicio de Rentas Internas 
fundamentándose en la causal quinta del art. 3 de la Ley de Casación y al respecto hace una larga 
exposición teórica de lo que es la motivación cita todo el ordenamiento jurídico que se refiere a la 
motivación realiza un estudio comparativo con el resto de legislaciones latinoamericanas y europeas, se 
refiere a la jurisprudencia nacional y la forma en que se ha pronunciado la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia pero no se refiere al vicio contenido en la 
sentencia, únicamente le está argumentando de carácter general al juez sobre lo que la doctrina en y el 
derecho dicen referente al tema, pero no se refiere al suceso mismo de la sentencia en donde se supone 
el vicio.  
Otro ejemplo valedero es el siguiente, si en un litigio de rectificación de tributos aduaneros no se ha 
valorado correctamente la prueba presentada en el juicio, fundamenta correctamente el recurrente en la 
causal tercera del art. 3 de la Ley de Casación pero simplemente dice que se ha incurrido en falta de 
aplicación del art. 115 del Código de Procedimiento Civil referente a la apreciación de la prueba y no 
se ha expresado que principio de valoración de la prueba ha sido transgredido y por qué vicio. En ese 
caso el juez obligatoriamente tendrá que rechazar el recurso de casación.   
Ahora bien el problema que puede suscitarse en la presente parte del recurso es que:  
 Se omite de manera absoluta los preceptos legales infringidos. 
 Se hace una mención escueta o simple de una determinada situación aplicada a las normas 
jurídicas. 
 Sencillamente alega toda una ley o un capítulo de alguna ley, siendo que ésa ley o capítulo se 
refieren a varios asuntos no concretamente al caso recurrido. 
 Cita las normas jurídicas infringidas, y en su fundamentación ni las menciona o hace relación y 
más bien se desvía del análisis jurídico de la causal o causales invocadas y su relación con el 
vicio y la norma alegada.  
 Es necesario plantear de correcta manera el recurso caso contrario no procederá y si es el caso de que 
la sentencia incurra en algún vicio y por causa de que no se ha interpuesto de manera correcta el 
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recurso se mantendrá el vicio en la sentencia, eliminando la posibilidad de que se supla el vicio y que 
prime el derecho.  
 
2.4.8. Petición concreta 
 
Otro de los problemas que suele tener el recurrente al momento de redactar su recurso es que no 
expresa concretamente su pretensión, y el presente problema se presente en varias formas, 
principalmente cuando omite pedir a la Sala de Casación “Case la sentencia” puesto que esa debe ser el 
objetivo primordial del recurso. Algunos recurrentes piden que “analice” la Sala Especializada el 
recurso, otros piden que simplemente “se remitan los autos a la Corte Nacional de Justicia” otros 
sencillamente ni siquiera lo expresan.  
Claro está que ese requisito no se encuentra en el art. 6 de la Ley de Casación pero el recurso debe 
contener la expresión explicita de la voluntad de impugnar y los motivos en que se funda, es decir la 
expresión de la voluntad de impugnar y recurrir el vicio para que sea saneado por el juez superior, 
puesto que todo recurso supone una disconformidad con el contenido del fallo y una aspiración de que 
sea reformado, en nuestro caso si es una sentencia del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario 
directamente conocerá la Corte Nacional de Justicia, la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario.   
Al respecto De La Rúa (1968) afirma: 
Pero, además, esa voluntad de recurrir debe ser específicamente vinculada al acto que se impugna, 
individualizándolo de manera suficiente. Como la ley no lo determina expresamente- el requisito surge 
de la necesidad de expresar la voluntad con un sentido concreto-  esa individualización puede constar 
de cualquier manera, siempre que sea indudable.
clxx
 
Con todos estos antecedentes debe existir una expresión clara y precisa de que se pretende con el 
recurso, puesto que eso inclusive debe ser tomado en cuenta en la parte expositiva del mismo al indicar 
en la sentencia de casación que es lo que pretende el recurrente al interponer el recurso.  
 
2.4.9. Caución  
 
La Ley de Casación en sus arts. 10 11 y 12 establecen: 
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“Art. 10.- EFECTOS.- Salvo que el proceso verse sobre el estado civil de las personas, o el recurso haya sido 
interpuesto por los organismos o entidades del sector público, la admisión a trámite del recurso no impedirá que 
la sentencia o auto se cumpla.” Subrayado fuera de texto. 
 
“Art. 11.- CAUCIÓN.- Salvo las excepciones contenidas en el artículo anterior, quien haya interpuesto recurso 
de casación podrá solicitar que se suspenda la ejecución de la sentencia o auto recurrido rindiendo caución 
suficiente sobre los perjuicios estimados que la demora en la ejecución de la sentencia o auto pueda causar a la 
contraparte.  
El monto de la caución será establecido por el juez o el órgano judicial respectivo, en el término máximo de tres 
días y al momento de expedir el auto por el que concede el recurso de casación o tramita el de hecho; si la 
caución fuese consignada en el término de tres días posteriores a la notificación de este auto, se dispondrá la 
suspensión de la ejecución de la sentencia o auto y en caso contrario se ordenará su ejecución sin perjuicio de 
tramitarse el recurso.  
La Corte Suprema de Justicia dictará un instructivo que deberán seguir los tribunales para la fijación del monto 
de la caución, en consideración de la materia y del perjuicio por la demora.” Subrayado fuera de texto.  
 
“Art. 12.- CANCELACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA CAUCIÓN.- La caución se cancelará por el tribunal a quo 
si el recurso es aceptado totalmente por la Corte Suprema de Justicia; en caso de aceptación parcial el fallo de 
la Corte determinará el monto de la caución que corresponda ser devuelto al recurrente y la cantidad que será 
entregada a la parte perjudicada por la demora; si el fallo rechaza el recurso totalmente, el tribunal a quo 
entregará a la parte perjudicada por la demora, el valor total de la caución.” Subrayado fuera de texto. 
 
Como lo define la misma ley, la caución no es otra cosa que una garantía en dinero que el 
correspondiente Juez o Tribunal fija, con la finalidad de que se suspenda la ejecución o cumplimiento 
de una sentencia, esta garantía es establecida por los perjuicios estimados en la demora en la ejecución 
o cumplimiento de la sentencia o auto pueda causar a la contraparte, esto se aplica solamente para los 
particulares, ya que conforme lo establecido en la Ley de Casación las entidades del sector público no 
tienen la obligación de caucionar para suspender la ejecución de la sentencia. 
Dicha garantía si es otorgada dentro del término establecido por ley, tiene por sí la característica de 
mantener la sentencia en un estado invariable mientras el superior, en nuestro caso la Corte Nacional 
de Justicia resuelva el recurso de casación puesto en su conocimiento. 
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De otro modo, y si dicha caución es presentada fuera del término legal, la sentencia se torna ejecutable 
y se procede conforme la sentencia lo establezca, todo esto sin perjuicio de que se dé el 
correspondiente trámite al recurso de casación. 
Ahora bien, tenemos a la vista dos posibilidades, teniendo en consideración que el recurrente sea un 
particular: 1.- Que el Tribunal de Casación deseche el recurso; y, 2.- Que el Tribunal de casación 
acepte el recurso total o parcialmente con la consecuencia que se modifica la sentencia subida en 
grado. 
De darse el primer caso, no existiría mayor conflicto ya que la ley es clara al establecer que de existir el 
supuesto analizado, el tribunal a quo entregará a la parte perjudicada por la demora, el valor total de la 
caución; en el segundo supuesto, estaríamos frente a la aceptación total o parcial del recurso, para lo 
cual la ley indica que en caso de aceptación total la caución se cancelará por el tribunal a quo; y, de ser 
parcial la Corte determinará el monto de la caución que corresponda ser devuelto al recurrente y la 
cantidad que será entregada a la parte perjudicada por la demora en la ejecución del fallo. 
Surge entonces otra situación, ya que de ser aceptado un recurso por la Corte Nacional de Justicia en 
un caso en el que el recurrente no ha presentado dentro del tiempo la caución y por lo tanto se ha 
ejecutoriado una sentencia, sería el tribunal a quo el encargado de dar los pasos a seguir a fin de que la 
entidad del sector público que ha ejecutado la sentencia, en los casos tributarios - aduaneros que 
específicamente son temas económicos, se restituya este dinero o en su defecto se den de baja de las 
cuentas fiscales las obligaciones que así haya indicado el organismo supremo de justicia.  
Diferencias con el afianzamiento. 
Consta este teman en el artícuo innumerado a continuación del Art. 233 del Código tributario que 
dice:  
 
“Afianzamiento.- Las acciones y recursos que se deduzcan contra actos determinativos de obligación tributaria, 
procedimientos de ejecución y en general contra todos aquellos actos y procedimientos en los que la 
administración tributaria persiga la determinación o recaudación de tributos y sus recargos, intereses y multas, 
deberán presentarse al Tribunal Distrital de lo Fiscal con una caución equivalente al 10% de su cuantía; que 
de ser depositada en numerario será entregada a la Administración Tributaria demandada. 
 
La caución se cancelará por el Tribunal Distrital de lo Fiscal o Sala Especializada de la Corte Suprema de 
Justicia si la demanda o pretensión es aceptada totalmente, la que en caso de ser en numerario generará a 
favor del contribuyente intereses a la misma tasa de los créditos contra el sujeto activo. En caso de aceptación 
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parcial el fallo determinará el monto de la caución que corresponda ser devuelto al demandante y la cantidad 
que servirá como abono a la obligación tributaria; si la demanda o la pretensión es rechazada en su totalidad, 
la administración tributaria aplicará el valor total de la caución como abono a la obligación tributaria. 
 
Esta caución es independiente de la que corresponda fijarse por la interposición del recurso de casación, con 
suspensión de ejecución de la sentencia o auto y de la de afianzamiento para hacer cesar medidas cautelares y 
se sujetará a las normas sobre afianzamiento establecidas en este código.  
 
El Tribunal no podrá calificar la demanda sin el cumplimiento de este requisito, teniéndose por no presentada y 
por consiguiente ejecutoriado el acto impugnado, si es que dentro del término de quince días de haberlo 
dispuesto el Tribunal no se la constituyere.” 
 
En atención al artículo antes transcrito, con fecha 5 de agosto de 2010 la Corte Constitucional para el 
periodo de transición emitió una sentencia que en su parte medular señala:  
“1. Declarar la constitucionalidad condicionada del artículo agregado a continuación del artículo 233 del 
Código Tributario, por el artículo 7 de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, publicada 
en el Tercer Suplemento del Registro Oficial N.º 242 del 29 de diciembre del 2007, relativo al afianzamiento en 
materia tributaria. 
2. Declarar, como consecuencia de lo resuelto precedentemente, que la disposición referida será constitucional, 
hasta que la Asamblea Nacional, en uso de la atribución contemplada en el numeral 6 del artículo 120 de la 
Constitución de la República, realice la reforma necesaria, y por tanto, la norma consultada será constitucional, 
siempre y cuando se aplique e interprete el inciso primero y final del mencionado artículo 7, de la siguiente 
manera: 
“El auto en el que el Tribunal acepte al trámite la acción de impugnación de obligaciones tributarias, fijará la 
caución prevenida en el inciso primero y final de este artículo, y dispondrá que el actor consigne la misma en el 
Tribunal, dentro del término de quince días, contados a partir de su notificación. En caso de incumplir con el 
afianzamiento ordenado, el acto materia de la acción quedará firme y se ordenará el archivo del proceso. 
3. Disponer que todos los Tribunales Distritales de lo Fiscal, a partir de la expedición de esta sentencia, 
apliquen lo resuelto en este fallo respecto a todas aquellas causas que hayan ingresado o ingresen, y cuyo 
trámite esté pendiente por la rendición de la caución del 10%. 
4. Notifíquese al Presidente del Consejo de la Judicatura, a fin de que se disponga a los Tribunales Distritales de 
lo Fiscal y a la Sala correspondiente de la Corte Nacional de Justicia, que den cumplimiento a esta sentencia 




El afianzamiento toma parte de nuestro ordenamiento con la finalidad de garantizar parte de la 
obligación que se adeuda a la administración tributaria, mediante el cual el contribuyente siempre que 
desee acceder al sistema de justicia debe abonar el 10% de la obligación ya determinada, esto debe 
entregarse directamente a la administración tributaria contra la que se plantee la demanda.  
Este valor así depositado, genera intereses, y en genera a la vez tres posibilidades:  
1.- Que el Tribunal falle a favor del contribuyente, en este supuesto la autoridad demanda deberá 
devolver el valor consignado inicialmente más los intereses legales que haya generado dicho monto;  
2.- Que el Tribunal falle parcialmente a favor del contribuyente;  o,  
3.- Que deseche a demanda y declare válido el acto impugnado; en estos dos últimos casos, se abonara 
a la obligación el valor inicialmente consignado a la administración más los intereses que haya 
generado. 
Los Tribunales de acuerdo con la norma analizada y al ser el afianzamiento un requisito indispensable, 
no pueden entrar a calificar la demanda si no se ha cumplido con el pago de dicha garantía. 
 De ninguna manera se puede confundir el afianzamiento con el pago de la caución para suspender la 
ejecución de la sentencia, ya que sus conceptos son clarísimos al establecer la misma ley, que el 
primero de los mencionados es exclusivamente para proceder a calificar la demanda; y el segundo es 
únicamente para suspender el cumplimiento de la sentencia o decisión tomada por el Tribunal y esto 
conlleva a que efectivamente el trámite se ha admitido se han evacuado todas las pruebas solicitadas, se 
las ha valorado y existe una decisión al caso. 
 
2.4.10. Domicilio judicial 
 
En cuanto al domicilio judicial cuando se presente recurso de casación se deberá hacer constar en el 
recurso una casilla judicial en la ciudad de Quito, puesto que en ésta tiene la sede la Corte Nacional de 
Justicia, ésta es la razón por la cual se deberá obligatoriamente fijar casillero bajo ésta situación puesto 
que si no lo hace el recurrente o la parte que conteste el recurso no se le podrá notificar con las 
actuaciones de la Corte Nacional de Justicia en especial de la Sala de lo Contencioso Tributario.  
Debido a que los cinco Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario por su naturaleza se 
encuentran alejados de la ciudad capital más aún unos con otros puesto que tiene jurisdicción en varias 
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provincias dificulta al recurrente fijar esta nueva casilla, pero deberá hacerlo, caso contrario corre el 
riesgo de que su derecho a ser informado y notificado de las actuaciones en su proceso, no lleguen a su 
conocimiento.  
En la actualidad se ha integrado el sistema de casillero electrónico a través del sistema SATJE que 
significa “Sistema Automatizado de Trámites Judiciales del Ecuador”, en la investigación de campo 
realizada la Secretaría de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 
Justicia no se utiliza completamente éste sistema puesto que solo está habilitado para recibir escritos 
mas no para notificar autos, ni realizar providencias; en otras dependencias de la Función Judicial ya se 
lo ha implementado y la secretaría mencionada ya lo implementa también por lo que a futuro ya se 
notificarán las sentencia por medio de éste nuevo sistema.  
Ahora el problema surge cuando el recurrente o la parte que contesta el recurso solamente fijan 
casillero judicial electrónico en ese caso se le solicitará a la parte que ha incurrido en esa circunstancia 
a que fije casillera judicial en la ciudad de Quito, puesto que en la actualidad la Corte Nacional de 
Justicia, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario notifica en esas dependencias mas no 
mediante ningún otro mecanismo por las consideraciones expuestas.  
Ha existido un problema adicional en la presente situación de análisis, que en la actualidad los 
abogados que presentan escritos piden que se les notifique a correos personales, de cuentas no oficiales 
ni nada por el estilo, siendo que para obtener una casilla judicial se debe hacer un trámite en el Foro de 
Abogados en el cual se le asignará a los abogados solamente registrados en el foro una casilla 
electrónica, caso contrario no habrá la posibilidad de que el abogado reciba si casilla judicial 
electrónica, menos aún ser notificado en ella, puesto que si no es una casilla electrónica autorizada por 
el Foro de Abogados no será válida.   
2.4.11. Firma de responsabilidad 
 
En cuanto a las firmas de responsabilidad es necesario que a más de la firma de la persona que es 
titular del proceso, es decir a nombre del directo interesando del proceso o de los directos interesados, 
deberá ir acompañado obligatoriamente de la firma de un abogado en el libre ejercicio de su profesión.  
En caso de personas naturales irá su firma con la de su abogado defensor, o solamente la de su abogado 
defensor ofreciendo poder o ratificación. 
En caso de personas jurídicas se hará constar la o las firmas de los representantes legales de acuerdo al 
caso, puesto que los estatutos de las empresas quienes ostentan la representación legal de la compañía o 
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sociedad pueden ser dos personas, en caso de ser solo una firmará solamente. De igual manera puede 
firmar solo el abogado defensor ofreciendo poder o ratificación de sus actuaciones. Suele suceder que 
las personas jurídicas mediante el Testimonio de una Escritura Pública de procuración judicial o poder 
especial de procuración firme solamente el abogado todas las actuaciones que realice, se advierte que 
las personas naturales también lo pueden realizar.  
La doctrina jurídica expresa: 
“Para la existencia del acto, debe ser firmado por el sujeto impugnante. La firma es un requisito 
esencial del escrito judicial, sin la cual no tiene validez la expresión de voluntad, pero la ley exige 
también que el escrito sea con la firma de letrado”. clxxi(DE LA RÚA 1968, PÁG. 225) 
En caso de las administraciones tributarias deberá firmar la autoridad demandada que comparece a 
juicio y su abogado defensor, de igual manera puede el abogado defensor solamente firmar ofreciendo 
poder o ratificación de su defendido o si es el caso de que la autoridad demandada que haya realizado 
una procuración judicial a favor de su abogado defensor podrá firmar solamente el abogado designado.  
El art. 321 numeral 7 textualmente dice: 
“7. La firma del compareciente, con indicación del número de la cédula de identidad y del registro 
único de contribuyentes, según corresponda, y la firma de su abogado defensor. Si fueren varios los 
demandantes, se aplicará lo dispuesto en el artículo 117”. 
 
Esto aplica para la demanda que se presente ante los Tribunales Distritales de lo Contencioso 
Tributario; pero para el recurso de casación de igual manera se deberá seguir contando con el 
patrocinio y la firma de su abogado defensor.  
 
2.4.12. Posibles reformas en cuanto a los requisitos establecidos en el art. 6 de la Ley 
de Casación.  
 
 
El Proyecto de Código Orgánico General de Procesos que fue aprobado por el Pleno de la Corte 
Nacional de Justicia y presentado ante la Asamblea Nacional del Ecuador el 21 de enero de 2014, que a 
decir del titular de la Corte Nacional de Justicia Dr. Carlos Ramírez Romero “propone un cambio radical 
en el sistema procesal ecuatoriano, trasladando el procedimiento judicial escrito, a uno que imprima mayor 
agilidad y dinamismo, que se desarrolle etapa a etapa, acorde al principio constitucional de oralidad”. 
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El tema planteado del presente trabajo es el análisis de la falta de técnica y especialización de los 
procuradores judiciales y abogados del recurrente para la proposición y fundamentación del recurso de 
casación en materia tributaria, por lo tanto se debe tomar muy en cuenta las futuras reformas que se 
vendrán para la estructura misma del recurso de casación, para lo cual es necesario realizar el siguiente 
análisis comparativo.  
El art. 331 del Proyecto de Código Orgánico General de Procesos establece: 
Art. 331.- Requisitos formales.- El escrito de interposición del recurso de casación, deberá determinar 
fundamentada y obligatoriamente lo siguiente: 
1. Indicación de la sentencia o auto recurridos con individualización del tribunal, que dictó la 
resolución impugnada, del proceso en que se expidió, de las partes procesales; y, de la fecha en que 
se perfeccionó la notificación con la sentencia o auto impugnado; o, con el auto que evacúe la 
solicitud de aclaración o ampliación; 
2. Las normas de derecho que se estiman infringidas; o, las solemnidades del procedimiento que se 
hayan omitido; 
3. La determinación de las causales en que se funda; y, 
4. La exposición de los motivos concretos en que se fundamenta el recurso señalados de manera clara y 
precisa; y, la forma en la que se produjo el vicio que sustenta la causal invocada. 
 
El art. 6 de la Ley de Casación vigente establece: 
Art. 6.- REQUISITOS FORMALES.- En el escrito de interposición del recurso de casación deberá 
constar en forma obligatoria lo siguiente: 
1. Indicación de la sentencia o auto recurridos con individualización del proceso en que se dictó y las 
partes procesales; 
2. Las normas de derecho que se estiman infringidas o las solemnidades del procedimiento que se hayan 
omitido; 
3. La determinación de las causales en que se funda; y, 
4. Los fundamentos en que se apoya el recurso. 
Me permito subrayar los cambios que se incorporarían en caso de aprobarse textualmente el transcrito 
artículo, pues de aprobarse ese código quedaría derogada la Ley de Casación y pasaría a regir 
únicamente el Código Orgánico General de Procesos en todas las materias. 
En primer lugar se incorpora la frase:  
“deberá determinar fundamentada y obligatoriamente lo siguiente:” 
144 
 
Es la primera innovación positiva que se incorpora a los requisitos que debe contener el recurso de 
casación, la palabra “fundamentada”, puesto que creo que ya he analizado lo suficiente en que consiste 
fundamentar el recurso de casación, es más le da el carácter de obligatorio a la fundamentación puesto 
que un recurso que no se encuentra fundamentado tanto hoy como en el mañana, refiriéndome a la 
posible aprobación del referido código, será rechazado.     
También se incorpora: 
Indicación de la sentencia o auto recurridos con individualización del tribunal, que dictó la resolución 
impugnada, del proceso en que se expidió, de las partes procesales; y, de la fecha en que se perfeccionó 
la notificación con la sentencia o auto impugnado; o, con el auto que evacúe la solicitud de aclaración 
o ampliación; 
Ahora se deberán individualizar los siguientes aspectos: 
1. El tribunal que dictó la resolución impugnada 
2. El proceso en que se la expidió 
3. Las partes procesales 
4. La fecha en que se “perfeccionó” la notificación. 
De igual manera me permito subrayar las incorporaciones que tiene este proyecto de artículo, puesto 
que las no subrayadas ya constan en el artículo vigente. Ahora bien, por lo general cuando se hablaba 
del proceso en que se la expidió se incluía también el tribunal que dictó la sentencia, en el poco tiempo 
que he tenido manejando recursos de casación, no he visto ni siquiera uno en el cual no se mencione el 
tribunal que dictó la sentencia, puesto que el recurso de casación se va en contra de la sentencia dictada 
por un determinado tribunal, omitir mencionarlo sería algo impensable, pero considero de que es un 
adelanto para el recurso de casación puesto que al ser un requisito obligatorio deberá constar 
inevitablemente el tribunal que dictó la resolución impugnada, caso contrario el Tribunal A quo, 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario, que es el que revisa si todos los requisitos se 
encuentran presentes para remitir los autos a la Corte Nacional de Justicia, a la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario deberá rechazar el recurso de casación sin más.  
Lo que sí es indiscutible que es una nueva incorporación, es la fecha en que se perfeccionó la 
notificación que al ser un requisito obligatorio de igual manera deberá constar en el recurso; al hablar 
de perfección supongo que se refiere a la fecha en que se realizó la notificación, ya sea de la sentencia 
o con el auto de ampliación o aclaración en caso de que se lo haya interpuesto, ya que de ahí tendrá 
quince (15) días para la interposición del recurso de casación, es decir que de la notificación que haga 
el Secretario Relator del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario se tendrá para presentar 
recurso de casación 15 días, término que para mi criterio es demasiado largo puesto que quince días 
145 
 
término son alrededor de tres semanas; suponga además que el espíritu de la ley supone la igualdad 
ante la ley, en este caso del recurrente que no es la administración tributaria puesto que el nuevo 
artículo no distingue entre organismos del sector público y personas naturales o jurídicas privadas.  
El art. 331 del Proyecto de Código Orgánico General de Procesos establece: 
Art. 329 Término para la interposición del recurso.- El recurso deberá interponerse dentro del término 
de quince días, posteriores a la ejecutoria del auto o sentencia; o, del auto que niegue o acepte su 
ampliación o aclaración. 
El art. 5 de la Ley de Casación vigente establece: 
Art. 5.- TERMINOS PARA LA INTERPOSICION.- El recurso deberá interponerse dentro del término de 
cinco días posteriores a la notificación del auto o sentencia o del auto definitivo que niegue o acepte su 
ampliación o aclaración. Los organismos y entidades del sector público tendrán el término de quince 
días. 
 
Así se entenderá ejecutoriada la sentencia a los tres días, pero se podrá presentar recurso de casación 
hasta 15 días, contado desde el día siguiente a la notificación, término que por ser extenso generará 
reacciones al respecto. Se le ahorrará trabajo al Tribunal que califica el recurso así como al conjuez que 
admita el recurso puesto que es lo primero que se debe verificar en caso de que se interponga recurso 
de casación. Claro está que esa no es la intencionalidad de la ley, pero es un efecto inmediato. Los dos 
requisitos intermedios ya constan en la legislación vigente.  
 
Finalmente, la innovación que trae el numeral cuarto del art. 332 del Proyecto de Código General de 
Procesos supone dos presupuestos: 
 
1. La exposición de los motivos concretos en que se fundamenta el recurso señalados de manera clara y 
precisa; y, 
2. La forma en la que se produjo el vicio que sustenta la causal invocada. 
Éstos si son verdaderos avances para el recurso de casación en materias no penales, puesto que se da un 
salto agigantado en cuanto a la técnica y especialización para fundamentar y motivar el recurso de 
casación, ya que como se ha expresado en el presente trabajo, de acuerdo a la abundante doctrina 
jurídica citada es necesario que el abogado del recurrente tome con más seriedad la interposición de 




Al hablar de exposición de motivos, ya se está incluyendo y obligando al recurrente que motive su 
recurso así como exige que se fundamente el recurso de forma clara y precisa, situación que ya quedó 
analizada en el capítulo II del presente trabajo.  
 
Precisamente lo que se había dicho, es necesario que el recurrente exprese en qué forma y cómo se 
produjo el vicio o el error en la sentencia dentro de la causal que corresponde, caso contrario se deberá 
inadmitir mediante auto o rechazar el recurso de casación propuesto mediante sentencia; puesto que el 
tribunal A quo, es decir el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario solamente se limitará a 
verificar si es que el recurso se ha presentado dentro del término establecido, de acuerdo al art. 330 del 
Proyecto Código Orgánico General de Procesos que a la letra dice:  
 
“Art. 330.- Calificación de la oportunidad del recurso.- La Sala de la Corte Provincial de Justicia de 
que proviniere la sentencia o auto recurrido, se limitará a calificar que el recurso de casación haya sido 
presentado dentro del término previsto para el efecto y  remitirlo de inmediato a la Corte Nacional de 
Justicia. 
De darse los cambios anunciados por el Pleno de la Corte Nacional de Justicia en el proyecto 
presentado se lograría en materia de técnica y fundamentación del recurso de casación un avance 
significativo puesto que ya no existirían tantas inadmisiones y rechazos en sentencia por mal 


















2.5. TRÁMITE DEL RECURSO DE CASACIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA  
 
En el presente capitulo se abordará un tema que muchos de los analistas jurídicos ecuatorianos en 
materia tributario no lo han realizado, es así el trámite mismo de la casación en materia tributaria, que 
al tener serias diferencias con la casación civil,  más aún con la casación penal, debe dársele un análisis 
separado y pormenorizado del resto materias. Es así que centraré mi atención en abordar todos y cada 
uno de los momentos que atraviesa el recurso de casación desde su proposición, pasando por la 
admisión, las audiencias, la sentencia y la posibilidad que existe de interponer el recurso extraordinario 
de protección.  
Como se ha dicho el procedimiento de la casación es primordialmente formal y se deben respetar 
ciertas formalidades jurídicas tanto en el contenido mismo del recurso como en la presentación del 
mismo. En especial lo que se refiere a la interposición formal del recurso que está rodeado de 
importantes formalismos que pueden dar lugar a su rechazo.   
En el recurso de casación en materia tributaria, objeto de nuestro estudio, hay varios fenómenos 
jurídicos distintos, cada uno de los cuales tiene su propio valor.  
Por medio de la interposición del recurso, se le manifiesta al Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Tributario que se hace uso del recurso de casación; la concesión del mismo, es la providencia del 
tribunal que acoge la anterior manifestación y dispone el envío de los autos respectivos a la Corte 
Nacional de Justicia a la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario; la admisión es el auto de la 
Sala de Casación que declara bien concedido el recurso, por cuanto fue interpuesto por persona hábil, 
en tiempo oportuno y contra un fallo susceptible de ser acusado en casación; finalmente, la Corte 
decide si acepta o no la invalidación solicitada contra el fallo de primera y única instancia en materia 
tributaria, por medio de la sentencia de casación.  
Para adentrarme esencialmente en lo mencionado es necesario citar a la doctrina jurídica que dice: 
La principal facultad del tribunal de casación es la de declarar si se ha infringido, efectivamente como 
lo alega el recurrente, la ley, para resolver la casación (anulación) de la sentencia o, si no ha existido 
la infracción invocada, y por consiguiente, se rechaza el recurso.
clxxii
 (VERSCOVI, 1979, 34) 
Es así que a continuación pasaré a exponer punto por punto todos y cada uno de los actos que se realiza 
como efecto de la presentación del recurso de casación en nuestro caso ante el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Tributario.  
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2.5.1. Proposición del recurso de casación ante el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Tributario. 
 
La doctrina jurídica ha expuesto que en cuanto a la proposición del recurso de casación se debe 
verificar tres aspectos que son: el tiempo, el modo y el lugar. A continuación trataré de aplicar lo que la 
doctrina jurídica menciona a la materia tributaria. 
La doctrina jurídica (DE LA RÚA 1968, PÁG. 225)  afirma: 
“La interposición del recurso es el acto que lleva en sí el efecto suspensivo el cual, al traducirse en 




Para la interposición del recurso de casación de acuerdo a la Ley de Casación vigente se debe tener en 
cuenta dos aspectos: 
1. Entidades que pertenecen al sector publico 
2. Personas que no pertenecen al sector publico 
Se ha establecido claramente que para las entidades que pertenecen al sector público podrán interponer 
el recurso de casación hasta en 15 días contando al día siguiente de la notificación; mientras que a las 
personas, tanto naturales como jurídicas, que no pertenecen al sector publico podrán interponer el 
recurso hasta por 3 días. Como se lo menciono al final del capítulo anterior, se vive un régimen de 
desigualdad ante la ley, mismo que en caso de aprobarse el Código Orgánico General de Procesos se 
suprimirá puesto que brinda el mismo término tanto para las entidades que pertenecen al sector público 
y para las personas que no.  
Al respecto De La Rúa (1968) menciona: 
El plazo legal, por lo tanto, empezará a correr para cada interesado desde su notificación. La 
notificación debe ser practicada por el secretario o el empleado que se designe, o por intermedio de la 
autoridad judicial que corresponda si la persona que deba ser notificada está fuera del lugar de asiento 
del Tribunal.  
clxxiv




En caso de ser notificado en diferentes fechas el efecto jurídico será el mismo, analizando que no 
importa el día que sea notificado, lo importante sería, para efectos de conteo, la fecha en que presenta 
el recurso de casación para determinar si es que se encuentra dentro del término.  
Se debe tener en cuenta que en caso de que se haya presentado recurso de ampliación o aclaración  se 
debe esperar la notificación con el auto que resuelva el recurso, al siguiente día de notificado el auto se 




La doctrina habla de que los actos procesales, en cuanto a su forma, pueden ser orales o verbales y 
actuados o escritos. A éste último grupo pertenece el recurso de casación que, por lo tanto no puede 
interponerse mediante protesta verbal aun que de ella se deje constancia en acta. La ley requiere que el 
acto impugnado quede documentado.  
De la clasificación anterior se puede colegir que el modo del recurso se refiere a que el mismo se 
deduce por escrito, es decir se lo debe presentar fiscalmente en pale escrito dado que ese es el modo de 
procedimiento para interponer los recursos ante los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario 
y en general. Deberá contener los requisitos expuestos en el capítulo anterior y deberá presentarse en la 
secretaria del Tribunal que emitió la sentencia.  
“El recurso se interpone por la parte agraviada, si las dos se siente perjudicadas, ambas pueden 
interponerlo. Las dos partes podrán interponer recurso de casación, siempre y cuando lo hagan por 




El lugar se refiere al espacio físico en donde se debe presentar el recurso de casación, muchas de las 
veces han llegado abogados o mensajeros de estudios jurídicos a presentar el recurso de casación en la 
secretaria de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia siendo 




Al respecto la doctrina jurídica dice: 
“(…) La segunda, que el acto impugnativo debe ser materialmente presentado en la sede del tribunal, en la 
oficina del secretario respectivo. En general se admite que no es válida la presentación efectuada en una 
secretaría que no correspondía, aunque pertenezca al mismo tribunal”.clxxvi (DE LA RÚA 1968, PÁG. 225)   
Estaría de acuerdo en el primer pronunciamiento del doctrinario más no en el segundo  que se refiere a 
que no será válida la presentación del recurso aunque sea en otra secretaría; dentro de la legislación 
ecuatoriana vigente se franquea la posibilidad de que también se presente el recurso de casación en 
algún juzgado que se encuentre de turno, inclusive el código de procedimiento civil establece que se 
puede entregar en el domicilio del secretario; aunque es muy difícil que estas dos formas de 
presentación del recurso procedan. 
Es necesario advertir que en nuestra legislación no hay casación oficiosa, requiriéndose siempre que el 
recurso sea interpuesto por la parte que tenga cualidad para ello como veremos luego, aprovechándose 
así el interés individual de los litigantes como estímulo propulsor puesto al servicio del interés público 
en que se traduce la correcta interpretación de la Ley que lleva a cabo, mediante el recurso de casación, 
la Corte Nacional de Justicia  
En otras legislaciones se realiza el anuncio del recurso de casación para luego formalizarlo, en el 
Ecuador se interpone el recurso de casación de manera directa de acuerdo a lo ya anotado.  
 
Efectos de la proposición del recurso de casación en materia tributaria.  
El primer efecto, y el que más le interesa al recurrente, es que no se ejecute la sentencia que va a ser 
recurrida, en éste caso se deberá rendir caución suficiente, bajo los efectos de que en caso de que sea 
una administración tributaria la que recurra la sentencia estará exenta de rendir caución, lo que no 
ocurre con las personas naturales o jurídicas que no pertenecen al sector publico deberán rendir la 
caución suficiente para evitar que se ejecute la sentencia.  
El interés del recurrente en presentar el recurso se traduce en la intención de impugnabilidad subjetiva, 
como lo cataloga la doctrina, es concretamente la utilidad o el perjuicio jurídico moral o económico 
que para las partes puede presentar determinada situación jurídica, en este caso la sentencia. En materia 
tributaria se habla solamente del interés económico tanto para el contribuyente como para el Estado a 




Art. 10.- EFECTOS.- Salvo que el proceso verse sobre el estado civil delas personas, o el recurso haya 
sido interpuesto por los organismos o entidades del sector público, la admisión a trámite del recurso no 
impedirá que la sentencia o auto se cumpla. 
 
Una vez que el Tribunal se ha pronunciado, se espera los tres días que establece la ley para que se 
ejecutoríe una sentencia, si en ese lapso de tiempo no se ha presentado recurso de casación se 
procederá inmediatamente a que se ejecute la sentencia. En materia tributaria la ejecución de la 
sentencia le corresponde a la administración tributaria, puesto que ejerce la acción coactiva y a más de 
eso la mayoría de casos en que se ejecuta, por lógica se refiere a un cobro que se refiere eminentemente 
a tributos que son a favor del Estado.  
Pero si se ha presentado el recurso de casación ante una sentencia que se haya emitido por parte del 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario solicitando se fije la caución suficiente y necesaria a fin 
de que se suspenda la sentencia, quedará suspendida la ejecución de la misma y se fijará en la misma 
calificación del recurso que el recurrente rinda caución suficiente y necesaria para que no se ejecute la 
sentencia, como ya quedó indicado en el capítulo anterior. El doctrinario Enrique Verscovi menciona: 
En virtud de que el de casación es un recurso, conforme a los principios generales que informan a éstos, 
la doctrina considera un presupuesto de mérito de su interposición, el perjuicio que al recurrente cause 
la sentencia. Es de notar que este interés para recurrir aparece requerido por toda la doctrina (aún por 
quienes no consideran la casación un recurso).  O sea que se requiere un interés en el sujeto activo del 
recurso. El interés, requisito de impugnabilidad subjetiva, como lo cataloga la doctrina, es 
concretamente la utilidad o el perjuicio jurídico moral o económico que para las partes puede presentar 
determinada situación jurídica, en este caso la sentencia.  
clxxvii
(VERSCOVI, 1979, p. 37) 
Es necesario que en la proposición del recurso de casación en materia tributaria se verifique que quien 
lo interpone se encuentre legitimado para actuar o comparecer a nombre y en representación de alguna 
compañía o sociedad, ya que por lo general quienes recurren son personas jurídicas que deben estar 
debidamente representadas; debido a que un juicio contencioso tributario por su naturaleza misma o 
por la carga procesal existente puede demorar más de tres o cuatro años tiempo en que puede caducar 
la vigencia del nombramiento del representante legal, en ese caso deberá comparecer el nuevo 
representante legal con su nombramiento  debidamente registrado o si es reelegido por la Junta General 
y Universal de Accionistas en donde se elige representante legal deberá comparecer el mismo. La 
doctrina habla de que se deberá estar legitimado para comparecer en casación y siguiendo los 
principios generales del proceso.  
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“En cuanto a la representación también se deben seguir las reglas generales, dado que no hay norma 
especial. […] En consecuencia, no será necesaria la presentación de poder especial para interponer el 
recurso de casación, bastando el que el apoderado, por ejemplo, usó durante el juicio, si ya ha 
acreditado su personería”.clxxviii (VERSCOVI, 1979, p.  41) 
De ésta manera el primer efecto, y de más peso, es la cuestión de que se ejecute o no la sentencia y 
para que no se ejecute se deberá rendir caución suficiente y necesaria.  
El segundo efecto sería que se inicia a mover todo el engranaje jurídico de la casación, es decir se 
suban los autos al juez superior que en este caso es la corte Nacional de Justicia y que se pase a la Sala 
de Conjueces y luego a la Sala de jueces quienes deben pronunciar sentencia.  
El tercer efecto sería en caso de que exista vicio o error en la sentencia que se corrija la transgresión y 
que se emita la que en derecho corresponda, reparando en sí los derechos del recurrente, utilizando los 
diferentes sistemas de casación y aplicando la norma que corresponda encausando la sentencia de 
acuerdo a lo alegado.  
 
2.5.2. Recurso de Hecho  
 
 
El presupuesto que se requiere en el presente tema es que exista la negativa del Tribunal para conceder 
el recurso de casación. Es importante decir que el recurso de hecho procede tanto en la apelación como 
en la casación civil. Refiriéndome exclusivamente a la materia tributaria, no existe el recurso de 
apelación dentro del juicio contencioso tributario, el único recurso que procede es el de casación para 
ante la Corte Nacional de Justicia, a la Sala especializada de lo Contencioso Tributario.  
He mencionado que ante la negativa del tribunal, en nuestro caso de lo Contencioso Tributario, se 
podrá interponer ante el mismo tribunal que negó el recurso, recurso de hecho valga la redundancia, 
para que el mismo sea el que sin calificar el recurso remita los cuerpos de todo lo actuado a la Corte 
Nacional de Justicia a la Sala de Sorteos para que ésta proceda a sortear al conjuez ponente para que se 
pronuncie si procede o no.  
El art. 9 de la Ley de Casación vigente menciona: 
Art. 9.- RECURSO DE HECHO.- Si se denegare el trámite del recurso, podrá la parte recurrente, en el 
término de tres días, interponer el recurso de hecho. Interpuesto ante el juez u órgano judicial 
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respectivo, éste sin calificarlo elevará todo el expediente a la Corte Suprema de Justicia. La denegación 
del trámite del recurso deberá ser fundamentada.  
 
Concedido el recurso de hecho, se dejarán copias de la sentencia o auto  
recurridos para continuar la ejecución, salvo que el recurrente solicite la suspensión de ésta, 
constituyendo caución conforme lo previsto en esta Ley. 
 
La Sala respectiva de la Corte Suprema de Justicia, en la primera providencia y dentro del término de 
quince días, declarará si admite o rechaza el recurso de hecho; y, si lo admite, procederá conforme lo 
expuesto en el artículo 13. 
 
Del texto transcrito se desprende que el interesado a quien se le niega el recurso de casación dispone, 
en primer lugar, de tres días hábiles contados desde que se le niega el recurso de casación para 
interponer el recurso de hecho al Tribunal que dictó la sentencia para ante la Corte mencionada; y 
como luego el citado artículo ordena, sacar las copias necesarias para la ejecución de la sentencia salvo 
el caso de que solicite rendir caución, con sus efectos propios ya expuestos.  
“Se establece que el recurso de hecho se propondrá ante el mismo tribunal que negó el recurso de 
casación: ello, en obsequio a los litigantes que no se sienten conformes con la sentencia y que hayan 
interpuesto mal el recurso de casación”.clxxix  
Entendería que el doctrinario al mencionar que se concede el recurso de hecho en obsequio al 
recurrente que interpone mal el recurso de casación es en sentido sarcástico, aunque visto desde el 
plano netamente objetivo podría interpretarse como oportunidad que le da la ley al recurrente de que un 
juez superior analice y corrija si es el caso de que se encuentre viciada la sentencia recurrida o que 
rechace el recurso y se confirme en todas sus partes la sentencia recurrida. 
Mi criterio concuerda con la doctrina jurídica, al respecto De La Rúa (1968) menciona: 
“Si el recurso es indebidamente denegado por el tribunal A-quo, el interesado podrá recurrir en queja 
(hecho) y en este caso el tribunal de casación deberá realizar directamente el pertinente examen sobre 
su procedencia, por vía recurso directo”.  clxxx (p. 231)  
En este caso, dentro de la legislación argentina se le denomina al recurso de hecho como de queja, 
puesto que tiene los mismos efectos y su alcance es similar solamente con la diferencia de que al 
término que utiliza el doctrinario “directamente” no se lo cumple a cabalidad puesto que se lo 
interpone ante el mismo tribunal que emitió la sentencia más no el tribunal de casación.  
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2.5.3. Calificación por parte del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario  
 
 
Le corresponde al mismo Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario referirse en cuanto a la 
calificación del recurso de casación, puesto que así lo dispone la Ley de la materia, que textualmente 
dice: 
Art. 7.- CALIFICACIÓN.- Interpuesto el recurso, el órgano judicial respectivo, dentro del término de 
tres días, examinará si concurren las siguientes circunstancias: 
1ra.- Si la sentencia o auto objeto del recurso es de aquellos contra los cuales procede de acuerdo con 
el artículo 2; 
2da.- Si se ha interpuesto en tiempo; y, 
3ra.- Si el escrito mediante el cual se lo deduce reúne los requisitos señalados en el artículo anterior. 
El órgano judicial respectivo, con exposición detallada de los fundamentos o motivos de la decisión, 
admitirá o denegará el recurso. 
 
Es así que la misma ley nos impone los requisitos para la calificación del recurso que se enumeran de 
la siguiente manera:  
1. En primer lugar, se debe verificar si la sentencia o auto recurrido es de aquellos que ponen fin 
a los procesos de conocimiento, es decir, que tengan el carácter de definitivos y que puedan ser 
recurribles, de igual manera para los autos, deben tener fuerza de sentencia ya que al poner fin 
a los procesos de conocimiento cierran la oportunidad de que se prosiga con algún acto 
posterior.  
2. En segundo lugar indica que se debe observar si el recurso fue interpuesto dentro de tiempo, es 
decir dentro de los tres días hábiles de notificada la sentencia al actor, que será 
obligatoriamente una persona que no pertenece al sector público; y, dentro de los 15 días 
hábiles de notificada la sentencia para las administraciones tributarias  
3. Finalmente si el escrito que contiene el recurso de casación reúne los requisitos establecido en 
el art. 6 de la Ley de Casación analizados ampliamente en el capítulo anterior, pero solamente 
verificará si cumple con éstos mas no los analizará.  
 
Es un requisito indispensable que se realice un auto de calificación del recurso motivado, puesto que 
todos los actos que emanen de la administración pública deben tener esta característica, por lo tanto 
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será necesario que se expongan los motivos por los cuales se lo admite; más aún, en caso de denegar el 
recurso de casación puesto que de ese análisis dependerá si no se toman acciones administrativas o 
judiciales contra el tribunal que emitió el auto.  
 
Se podría decir que se puede entender como el momento inicial de la tramitación del recurso de 
casación, para posteriormente hablar de una declaración definitiva de admisibilidad del recurso, aunque 
es muy independiente el criterio de los conjueces con el de los jueces; pero se puede afirmar que 
constituye una fase inicial importante dentro del proceso del recurso de casación  aunque no es 
considerado así por la doctrina jurídica puesto que para Fernando de la Rúa la etapa de casación inicia 
al momento mismo de la presentación del recurso.  
La interposición del recurso es el acto que lleva en sí el efecto suspensivo el cual, al traducirse en 
consecuencias inmediatas de repercusión en el proceso, señala la iniciación de la nueva etapa. 
Podemos entonces concluir que el juicio de casación encuentra su origen en la presentación del 
recurso.
clxxxi
 (DE LA RÚA 1968, PÁG. 225)   
Por lo tanto, una vez presentado el recurso, el Tribunal en principio, que dictó la sentencia impugnada 
procede a aceptar o denegar por la forma y tiempo  el recurso si ha sido interpuesto en la forma y 
término prescritos, por quien puede recurrir y si la resolución impugnada da lugar a él, si no observa 
uno de los requisitos señalados en la ley procederá inmediatamente a denegarlo.  
Con acertada razón el autor citado expone: 
“La decisión debe producirse mediante auto fundado, en el cual el Tribunal se limitará a considerar si 
los requisitos formales de admisibilidad concurren en el caso; no puede tomar en cuenta razones 
vinculadas al fondo de la impugnación, al mayor o menor acierto de sus fundamentos, a la viabilidad de 
sus motivos, a la corrección o exactitud de la sentencia”.clxxxii (DE LA RÚA 1968, PÁG. 225)   
En caso de que el tribunal no motive la decisión de denegar el recurso, se podrá interponer el recurso 
de hecho ya explicado pero el Tribunal que permite esa circunstancia podrá ser objeto de una queja 
dirigida al Consejo de la Judicatura para inicie el procedimiento disciplinario correspondiente y emita 
una sanción, menciono lo presente porque ya se han presentado varios casos referentes al tema.  
De La Rúa menciona y califica que la concesión del recurso por el Tribunal a-quo constituye una etapa 
inevitable del juicio de casación. Sin ella, no hay posibilidad de que el conocimiento del asunto llegue 
al Tribunal de Casación.
clxxxiii




2.5.4. Admisibilidad motivada por la Sala de Conjueces de la Sala Especializada de 
la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia 
 
 
El inciso tercero del art. 182 de la Carta Magna indica: 
 “Existirán conjuezas y conjueces que formarán parte de la Función Judicial”,  
En concordancia con el inciso 2 del art. 201 del Código Orgánico de la Función Judicial que reza:  
“Integrar, por sorteo, el Tribunal de tres miembros para calificar, bajo su responsabilidad, la 
admisibilidad o inadmisibilidad de los recursos que corresponda conocer a la sala especializada a la 
cual se le asigne…”. 
La doctrina jurídica menciona que: 
El tribunal competente para dicha calificación de admisibilidad es la propia Corte de Justicia que 
entiende en la casación.
clxxxiv
 
Una vez que el Tribunal A quo, es decir el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario ha emitido el 
auto de calificación en el que ordena que se eleven los autos a la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia para que conozca el recurso de casación, en primer lugar 
ingresará a la Sala de Sorteos de la mencionada institución a fin de que se radique la competencia 
mediante acta de sorteo, que debe constar en el proceso, para uno de los conjueces de la Sala 
mencionada admita o inadmita motivadamente el recurso de casación.  
En ese sentido Enrique Verscovi menciona: 
“En el derecho comparado, en general prevalece el sistema de un previo y sumario juicio de 
admisibilidad de acuerdo con el modelo que estableció originalmente la casación francesa. Allí la 
“chambre de requetés” considera los aspectos formales y resuelve el rechazo o la admisión del recurso; 
en este último caso sin fundar, para no entrar a pronunciarse sobre aspectos que luego podrán ser 
resueltos por la sentencia”.clxxxv 
A continuación paso a analizar detenidamente en que consiste en primer lugar la inadmisión y sus 




2.5.5. Inadmisión  
 
La inadmisión a cargo de los Conjueces de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario 
integrado por un tribunal es el que emitirá el informe motivado de inadmisión en el que se observarán 
varios aspectos, entre ellos:  
1. Que el recurso se haya interpuesto dentro del término previsto en la Ley de Casación, 
responsabilidad que le corresponde al tribunal A quo, pero que en el análisis respectivo los 
conjueces no descuidan esa posibilidad;  
“Si el recurso no se ha fundado DENTRO DE LOS TÉRMINOS LEGALES, La Corte dicta un auto declarándolo desierto 
y condenando en costas a la parte recurrente. La providencia que tal cosa declara debe llevar las firmas de los 
magistrados que componen la Sala de casación”.clxxxvi (p. 142)  
2. Se verifica que la parte que interpone el recurso se encuentre legitimada para hacerlo, en caso 
contrario se deberá emitir una providencia solicitando al recurrente ratifique las actuaciones 
del abogado y justifique su actuación en casación.  
 
3. Se analiza si cumple con todos y cada uno de los requisitos del art. 6 de la Ley de Casación, ya 
explicado en el capítulo anterior, que en caso de no cumplir con uno de aquellos requisitos 
inmediatamente se deberá inadmitir el recurso de casación planteado, es decir en caso de que 
no haya realizado una correcta descripción en cuanto a la indicación de la sentencia, la 
indivudlizacion del proceso y las partes procesales; las normas de derecho que se consideran 
infringidas, la determinación de las causales en que se fundamenta y los fundamentos que 
utiliza al deducir el recurso de casación.  
En efecto, entre las condiciones que la Corte Nacional de Justicia, en nuestro país, debe apreciar 
para admitirlo en el acto de calificación de grado, está la de, si el escrito introductorio se fundó en 
forma legal. Y cuando la ley se refiere a las condiciones del escrito introductorio, establece que en 
él se hará primero la mención de las normas de derecho infringidas y segundo la invocación de las 
causales legales de la casación. En consecuencia si no se hace estas menciones o la causa de 
casación se invoca, por ejemplo, no es legal, el escrito será rechazado (inadmitido) 




4. Si es el caso de que no se encuentran uno de los requisitos mencionados inmediatamente se 
procederá a inadmitir el recurso.  
El efecto mismo de la inadmisión es que se devuelve el proceso al Tribunal que dictó la sentencia para 
que se ejecute la sentencia por medio de la administración tributaria, es decir, inmediatamente volverán 
los autos al Tribunal a quo, para que en la brevedad del caso ejecute la sentencia emitida por él mismo, 
en caso de que el recurrente haya rendido caución suficiente y necesaria, caso contrario a la época de la 
admisión la sentencia deberá ejecutarse.  
“En cuanto a la sentencia de admisibilidad será, en ambos casos declarativa. La que rechaza el recurso 
dejará, por consiguiente intacta la sentencia impugnada y sus efectos se retrotraen a la fecha de ésta. El 
expediente será devuelto al tribunal y este lo enviará al juzgado para la ejecución de la sentencia” 
.
clxxxvii
 (p. 109) 
Como se había mencionado anteriormente no es conveniente que de buenas a primeras el recurso sea 
inadmitido, puesto que no solamente se está jugando con los intereses del recurrente sino con la 
institución misma de la casación. 
Este rechazo, por lo demás importa, en cierto modo, un fracaso de la institución. Porque una de dos, o 
una gran cantidad de recursos se interponen en forma inhábil y sin perspectiva siquiera de ser 
considerados o se rechazan indebidamente. En ambos casos la institución traición los fines previstos 
por el legislador. Los abogados y la Corte de Justicia, entonces, tienen gran responsabilidad al 
respecto. 
clxxxviii
 (p. 96.)  
 
 Es en este preciso momento en donde se verifica que los procuradores judiciales y abogados del 
recurrente carecen de una técnica y experiencia a más de una especialización al momento de interponer 
el recurso de casación, más aún en una materia técnica como es la materia tributaria que se deben 
compaginar las actuaciones en el sentido contributivo con la ley. Finalmente la secretaria de la Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia procederá a la devolución 
al tribunal de origen. 
Si la Corte decide que el recurso es inadmisible, dispone en ese mismo auto que los autos sean 




2.5.6. Admisión  
 
 
La admisión del recurso de casación en materia tributaria se ha convertido en un segundo filtro previo a 
que conozca el juez nacional ponente de la causa, es decir la fase de admisibilidad del recurso es la 
antesala que existe antes de que el Juez ponente que se referirá en cuanto al fondo mismo de la 
casación, mismo que se convierte en un examen exhaustivo de los requisitos que se han establecido en 
la ley. Prácticamente la admisibilidad es la ratificación de la calificación realizada por la Sala a quo y 
la procedencia  del recurso que se expresa mediante un auto que necesariamente debe constar en la 
cartilla de casación puesto que a esa admisión tendrá que sujetarse el juez al momento de dictar 
sentencia.  
“La admisibilidad es una cuestión previa y generalmente de hecho. La procedencia es el resultado del 
examen del recurso e implica resolución de las correspondientes cuestiones de derecho. Puede decirse 
entonces, que la admisibilidad es el derecho a revisar la sentencia impugnada, y la procedencia la 
declaratoria con o sin lugar del recurso”.clxxxix (DUQUE SÁNCHEZ, 1979 p. 165) 
Suele suceder que, en caso de que se haya presentado el recurso de casación fundamentado en dos o 
más causales, los conjueces encargados de la admisión pueden aceptar solamente una de ellas, 
quedando insubsistentes el resto, lo que causaría el efecto de que el juez por más que intente o necesite 
pronunciarse referente a las causales no admitidas no lo podrá hacer, ya que el conjuez motivadamente 
debió haber inadmitido y esa es la tarea fundamental de ellos. Es cuestión de los conjueces en caso de 
que se presente acción extraordinaria de protección emitir el informe en derecho que requiere la Corte 
Constitucional referente a la inadmisión de una causal.  
“En cambio, para la procedencia el recurso debe haber sido admitido y formalizado, porque ella 
supone el examen del recurso mismo, es decir, el examen de las infracciones denunciadas y demás 
cuestiones planteadas en el escrito”.cxc (DUQUE SÁNCHEZ, 1979 p. 165) 
Es una característica universal del procedimiento de la casación qué tenga, como la mayoría de los 
extraordinarios, una fase previa en la cual se analiza la admisibilidad del recurso para darle entrada, 
luego de cuya fase recién se inicia el estudio de fondo, esto es, la procedencia o no de la casación.  
En cuanto al efecto mismo de la admisión del recurso de casación en materia tributaria es que se 
seguirá sustanciando el proceso de casación.  
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“En cambio, si admite el recurso, ordena que se continúe la sustanciación del proceso. 
Ejecutoriado el auto que tal cosa disponga, entra nuevamente el informativo al despacho del 
magistrado ponente para los efectos legales”.cxci (DUQUE SÁNCHEZ, 1979 p. 44) 
Una vez admitido el recurso de casación por los Conjueces de la Sala se corre traslado y se pone en 
conocimiento de las partes la recepción del proceso. Inmediatamente se le concede el término de cinco 
días para que se dé contestación al recurso de conformidad con lo establecido en el art. 13 de la Ley de 
Casación.  
Respecto al escrito de contestación al recurso la doctrina jurídica lo denomina como contra réplica de 
la siguiente manera: 
“El recurrido puede combatir el recurso en un escrito denominado contra réplica. No es obligatorio y 
su carácter es el de esclarecer puntos que se consideren quedaron oscuros en la impugnación o para 
combatir los alegatos del recurso. Fundado en el tiempo el recurso, se da traslado de la demanda a la 
parte opositora por quinde días (cinco días), para que formule su alegato”.cxcii (PÉREZ VIVES, 1946, 
126) 
La contestación al recurso no es obligatoria, y no afecta en dada la decisión final del Tribunal en caso 
de que se case la sentencia, simplemente es una garantía que tiene la otra parte para contestar a un 
recurso que se ha planteado y que puede defender la sentencia que no le causa agravio  
“Recién luego de dictada la sentencia de admisión es que se concede, a la contraparte, traslado del 
recurso si se le dio entrada”.cxciii(MORALES 1963 110) 
Puede darse el caso de que las dos partes hayan presentado el recurso de casación ante el Tribunal 
Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario e la 
corte Nacional de Justicia 
En este caso resulta conveniente, por razones de economía procesal, que en el mismo acto los 
Conjueces confieran traslado simultaneo a cada uno del recurso de su oponente y presentada la 
contestación, en ningún caso, se corre nuevo traslado. Lo que se busca es que se conceda el derecho de 
las partes que tienen para contestar fundamentadamente algo que puede afectar sus intereses, esa es la 
oportunidad que le da la ley para que conozca del recurso y que conteste en los términos que 
corresponda, casi siempre es defendiendo a la sentencia recurrida.  
Ejecutoriado el auto de admisión regresará nuevamente a la Secretaria de la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario a fin de que se proceda a un nuevo sorteo, pero ya no para la admisión, sino 
para el juez ponente que integra el Tribunal de jueces de casación que éstos si se referirán al fondo 
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mismo de la casación y si es el caso emitirán la sentencia que corresponda en derecho, corregirán la 
sentencia venida en grado o también pueden rechazar el recurso de casación, los efectos mencionados 
se analizarán al final del presente capitulo.  
“Este procedimiento permite juzgar si el recurso reúne los requisitos indispensables para ser tratado y tiene 
como propósito depurar la actividad de la Corte o su trabajo de fondo, de múltiples recursos que no se 
ajustan a aquellos. En especial porque, como veremos, el recurso de casación está sujeto a severas 
condiciones de admisibilidad, en especial la invocación de motivos determinados”.cxciv (VERSCOVI, 1979, 
34) 
 
2.5.7. Audiencia en estrados  
 
La Ley de Casación en su art. 14 indica que las partes pueden solicitar audiencia en estrados en el 
término de tres días siguientes al establecido en el art. 13 que se refiere al traslado que se corre a la otra 
parte para que conteste el recurso de casación en el término de 5 días, vendido el término de cinco días 
se podrá solicitar audiencia en estrados mediante oficio presentándolo en la secretaria de la Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia. 
La audiencia en estrados constituye en el proceso de casación la parte oral del proceso en el que los 
jueces que integran el tribunal podrán hacer preguntas sobre los puntos de derecho que se refieren a la 
litis, así como solicitar al recurrente o a la otra parte que aclare o amplié algún punto que aún no le 
quede claro al juez, puesto que al ser escuchadas las partes será fundamental que se tome en cuenta al 
momento de resolver la causal lo expresado por las partes en la adiciona.  
“La audiencia constituye el acto central del juicio de casación; es la oportunidad fijada para la 
discusión de las cuestiones que por medio del recurso se llevan a conocimiento del Tribunal 
Superior”.cxcv (DE LA RÚA 1968, PÁG. 235)   
Las audiencias en estrados se realizan en el Messanine de la Corte Nacional de Justicia en la Sala de 
Audiencias los días martes de cada semana en dos horarios de 10h00 a 11h00 y también de 11h00 a 
12h00 de acuerdo al cronograma establecido en la secretaria de la sala mencionada y de acuerdo al 
calendario de audiencias general establecido por la Corte Nacional de Justicia.  
La doctrina al respecto indica: 
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“Expirado el término del traslado al opositor, si alguna de las partes lo solicita dentro del 
tercer día, o si la Corte estima conveniente, de oficio, señalase el día en que las partes deben 
ser oídas en audiencia pública que se celebra en la forma establecida para los juicios 
ordinarios en segunda instancia y ante cuatro, por lo menos, de los magistrados que 
componen la Sala”.cxcvi (PÉREZ VIVES, 1946, 143) 
En la audiencia misma se deberá observar los siguientes aspectos: 
1. Que se integre el tribunal juzgador que deberá escuchar los argumentos que exponga la parte 
que solicitó la audiencia; en caso de ausencia de uno de los integrantes del tribunal, podrá 
integrar el tribunal uno de los conjueces oficiados para que actúe en su reemplazo.  
2. Que el secretario de la Sala proceda a dar lectura de la providencia en que se concede la 
audiencia 
3. Que se constate que el día y la hora de la audiencia se lleva a cabo fielmente 
4. Que la presidenta o el presidente del tribunal declare instalada la audiencia 
5. Que los exponentes usualmente tiene el tiempo de 20 a 30 minutos para ser escuchados 
6. Que el mismo tiempo que se concedió para la exposición del solicitante sea para la otra parte.  
7. No es obligatorio que el tribunal realice preguntas, pero si las hay las partes deberán responder 
o abstenerse de responder.  
8. Que se declare concluida la audiencia 
9. Que el secretario o secretaria certifique y siente una razón en la que consten las partes que 
intervinieron en la audiencia, las horas y la fecha en que se la realizó.  
Puede darse el caso de que concurra a la audiencia solamente la parte que solicitó la audiencia, en ese 
caso se procederá a instalar la audiencia y a escuchar los argumentos que exponga, pero en caso de que 
concurra la parte la cual no solicitó la audiencia, en ese caso comúnmente suele suceder que no se 
instala la audiencia por falta de expositor.  
En la audiencia, el presidente declara abierto el acto y concederá la palabra al abogado del recurrente.  
En efecto, la presidenta o presidente de la Sala que integra el tribunal deberá dar la palabra al 
solicitante por medio de su abogado que generalmente es el que pide la audiencia. La audiencia puede 
ser diferida y de ser el caso no llevarse a cabo, la ley establece que el diferimiento puede ser por una 
sola vez, que puede ser de oficio o a petición de parte. De La Rúa (1979) también habla de esta 
situación en los siguientes términos. 
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“Si una parte concurre, la audiencia debe efectuarse con los que asistan, sin que se perjudique el 
derecho de los que no se presentaron, la inasistencia no implica deserción”.cxcvii 
En caso de que no se haya solicitado la audiencia y vencido el término para solicitarla, inmediatamente 
se procederá a sustanciar los oficios que se encuentren pendientes y se pasará el proceso al despacho 
del juez ponente para que proceda a elaborar el proyecto de sentencia. De igual manera Pérez Vives 
(1946) al respecto menciona: 
“Terminada la audiencia, o vencidos los tres días mencionados sin que fuera solicitada o decretada, los 
autos pasan al despacho del Ponente para que construya su proyecto de sentencia”.cxcviii (p. 143) 
La doctrina jurídica habla de que se pueden presentar alegatos o informes en derecho una vez 
concluida la audiencia en los siguientes términos. 
“Surtida la audiencia, las partes pueden dentro de tres días presentar por escrito un resumen de sus 
alegaciones orales, por lo cual si no hay audiencia no habrá alegatos orales y tampoco materia para 
hacer resumen, como no lo habrá si una de las partes no ha alegado verbalmente. Vencido el plazo para 
aducir los resúmenes, debe pasarse el asunto para sentencia”.cxcix (p. 128) 
En efecto, se receptan alegatos en la Secretaría de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario 
luego de la audiencia mismos que se incorporaran a la cartilla de casación y se deberán sustanciar de 
acuerdo a la Ley.  
 
2.5.8. Audiencia informal 
 
La segunda actuación oral dentro del proceso del recurso de casación es la audiencia informal, que la 
Sala Especializada de lo Contencioso Tributario ha convenido en realizarla para que las partes antes de 
que se dicte sentencia sean escuchadas y expongan sus alegatos. Como lo menciona su mismo nombre 
es una audiencia informal que tiene breves diferencias con la audiencia en estrados, así la audiencia 
informal se realiza en el despacho de uno de los miembros del tribunal, el tiempo que tiene cada parte 
para exponer sus argumentos es de 10  minutos ya que la audiencia en general dura alrededor de 30 
minutos, se las realiza los días jueves en los horarios de 15H30 a  16H00 y de 16H00 a 16H30, los 
jueces de igual manera podrán realizar preguntas respecto del caso y las partes contestar de acuerdo a 
lo que crean conveniente.  
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Esta audiencia se da debido a que anteriormente había la costumbre de que los abogados de las partes 
concurrían a los despachos de los jueces  a ser escuchados pero desde que se dispuso que ninguna de 
las partes procesales podrá ser recibida en el despacho de los jueces a ser escuchada y únicamente 
podrán ser escuchadas mediante audiencia informal contando siempre con la presencia de la otra parte 
que debe ser notificada de la realización de la mencionada audiencia.  
 
2.5.9. Sentencia  
 
 
Una vez que he llegado al momento cúspide del recurso me permito realizar un breve análisis de lo que 
constituye la sentencia de casación. En primer lugar, pienso que es necesario insistir en que la Corte 
Nacional de Justicia, en general y específicamente la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario, 
debe fallar dentro de los términos del recurso, el cual, por su carácter jurídico, va a excluir el “iura 
novit curia” dentro de ciertos límites. Es decir que la Sala especializada tiene limitados sus poderes por 
los términos en que se planteó el recurso, dentro de los motivos en que se funda el mismo y conforme a 
la causal alegada, situación que ya fue advertida también anteriormente. En casación debe existir una 
estrecha correlación entre el contenido del recurso y la sentencia, no pudiendo la Sala Especializada 
examinar cuestiones que no han sido planteadas en el escrito de formalización, criterio que es reiterado 
por la doctrina jurídica a cargo del Dr. Pérez Vives (1946) que expresa: 
“Así no puede llevarse la amplitud de la Corte hasta declarar causales de oficio, o deducir un concepto 
de infracción de la ley sustantiva no expresado por el recurrente, ni señalar textos no citados por el 
mismo, ni deducir errores de hecho o de derecho no alegados en la demanda de casación, ni finalmente, 
invalidar un fallo por mala apreciación de probanzas no determinadas; en una palabra el recurso debe 
amoldarse a los principios más esenciales de su técnica, sin que pueda la Corte corregir aquellos 
defectos u omisiones que lo lleven a un irremediable fracaso, mediante una interpretación de la 
demanda que, más que amplia sería notoriamente anticientífica”. cc( p. 143) 
La sentencia de casación emitida por la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia, que al prosperar alguna o todos de las causales invocadas, el recurso equivale a 
una sentencia de anulación del fallo recurrido de acuerdo a los fines y el término casación, siempre ha 
de someterse a la estructura jurídica y doctrinaria de una sentencia.  
Al respecto es necesario que se revise el segundo numeral del presente trabajo, ya que dentro del 
análisis de la causal quinta del art. 3 de la Ley de Casación se ha analizado doctrinariamente las 
165 
 
características de la sentencia en general y el proceso de su elaboración, es decir, debe contener la parte 
expositiva, la parte considerativa y la parte resolutiva.  
“La sentencia de casación contiene las tres partes clásicas de las sentencias de instancia: la narrativa, 
la motiva y la dispositiva, si bien existe en ella un complejo de distintas resoluciones, una para cada 
infracción denunciada”.cci (DUQUE SÁNCHEZ, 1979, P. 239) 
 
La diferencia que existe entre la sentencia del Tribunal A quo y la sentencia de casación es que en la 
primera de las mencionadas se analizan todos y cada uno de los actos que se realizaron en el proceso 
contencioso tributario, es decir se expone la demanda, la contestación a la demanda y la práctica de las 
pruebas ordenadas y practicadas, posteriormente se realizan los considerandos que motivan la 
resolución final; mientras que en la sentencia de casación se expone en primer lugar el recurso de 
casación, la contestación al recurso, los considerandos por los cuales se analiza por separado todos y 
cada uno de los cargos alegados por el recurrente y finalmente se emite la resolución final.  
Mientras en el fallo inferior la narrativa, la motiva y el dispositivo se refieren de una manera general a 
toda la problemática fáctica y jurídica planteada por los litigantes, el fallo de casación contiene 
potencialmente en la parte motiva un grupo de decisiones de menor categoría, pero todas autónomas y 
diferenciadas, sobre las infracciones.
ccii
 (DUQUE SÁNCHEZ, 1979, P. 239) 
 




CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 
 

















2.1.- (identificación del recurso) 
2.2.- (fundamentación del recurso)   
2.3.- (admisibilidad del recurso) 
2.4.- (contestación del recurso) 




3.1.- Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente recurso, de 
conformidad con lo dispuesto en el numeral 1 del art. 184 de la Constitución de la 
República del Ecuador, en concordancia con el art. 1 de la Codificación de Ley de 
Casación y el numeral 1, segunda parte, del art. 185 del Código Orgánico de la Función 
Judicial. 
 
IV.- VALIDEZ PROCESAL 
 
4.1.- No se observa del proceso ninguna circunstancia que pueda afectar la validez 
procesal y no existe nulidad alguna que declarar; por lo que, estando los autos para 




V.- PLANTEAMIENTOS JURÍDICOS DEL RECURSO 
 












7.1.- Como se evidencia, (conclusión) 
 
7.2.- Por las razones expuestas, la Corte Nacional de Justica, Sala de lo Contencioso 
Tributario, administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por 





8.1.- CASAR, NO CASAR, CASAR parcialmente, (según sea el caso) la sentencia 
recurrida por…, con base en las consideraciones puntualizadas en el acápite V de la 
presente sentencia. 
8.2.- Sin costas 
8.3.- Notifíquese, publíquese y devuélvase a la Sala de origen. 
 
 
Ahora pasaré a analizar punto a punto la sentencia de casación: 
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1. El encabezado de la sentencia por lo general debe indicar: 
a. La actuación de la Corte Nacional de Justicia 
b. La Sala Especializada de donde proviene la sentencia 
c. El juez ponente que mediante sorteo conoce del recurso.  
d. La ciudad siempre será Quito al ser la sede de la Corte Nacional y la fecha y la hora de 
notificación. 
Así por ejemplo: 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 
 




Quito, 15 de marzo de 2014, las 11H30 
 
 
La parte expositiva se realizaría de la siguiente manera:  
 
1. En primer lugar la palabra vistos denota que se refiere a un auto o una sentencia, que es el caso 
que me ocupa. 
2. En segundo lugar se hará mención de la jurisdicción por la cual conocen del recurso los jueces 
que van a firmar la sentencia, es decir, en éste momento los jueces justifican su actuación. A 
continuación un ejemplo de la actual conformación de la Sala Especializada de lo contencioso 







1.1.- Conocemos la presente causa en virtud de la Resolución No. 004-2012 de 25 de enero de 2012 
emitida por el Consejo de la Judicatura, Resoluciones Nos. 7-2012 y 03-2013 de 27 de junio de 2012 y 
22 de julio de 2013, respectivamente, dictadas por el Pleno de la Corte Nacional de Justicia, Oficios 
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Nos. 2398-SG-CNJ-IJ y 2399-SG-CNJ-IJ de 23 de diciembre de 2013 expedidos por el Dr. Carlos 
Ramírez Romero, Presidente de la Corte Nacional de Justicia, y del sorteo que consta en el proceso. 
3. En cuanto a los antecedentes, ya se da a conocer de forma centrada las diferentes piezas procesales 
que se presentaron para ser consideradas en casación así como la actuación de los conjueces referentes 
a la admisibilidad del recurso, la contestación y lo que el Tribunal A quo ha mencionado en sus 
considerandos así como es su parte resolutiva.  
La doctrina establece que: 
“La narrativa o expositiva se refiere a las disposiciones legales denunciadas por el recurrente y a los 
fundamentos de derecho y derecho que sustentan las denuncias, con señalamientos de la infracción de 






2.1.- (identificación del recurso) 
2.2.- (fundamentación del recurso)   
2.3.- (admisibilidad del recurso) 
2.4.- (contestación del recurso) 
2.5.- (qué dijo el tribunal de instancia en la sentencia o auto impugnado)  
 
4.- En cuanto a la competencia que asumen los jueces en razón de la materia se debe 
mencionar en la sentencia, para el caso de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario 
de la Corte Nacional de Justicia corresponde el art. 185 numeral 1 del Código Orgánico de la 
Función Judicial.  
III.- COMPETENCIA 
3.1.- Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente recurso, de conformidad con lo 
dispuesto en el numeral 1 del art. 184 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia 
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con el art. 1 de la Codificación de Ley de Casación y el numeral 1, segunda parte, del art. 185 del 
Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
1. El juez ponente debe verificar si en la tramitación del proceso no se ha evidenciado causa de 
nulidad alguna, así como tiene que declarar la validez procesal de todo lo actuado, además 
mencionar que se ha emitido el auto que le enuncia al recurrente que su recurso está siendo 
analizado por los jueces y que se estará próximo a emitir sentencia que es “autos para dictar 
sentencia”. 
IV.- VALIDEZ PROCESAL 
4.1.- No se observa del proceso ninguna circunstancia que pueda afectar la validez procesal y no existe 
nulidad alguna que declarar; por lo que, estando los autos para resolver, se considera.  
 
6. El juez, una vez descrito así el panorama jurídico del recurso procederá a individualizar los cargos 
que se alegaron o plantearon en el recurso, así por ejemplo: 
V.- PLANTEAMIENTOS JURÍDICOS DEL RECURSO 




7.  A continuación se iniciará la parte considerativa de la sentencia de casación exponiendo que el 
recurso de casación es un recurso netamente formal y que su interposición exige varias condiciones y 
requisitos. Considero, a criterio personal que, ésta es la parte más importante de la sentencia puesto que 
se exponen los motivos, argumentos y fundamentos de la resolución final.  
La doctrina manifiesta que: 
“La parte motiva comienza generalmente con alguna de esas habituales expresiones “la Sala observa” o 
“la Corte observa” y a continuación se expone la doctrina sobre la cuestión jurídica planteada por la 
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denuncia del recurrente. Esta es desde luego, la parte más importante y la que está llamada 
esencialmente a confirmar la jurisprudencia anterior o a reformarla o abandonarla”. cciv 
Como había quedado explicado en el numeral 2 del presente análisis se deben analizar de acuerdo a un 
criterio lógico jurídico las causales alegadas, es así que se ha generado un orden lógico y coherente 
para esto mismo que ha sido recogido por el Proyecto Código General de Procesos entregado a la 
Asamblea Nacional en enero de 2014. El art. 326 del mencionado proyecto a la letra dice: 
Art. 326. Causales.- El recurso de casación sólo podrá fundarse en las siguientes causales: 
1. Cuando se haya incurrido en aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de 
normas procesales que hayan viciado al proceso de nulidad insubsanable y hubieren influido por la 
gravedad de la transgresión en la decisión de la causa, siempre que la respectiva nulidad no hubiere 
quedado convalidada legalmente; 
2. Cuando la sentencia o auto no contuvieren los requisitos exigidos por la ley o en su parte dispositiva se 
adoptaren decisiones contradictorias o incompatibles; así como, cuando no cumpliere el requisito de 
motivación; 
3. Cuando se haya resuelto en la sentencia o auto lo que no fuera materia del litigio; o, se hubiere 
concedido más allá de lo demandado, o se hubiere omitido resolver algún punto de la controversia; 
4. Cuando se haya incurrido en aplicación indebida, falta de aplicación; o, errónea interpretación de los 
preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, siempre que hayan conducido a una 
equivocada aplicación o a la no aplicación de normas de derecho sustancial en la sentencia o auto; y, 
5. Cuando se haya incurrido en aplicación indebida, falta de aplicación; o, errónea interpretación de 
normas de derecho sustancial, incluyendo los precedentes jurisprudenciales obligatorios, que hayan sido 
determinantes en la parte dispositiva de la sentencia o auto. 
Ese sería el orden lógico y coherente del cual he venido hablando en el presente estudio, puesto que la 
doctrina jurídica y la correspondiente legislación comparada ya toma en consideración el actual orden 
para el análisis de las causales, por lo tanto de aprobarse el proyecto de código referente a éste artículo 
el juez de casación deberá respetar el orden impuesto por la Ley para el análisis de las causales 
alegadas.  
La doctrina reafirma el contenido del proyecto y mi criterio personal al mencionar que:  
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El primer orden de motivos que debe considerar el Tribunal es el relativo a la inobservancia de formas 
procesales denunciadas porque su acogimiento, en tanto acarrearía la nulidad del fallo, impediría el 
pronunciamiento respecto de la aplicación de la ley sustantiva. 244 DE LA RUA
ccv
 
Lo mencionado ya ha sido analizado en el 2.3.1. Del presente estudio y en el orden lógico y concreto 
de las causales se derivaría que la posible reforma a efectuarse sería un avance jurídico tremendo para 
la casación ecuatoriana.  
Pero en materia de los casales invocadas por el recurrente, sigue las normas que a continuación se 
expresan: 
a. Cuando no prospera ninguna de ellas, debe examinarlas separadamente  todas a fin de 
rechazarlas. 
b. Cuando está llamada a prosperar alguna, basta el examen que de ella se haga, por lo cual la 
Corte no está obligada a estudiar las demás, ya que la información del fallo puede apoyarse en 
dicha causal.  
El orden del examen debe ser: en primer lugar las causales in procediendo y luego las in indicando, 
conforme lo explicamos al hablar de la demanda de casación. O sea que si se han propuesto de las unas 
y de las otras, pero alguna de las in procedendo es suficiente para casar el fallo, será con su fundamento 
como se quiebre aquel, aunque las in indicando estuvieran destinadas a prosperar. 275 MORALES 




8. En la decisión se debe hacer constar una conclusión sucinta y lógica de los motivos expuestos en los 
considerandos guardando total coherencia entre lo expresado con la conclusión a emitirse que es la 
antesala para la resolución final. Posteriormente se incluirá a formula de las sentencias que establece el 






7.1.- Como se evidencia, (conclusión) 
7.2.- Por las razones expuestas, la Corte Nacional de Justica, Sala de lo Contencioso Tributario, 
administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución 
y las leyes de la República.  
9. Finalmente pronuncia su resolución final que puede contener diferentes aspectos y efectos jurídicos 
a tratarse en los siguientes tres puntos. Pero es necesario mencionar  que el juez en estar parte 
resuelve en mérito de su motivación y fundamentación no puede ser la sentencia contradictoria y 
deberá abordar todos los puntos que abarque el recurso.  
De La Rúa (1979)  afirma que: 
La sentencia del tribunal de casación puede encuadrar en alguna de estas cuatro posibilidades:  
A. Rechazo del recurso 
B. Acogimiento del recurso por inobservancia de formas procesales 
C. Acogimiento del recurso por inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva 
resolviendo el caso conforme a la ley y a la doctrina cuya aplicación se declare, sin 
reenvío a nuevo juicio 
D. Simple rectificación de errores de derecho no esenciales.  ccvi 
La sentencia debe contener decisión expresa sobre cada una de las cuestiones sometidas a la resolución 
del Tribunal. Conviene reiterar ahora esos conceptos, bajo el ángulo de la estructura de la sentencia. En 
realidad, la exigencia de que ella conste de una parte resolutiva completa, expresa, precisa y clara.  
Hernando Morales menciona lo siguiente: 
“La sentencia de casación debe contener decisión sobre: 
1. Cada una de las infracciones alegadas 
2. Si procede o no la casación del fallo recurrido; ordenar en consecuencia, si debe ser dictado un 
nuevo fallo sobre el fondo, o se ha lugar la reposición del juicio.  
3. Acerca de las infracciones no alegadas que advierten los sentenciadores, sin casar el fallo por 
estas infracciones 
4. Sobre las cosas del recurso 





8.1.- CASAR, NO CASAR, CASAR parcialmente, (según sea el caso) la sentencia recurrida por…, 
con base en las consideraciones puntualizadas en el acápite V de la presente sentencia. 
8.2.- Sin costas 
8.3.- Notifíquese, publíquese y devuélvase a la Sala de origen. 
 
Finalmente es necesario anotar lo que el doctrinario Duque Sánchez, con total razón menciona: 
 
La parte dispositiva, contiene la decisión sobre la denuncia y mediante ella se acoge o rechaza la 
infracción denunciada. Descrita así la sentencia de casación podemos decir que mientras el interés 
individual queda en realidad satisfecho en la parte dispositiva, en cambio, el interés público, encuentra 
su satisfacción en la parte motiva.
ccviii
 
2.5.10. Efectos jurídicos cuando se casa una sentencia  
 
La sentencia que acoge el recurso tiene a nuestro juicio naturaleza constitutiva. En efecto, esta 
sentencia anula la del tribunal, la cual queda a partir de ese momento, sin efecto. Al respecto Verscovi 
menciona:  
“Esto es independiente de que, en la sentencia compleja que existe cuando se acoge a la nulidad por 
razón de fondo, la Corte se pronunciará, además, sustituyendo la sentencia dictada y emitiendo la que a 
su juicio corresponda. Y esta parte será declarativa, constitutiva o de condena, según corresponda a la 
sentencia sustituida”.ccix 
El Tribunal de Casación en materia Tributaria al igual que en el resto de materias, al declarar la nulidad 
de una sentencia, debe entrar a conocer el proceso tal como lo realizan los juzgados y tribunales a quo, 
en este contexto debe analizar todo lo actuado, peticiones, pruebas actuadas, y todo aquello sobre lo 
cual se haya trabado la litis; en este contexto debe basar su fallo realizando un análisis exhaustivo y 
emitiendo una sentencia de mérito que sustituirá a la anterior sobre la cual se declaró nulidad. 
Texto tomado del Recurso No. 506-2011: “…3.1.- Sobre las problemáticas planteadas, esta Sala considera 
pertinente analizar en primer lugar el problema jurídico planteado en el literal d) del numeral 2.3 de la presente 
resolución, para posteriormente proseguir con los demás problemas de ser el caso: a) La causal quinta del 
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artículo 3 de la Ley de Casación dispone: “Cuando la sentencia o auto no contuvieren los requisitos exigidos 
por la Ley o en su parte dispositiva se adoptan decisiones contradictorias o incompatibles.”. Este cargo se 
refiere a la transgresión de normas relacionadas con la estructura, contenido y forma de la sentencia o auto, la 
que se configuraría de dos formas: Por defectos en la estructura del fallo que se dan por la falta de requisitos 
exigidos por la ley para la sentencia o auto; y, por incongruencia en la parte dispositiva del fallo, en cuanto se 
adoptan resoluciones contradictorias o incompatibles. b) El Art. 273 del Código Tributario establece: “Art. 
273.- Sentencia.- Concluida la tramitación el tribunal pronunciará sentencia dentro de treinta días de 
notificadas las partes para el efecto. Antes de sentencia, las partes podrán presentar informes en derecho o 
solicitar audiencia pública en estrados, con igual finalidad.- La sentencia será motivada y decidirá con claridad 
los puntos sobre los que se trabó la litis y aquellos que, en relación directa a los mismos, comporten control de 
legalidad de los antecedentes o fundamentos de la resolución o acto impugnados, aun supliendo las omisiones en 
que incurran las partes sobre puntos de derecho, o apartándose del criterio que aquellos atribuyan a los 
hechos.”. (El subrayado es de la Sala). De conformidad con la Constitución de la República publicada en el 
Registro Oficial N
o
 449 de 20 de octubre de 2008, aplicable al momento de emitir el fallo, se determina en su 
parte pertinente: “Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, 
se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: … 7. El derecho de las 
personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: … l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán 
ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que 
se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados.” (El subrayado es de la Sala). Por su parte el artículo 274 y el 
inciso primero del artículo 276 de la Codificación del Código de Procedimiento Civil, disponen respectivamente 
que: “En las sentencias y en los autos se decidirán con claridad los puntos que fueren materia de la resolución, 
fundándose en la ley y en los méritos del proceso; a falta de ley, en precedentes jurisprudenciales obligatorios, y 
en los principios de justicia universal.”. “En las sentencias y en los autos que decidan algún incidente o 
resuelvan sobre la acción principal, se expresará el asunto que va a decidirse y los fundamentos o motivos de la 
decisión…”. c) Es por demás claro que la motivación es uno de los requisitos esenciales que deben cumplir las 
decisiones de las funciones públicas, ya sea en el ámbito administrativo o judicial. Motivar es explicar la manera 
en que las normas jurídicas son aplicables a los hechos controvertidos y definidos en la litis del proceso, luego 
de que éstos han sido verificados en base a las pruebas debida y legalmente actuadas. Anteponiendo esta 
premisa como antecedente, esta Sala Especializada procede a analizar el contenido del fallo recurrido, 
desglosando lo siguiente: que existe una transcripción extensa y casi textual de las afirmaciones de las partes en 
sus respectivos escritos de impugnación y contestación; la verificación de la competencia del Tribunal de 
instancia para conocer la causa; la declaración de validez del proceso; desde el considerando CUARTO se 
realiza una reseña de las pruebas que el actor ha presentado, esto es, copia del fallo N
o
 21-2008 emitido por la 
Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, en el que se ordena al Servicio 
de Rentas Internas se pronuncie sobre el fondo del asunto, dentro del juicio de impugnación en contra de la 
Providencia de Improcedencia N
o
 917012005RREV000358 de 29 de julio de 2005, así mismo, copia de dicha 
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providencia de improcedencia y la relación circunstancial de una exhibición de documentación contable de la 
empresa actora, señalando que se ha nombrado peritos insinuados por las partes y que los mismos han dado 
contestación a los correspondientes pliegos de preguntas, dejándose constancia que el perito insinuado por la 
empresa actora ha realizado un análisis exhaustivo de la documentación y que ha acompañado una gran 
cantidad de documentos para justificar sus aseveraciones, más sin embargo, la Sala no ha dado cuenta de qué 
documentación ha sido anexada por el perito, ni la importancia de la misma para la resolución del caso; se ha 
citado lo dispuesto en el Art. 258 del Código Tributario, norma que se refiere a la carga de la prueba, y que la 
misma le corresponde al actor, así como del segundo inciso del Art. 259 ibídem el cual trata acerca que le 
corresponderá la prueba a la Administración Tributaria de los actos administrativos que han sido impugnados 
por los contribuyentes, respecto de aquellos en los que se haya concluido la existencia de la obligación tributaria 
y su cuantía; la Sala de instancia ha señalado que en la emisión de la Resolución impugnada no se ha observado 
lo previsto en el Art. 144 del Código Tributario que trata acerca de la tramitación del recurso de revisión (no se 
señala cómo es que ha ocurrido tal inobservancia), que de la misma manera ha existido caducidad conforme el 
numeral 1 del Art. 94 ibídem (sin efectuar análisis alguno de cómo es que se ha evidenciado la caducidad de la 
facultad determinadora) y que se ha violado también lo previsto en la norma constitucional del numeral 7 del 
Art. 76 relacionada con el derecho a la defensa de las personas, sin que se explique o detalle cómo ha ocurrido 
tal violación constitucional y de qué manera ha afectado al actor; continúa la Sala de instancia citando el Art. 
270 del Código Tributario, el cual contiene los principios de valoración de las pruebas en materia tributaria, y 
que establece criterios de valoración de las pruebas aportadas en el proceso, así tenemos que, a falta de prueba 
plena se deberán considerar las pruebas semiplenas, siempre que las mismas le ayuden al juzgador a encontrar 
la verdad procesal; sin embargo de lo anotado en dicha norma, la Sala a quo simplemente emite su criterio 
respecto de la importancia de las pruebas dentro del espectro procesal y la obligación que tienen los operadores 
de justicia de fundamentar sus decisiones conforme lo ordenan los Arts. 274, 275, 276 y 280 del Código de 
Procedimiento Civil, sin efectuar análisis alguno respecto de la pertinencia de cada una de las pruebas 
aportadas por las partes ni su valor para la decisión de la causa, por último en esta parte la Sala cita los Arts. 
75 y 82 de la Constitución de la República, sin efectuar relación alguna con el caso en discusión; continuando 
con el análisis, la Sala de instancia hace mención equivocada del numeral 4 del Art. 130 del Código Tributario, 
que se refiere a las facultades jurisdiccionales de las Juezas y Jueces, en virtud que la norma invocada relativa a 
la motivación, lleva implícita dicha orden para los operadores de justicia, más no para la Administración 
Tributaria, órgano administrativo que tiene la obligación de emitir sus actos administrativos debidamente 
motivados conforme reza la Constitución de la República en el Art. 76, numeral 7, literal l) como norma 
fundamental, así como los artículos 69, 81 y 103 del Código Tributario; para finalizar, la Segunda Sala del 
Tribunal Distrital de lo Fiscal N° 2 con sede en Guayaquil cita el Art. 139 del Código Tributario y lo relaciona 
con la falta de motivación de los actos administrativos sin realizar el nexo con los hechos apreciados en el 
proceso, y sin señalar las razones por las cuales se aplicaría dicha norma al caso en estudio. En este punto, esta 
Sala de Casación considera que el hecho de reproducir en extenso las aseveraciones de las partes, el citar 
distintas normas jurídicas y no analizar conforme al ordenamiento jurídico las pruebas aportadas en el proceso, 
que permitan verificar las alegaciones de los comparecientes; es totalmente ajeno a los requisitos establecidos 
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en la norma para la emisión de la sentencia. En consecuencia el fallo recurrido conforme el Art. 76, numeral 7 
literal l) de la Constitución de la República adolece de nulidad al no cumplir con el requisito de motivación; por 
tanto se configura la causal quinta del Art. 3 de la Ley de Casación, con lo que se resuelve el problema jurídico 
planteado en el literal b) del numeral 2.3 de la presente sentencia y se declara la nulidad del fallo, sin que sea 
meritorio entrar en el análisis de los demás problemas jurídicos planteados y conforme el Art. 16 de la Ley de 
Casación, en base a los hechos contemplados en la sentencia, este Tribunal debe expedir la sentencia que 
corresponde.” 
En el caso de reenvío, como ya quedó explicado anteriormente, solamente cuando proceden 
determinadas causales se puede utilizar la institución del reenvío, no siempre se podrá utilizar puesto 
que las situaciones jurídicas de cada causal son diferentes.  
Vérscovi (1979) menciona: 
“En nuestro derecho, que sigue el régimen español, el reenvío solo se produce cuando la casación se 
pronuncia por violación en la forma, pues si se produce en cuanto al fondo, la Corte, luego de casar la 
sentencia, dictará en su lugar la que procediere, reemplazando los fundamentos jurídicos erróneos por 
los que estimare verdaderos”ccx (p. 118) 
En atención al reenvío del expediente para que sea el mismo Tribunal a quo el que expida la sentencia 
que corresponda, el mismo procede cuando al realizar el estudio del fallo recurrido, el Tribunal de 
Casación verifica que existen transcripciones textuales de los diferentes pedidos o pruebas actuadas por 
las partes procesales y que se mencionan normas legales sin que las mismas se subsuman a los hechos 
controvertidos; con el agravante que dicha redacción sea incomprensible y no se pueda realizar un 
análisis del fallo para poder analizar las peticiones del recurrente; o en su defecto el reenvío ocurre 
cuando no existe como tal una sentencia de mérito y existe simplemente un auto de archivo pero sin 
fundamentos o con un fundamento erróneo.  
Texto tomado del Recurso No. 22-2011: “… 3.2.- Planteada la problemática, esta Sala Especializada formula las siguientes 
consideraciones: a) Como primer elemento para el análisis de la sentencia recurrida es determinar si la referencia a la falta 
de motivación de la Sentencia del Tribunal de instancia, situación que puede causar la nulidad del fallo, es o no un motivo 
válido alegado por el recurrente. Para el efecto, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 76 numeral 7 
literal l) señala que: “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el 
derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: […] 7. El derecho de las personas a la defensa 
incluirá las siguientes garantías: […] l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia 
de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren 
debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados” (el subrayado y 
la negrilla es de la Sala); adicionalmente el artículo 273 del Código Tributario, a la letra dice: “Art. 273.- […] La sentencia 
será motivada y decidirá con claridad los puntos sobre los que se trabó la litis y aquellos que, en relación directa a los 
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mismos, comporten control de legalidad de los antecedentes o fundamentos de la resolución o acto impugnados, aun 
supliendo las omisiones en que incurran las partes sobre puntos de derecho, o apartándose del criterio que aquellos 
atribuyan a los hechos…”; de la lectura de estos textos, tanto el de la norma constitucional como el de la norma legal, se 
puede colegir, que es requisito fundamental, elevado a rango constitucional, la motivación de una sentencia, la falta de la 
misma, tiene como efecto la nulidad de dicho fallo. Motivar es subsunción de la norma a los hechos fácticos del caso 
concreto y la jurisprudencia ha manifestado que los requisitos para una debida motivación son que ésta sea expresa, clara, 
completa, legítima y lógica. La doctrina cuando se refiere a la motivación, manifiesta: “[…] toda sentencia debe ser 
motivada, esto es, contener las razones o fundamentos para llegar a la conclusión o parte resolutiva. La falta de motivación 
está ubicada en la causal 5 del artículo 3 de la Ley de Casación y tiene como efecto la anulación del fallo […]” (Santiago 
Andrade Ubidia, en su obra “La Casación Civil en el Ecuador”, pág. 136); En el caso sub iudice, la Sala observa que el fallo 
impugnado, se limita a transcribir íntegramente el libelo de la demanda, la contestación de la misma, luego reproduce todo 
lo solicitado en el término de prueba por parte de la compañía actora; el Considerando Cuarto, que se refiere a la prueba, 
pero este considerando es oscuro, se hace una transcripción de los DUI’s, existe una oscura y confusa redacción que no 
permite a esta Sala comprender y entrar a analizar el fallo, para verificar y determinar si existen los vicios alegados por el 
recurrente. Adicionalmente se evidencia que no existe una apreciación clara de las pruebas y no hay una subsunción de la 
norma frente a los hechos fácticos, por tanto, existe falta de motivación del fallo. En el Considerando sexto el Tribunal A quo, 
se limita a transcribir las normas pertinentes a la motivación, pero no cumple con lo que mandan dichas normas, motivar es, 
enunciar las normas o principios jurídicos en que se funda un fallo y explicar la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de los hechos; el reproducir las alegaciones de las partes, sus pedidos y varias normas sin la debida correlación 
de los hechos con las normas pertinentes al caso. De lo expuesto, esta Sala evidencia que se ha configurado la causal 
primera del artículo 3 de la Ley de Casación, por la falta de aplicación de los artículos 76 literal l) del numeral 7 de la 
Constitución de la República; inciso segundo del 273 del Código Tributario y 274, 275 y 276 del Código de Procedimiento 
Civil, produciendo el efecto de nulidad previsto en la norma constitucional ya mencionada. En consecuencia esta Sala 
declara la nulidad de la sentencia del Tribunal A quo.- Por las consideraciones expuestas y al no existir pronunciamiento de 
mérito, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN 
NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y  LAS LEYES DE 
LA REPÚBLICA, expide la siguiente:  
SENTENCIA 
Casa la sentencia y dispone que vuelva el proceso al juez de origen a efectos de que, a la brevedad posible, se pronuncie 
sobre el fondo del asunto controvertido. Llámase la atención a los señores Jueces de la Cuarta Sala del Tribunal Distrital de 
lo Fiscal N° 2, por no realizar una debida sentencia de mérito. Notifíquese, publíquese y devuélvase.” 
Texto Tomado del Recurso 126-2011: “CUARTO: El cuestionamiento al auto resolutorio formulado por el Gerente del 
Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, está relacionado con el alcance que la Sala de instancia da al contenido de la 
Disposición Transitoria 10.4 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, en base a la cual ordena el archivo del juicio. Para 
resolver, esta Sala especializada formula las siguientes consideraciones: 4.1. El juicio propiciado por el representante de la 
Empresa SERVICIOS MARÍTIMOS Y LOGÍSTICOS SEMALOG S.A., lo formula en contra de la providencia No. GGN-DRR-
RE-1262 de 12 de julio de 2006, por la que el Gerente General de la CAE declara sin lugar el reclamo administrativo de 
impugnación, declarando la validez de la Rectificación de Tributos No. P-046.07-03-06-1137 levantada en contra de la 
Empresa actora; 4.2. Las normas en las que funda el auto resolutorio la Sala juzgadora, son el art. 41 y la Disposición 
Transitoria 10.4 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, las que a la letra señalan: “Art. 41.- REGIMEN TRIBUTARIO.- 
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Para las empresas públicas se aplicará el Régimen Tributario correspondiente al de entidades y organismos del sector 
público, incluido el de exoneraciones, previsto en el Código Tributario, en la Ley de Régimen Tributario Interno y demás 
leyes de naturaleza tributaria. Para que las empresas antes mencionadas puedan beneficiarse del régimen señalado, es 
requisito indispensable que se encuentren inscritas en el Registro Único de Contribuyentes, lleven contabilidad y cumplan 
con los demás deberes formales contemplados en el Código Tributario, esta Ley y demás leyes de la República. Las empresas 
públicas que presten servicios públicos estarán exentas del pago de regalías, tributos o de cualquier otra contraprestación 
por el uso u ocupación del espacio público o la vía pública y del espacio aéreo estatal, regional, provincial o municipal, para 
colocación de estructuras, postes y tendido de redes.”;  La Disposición Transitoria 10.4.: “Como consecuencia de lo 
dispuesto en el artículo 41 de esta ley, queda sin efecto todo proceso de determinación directa, complementaria o presuntiva 
que se hubiera iniciado en contra de cualquiera de las personas jurídicas que como consecuencia de la expedición de esta 
Ley, están sujetas a su ámbito de aplicación, incluyendo aquellos procesos iniciados como sociedades cuyos pasivos han sido 
asumidos por la empresa pública, mediante la instrumentación de cualquier figura mercantil o societaria permitida por la 
Ley, incluso antes de la vigencia de la misma, quedando por tanto sin efecto toda orden de determinación, acta borrador, 
actas definitivas y en general toda clase de juicios contenciosos tributarios derivados de cualquier acto administrativo de 
determinación tributaria”, (el subrayado es de la Sala); 4.3. De las disposiciones legales transcritas se desprenden dos 
hechos: a) Que las empresas públicas, reguladas por esta ley se acogen al régimen tributario de las entidades del sector 
público; y, b) que quedan sin efecto todos los juicios contencioso tributarios derivados de cualquier acto determinativo de 
obligación tributaria, a las empresas que se rigen por la ley en cuestión, por lo que el sentido y alcance de la norma no puede 
ser otro que el determinado por el legislador, que incluye a todos los juicios contenciosos de naturaleza tributaria, siempre 
que estén vinculados con cualquier acto de determinación impulsado por la Administración, como lo es una Rectificación de 
Tributos que es el tema en discusión; 4.4. Sin embargo, en el caso es necesario dilucidar si la Empresa actora, se encuentra 
inmersa en el contenido de la referida disposición; al respecto y como lo reconoce expresamente en su demanda, SEMALOG 
S.A. es una persona jurídica de derecho privado, creada mediante escritura pública celebrada en la Notaría Primera del 
Cantón Quito   el 3 de marzo de 1993, inscrita en el Registro Mercantil el 29 de julio de 1993; no consta del proceso que se 
haya acogido al proceso previsto en la Disposición Transitoria Segunda 2.1.1 y 2.1.8 de la misma ley, por lo que su 
naturaleza no es de empresa pública a la que le aplicaría la norma, ni menos que se haya acogido a  “aquellos procesos 
iniciados como sociedades cuyos pasivos han sido asumidos por la empresa pública, mediante la instrumentación de 
cualquier figura mercantil o societaria permitida por la Ley”, que sería la otra opción; tampoco es aplicable el criterio 
jurisprudencial vertido en la sentencia 147-2009 de 23 de febrero de 2010, pues no existe una empresa pública, que ocurre en 
el caso en referencia y el hecho de que sea FLOPEC, ésta sí empresa pública, única accionista de la empresa actora, no 
ubica el tema en el contenido de las normas referidas por la Sala de instancia en el auto cuestionado; por lo que a todas 
luces, existe la aplicación indebida  acusada. Al haber dispuesto el archivo de la causa, no existe sentencia de mérito.---------
-------------------------------------------- 
Por lo expuesto,  sin que sea necesario realizar otras consideraciones, la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL  PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y, POR AUTORIDAD 
DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, casa el auto recurrido y dispone que el proceso regrese a la 
Sala de instancia a efectos de que a la brevedad posible, pronuncie sentencia de mérito. Sin costas. Notifíquese, publíquese y 
devuélvase.” 
Entendiendo que el tribunal de casación actúa como máximo intérprete del derecho debe emitir las 
sentencias con una responsabilidad única, puesto que de sus sentencias dependerán muchas de las 
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veces los criterios de los jueces inferiores. Inclusive de acuerdo a la investigación de campo realizada 
los jueces tienen la consigna de que solamente deberán regirse al recurso y dar a quien lo que le 
corresponde.  De La Rúa (1968) afirma: 
“La actividad del tribunal de casación se limita a la aplicación de la norma jurídica que corresponda, 
de acuerdo a la doctrina o interpretación que se la declare. Su decisión viene, de este modo a integrar 
la sentencia originaria que constituye la verdadera condena. La casación se decreciere solamente al 
adecuado encuadramiento jurídico de la condena ya pronunciada, de la cual la atribución del hecho se 
mantiene inmodificable.
ccxi
 (p. 251) 
Si la causal acogida es una in procedendo, la Corte no entra a actuar como tribunal de instancia, sino 
que declara en qué estado queda el juicio y dispone el envío de los autos al tribunal de origen, para que 
dicte nuevo fallo o determine lo procedente, con arreglo a la ley.  Este es el único caso de reenvío por 
la ley, en virtud de que la Corte no llegó a dictar sentencia de mérito, pues los impedimentos procesales 
determinantes de las causales respectivas no se lo permitieron.  
2.5.11. Efectos jurídicos cuando se casa parcialmente una sentencia 
 
Puede que prosperen solamente uno o varios cargos, pero que éstos no lleven a quebrar toda la 
sentencia recurrida, sino una parte de ella, es decir, algunas de sus ordenaciones o disposiciones. En 
ese supuesto han debido estudiarse todos los cargos restantes, a fin de rechazarlos.  
Hernando Morales (1963) afirma que: 
“Si tal ocurre, la sentencia de instancia reemplaza la que profirió el tribunal únicamente en la parte en 
que fue infirmada, de modo que subsiste en lo demás, y así debe decirlo la Corte, sea por que limita la 
suya a dichos puntos, sea porque incorpora a la que profiere los que no varían de la sentencia del 
tribunal, tesis ultima que ha prevalecido”. ccxii (P. 126) 
 
Cuando el Tribunal de Casación, en su fallo indica que casa parcialmente una sentencia, debe 
especificar qué cargo o cargos alegados por el recurrente son aceptados, ya que el acto administrativo 
impugnado se modifica en parte y esto afecta directamente tanto a la administración como al 
administrado; y dicho punto debe ser claro para que al momento de la ejecución de la sentencia no 
haya inconvenientes. 
Texto tomado del Recurso 512-2010: “…3.2.- Planteada la problemática, esta Sala Especializada formula las 
siguientes consideraciones: a) Sobre la glosa por costo de ventas, se considera que, ante el cuestionamiento del 
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recurrente de que el Tribunal A quo considera justificados los gastos por la documentación constante a fs. 62 a 
99 de los autos, aun cuando las peritos contables en mérito a la misma documentación han obtenido valores 
diferentes, evidenciando que el Tribunal A quo ha dejado de aplicar los arts. 270 del Código Tributario y 115 del 
Código de Procedimiento Civil, relativos a la valoración de la prueba; se  toma en cuenta que en reiterada 
jurisprudencia de la Sala se ha mencionado que cuando se hace  referencia a la causal primera del artículo 3 de 
la Ley de Casación, entraña el análisis de tres formas diferentes de infracción del derecho, correspondientes al 
error in judicando o error en juicio, las cuales se constituyen en tres equivocaciones diferentes que puede 
perpetrar un juzgador: El vicio de “aplicación indebida” de las normas de derecho, se produce, cuando el 
juzgador equivocadamente atribuye a una disposición legal sustantiva, general, impersonal y abstracta, un 
alcance que no tiene, utilizándola para declarar, reconocer o negar un derecho, en un caso particular, 
determinado y concreto, disposición que es diferente a la relación sustancial del precepto y que por tanto no 
debía utilizar. La “falta de aplicación”, es la omisión que realiza el juzgador en la utilización de las normas, que 
debían clara y razonablemente utilizarse en una situación concreta. “La errónea interpretación” de las normas 
de derecho, consiste en la falta que incurre el juez al dar erradamente a la norma jurídica aplicada, un alcance 
mayor o menor o distinto, que el descrito por el legislador, tipificándose entonces lo mencionado por el 
recurrente, sobre la falta de valoración de las pruebas, en la causal tercera del artículo 3 de la Ley de Casación, 
causal que no es alegada por el recurrente, por lo que esta Sala se ve impedida de pronunciarse sobre el tema; y, 
b) Sobre las glosas por provisión de mercadería para destrucción y provisión por círculo de excelencia y 
distinción: para lo cual se analizará si se aplica al caso el artículo 7 de la Ley de Régimen Tributario Interno, 
cuyo texto dispone que el ejercicio económico anual contempla el lapso comprendido entre el 1 de enero y el 31 
de diciembre de cada año; considerando si es lógico o no que un gasto de un año pueda ser reconocido en otro. 
Para el efecto, la Sala considera que conforme las aseveraciones que realiza la empresa actora (Ver fojas 32 
vuelta y 33 de los autos) se realizó el registro de dichas provisiones en el ejercicio 1999, por lo que no podrán 
tomarse en cuenta para el ejercicio 2000, año al que se refiere el acto impugnado, por lo que se confirma la 
glosa.---------------------------------------------------- 
IV.- DECISIÓN 
Por estas consideraciones, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional, 
ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR 
AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, expide la siguiente: --------------------
------------------ 
SENTENCIA 
1.- Casa parcialmente la sentencia en los términos establecidos en el literal b) del punto 3.2 de los 







2.5.12. Efectos jurídicos cuando se rechaza un recurso de casación   
 
El Tribunal de casación al rechazar de plano un recurso, está indicando que queda en firme la sentencia 
subida en grado, con todos los efectos jurídicos que esto conlleva tanto para el administrado como para 
la administración. Por lo que esto conlleva bien al cobro efectivo de una deuda o a la baja de las 
cuentas fiscales de la administración. Al respecto Verscovi (1979) menciona: 
“La sentencia que rechaza el recurso, cualquiera sea su fundamento, será una sentencia mere 
declarativa. Decimos cualquiera que sea su fundamento porque, como lo hemos dicho creemos que es 
posible aún un esta etapa, que el rechazo se funde en razones de admisibilidad del recurso o de falta de 
presupuestos procesales”. ccxiii (p. 116)  
En ningún sentido la sentencia de casación que rechaza el recurso de casación podrá modificar la 
sentencia emitida por el inferior, en nuestro caso el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario. La 
doctrina lo reafirma indicando que: 
“Nos parece que, dentro de nuestro ordenamiento, la sentencia que rechaza el recurso no puede 
modificar la sentencia recurrida en sus motivaciones”. ccxiv (p. 116) 
Otro doctrinario afirma: 
Los efectos de la resolución del tribunal de casación cuando el recurso es rechazado, se retrotraen a la 
fecha de la sentencia definitiva que resulta por esa vía confirmada, expedita en su eficacia jurídica.
ccxv
 
Texto tomado del Recurso No. 44-2012: “…3.1.- En cuanto a la causal primera del artículo 3 de la Ley de 
Casación, esta Sala Especializada considera pertinente señalar lo siguiente: 3.1.1.- La causal referida establece: 
“Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas de derecho, incluyendo los 
precedentes jurisprudenciales obligatorios, en la sentencia o auto, que hayan sido determinantes de su parte 
dispositiva.”. En esta causal se prevén tres formas diferentes de infracción del derecho, correspondientes al 
error iudicando o error en juicio, las cuales se constituyen en equivocaciones diferentes que puede incurrir un 
juzgador. La indebida aplicación, que es lo alegado por el recurrente, se produce, cuando el juzgador 
equivocadamente atribuye a una disposición legal sustantiva, general, impersonal y abstracta, un alcance que no 
tiene, utilizándola para declarar, reconocer o negar un derecho, en un caso particular, determinado y concreto, 
disposición que es diferente a la relación sustancial del precepto y que por tanto no debía utilizar. Esta causal es 
una violación de forma directa, sin desvío, en la que necesariamente se deben aceptar íntegramente la totalidad 
de los hechos que declara probados la sentencia. En esta forma de violación de la ley no es aceptable hacer 
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referencias a cuestiones fácticas o probatorias, es decir, no se puede debatir aspectos probatorios, y menos aún 
se puede disentir de la valoración y alcances probatorios porque se trata de falsos juicios sobre las normas 
jurídicas sustanciales. 3.1.2.- El artículo 46 de la Ley de Hidrocarburos dispone: “Durante el período de 
exploración, el Estado recibirá un derecho superficiario no menor de diez sucres por hectárea y por año. El 
pago se hará por todo el año dentro del mes de Enero. En el caso de que el primer pago no corresponda a un 
año completo, se lo hará en proporción a los meses respectivos.”. Una vez analizado la sentencia emitida por el 
Tribunal de Instancia, esta Sala Especializada advierte que la norma denunciada no es aplicada en el mismo, 
por lo que la alegación planteada por el recurrente de que dicha norma fue indebidamente aplicada no tiene 
asidero y por lo tanto es improcedente.--------- 
V.- DECISIÓN 
5.1.- Por lo expuesto sin que sea necesario realizar otras consideraciones, la Sala de lo Contencioso Tributario 
de la Corte Nacional, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, expide la 
siguiente: -- 
SENTENCIA 
1. Se desecha el recurso de casación interpuesto.”  
 
2.5.13. Aclaración y Ampliación  
 
La aclaratoria de la sentencia solo tiene lugar en cuanto a las partes obscuras en el juicio. Es decir 
cuando en la sentencia se evidencian partes en las cuales no se entiende lo que necesita expresar el 
Tribunal, siendo necesario que se interponga el recurso de aclaración para que se proceda a 
inmediatamente a aclarar la oscuridad  que tiene el recurrente, siendo que el interés del recurrente en 
cuanto a  la Administración de Justicia y referente a la sentencia debe quedar agotada sin que le quede 
la menor duda al recurrente de que se está aplicando la norma de forma correcta.  
Tanto la aclaración y aplicación son recursos fundamentales puesto que buscan suplir el error o vacío 
involuntario del Tribunal, en especial del juzgador, puesto que al analizar detenidamente la sentencia 
puede ser que se divague en algún contenido de la misma, siendo necesario que se aborde el tema 
obscuro o que genera dudas al recurrente.  
En materia tributaria el Art. 274 del Código Tributario, norma aplicable a la aclaración y ampliación en 
materia contenciosa tributaria, dice que la aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la 
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ampliación tendrá lugar cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos controvertidos o se hubiere 
omitido decidir sobre multas, intereses o costas. 
Al respecto, es importante indicar que el pedido de aclaración y/o ampliación se lo debe realizar en 
atención a lo manifestado en el Código de Procedimiento Civil (norma supletoria en materia tributaria), 
que en su Art. 281 dice:  
“El juez que dictó sentencia, no puede revocarla ni alterar su sentido en ningún caso; pero podrá 
aclararla o ampliarla, si alguna de las partes lo solicitare dentro de tres días.” En caso de la dicha 
solicitud sea extemporánea la misma se niega de plano. 
De haberse presentado el correspondiente petitorio dentro de los plazos, le corresponde al Tribunal de 
Casación verificar que se hayan resuelto todos los puntos controvertidos y que la sentencia no adolezca 
de obscuridad; ya que de haber existir, es el mismo Tribunal quien debe manifestarse al respecto. 
Texto tomado del Recurso No. 437-2010: “…SEGUNDO: En el presente caso, la empresa recurrente solicita 
que se aclare la sentencia referente a los siguientes puntos: a) Que, la sentencia recurrida no ha sido dictada por 
la Quinta Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 2 con sede en Guayaquil como lo afirman en su parte 
expositiva, sino por la Quinta Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 1 con sede en Quito; b) Que, se aclare 
la contradicción que oscurece el fallo de casación con lo dispuesto por “…el artículo según el cual los 
comprobantes de retención que reúnan los requisitos para su validez sustentan crédito tributario por el impuesto 
retenido y con el Art. 270 del Código Tributario, según el cual las pruebas semiplenas se valorarán “según el 
valor que tengan dentro del más amplio criterio judicial o de equidad…”; c) Que, el fallo de casación no 
resuelve el punto controvertido respecto de si la norma que establece los intereses compensatorios a favor del 
sujeto pasivo correrán desde la fecha de interposición del reclamo de pago indebido o excesivo es confiscatoria 
de los intereses causados desde la fecha del pago hasta aquella. Adicionalmente el recurrente pide que se amplíe 
el fallo en los siguientes términos: a) Que, el fallo de casación se refiera al alegato presentado por la compañía; 
y b) Que, la Sala se pronuncie sobre la confiscación de intereses. TERCERO: Respecto de los pedidos de 
aclaración solicitados, esta Sala expresa: a) Por un lapsus calami en la sentencia de 2 de agosto de 2012, a las 
11h00, en el Acápite I Antecedentes 1.1. se expresó que fue la Quinta Sala Temporal del Tribunal Distrital de lo 
Fiscal No. 2, la que emitió la sentencia recurrida, cuando en realidad, quien emitió la sentencia de marras fue la 
Quinta Sala del Tribunal Distrital No. 1 con sede en la ciudad de Quito, con lo que se corrige el yerro cometido; 
b) Respecto a la segunda petición de aclaración, no procede, por cuanto el mismo recurrente no expresa de 
forma precisa, qué es lo que el Tribunal debe aclarar y pretende que se reforme la sentencia valorando prueba, 
acto que en este nivel le está vedado a la Sala de Casación; c) En lo referente a la tercera petición de 
aclaración, la Sala observa que nuevamente el texto del escrito es poco claro y tiende a confusión, y en relación 
a que si el “[…] el fallo de casación no resuelve el punto controvertido respecto de si la norma que establece los 
intereses compensatorios a favor del sujeto pasivo correrán desde la fecha de interposición del reclamo de pago 
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indebido o excesivo es confiscatoria de los intereses causados desde la fecha del pago hasta aquella […]”, la 
Sala, resuelve este punto en el literal a del numeral 4.2. del Considerando Cuarto denominado Motivación de la 
sentencia impugnada, por lo tanto no hay nada que aclarar. CUARTO: En cuanto a la solicitud de ampliación 
del fallo, refiriéndose al alegato presentado, esta Sala manifiesta, que el único momento procesal donde el 
recurrente debe fundamentar el recurso, es en la interposición del mismo, y no otro más, así lo determina el 
numeral 4 del artículo 6 de la Ley de Casación, pues luego de esto precluye esa fase, los alegatos en derecho, 
son referenciales y no es obligatorio el tomarlos en cuenta, por lo que se rechaza esta petición. Finalmente a la 
solicitud de ampliación concerniente a que el fallo se pronuncie sobre la confiscación de intereses, la Sala 
encuentra que es totalmente improcedente dicha ampliación, pues por mandato de Ley no se puede alterar el 
sentido de la sentencia. Consecuentemente, esta Sala, rechaza la aclaración y ampliación solicitada por señor 
Carlos Julián Trueba Chiriboga, representante legal de la Cía. OLEODUCTO DE CRUDOS PESADOS (OCP) 
ECUADOR S.A. Notifíquese, devuélvase.” 
 
En cuanto a la ampliación misma es necesario entender que se solicita el presente recurso cuando la 
sentencia no ha tratado algún punto planteado, o que en su caso no ha abordado un subtema del tema 
principal. Es así que el típico caso en materia tributaria se refiere al recargo, que es un sub tema en el 
caso de devolución de IVA. Al respecto la Corte Nacional de Justicia ha sentado jurisprudencia, pero 
como se ha mencionado por un error involuntario el juez puede omitir pronunciarse al respecto, es así 
que es necesario que se supla esa ausencia de pronunciamiento a través del recurso de ampliación.  
 
Texto tomado de la ampliación a la sentencia del recurso 579-2011……. Con estos antecedentes, para resolver 
se considera: 1.- Para conocer la petición de ampliación presentada por la empresa actora, conforme lo previsto 
en los arts. 274 del Código Tributario y 281 del Código de Procedimiento Civil, es competente esta Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia. 2.- El art. 274 del Código 
Tributario establece que la ampliación tendrá lugar “…cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos 
controvertidos o se hubiere omitido decidir sobre multas, intereses o costas”. 2.1.- La Sala considera que en 
atención a la primera solicitud de ampliación del fallo sobre el recargo del 20% y en atención al precedente 
jurisprudencial que consta en la Resolución de 4 de mayo de 2011 publicada en el Registro Oficial No. 471 de 16 
de junio de 2011, que establece en su parte medular: “El recargo del 20% sobre el principal que se aplica en 
aquellos casos en que el sujeto activo ejerce su potestad determinadora de forma directa, incorporado en el 
segundo inciso del art. 90 del Código Tributario por el art. 2 del Decreto Legislativo No. 000, publicado en 
Registro Oficial Suplemento 242 de 29 de Diciembre del 2007, tiene una naturaleza sancionatoria, pues, procura 
disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del contribuyente. Al constituir el recargo del 20% 
sobre el principal una sanción, deben aplicársele las normas que sobre la irretroactividad de la ley penal 
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contienen la Constitución, el Código Tributario y el Código Penal, así como las normas sobre la irretroactividad 
de la ley tributaria, que mandan que las sanciones rigen para lo venidero, es decir, a partir de su vigencia. En 
consecuencia, no cabe que se aplique el recargo del 20% a las determinaciones iniciadas con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la reforma, esto es, al 29 de diciembre de 2007, como tampoco cabe que se lo aplique a 
las determinaciones iniciadas con posterioridad a esa fecha, pero que se refieran a ejercicios económicos 
anteriores al 2008.”, esta Sala considera pertinente el pedido de ampliación del actor y procede a dar de baja el 
recargo establecido en la Resolución No. 113012009RREC002523 cuyo antecedente es el Acta de Determinación 
tributaria Final No.RMA-AT1ADDT-13200801000115  por tratarse de retenciones en la fuente del impuesto a 
La renta del año 2006.- 2.2.- En atención al segundo pedido de ampliación del actor, ésta Sala indica que,  la 
sentencia en referencia resolvió todos los puntos controvertidos relacionados con los cargos materia del recurso 
de casación, así consta detalladamente del acápite VI de la sentencia emitida; y, en relación al pedido de que 
“…se amplíe indicando  si el tribunal Distrital de lo Fiscal No. 4 Portoviejo, observó o no lo que determinan los 
artículos 13 y 45 de la Ley de Régimen Tributario Interno y en especial el artículo 23 del Reglamento de la Ley 
de Régimen Tributario Interno, respecto de los informes que se dejaron señalados en el punto C .2., que sí están 
consularizados”, antes que una solicitud de ampliación conlleva una de aclaración, respecto de lo cual, esta 
Sala advierte a la peticionaria que al Tribunal de Casación le corresponde el control de legalidad de las 
sentencias, esto es, establecer que en la sentencia que dicta el órgano jurisdiccional de instancia no exista 
quebranto de la ley en virtud de las causales alegadas por la recurrente, por lo que al no proceder la ampliación 
solicitada, se niega tal pedido. Por lo anotado, se acepta parcialmente el pedido de ampliación de la parte 
actora. 
Así con cualquiera de los dos modos con los que se suplen los errores involuntarios del juez se podrá 
sanear cualquier error, oscuridad  o falta de pronunciamiento que una vez pronunciados no habrá lugar 
a que se interponga otro recurso en la presente vía, siendo el único que procede el recurso 




2.5.14. Recurso extraordinario de protección en materia contencioso tributaria  
 
En el Ecuador conviven dos altas cortes de justicia, estas son: la Corte Nacional de Justicia y la Corte 
Constitucional. La presente investigación, como se ha demostrado, centra su estudio en la primera de 
las instituciones mencionadas misma que conoce y tramita el recurso de casación y es el máximo 
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órgano de justicia ordinaria, mientras que la segunda es el máximo órgano de control e interpretación 
constitucional.  
Es necesario hacer un breve análisis referente a los temas planteados,  porque hoy en día se evidencia 
un dilema en cuanto a sus competencias. La Corte Nacional de Justicia es la primera llamada a ejercer 
la aplicación directa de la Constitución y las leyes de la República, pero ésta institución se encuentra 
limitada a un control concentrado de la Constitución por la Corte Constitucional, misma que conoce el 
recurso extraordinario de protección. 
Ahora bien, se puede hablar de un posible conflicto entre éstas dos altas cortes, puesto que la Corte 
Constitucional por medio del recurso mencionado ha dejado en soletas a los pronunciamientos de los 
Jueces de la Corte Nacional de Justicia que han emitido sentencias, puesto que se ha desvirtuado su 
criterio a pretexto de que se ha violentado una norma de carácter constitucional. Puedo mencionar que 
ha existido casos en que la Corte Constitucional ha emitido criterios contradictorios a los de la Corte 
Nacional de Justicia, como es el caso de que “la base imponible para el ICE  no puede ser inferior a 
los precios de venta al público menos el IVA y el ICE” (Recurso 399-2009) en el que la Corte 
Constitucional  mismo que ingresa a analizar situaciones jurídicas distintas al fondo mismo del asunto 
siendo éste el que se refiere a la aplicación del límite legal para el pago del ICE en base a los precios de 
venta al público.  
CUARTO.- En el Acta de Determinación Tributaria emitida por el Impuesto a los Consumos Especiales, ICE, y 
al Impuesto al Valor Agregado, IVA, enero a diciembre de 2000, que obra  entre fs. 43 y 83 de los autos y en la 
Resolución impugnada en la que se niega la reclamación y se confirma los resultados del Acta, fs. 94 y 103 de 
los autos, se establece que la Empresa para el ejercicio 2000 aplicó una base imponible para el cálculo del ICE, 
inferior a los precios de venta al público. En la sentencia recurrida, se acepta el procedimiento de la Empresa al 
que considera optativo. -------------------------------------------------------------------------------------- 
QUINTO.-  El art. 72 de la Ley de Régimen Tributario, versión  aplicable entonces, según lo ha reiterado esta 
Sala, ha de entenderse en el sentido de que la base imponible para el ICE no puede ser inferior a los precios de 
venta al público menos el IVA y el ICE. Tal criterio ha sido reiterado por esta Sala en varios pronunciamientos. - 
En mérito de las consideraciones expuestas, la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional, 
Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución y de 
las leyes de la República, casa la sentencia de 1 de octubre de 2009 expedida por la Primera Sala del Tribunal 
Distrital de lo Fiscal No. 1 y reconoce la legitimidad de la Resolución impugnada. Notifíquese, publíquese, 
devuélvase. FF. Dr. José Vicente Troya Jaramillo Dr. José Suing Nagua Dr. Gustavo Durango Vela V.S. 
El Voto Salvado del Dr. Gustavo Durango Vela en su parte pertinente menciona:  
QUINTO.-  Como corolario de lo anterior, corresponde a la Sala resolver la  controversia suscitada en la 
determinación de la base imponible en el cálculo del Impuesto a los Consumos Especiales y a la aplicación del 
Acuerdo Ministerial   No. 176 publicado en el Registro Oficial No. 957 de 31 de mayo de 1996, pues de él 
dependen las  cuantías a pagar del ICE y del IVA, motivo de este litigio. Ya se dijo al respecto, en el recurso Nº 
167-2006, propuesto por “Destilería Zhumir Cia. Ltda.” en que se discutía el mismo concepto:  “Es indudable y 
así lo señala el art. 75 de la Ley de Régimen Tributario Interno (anterior 71) que el ICE grava los consumos de 
cigarrillos, cervezas, bebidas gaseosas, alcohol, productos alcohólicos y los bienes suntuarios (…) En el caso 
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que nos ocupa, en el Acta de Determinación No. 1170104ATIADCM00016 que corresponde al IVA y al ICE del 
2000, se establecen diferencias a partir de precios referenciales que afirma debió determinar el contribuyente en 
franca violación del art. 76 de la Ley de Régimen Tributario Interno que ciertamente  atribuye fijar precios 
referenciales a la “autoridad competente”, pretensión que conduce al absurdo de que sea el contribuyente quien 
ejerza una atribución privativa de la Administración y ello conduce al razonamiento según el cual para el 
ejercicio 2000, el contribuyente debió aplicar la fórmula contenida en el art. 4 del Acuerdo 176 de 22 de mayo 
de 1996, fórmula cuya aplicación corresponde exclusivamente a la administración como se  evidencia de los 
numerosos actos administrativos arriba enumerados. Sostener los cargos de las referidas actas significa obligar 
al contribuyente a pagar montos que no hay evidencia alguna de haberse recaudado y que no pudieron trasladar 
al consumidor, en último término quien paga el tributo, creando con ello un perjuicio económico a la Empresa, 
que no tiene el deber de soportarlo al amparo del art. 96 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva que en aplicación del principio de los actos propios dispone que “Bajo ningún concepto los 
administrados podrán ser perjudicados por los errores u omisiones cometidos por los organismos y entidades 
sometidos a este Estatuto en los respectivos procedimientos administrativos…”, por estas consideraciones, me 
aparto del criterio de mayoría que confirma la actuación de la Administración Tributaria.- ----------- 
Por las consideraciones efectuadas, la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, 
Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución y de 
las leyes de la República, rechaza el recurso de casación propuesto por el Procurador de la autoridad Fiscal y 
confirma la sentencia del Tribunal a-quo.- Sin costas. Notifíquese, publíquese y devuélvase.  FF. Dr. José 
Vicente Troya Jaramillo Dr. José Suing Nagua Dr. Gustavo Durango Vela V.S. 
 
La Corte Constitucional al respecto realiza un análisis que no tiene ni relación con el planteado al 
mencionado que: 
Sentencia N. 221-2012 
“(…) puesto que las facturas anuladas son, sin duda alguna, facturas anuladas, que no producen otro efecto que 
no sea certificar que las posibles transferencias de dominio de mercaderías no se realizaron, y al no existir el 
lecho imponible, legal y físicamente demostrable, no puede, no debe presumirse la existencia de ventas que 
alteren la base imponible con el solo propósito de causar, inconstitucionalmente, perjuicio al contribuyente” 
 Con ese antecedente se podría decir que, al parecer se está dando el sentido de un doble control de 
legalidad en nuestro país, puesto que al parecer se juzga como si fuera una tercera instancia en materia 
tributaria, por lo tanto definir los parámetros legales en los cuales se pueden desenvolver las dos altas 
cortes del Ecuador será tarea ardua de los legisladores y de los mismos jueces que aplican la ley. Se le 
estaría dando un tinte neo constitucionalista al recurso extraordinario de protección puesto que las 
garantías constitucionales y legales van más alla de su formal aplicación.  
Luego de este breve análisis es necesario referirme al recurso extraordinario de protección como 
institución misma para su integral comprensión.  
La parte que sienta que se han lesionado sus derechos con una decisión judicial firme o ejecutoriada de 
conformidad con lo previsto en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la República; y, arts. 58, 62 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, puede presentar acción 
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extraordinaria de protección en la misma judicatura que se tomó la decisión que a su parecer vulnera 
sus derechos constitucionales, y es dicha judicatura la inmediatamente de recibida con un término 
máximo de cinco días debe remitirla a la Corte Constitucional para que sea dicho organismo quien 
conozca sobre el fondo de dicha petición, la admita o inadmita en su caso. La admisión de la acción no 
suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción.  
La Constitución de la República en su parte pertinente consagra: 
Art. 94.- La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los 
que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá 
ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no 
fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado. 
 
En concordancia con el art. 437 que dice: 
 
Art. 437.- Los ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una acción extraordinaria 
de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. Para la 
admisión de este recurso la Corte constatará el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 
1. Que se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriados. 
2. Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, el debido 
proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución.  
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en su art. 58 establece el 
objeto de la acción extraordinaria de protección en los siguientes términos: 
  
Art. 58.- Objeto.- La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la protección de los derechos 
constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con fuerza de sentencia, 
en los que se hayan violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución. 
 
En concordancia con el art. 62 que se refiere a la admisión, mismo que a la letra dice:  
 
Art. 62.- Admisión.- La acción extraordinaria será presentada ante la judicatura, sala o tribunal que 
dictó la decisión definitiva; éste ordenará notificar a la otra parte y remitir el expediente completo a la 





Por lo tanto, una vez admitido el recurso extraordinario de protección, se oficiará al Secretario Relator 
de la Sala Especializada de la Corte Nacional de Justicia para que informe a los jueces que dictaron la 
sentencia sobre la admisión del recurso y haga conocer el envío de los cuerpos y expedientes a la Corte 
Constitucional. Posteriormente el juez sustanciador en la Corte Constitucional solicitará a los Jueces 
Nacionales un informe motivado de su actuación para que sea valorado en la sentencia que emitirán.  
Con lo expuesto se denota la importancia que tiene conocer todas las normas jurídicas que rodean al 
panorama procesal aunque siempre quedará de por medio la duda de que ningún caso es igual, 
solamente es parecido en el cual se podría hablar de analogías, las mismas que están prohibidas en el 


















La falta de técnica y especialización, por parte de los procuradores judiciales y/o los abogados 
patrocinadores del recurrente, para la proposición y fundamentación del recurso de casación en materia 
tributaria ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, deviene en la consecuente admisión parcial 
e inadmisión mediante auto a cargo de la Sala de Conjueces o el rechazo mediante sentencia a cargo 
de la Sala de Jueces. 
2.5. VARIABLES  
2.5.1.  Variable Independiente:  
La falta de técnica y especialización en la proposición y fundamentación del recurso de casación en 
materia tributaria, por parte los procuradores judiciales y abogados patrocinadores del recurrente, 
deviene en la consecuente admisión parcial, inadmisión o rechazo del mismo.  
2.5.2. Variable Dependiente:  
La admisibilidad parcial, la inadmisibilidad o el rechazo de los recursos de casación propuestos ante el 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia, es consecuencia de la falta de técnica y especialización al 









3. MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. TIPOS DE INVESTIGACIÓN  
 
 
3.1.1. Investigación Bibliográfica 
 
Establecida como la primera etapa del proceso de investigación, constituye la base de mi proyecto de 
titulación y fuente de conocimiento de las demás investigaciones; por medio de la investigación 
bibliográfica se realizó el estudio de las distintas corrientes doctrinarias y tendencias legislativas 
respecto al recurso extraordinario de casación en materia tributaria, así como el estudio comparativo 
entre las diferentes legislaciones internacionales que ofrecen en sus marcos legales valiosa 
información. La aplicación de la investigación bibliográfica implicó el estudio de códigos, leyes, 
libros, publicaciones, tesis, monografías y demás, con relación a la proposición a la casación en general  
 
3.1.2. Investigación de Campo 
 
Se la utilizó para el  estudio y análisis físico, personal y directo de los elementos y fuentes que 
componen el problema, a fin de evidenciar que la falta de técnica y especialización en la proposición y 
fundamentación del recurso de casación en materia tributaria deviene en la consecuente admisión 
parcial e inadmisión mediante auto a cargo de la Sala de Conjueces o el rechazo mediante sentencia a 
cargo de la Sala de Jueces. Puesto que la presente investigación se realizó en la Corte Nacional de 
Justicia en la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario en consulta directa a Jueces Nacionales, 
Conjueces, operadores de justicia, abogados y administrados. Además se analizó los procesos allí 
resueltos. Esto permitió realizar los cuadros estadísticos respectivos para poder determinar la 
problemática y elaborar la propuesta.  




Fue empleada con el fin de obtener las circunstancias que generan el problema desde su génesis y 
desarrollo, ubicadas en un contexto legal, socio económico e histórico; así, el estudio realizado busca 
dar los antecedentes históricos de la casación en un ámbito global, puesto que es una institución 
jurídica muy antigua que dada desde los primeros pasos civilizatorios de la sociedad hasta llegar a un 
ámbito particular que es el recurso extraordinario de casación en materia tributaria y sus inicios en la 
legislación ecuatoriana, las varias reformas que se han realizado y finalmente la situación actual del 
tema planteado. El proceso investigativo histórico conllevó dos frentes, por un lado la investigación de 
la casación desde sus inicios y el análisis del recurso extraordinario de casación en materia tributaria en 
nuestra legislación.  
 
3.1.4. Investigación documental  
 
Se la aplicó debido a la posibilidad de acercarme a textos científico jurídicos que permitieron 
fundamentar las variables y establecer criterios científicos sobre la formulación de las posibles 
soluciones a la investigación que le da asidero al desarrollo del estudio. Éstos permitieron establecer 
ejes transversales que dan coherencia a los conceptos desarrollados dentro del proceso de 
investigación.  
 
3.1.5. Investigación Descriptiva 
 
Enfocada en describir y detallar los aspectos y características que componen el recurso extraordinario 
de casación en materia tributaria principalmente analizar la falta de técnica y especialización en la 
proposición y fundamentación del recurso de casación en materia tributaria deviene en la consecuente 
admisión parcial e inadmisión mediante auto a cargo de la Sala de Conjueces o el rechazo mediante 
sentencia a cargo de la Sala de Jueces. Es aplicable por que busca la caracterización de un fenómeno o 
situación concreta indicando sus rasgos más trascendentales o diferenciadores Por lo tanto, se la 
utilizará por el hecho de que se ha realizado el análisis de cada una de las variables demostrando la 
relación que mantienen entre sí. 
 




La utilice porque el tema y problema objeto del presente estudio es poco estudiado o conocido, 
existiendo un nivel superficial de conocimiento. Por lo que permitirá realizar un análisis de los recursos 
de casación propuestos ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario, para ante la Corte 
Nacional de Justicia determinando su  estructura, desarrollo lógico y por ende su motivación y 
fundamentación así como su efecto. 
3.1.7. Investigación Comparada 
 
Aplicada con el fin de estudiar las instituciones jurídicas, procesos y sistemas que manejan otras 
legislaciones, las cuales sirvieron de apoyo para la justificación importancia que tiene la correcta 
proposición y fundamentación del recurso de casación en materia tributaria, tomando valiosas 
contribuciones al derecho realizadas en otros países que pueden arrojar posibles reformas dentro de 
nuestra legislación.  
 
 
3.2. POBLACIÓN Y MUESTRA  
 
En lo que se refiere a este punto, el presente trabajo investigativo se centra en el estudio de la 
incidencia de la falta de técnica y especialización, por parte los procuradores judiciales y/o abogados 
patrocinadores del recurrente, para la proposición del recurso de casación ante el Tribunal Distrital de 
lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia, así como también una breve reseña histórica del recurso de casación en materia 
tributaria en las que se anota como referentes doctrinarios y normativa aplicable al caso. 
El universo de la población  corresponde a 300, de esta se aplicará la fórmula del 3.3.1. para obtener la 







3.3.1.  Fórmula   
         N. PQ 
n=  
      (N-1) (E)2 
                             K 
3.2.3.1. Simbología 
 
n= Tamaño de la muestra  (50) 
N= Población (50) 
PQ= Constate de varianza poblacional (0,25) 
E= Error máximo admisible (5%=0,05) 
K= Coeficiente de coherencia de error (2) 
 
3.3. MÉTODOS  
 
3.3.1. Método Deductivo.-  
 
Fue un método trascendental y fundamental puesto que al ser una forma de razonamiento donde se 
infiere una conclusión a partir de una o varias premisas, contribuyó al proceso lógico y coherente para 
la realización del presente estudio. En la argumentación jurídica deductiva la conclusión debe ser 
verdadera si todas las premisas son así mismo verdaderas. Con el método deductivo, se demostró que 
la falta de técnica y especialización para la proposición del recurso de casación en materia tributaria, 
por parte los procuradores judiciales y/o  abogados patrocinadores del recurrente, lo que nos llevaría a 





3.3.2. Método Inductivo.- 
 
Este método se utilizó por cuanto se estudió el impacto jurídico de la inadmisión o rechazo del recurso 
de casación por la falta de técnica y especialización para la proposición del recurso de casación, por 
parte los abogados patrocinadores del recurrente. En la estructura lógica formal del conocimiento el 
presente método influyó para que el proceso en el que se razona inicie desde lo particular hasta lo 
general, al contrario que con la deducción. La base de la inducción es la suposición de que si algo es 
cierto en algunas ocasiones también lo es en situaciones similares aunque no se hayan observado con 
anticipación.  
3.3.3. Método Jurídico - Exegético.-   
 
Al utilizar este método se puedo interpretar con propiedad y precisión toda la información contenida en 
los textos legales, doctrinarios y jurisprudenciales acerca del sujeto a investigación, en consecuencia, 
con su uso las probabilidades de incurrir en un error no existirán al apreciar como la falta de técnica y 
especialización en la proposición del recurso de casación en materia tributaria, por parte de los 
procuradores judiciales y/o abogados que son profesionales del derecho,  deviene en la consecuente 
inadmisión o rechazo del mismo. Entendiendo que es aquel que se utiliza cuando se va a dar una 
explicación correcta o interpretación, de cualquier clase de textos específicamente de doctrina 
científica y jurisprudencia, conociendo e interpretando la intención que tuvo el legislador al sancionar 
determinadas leyes.  
 
3.3.4. Método Analítico.-  
 
Se lo utilizo de igual manera en el proceso investigativo ya que se trata de dar  una descripción 
objetiva, cuantitativa y sistemática del contenido manifiesto de los análisis realizados, mismos que 
hasta pueden servir como guía para los profesionales del derecho que interponen recursos de casación 
en materia tributaria. Mediante la utilización del presente método se fundamenta en la descomposición 
de la unidad comunicativa en elementos cada vez más simples, individualizados por medio de criterios 
sistemáticos y empíricamente verificables.  
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Se lo utilizó también en análisis de los resultados obtenidos en la investigación de campo, así como los 
obtenidos de la información bibliográfica, jurídica, jurisprudencial y legal para llegar a conclusiones y 
sugerencias apropiadas de cada caso.  
3.3.5. Método Sintético.- 
 
Con este método se sistematizó toda la información que surge de la investigación sobre el tema en 
evidencia de que la falta de técnica y especialización para la proposición del recurso de casación en 
materia tributaria, por parte los procuradores judiciales y/o abogados patrocinadores del recurrente, 
deviene en la consecuente inadmisión o rechazo del mismo. Este método procede de lo simple a lo 
compuesto, de los elementos al todo, de la causa a los efectos, del principio a las consecuencias. Es el 
proceso que se caracteriza por la reproducción de la totalidad de una materia a lo esencial, es el método 
opuesto al método analítico.  
3.4. TÉCNICAS  
 
3.4.1. Entrevista.-   
 
Se la utilizó principalmente para recolectar datos por medio de la realización de preguntas formuladas 
con anticipación a personas conocedoras y a los estudiosos de la materia a investigar, cámaras de cine, 
videos, grabadoras, libreta de apuntes. Las entrevistas que se realizaron fueron a una persona experta 
en casación tributaria y conocedora de la materia ex representante de la Administración Tributaria, a un 
abogado en libre ejercicio de su profesión que es defensor de un contribuyente y finalmente a un Juez 
Nacional de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia. 
ccxvi
 
3.4.2. Encuesta.-   
 
Se utilizó la técnica investigativa de la encuesta puesto que  es la técnica más utilizada para recuperar 
información y a través de ella se puede conocer la magnitud de los problemas para proponer soluciones 
y se hace efectiva por medio de los cuestionarios que son elaborados de conformidad con los 
indicadores. Está dirigida a los procuradores judiciales de los recurrentes, sean personas naturales, 
jurídicas o que representen a alguna institución del sector público, que acuden a entregar escritos en la 
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Secretaría de la Sala de lo Contencioso Tributario de la  Corte Nacional, puesto que es en ese mismo 
momento en donde se tiene un acercamiento directo con los principales actores en casación, así como a 
operadores de justicia que laboran en mencionada Sala.   
 
3.4.3. Observación directa.-  
 
Fue una técnica fundamental para el desarrollo de la presente investigación,  puesto que se pudo 
convivir un periodo de tiempo suficiente para obtener la información requerida y en muchas ocasiones 
cambiar la visión inicial externa de la investigación. Es conocida como una de las actividades 
fundamentales que conlleva la investigación, pues hace referencia al acercamiento directo o indirecto 
al problema planteado para investigación, cuyo fin es el obtener información real del objeto o 
fenómeno a estudiar; es cuando el instigador se traslada a un lugar ya sea comunidad centro, etc. En mi 
caso personal me trasladé por un tiempo considerable a la Secretaría de la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario para aplicar la observación directa.  
 
3.5. INSTRUMENTOS  
 
3.5.1. Diario de Campo 
 
Por medio del diario de campo se registraron todos aquellos hechos que sucedían   a lo largo de la 
investigación, principalmente en la Secretaría de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de 
la Corte Nacional de Justicia, con el fin de analizar las experiencias y posteriormente sistematizar los 
hechos que fueron tomados como información relevante para el desarrollo del presente trabajo de 
titulación.  
 
3.5.2. Fichas bibliográficas.- 
 
Me facilitó el trabajo en el campo investigativo sobre todo en las definiciones y doctrinas jurídicas ya 
que directamente se anotó libros y sus contenidos en las fichas, sobre todo en la búsqueda de datos, lo 
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cual permite anotar la valoración científica con relación al tema a consultarse, así como su ubicación, 
anotación, y demás registros.  
 
 
3.5.3. Fichas nemotécnicas.-  
 
Son herramientas intelectuales en las cuales se registran los conocimientos de tratadistas y especialistas 
y otros datos requeridos extrayendo sus contenidos. Directamente se las utilizó en la presente 
investigación, puesto que la cantidad de doctrina jurídica constante en el presente trabajo da muestras 
de que se han consultado los libros suficientes para sustentar mis afirmaciones. Se los llama así en 
virtud de que la información se recoge de fuentes como libros, folletos, periódicos, revistas, películas, 
videos, antologías, estadísticas, discos, etc. Tomando en consideración que se realizó en gabinetes y 
bibliotecas como la biblioteca de la Corte Nacional de Justicia, Corte Constitucional, hemerotecas de 
Universidades ubicadas en la ciudad de Quito.  
 
3.5.4. Formulario del Cuestionario y Guía. 
 
El cuestionario y la guía fueron la base sobre la cual se realicen las entrevistas y encuestas, consistirá 
de preguntas cerradas, relacionadas a los temas en cuestión y cuyas respuestas y gráficas porcentuales 
servirán como base para el direccionamiento de la normativa a crear. Específicamente, el cuestionario 
fue dirigido hacia las máximas autoridades de la Corte Nacional de Justicia que en este caso son los 
Jueces y Conjueces Nacionales. 
 
3.6. Recolección de la Información 
 
Para garantizar la eficacia de la investigación, se recolectó la información necesaria y veras 
obteniendo datos estadísticos de la Secretaría General de la Corte Nacional de Justicia, así 
como los respectivos archivos de sentencias ejecutoriadas o recurridas contantes en la 
Secretaria de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la entidad mencionada, 
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sentencias comprendidas en el año 2012, así como del personal encargado de promover la 
emisión de jurisprudencia y la posterior publicación en el Registro Oficial, para verificar 
cuales de las sentencias han rechazado el recurso de casación por mal planteado o 
fundamentado precisamente por la falta de experticia de los Abogados del recurrente;  en 
materia tributaria no solamente del contribuyente sino también de las administraciones 
tributarias.  
 
3.7. Procesamiento y Análisis de la Información 
 
Los datos obtenidos del proceso de investigación y recolección de datos en el siguiente 
capítulo serán procesados y analizados a través de cuadros y gráficas porcentuales los cuales 
demuestren la inclinación de una u otra respuesta respecto a la encuesta realizada; de igual 
manera, el análisis estadístico del movimiento de causas obtenido en la Secretaria de la Sala 





















4.1. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
Investigación de Campo 
 
La investigación de campo se la realizó en la Secretaría General de la Corte Nacional de Justicia 
obteniendo datos estadísticos, así como los respectivos archivos de sentencias emitidas y ejecutoriadas 
contantes en la Secretaria de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la entidad 
mencionada, sentencias comprendidas en el año 2012, así como del personal encargado de promover la 
emisión de jurisprudencia y la posterior publicación en el Registro Oficial, para verificar cuales de los 
autos han inadmitido o cual de las sentencias han rechazado el recurso de casación por mal planteado o 
fundamentado precisamente por la falta de técnica y especialización de los Abogados del recurrente en 
materia tributaria, no solamente del contribuyente sino también de las Administraciones Tributarias. 
Para el efecto, se ha podido evidenciar la problemática jurídica analizada en la investigación de campo, 
puesto que se aplica todo lo anotado a los resultados que la misma Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario ha realizado en sus estadísticas, logrando que se me otorguen datos reales y 
oficiales en cuanto al movimiento de causas en el año 2012, mismo que es objeto de mi estudio; 
permitiéndome identificar plenamente el número de autos de inadmisión emitidos por los Conjueces y 
el número de sentencias emitidas por los Jueces de la mencionada Sala, aunque no se especifica porqué 
motivo ha aceptado o rechazado el recurso es un gran aporte para mi investigación, al basarme en datos 
netamente oficiales es una garantía para los resultados que emita el presente análisis.  










SALA DE LO CONTENCIOSO TRIBUTARIO         
Movimiento de causas 2012          
           
 CONJUECES     JUECES     
MESES Causas recibidas en 
el mes 




en el mes 
CAUSAS RESUELTAS  CAUSAS PENDIENTES DE 
DESPACHO 
  Autos definitivos Autos acepta a 
trámite 
Total de Causas Resueltas del mes Autos 
definitivos 
Sentencias Total de Causas Resueltas del mes 
JUICIOS PENDIENTES DE 
DESPACHO            al 31-
ene/-12 
124 0 0 0 124 745 14 10 24 721 
FEBRERO 1 0 0 0 125 1 0 7 7 715 
MARZO 0 1 30 31 94 30 0 16 16 729 
ABRIL 18 7 13 20 92 13 0 6 6 736 
MAYO 143 2 38 40 195 39 0 27 27 748 
JUNIO 116 2 12 14 297 12 1 34 35 725 
JULIO 103 9 59 68 332 59 2 24 26 758 
AGOSTO 43 18 48 66 309 48 1 31 32 774 
SEPTIEMBRE 37 22 82 104 242 82 1 34 35 821 
OCTUBRE 56 20 72 92 206 72 0 31 31 862 
NOVIEMBRE 36 15 32 47 195 32 0 35 35 859 
DICIEMBRE 33 3 8 11 217 8 1 44 45 822 
TOTAL 710 99 394 493 217 1141 20 299 319 822 
           
  TOTAL GENERAL DE CAUSAS INGRESADAS Y RESUELTAS EN LA SALA    
   TOTAL DE CAUSAS RECIBIDAS                
(Jueces y Conjueces) 
TOTAL DE CAUSAS DESPACHADAS            
(Jueces y Conjueces) 
TOTAL DE CAUSAS PENDIENTES            (Jueces y Conjueces) 
  ENERO 869  24  845    
  FEBRERO 2  7  840    
  MARZO 30  47  823    
  ABRIL 31  26  828    
  MAYO 182  67  943    
  JUNIO 128  49  1022    
  JULIO 162  94  1090    
  AGOSTO 91  98  1083    
  SEPTIEMBRE 119  139  1063    
  OCTUBRE 128  123  1068    
  NOVIEMBRE 68  82  1054    
  DICIEMBRE 41  56  1039    
  TOTAL 1851  812  1039    
           




Observación, análisis de resultados, gráficos y cuadros explicativos. 
Con las cifras anotadas se demuestra que existe gran cantidad de recursos de casación en materia 
tributaria que han sido inadmitidos, por no haber tomado en cuenta las recomendaciones y técnicas 
constantes en la presente investigación. En el siguiente cuadro se podrá apreciar gráficamente que 
alrededor del 20% de los recursos que han ingresado a la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario ha sido inadmitidos mediante auto por la Sala de Conjueces; principalmente por las causas 
de inadmisión analizadas en el presente trabajo en el punto 2.2.6.; es necesario advertir que más 
adelante se analizan punto por punto las causas mencionadas.  
Gráfico 1 
 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
Desde un punto de vista objetivo es un número importante de recursos inadmitidos puesto que en ese 
evento se está rechazando el recurso sin analizar el fondo mismo del asunto, es decir, sin entrar a 
verificar si la sentencia se encuentra viciada o no.  
Ahora es necesario adentrarme más aun en los datos obtenidos y realizar un análisis de todos y cada 
uno de los autos de inadmisión para identificar en qué proporción y bajo que parámetros han sido 
inadmitidos los recursos de casación por los Conjueces de la Sala Especializada de lo Contencioso 





Tributario de la Corte Nacional de Justicia, para lo cual tomaré el orden lógico analizado en el punto 
2.2.6. del presente estudio.  
En primer lugar el parámetro “RECURSO FUERA DE TÉRMINO” se refiere  a que una vez 
notificado a las partes con la sentencia emitida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario 
tendrán el termino de cinco días, en el caso de las personas naturales o jurídicas que no pertenezcan al 
sector público, y quince días término en el caso de las personas de derecho público.  




Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
En segundo lugar el análisis bajo el parámetro “INDETERMINACIÓN DE LAS CAUSALES EN 
QUE SE FUNDAMENTA EL RECURSO”, es decir que en el recurso de casación se ha realizado una 
mixtura por decir lo menos de varias causales, inclusive sin la determinación de una de las 
circunstancias en que incurre la sentencia, puesto que no basta hacer mención de las causales del art. 3 
de la Ley de Casación, sino que es necesario fundamentar y desarrollar las afirmaciones que se haga. 
RECURSO FUERA DE TÉRMINO 







Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
El gráfico descrito contiene una realidad de que alrededor del 14% de las inadmisiones que se han 
realizado en el año 2012 por parte de los Conjueces de la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia ha sido por el parámetro analizado.   
En tercer lugar, se analiza las cifras bajo el parámetro “INDETERMINACIÓN DEL VICIO 
INCURRIDO EN LA SENTENCIA”, es decir que no se ha indicado el vicio o error en que la 
sentencia recurrida incurre como la aplicación indebida, que es cuando entendida correctamente la 
norma se la aplica sin ser pertinente al asunto que se refiere la litis, es decir, entendido su alcance, 
límites y significados se la aplica a un asunto que no es aceptable de acuerdo a la situación propia del 
recurso, por lo que se podría hablar de una creencia errónea del juez de que el precepto si era aplicable 
sin serlo, así como la falta de aplicación o la errónea interpretación en el que el Tribunal A quo ha 
incurrido.  
A continuación el grafico demostrativo: 
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Gráfico 4  
 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
En verdad el número de recursos que han sido inadmitidos por el presente parámetro es muy pequeño a 
comparación con los anteriores pero es indispensable analizarlo desde un punto de vista objetivo, lo 
que quiere decir que el recurrente si identifica el vicio en que incurre la sentencia aun que en la 
mayoría de veces incurre en garrafales contradicciones. 
En cuarto lugar se analiza bajo el parámetro “FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DEL RECURSO” 
que es el que a simple vista ocupa el mayor número de porcentaje de inadmisiones analizadas. Se han 
inadmitido los recursos calificados por los Conjueces mencionados debido a que no basta tan solo 
mencionar las normas jurídicas que se suponen transgredidas, sino es necesario fundamentarlas, 
argumentarlas y motivarlas, llegando así a una comprensión jurídica del hecho que configura 
cualquiera de las causales de casación, ya sea por errores in iudicando o in procedendo. 
A continuación el gráfico ilustrativo: 
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Gráfico 5  
 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
De acuerdo al análisis realizado de inadmisión en inadmisión, la presente circunstancia es la que más 
se evidencia, puesto que muchas de las veces el profesional del derecho que patrocina al recurrente no 
fundamenta ni argumenta de correcta manera el recurso de casación, es decir no le da al Juez Nacional 
el suficiente argumento jurídico para que acepte su petición. El grafico expuesto revela que el 36% de 
las inadmisiones emitidas en el año 2012 son por la presente circunstancia.  
Finalmente, es necesario realizar un cuadro demostrativo en el que se evidencien los diferentes 
parámetros tomados en cuenta en el presente análisis para identificar en cuál de ellos se incurre con 
mayor frecuencia. Queda demostrado entonces que el parámetro de la falta de fundamentación del 
recurso de casación en materia tributaria es el que mayor incidencia tiene, justificando la presente 
investigación puesto que con en estudio analítico realizado en la fundamentación teórica se le está 
entregando al profesional del derecho patrocinador del recurrente una guía básica en la cual pueda 
basarse para redactar, fundamentar y motivar de mejor manera el recurso de casación en materia 
tributaria.  
A continuación el gráfico ilustrativo.  
 
FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DEL RECURSO 







Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
 
De igual manera basado en la fuente oficial de la Secretaría de la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia se puede realizar el siguiente gráfico que refleja y evidencia 
las sentencias que han sido emitidas por la Sala mencionada en el sentido de que han rechazado o 
desechado los recursos de casación en un porcentaje general de 24%, mientras que mediante sentencia 
se ha casado, casado parcialmente y no casado alrededor del 76% con un número aproximado de 299 
sentencias emitidas en el año 2012. 
A continuación el grafico ilustrativo de las sentencias emitidas en el 2012, con el detalle de las que han 
rechazado o desechado y casado, parcialmente casado o no casado a los recursos de casación en 
materia tributaria:    

















Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
De un total de 299 sentencias emitidas en el año 2012, 97 han sido rechazadas o desechadas 
demostrándose en el gráfico el equivalente porcentual de lo que eso representa. Es necesario entonces, 
al igual que el caso de las admisiones e inadmisiones analizar con más profundidad estas 
circunstancias, es innegable que la cifra es, al parecer, baja pero las consecuencias jurídicas de que se 
rechace o deseche el recurso de casación por mal planteado son muy graves.   
 Bajo el mismo parámetro anterior, analizando de sentencia en sentencia pude obtener los datos que se 
plasman en el siguiente gráfico, sobre las principales causas de rechazo del recurso de casación una vez 
que ha superado la etapa de admisión.  














Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
De igual manera, en el presente gráfico se puede evidenciar que la falta de fundamentación y 
motivación del recurso de casación ocupa la cifra mayor en cuanto se refiere a las causas de rechazo, 
en segundo lugar consta la indeterminación del vicio en que incurre la sentencia recurrida, puesto que, 
muchas de las veces los recurrentes alegan contradicciones y le impiden al juzgador entrar a analizar el 
vicio alegado. En tercer lugar se encuentra la interminación de la causal, puesto suele suceder que 
fundamenta el recurso, señala el vicio en que incurre la sentencia pero no determina dentro de que 
causal sea analizada su alegación y finalmente se encuentra el parámetro referente al recurso de 
casación fuera de término mismo que se encuentra graficado en la mínima cantidad del 1% puesto que 
solamente una sentencia ya en la fase de sentencia se ha pronunciado en ese sentido, ya que debían 
haberse pronunciado los conjueces sobre aquel particular, mismo que en sentencia inmediatamente fue 
rechazado el recurso por extemporáneo.   
En fin, el presente análisis de resultados, ha sido resultado de la observación directa de las cartillas de 
casación que se encuentran en el archivo de la Secretaría de la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario mismas que me han permitido graficar con datos numéricos y estadísticos la actuación de 
los conjueces y jueces en casación principalmente en materia tributaria demostrando lo que se había 
planteado desde un principio con datos oficiales referentes a que la falta de técnica y especialización 













Formulario No. 1 Encuesta  
 
 
Se utilizó la técnica investigativa de la encuesta puesto que  es la técnica más utilizada para recuperar 
información y a través de ella se puede conocer la magnitud de los problemas para proponer soluciones 
y se hace efectiva por medio de los cuestionarios que son elaborados de conformidad con los 
indicadores.  
 
Está dirigida a los procuradores judiciales de los recurrentes, sean personas naturales, jurídicas o que 
representen a alguna institución del sector público, que acuden a entregar escritos en la Secretaría de la 
Sala de lo Contencioso Tributario de la  Corte Nacional, puesto que es en ese mismo momento en 
donde se tiene un acercamiento directo con los principales actores en casación, así como a operadores 
de justicia que laboran en mencionada Sala.  El número de encuestas realizadas son 50 siendo esa la 
base para la elaboración de los gráficos que a continuación se expresan: 
 
Se encuestó bajo el parámetro de la encuesta con respuestas de selección múltiple, mismas que 
permiten un análisis objetivo del trabajo investigativo. A continuación un análisis descriptivo de 
resultados: 
PREGUNTAS  
1. ¿Cree usted que el recurso de casación en materia tributaria busca el control de la 
aplicación estricta del derecho y la jurisprudencia  en la sentencia emitida por el 
Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario? 









Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
Tabla 2 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 48  96% 
NO 2 4% 
NO SE 0 0% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
  
Las personas encuestadas consideran que efectivamente el recurso de casación en materia tributaria 
busca el control de la aplicación estricta del derecho en la sentencia emitida por el Tribunal Distrital de 
lo Contencioso Tributario, entendiendo que los encuestados entienden cuáles son los objetivos de la 
casación dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano. Consideré necesaria ésta primera pregunta, 
puesto que es necesario que el encuestado conozca por lo menos las nociones básicas de la casación en 
general. El resultado gráfico es contundente y nos expresa que las personas sometidas a la encuesta 
“SI” creen la afirmación realizada en la pregunta. 
 
2. ¿Considera usted que en caso de que el recurso de casación en materia tributaria no 
reúna uno o más requisitos establecidos en el art. 6 de la Ley de Casación puede 
admitirse? 
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Tabla 3 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 2 4% 
NO 47 94% 
NO SE 1 2% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
De igual manera las respuestas que han emitido los encuestados  son contundentes y eso da como 
resultado que me he enfrentado a un grupo de personas que conocen de la materia de casación, 
entendiendo que en caso de que el recurso de casación no contenga los requisitos obligatorios 
establecidos en el art. 6 de la Ley de Casación será inadmitido mediante auto emitido por los 
Conjueces de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario.  
 
 
3. ¿El recurso de casación en materia tributaria persigue que la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia confronte la sentencia recurrida 
con los vicios alegados por el recurrente y el ordenamiento jurídico aplicable? 
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Tabla 4 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 38 76% 
NO 8 16% 
NO SE 4 8% 
TOTAL 50 100% 
 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
A sabiendas de que las personas encuestadas conocen del tema, se emite la presente respuesta que de 
igual manera es contundente al precisar la labor del Juez Nacional al momento de ingrese a analizar los 
posibles vicios que contiene una sentencia, revisar la norma jurídica aplicable al caso concreto y 
confrontar esos factores que son determinantes para identificar si la sentencia se encuentra viciada o 
no.  
 
4.  ¿La inadmisión o rechazo del recurso de casación en materia tributaria deviene en que el 
Tribunal de casación no analice posibles trasgresiones de normas jurídicas en una 
sentencia recurrida? 











Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
Tabla 5 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 27 54% 
NO 15 30% 
NO SE 8 16% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
En la presente respuesta se puede identificar que aparentemente existe una aceptación mayoritaria por 
el “SI” pero de igual manera hay un importante número de personas que consideran el “NO” a la 
pregunta planteada. Al respecto es necesario afirmar que con el soporte doctrinario y jurídico plateado 
a lo largo del presente trabajo se puede determinar que en caso de que el recurrente no fundamente, 
motive o plantee de manera correcta el recurso de casación no se podrá suplir el error o vicio que 
consta en la sentencia. De igual manera existe un número no muy elevado de respuestas del parámetro 
“NO SE” mismo que refleja la confrontación del resultado. A mi criterio personal la respuesta del 
parámetro si es la adecuada.  
5. Cree usted que, ¿la falta de técnica y especialización de los procuradores judiciales y/o 
abogados del recurrente  en la proposición y fundamentación del recurso de casación en 
materia tributaria tiene como efecto?: 
a. Produce pérdida de tiempo, dinero y recursos.    (   ) 
b. Produce que, en caso de existir vicios en la sentencia no se los anule. (   ) 
c. Produce un grave perjuicio para el recurrente (   ) 
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Tabla 6 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
Pérdida de tiempo, 
dinero y recursos. 
8 16% 
En caso de existir 
vicios en la sentencia 
no se los anule 
10 20% 
Un grave perjuicio 
para el recurrente 
5 10% 
Todas las anteriores 27 54% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
Las respuestas de las personas encuestadas revelan que un grupo reducido de ellas considera que la 
falta de técnica y especialización en la proposición y fundamentación del recurso de casación en 
materia tributaria  exclusivamente causa un perjuicio económico ya sea para el recurrente o para el 
Estado, así como de que solamente cause un perjuicio para el recurrente. A mi criterio personal, 
0 5 10 15 20 25 30
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considero que todas las opciones expuestas son las acertadas puesto que si el profesional del derecho 
que patrocina al recurrente no realiza una correcta redacción, motivación y fundamentación del recurso 
de casación en materia tributaria no se corregirán los posibles vicios que contenga una sentencia, 
causando una grave perjuicio para el recurrente.   
 
6. ¿Cree usted que la falta de motivación y fundamentación de las sentencias de los 
Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario es fuente principal para la 
interposición del recurso de casación en materia tributaria? 
Si (  )                                                  No (  )                                           No sé (  )  
Grafico 14 
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Tabla 7 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 25 50% 
NO 20 40% 
NO SE 5 10% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 







En el presente caso existe un criterio dividido, puesto que las respuestas de los parámetros “SI” y  
“NO” son muy próximas entre sí. Un determinado sector analiza que la falta de motivación de las 
sentencias que emiten los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario es la principal razón para 
la interposición del recurso de casación en materia tributaria mientras que para otro sector no 
solamente es necesario que se verifique la motivación de la sentencia para presentar recurso de 
casación; y, un grupo muy diminuto de las personas encuestadas no saben. Únicamente no podemos 
tomar en cuenta la falta de motivación en las sentencias, sino también se debe tomar en cuenta si la 
sentencia se encuentra viciada o con errores que hagan procedente el recurso de casación, mismos que 
propuestos y fundamentados de manera correcta se procederá a anular la sentencia o la parte que 
corresponda.   
7. ¿Considera usted que la falta de técnica y especialización en la proposición y 
fundamentación del recurso de casación en materia tributaria  se evidencia en: 
a. El abogado defensor del contribuyente 
b. El abogado defensor de la Administración Tributaria 
c. Todas las anteriores 
Grafico 15 
 




















OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 31 62% 
NO 6 12% 
NO SE 13 26% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
La encuesta realizada revela que las personas encuestadas creen que principalmente la falta de técnica 
y especialización se evidencia en mayor cantidad en el abogado defensor del contribuyente, y en parte 
tiene razón ya que por parte de la Administración Tributaria es una obligación del procurador judicial 
interponer de correcta manera el recurso de casación caso contrario puede existir la posibilidad de que 
se expongan a una sanción administrativa por no velar y precautelar los intereses de la institución a la 
que representan. A criterio muy personal creo que la falta de técnica y especialización para proponer el 
recurso de casación en materia tributaria se evidencia por igual en el abogado defensor tanto del 
contribuyente como el de la Administración Tributaria.  
8. ¿Cree usted que la observancia del principio constitucional de la motivación en la 
argumentación y fundamentación jurídica del recurso de casación es suficiente para 
determinar su admisión?   





Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
Tabla 9 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 6 12% 
NO 40 80% 
NO SE 4 8% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
La respuesta es notoria en el gráfico expuesto, puesto que la gran mayoría de los consultados creen que 
no solamente se debe fundamentar y motivar el recurso de casación, sino también se debe tomar en 
cuenta dos precisiones fundamentales que son: la una que se alegue precisamente la causal correcta y 
que se exponga con claridad y perfección el vicio en el que incurre la sentencia así como las normas 
transgredidas. Comparto con la repuesta de los encuestados.  
 
9. ¿Cree usted que los autos emitidos por el Tribunal de Conjueces de la Sala Especializada 
de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia son suficientemente 
motivados cuando admitan, admitan parcialmente o inadmitan un recurso de casación?   

















Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
Tabla 10 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 43 86% 
NO 5 10% 
NO SE 2 4% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
El inciso tercero del art. 182 de la Carta Magna indica: “Existirán conjuezas y conjueces que formarán 
parte de la Función Judicial”, en concordancia con el inciso 2 del art. 201 del Código Orgánico de la 
Función Judicial que reza: “Integrar, por sorteo, el Tribunal de tres miembros para calificar, bajo su 
responsabilidad, la admisibilidad o inadmisibilidad de los recursos que corresponda conocer a la sala 
especializada a la cual se le asigne…”. Es lógico pensar entonces que la admisibilidad del recurso de 
casación en materia tributaria, por mandato constitucional y legal debe ser motivada y fundamentada 
de acuerdo con la ley, la jurisprudencia y la doctrina jurídica. Caso contrario, es responsabilidad de los 
conjueces que firmen una determinada admisión o inadmisión motivar, hasta la saciedad, los 
fundamentos jurídicos que le conllevaron a tomar tal o cual decisión. Por lo tanto la respuesta emitida 
por las personas encuestadas es la correcta, siendo que no ha habido ningún caso de que los conjueces 
hayan emitido un autor de admisión inmotivado, sin exponer sus fundamentos y motivos con precisión 
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10. ¿Considera que las sentencias emitidas por el Tribunal de Jueces de la Sala de lo 
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia son suficientemente motivados 
cuando rechacen un recurso de casación?   




Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
 
Tabla 11 
OPCIONES FRECUENCIA  PROCENTAJE  
SI 40 80% 
NO 7 14% 
NO SE 3 6% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Santiago Vallejo Vásquez 
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 “Art. 273.- Sentencia.- Concluida la tramitación el tribunal pronunciará sentencia dentro de treinta días 
de notificadas las partes para el efecto. Antes de sentencia, las partes podrán presentar informes en 
derecho o solicitar audiencia pública en estrados, con igual finalidad.- La sentencia será motivada y 
decidirá con claridad los puntos sobre los que se trabó la litis y aquellos que, en relación directa a los 
mismos, comporten control de legalidad de los antecedentes o fundamentos de la resolución o acto 
impugnados, aun supliendo las omisiones en que incurran las partes sobre puntos de derecho, o 
apartándose del criterio que aquellos atribuyan a los hechos.”.  
Por otra parte el artículo 76 numeral 7 literal l) de la Constitución de la República publicada en el 
Registro Oficial N
o
 449 de 20 de octubre de 2008, aplicable al momento de emitir el fallo, se determina 
en su parte pertinente:  
“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, 
se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: … 7. El 
derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: … l) Las resoluciones de 
los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se 
enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no 
se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores 
responsables serán sancionados.” 
Es por lo tanto, obligación constitucional del juez que integra el Tribunal de casación que se motiven 
las sentencias que emitan, puesto que es necesario y fundamental que se lo haga a cabalidad, claridad y 
exactitud, ya que el Juez Nacional, por ser el integrante del máximo tribunal de justicia ordinaria debe 
velar por que se cumpla indefectiblemente la aplicación de las normas jurídicas adecuadamente y el 
respeto a la jurisprudencia emitida dentro de algún caso concreto. La respuesta es de igual manera 
contundente y creo que es la correcta, aunque existen ocasiones en que a las sentencias emitidas por la 
Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia se les interponga el 
recurso extraordinario de protección para ante la Corte Constitucional, misma que ha dado de baja 







Formulario No. 2 Entrevista  
  




Doctora en Jurisprudencia, Master en Derecho Tributario, Catedrática del Instituto de Altos Estudios 
Ecuatorianos, Ex funcionaria del Servicio de Rentas Internas. Actual asesora de temas económicos y 
financieros de la Asamblea Nacional del Ecuador 
 
Por favor, fundamente las siguientes preguntas.  
 
1. ¿Cree usted que existe falta de técnica y especialización, por parte los abogados 
patrocinadores del recurrente, para la proposición del recurso de casación ante el 
Tribunal Distrital de lo Fiscal para ante la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia? 
Creo que ese ha sido uno de los problemas que ha venido arrastrando el sistema jurídico ecuatoriano, 
puesto que no se ha aprendido a valorar la importancia que tiene el recurso de casación dentro de 
nuestro ordenamiento jurídico; ni siquiera en las cátedras universitarias se ha dado una formación 
holística y concreta referente al tema de la casación civil, menos aún en lo referente a la casación 
tributaria. En efecto, los abogados a mi criterio personal no cuentan con la suficiente formación y 
técnica, como bien lo afirmas, para poder interponer un recurso de casación de manera óptima, capaz 
de que por medio de éste se le convenza al juez de que la sentencia recurrida se encuentra viciada, 
refiere más importancia aún el hecho de que en materia tributaria el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Tributario actúa de primera y única instancia. Creo que por más que se case la sentencia o 
proceda el recurso los abogados que proponemos recursos de casación no tenemos la suficiente 
formación para proponerlo de correcta manera.   
2. ¿Considera que la admisión parcial, inadmisión o rechazo del recurso de casación 
deviene en la imposibilidad del Tribunal de casación de analizar posibles trasgresiones 
jurídicas en una sentencia? 
Claro, ya que al momento en que se fundamenta el recurso de casación se deben tener muy 
encuentra factores determinantes y obligatorios que ordena la Ley, misma que debe ser respetada a 
cabalidad por el recurrente, caso contrario su recurso no procederá. Si hablamos de que cuando el 
Tribunal de casación se ha pronunciado con una admisión parcial,  una inadmisión o un rechazo es 
la muestra o el resultado de que el recurso planteado no ha sido correcta y adecuadamente 
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propuesto y fundamentado y debe ser vergonzoso para un abogado que se le rechace el recurso de 
casación por no saber siquiera redactarlo y plantearlo de una manera óptima. Lo único que nos pide 
el art. 6 de la Ley de Casación son formalidades que se las debe cumplir a cabalidad, formalidades 
que se pueden traducir como herramientas que le damos al juzgador para que construya su 
sentencia, pero si no le damos las herramientas necesarias al juzgador para que puede entrar a 
conocer el fondo mismo del asunto será más que seguro que se inadmita o rechace el recurso.  
 
3. ¿Cree usted que los autos y sentencias emitidas por el Tribunal de Conjueces y Jueces de 
la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia son suficientemente 
motivados cuando inadmitan o rechacen un recurso de casación?   
Yo creo que sí, puesto que la misma Constitución lo ordena que todo acto emitido en función de un 
cargo público debe ser motivado, de acuerdo al 76, numeral 7 literal l) de la Constitución de la 
República del Ecuador. Desde que se instauró la nueva Corte Nacional de Justicia se han emitido 
verdaderos fallos, al menos en materia tributaria, los fallos que se han emitido cumplen con las 
características necesarias de la motivación.  
 
4. ¿El recurso de casación busca que se corrijan los errores de derecho en que ha incurrido 
la sentencia pretendiendo que el Tribunal de casación se convierta en tribunal de 
instancia para que dicte la que en su lugar corresponda? 
Si, aunque el recurso de casación tiene como objetivos principales que se aplique correctamente las 
normas jurídicas y que se respeten los precedentes jurisprudenciales, aplicando los fallos ya emitidos a 
casos similares. Si se busca que se corrijan los errores o vicios que tenga la sentencia se deberá 
proponer de forma correcta el recurso puesto que si no es de esa manera, por más que la sentencia 
incurra en vicios el juzgador de casación no podrá pronunciarse por el fondo del asunto.  
 
5. ¿Cree usted que la falta de técnica y especialización para la proposición del recurso de 
casación en materia tributaria por parte los abogados patrocinadores del recurrente, 
existe solamente por parte de los contribuyentes o también por parte de la 
Administración Tributaria?  
Creería que de las dos partes, puesto que tanto los abogados en el libre ejercicio como los procuradores 
judiciales que representan a una de las administraciones tributarias cometen errores en la proposición y 
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fundamentación del recurso puesto que en general en el Ecuador no se especializan en formar 
verdaderos casacionistas, simplemente se lo toma como un último recurso y no se toma en cuenta su 




























Doctor en Jurisprudencia, Master en Derecho Financiero, Especialista Superior en Gestión 
Tributaria, Diplomado Superior en Finanzas Publicas con mención en tributación seccional,  
Abogado en libre ejercicio, integrante del Buffete de Abogados Illingworth, Ex funcionario 
del Ministerio de Finanzas. 
 
Por favor, fundamente las siguientes preguntas.  
1. ¿Cree usted que existe falta de técnica y especialización, por parte los abogados 
patrocinadores del recurrente, para la proposición del recurso de casación ante el 
Tribunal Distrital de lo Fiscal para ante la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia? 
Creo que es necesario iniciar mencionando que para hablar del recurso de casación es fundamental 
hablar de la casación civil, siendo que es la base para la proposición y fundamentación de la casación 
en materia tributaria. Si el abogado del recurrente no sabe casación civil, tenga la plena seguridad y 
convicción de que no sabrá interponer un recurso de casación, ni en el ámbito civil menos en el ámbito 
tributario. El recurso de casación en materia tributaria comporta una serie de elementos jurídicos 
adicionales al recurso que se deben tomar muy en cuenta, ya que por su naturaleza misma de última y 
definitiva instancia la Corte Nacional de Justicia tiene una doble responsabilidad de aplicar las normas 
jurídicas e ir formando los precedentes jurisprudenciales obligatorios. Muchas de las veces se ha 
podido identificar que los abogados no tienen la suficiente formación para proponer el recurso de 
casación y provocan un desperdicio jurídico al Estado y al propio contribuyente. 
 
2. ¿Considera que la admisión parcial, inadmisión o rechazo del recurso de casación 
deviene en la imposibilidad del Tribunal de casación de analizar posibles trasgresiones 
jurídicas en una sentencia? 
El juez deberá respetar lo que el recurrente le manifiesta en su escrito, no podrá ir más allá de las 
pretensiones del recurrente, y si lo hace de una manera incorrecta es su responsabilidad puesto que 




3. ¿Cree usted que los autos y sentencias emitidas por el Tribunal de Conjueces y Jueces de 
la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia son suficientemente 
motivados cuando inadmitan o rechacen un recurso de casación?   
Sí, es su obligación legal, puesto que en caso de no asumirlo a cabalidad se estarían exponiendo a que 
se instaure uno de los mecanismos disciplinarios en contra de ellos.  
 
4. ¿El recurso de casación busca que se corrijan los errores de derecho en que ha incurrido 
la sentencia pretendiendo que el Tribunal de casación se convierta en tribunal de 
instancia para que dicte la que en su lugar corresponda? 
Dependiendo de las causales invocadas, ya que cada una de ellas comporta diferentes efectos jurídicos 
ya sea que se convierta en tribunal de instancia, o simplemente corrija el error o el vicio en el que ha 
incurrido la sentencia.  
 
5. ¿Cree usted que la falta de técnica y especialización para la proposición del recurso de 
casación en materia tributaria por parte los abogados patrocinadores del recurrente, 
existe solamente por parte de los contribuyentes o también por parte de la 
Administración Tributaria?  
Creería que con más incidencia en los abogados que no ejercemos un cargo público, como es el caso de 
los abogados del Servicio de Rentas Internas por citar un ejemplo; los abogados en libre ejercicio de la 
profesión creería que tienen una mayor tendencia a cometer errores en la fundamentación del recurso 
de casación, puesto que en ellos no ejerce en primer lugar la presión de que se le está defendiendo al 
Estado y segundo no cuentan con el sustento jurídico y jurisprudencial que poseen las instituciones 
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Conjueza de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia de la 
República del Ecuador.  Doctora en Jurisprudencia, graduada en la Pontificia Universidad Católica del 
Ecuador. Doctora en Ciencias Internacionales, y Licenciada en Ciencias de la Información de la 
Universidad Central del Ecuador. Se desempeñó como Abogada en el libre ejercicio de la profesión. 
 
1. ¿Cree usted que existe falta de técnica y especialización, por parte los abogados 
patrocinadores del recurrente, para la proposición del recurso de casación ante el 
Tribunal Distrital de lo Fiscal para ante la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia? 
 
Existe falta de preparación de los abogados para elaborar recursos de casación, teniendo en cuenta que 
la elaboración del recurso es una enorme carga que requiere no solamente dominio de la materia sino 
dominio de la técnica procesal es decir la técnica de casación. 
2. ¿Considera que la admisión parcial, inadmisión o rechazo del recurso de casación 
deviene en la imposibilidad del Tribunal de casación de analizar posibles trasgresiones 
jurídicas en una sentencia? 
 
Si es que la ley de Casación no contempla la posibilidad de que se realice una casación oficiosa 
 
3. ¿Cree usted que los autos y sentencias emitidas por el Tribunal de Conjueces y Jueces de 
la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia son suficientemente 
motivados cuando inadmitan o rechacen un recurso de casación?   
A veces, a veces; Si, lo que pasa es que hay una tradición en esta sala de que las sentencias sean 
puntuales y técnicas lo cual les ha hecho pensar que eso se contradice con la posibilidad de la 
suficiente motivación, tradiciones que ha emitido sentencias esquemáticas.  
 
4. ¿El recurso de casación busca que se corrijan los errores de derecho en que ha incurrido 
la sentencia pretendiendo que el Tribunal de casación se convierta en tribunal de 
instancia para que dicte la que en su lugar corresponda? 
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No solamente en la Ley de Casación ecuatoriana, sino que la doctrina y la jurisprudencia, casi todos los 
países de Sudamérica están encaminados en este sentido, el Juez no está autorizado más que para 
enmendar los errores de derecho hay errores de hecho pero son puntuales y caben de manera específica 
en la causal tercera, el concepto general que se debe manejar es que no cabe casación sino en casos de 
errores de derecho.  
 
5. ¿Cree usted que la falta de técnica y especialización para la proposición del recurso de 
casación en materia tributaria por parte los abogados patrocinadores del recurrente, 
existe solamente por parte de los contribuyentes o también por parte de la 
Administración Tributaria?  
De ambas partes, porque obviamente la educación se imparte en los mismos centros en los que 
estudian los unos y los otros, la deficiencia es en los centros de educación, entonces se evidencia 
tanto en los escritos recursivos de una parte como de la otra, sobre todo cuando no ha habido en la 
SECYT una tradición arraigada respecto a las características del recurso de casación a diferencia 
de otras Salas. En la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario incluso se ha manejado el 
recurso de casación como una tercera instancia en la mayoría de los casos, cambiar esa mentalidad 
por la nueva de que el recurso de casación es un recurso contra la sentencia y contra errores de 
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Presidenta de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia. 
Doctora en Jurisprudencia;. Magíster en Derecho Económico y Especialista mención en Tributario de 
la Universidad Andina Simón Bolívar del Ecuador. Candidata a PHD en Derecho Constitucional, 
Universidad Andina Simón Bolívar del Ecuador-Universidad de Valencia, España. Se desempeñó 
como Jefa Nacional del Área Jurídica Administrativa, Asesora Legal de Auditoría Tributaria, Jefa 
Regional de la Unidad de Reclamos Administrativos, Vocal del Comité Tributario y Procuradora 
Tributaria, cargos que ocupó en el Servicio de Rentas Internas-Nacional. En el H. Congreso Nacional 
trabajó como Asesora Tributaria de la Vicepresidencia del Congreso. También fue Jefa del 
Departamento Legal de la Corporación MYL y Ediciones Legales S.A. Es docente universitaria de 
postgrado en temas tributarios y procesales administrativos de la Universidad Andina Simón Bolívar 
(sede Ecuador), IAEN y Universidad Técnica de Ambato. 
1. ¿Cree usted que existe falta de técnica y especialización, por parte los abogados 
patrocinadores del recurrente, para la proposición del recurso de casación ante el 
Tribunal Distrital de lo Fiscal para ante la Sala Especializada de lo Contencioso 
Tributario de la Corte Nacional de Justicia? 
A más de falta de técnica y especialización,  de los abogados que interponen el recurso de casación es 
falta de conocimientos, puesto que no consiste simplemente en redactar de forma correcta un escrito, 
sino de plasmar en aquel verdaderos conocimientos jurídico - doctrinario referentes a la casación para 
afinar el recurso aplicándolo a la materia tributaria que de igual manera requiere una especialización 
suficiente para lograr entenderla, más aún en casación.  
2. ¿Considera que la admisión parcial, inadmisión o rechazo del recurso de casación 
deviene en la imposibilidad del Tribunal de casación de analizar posibles trasgresiones 
jurídicas en una sentencia? 
Muchas de las veces se han logrado identificar los errores o vicios en los que incurre el Tribunal A 
quo, pero nuestro mayor limitante es paradójicamente el mismo recurso de casación mal 
fundamentado, a más de la ley ya que prohíbe una casación de oficio,  puesto que se ven errores 




3. ¿Cree usted que los autos y sentencias emitidas por el Tribunal de Conjueces y Jueces de 
la Sala de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia son suficientemente 
motivados cuando inadmitan o rechacen un recurso de casación?   
Sí puesto que es nuestra obligación constitucional motivar todas las sentencias que se emitan.  
 
4. ¿El recurso de casación busca que se corrijan los errores de derecho en que ha incurrido 
la sentencia pretendiendo que el Tribunal de casación se convierta en tribunal de 
instancia para que dicte la que en su lugar corresponda? 
Sí, particularmente en caso de que la sentencia emitida por el Tribunal A quo no cumpla los requisitos 
suficientes de la motivación, es decir no se encuentre motivada, y si el recurrente ha fundamentado de 
correcta manera su recurso en la causal quinta del art. 3 de la Ley de casación y ha motivado su recurso 
exponiendo los vicios en que incurre la sentencia tenga la plena seguridad de que el Tribunal de 
casación emitirá la que corresponde apegada a derecho.  
 
5. ¿Cree usted que la falta de técnica y especialización para la proposición del recurso de 
casación en materia tributaria por parte los abogados patrocinadores del recurrente, 
existe solamente por parte de los contribuyentes o también por parte de la 
Administración Tributaria?  
En ambas partes, aunque con mayor incidencia de los abogados que no pertenecen al sector público.   
 
Comentario: 
Las preguntas realizadas eminentemente están encaminadas a demostrar la problemática 
analizada; y, de acuerdo a los criterios emitidos por los entrevistados lógicamente se puede 
entender que demuestran el problema jurídico evidenciado, puesto que la falta de técnica y 
especialización por parte de los profesionales del derecho que patrocinan al recurrente 
presentando el recurso de casación en materia tributaria deviene en que se inadmita el recurso 
o que se rechace mediante sentencia, conservándose los vicios o posibles errores de derecho 
que contenga la sentencia. Es así que los tres distintos sectores, tanto la persona encuestada, ex 
funcionaria del Servicio de Rentas Internas, el abogado en libre ejercicio de la profesión y 
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finalmente la Conjuez de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia así como la Jueza Nacional de la Sala y Corte mencionadas afirman mi 
análisis, refiriéndose a que evidentemente esa falta de preparación de los abogados en materia 























1. La altísima responsabilidad que conlleva el recurso extraordinario de casación debe ser 
canalizada desde un punto de vista estrictamente formalista ya que si el recurso de casación no 
se encuentra correctamente planteado no se le daría al tribunal de casación la posibilidad de que 
analice los posibles errores y vicios que puedan existir en una sentencia de un tribunal inferior.  
2. La casación dentro del sistema jurídico ecuatoriano tiene como objetivo anular, dejar sin efecto, 
abrogar o corregir un acto, que en este caso es una sentencia emitida por un Juez que administra 
justicia; por lo tanto es la posibilidad que tienen las partes de un proceso judicial que no se 
sientan conformes con las sentencias o autos emitidos por un juez inferior; tienen la posibilidad 
de recurrir a otro Juez superior para que revea la actuación del primero.  
3. Se puede decir que la casación en general es una institución jurídica que ya lleva un 
considerable trajinar dentro de la legislación jurídica ecuatoriana; puesto que se la incluyó en el 
país a partir de la Ley número 20, publicada en el Registro Oficial número 93, de 23 de 
diciembre de 1992, que contiene las reformas constitucionales referentes a la casación, 
habiéndose codificado la Carta Fundamental de ese entonces la que se encuentra publicada en el 
Registro Oficial número 183 del 5 de mayo de 1993.  
4. El recurso de casación en materia tributaria  es más antiguo, puesto que con la publicación del 
Código Tributario en el Registro Oficial 968 de 23 de diciembre de 1975, en el Libro III 
concretamente en el Título III se crea el recurso de casación que fue un gran avance para la 
época en materia tributaria.  
5. Siendo la casación un recurso que se encuentra regulado por un tribunal supremo y que 
mediante el cual se produce la anulación de las sentencias de los tribunales inferiores, en 
materia tributaria del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario que han violado las 
normas del derecho; por lo que el recurso de casación  tiene como deber fundamental asegurar 
el cumplimiento y el respeto de las leyes, es decir, velar por el derecho objetivo así como 
también responder  a un interés social que se enmarca en la administración correcta e igualitaria 
de la justicia. 
6. La doctrina jurídica contemporánea indica que existen dos objetivos superiores de la casación 
que son: 1.- La defensa del derecho objetivo (ius constitutionis) que debe defenderse mediante 
el recurso de casación puesto que cumple una función nomofilaquia para la correcta, uniforme y 
general aplicación e interpretación de la norma jurídica; y, 2.- La Protección y restauración del 




7. Lo que busca el recurso de casación en materia tributaria es la defensa del derecho objetivo y la 
aplicación general y uniforme jurisprudencia, dentro de los fallos o sentencias judiciales.  Pero 
debe destacarse a la unidad jurisprudencial de tal forma que es una de las finalidades propias 
del recurso que consigue igualmente que no se trasgreda a la norma jurídica, es decir tiene 
relación con los objetivos supremos o superiores anteriormente analizados, fenómeno que se 
interpreta en contra de su verdadero sentido, de manera que los dos aspectos dichos se 
compenetran y combinan.  
8. En el sistema ecuatoriano, se aplica el sistema cerrado por causales, principalmente en materia 
tributaria. 
9. La importancia que reviste la correcta proposición y fundamentación del recurso de casación en 
materia tributaria se debe a que el art. 6 de la Ley de Casación indica cuales son los requisitos 
obligatorios para la interposición del mismo, para el efecto el recurso en forma obligatoria debe 
contener lo siguiente: 1. Indicación de la sentencia o auto recurridos con individualización del 
proceso en que se dictó y las partes procesales; 2. Las normas de derecho que se estiman 
infringidas o las solemnidades del procedimiento que se hayan omitido; 3. La determinación de 
las causales en que se funda; y, 4. Los fundamentos en que se apoya el recurso, a más de los 
requisitos que se han establecido en los innumerables fallos de la Corte Nacional de Justicia 
como el  domicilio judicial y la firma de responsabilidad que son requisitos indispensables que 
constan principalmente en el procedimiento civil aplicable a la materia tributaria como norma 
supletoria. 
10. Las causas de inadmisión del recurso de casación por su naturaleza son varias, puesto que 
puede ser por la defectuosa redacción, preparación, por estar fuera de término, por no precisar 
el vicio en la que incurre la sentencia, en fin no fundamentar correctamente el recurso de 
casación. 
11. Los errores in iudicando se refieren a la violación directa de la norma jurídica, es decir, la 
transgresión de un artículo de derecho objetivo siendo que al cometerse produce una injusticia.  
12. Los errores in procedendo se refiere a los vicios que producen nulidad, estos son los defectos de 
la actividad procesal que vician al proceso y que le impiden al juez pronunciarse sobre algo 
solicitado y no practicado o situaciones que atenten al debido proceso. 
13. Se deberá hacer necesariamente una relación entre la causal alegada, el vicio en el que incurre 
la sentencia y las normas transgredidas, puesto que caso contrario el recurso carecerá de lógica 
y fundamentos para que el juez ingrese a analizar el vicio alegado, manteniéndose los errores en 
la sentencia recurrida.  
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14. En caso de que el recurso de casación no cumpla con la técnica, fundamentación y 
argumentación necesarias, el recurso planteado si se encuentra dentro de término el Tribunal 
Distrital de lo Contencioso Tributario procederá a calificar el recurso, y ordenará se eleven los 
autos a la Corte Nacional de Justicia a la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario para 
que conozca del recurso los Conjueces mismos que inadmitirán.  
15. En general, los profesionales del derecho incurren en muchos errores al momento de plantear el 
recurso de casación en materia tributaria, las cifras lo confirman, siendo que por el hecho 
mismo de interponer un recurso en que se pretende anular la sentencia venida en grado, se debe 
tomar con mucha seriedad el análisis, coherencia y concatenación al momento mismo de la 

















1. El o los procuradores judiciales o abogados del recurrente al proponer su recurso de casación 
deben tener en claro que el mismo exige alta técnica jurídica y formal, por lo que se debe 
establecer con claridad y precisión tanto las causales en que apoya su recurso como las normas de 
derecho que considera infringidas, así como el hecho de que se debe demostrar con lógica por qué 
estas normas que alega infringidas afectan a la sentencia recurrida. 
2. Es indispensable también, que el recurrente al identificar su recurso con una de las causales 
constantes en la ley de casación, se indique claramente que norma de derecho ya sea por aplicación 
indebida, falta de aplicación, errónea interpretación ha sido infringida, no se puede alegar los tres 
vicios antes indicados ya que los mismos son exluyentes y dan efectos jurídicos distintos. 
3. Al alegarse falta de motivación de la sentencia recurrida, el recurrente se debe amparar únicamente 
en la causal quinta del art. 3 de la ley de casación ya que de fundamentar su recurso en otra causal, 
el análisis del mismo deviene en improcedente. 
4. De existir precedentes jurisprudenciales obligatorios conforme el Art. 184 numeral 2 de la 
Constitución de la Republica en concordancia con el Art. 180 numeral 2 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, deben alegarse en el recurso. 
5. El profesional del derecho que patrocine al recurrente deberá tener la suficiente técnica y 
especialización para proponer el recurso de casación, en especial en materia tributaria puesto que 
en él se plasmaran conocimientos de diferentes materias, siendo necesario que se apliquen 
principalmente el aspecto civil y el aspecto tributario. 
6. La doctrina jurídica señalara que es preocupante la falta de técnica y especialización de los 
profesionales del derecho al tratar de interponer el recurso de casación en general, más aún en 
materia tributaria. 
7. En primer lugar el recurso de casación deberá ser lógico, ordenado, claro y preciso sin dejar 
ninguna duda de sus pronunciamientos peor aún alguna ambigüedad en sus afirmaciones, debe 
abordar todas las temáticas enunciadas a cabalidad para que no exista posibilidad del juzgador de 
que admita parcialmente el recurso, sino sea admitido íntegramente. 
8. En segundo lugar es necesario que el recurrente realice una indicación independiente de las 
causales por las cuales propone el recurso de casación puesto que muchas de las veces se ha 
evidenciado en varios recursos de casación en materia tributaria verdaderas mixturas que le 
impiden a primera vista entender lo que el recurrente impugna y alega. 
9. Es necesario que el profesional del derecho que patrocina al recurrente recuerde que el juez de 
casación no es el llamado a suplir los errores o vacíos que haya plasmado en el recurso de 
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casación, sino simplemente el juez deberá hacer una relación de las casales invocadas, los vicios 
señalados y las normas trasgredidas con el derecho y pronunciarse lo que en derecho corresponda. 
10. Que el presente trabajo se convierta para los profesionales del derecho, que propongan recursos de 
casación en materia tributaria, en una guía, manual o fuente de consulta para en primer lugar 
mejorar su técnica procesal para la proposición y fundamentación del recurso de casación; y, para 
que no se cometan errores en la redacción del recurso permitiendo el Juez de casación analizar el 






















5. PROPUESTA  
Como se había afirmado en el planteamiento del problema, la presente investigación va encaminada a 
poner en evidencia los problemas y dificultades en que incurren los procuradores judiciales y/o 
abogados patrocinadores del recurrente al momento mismo en que realizan la proposición y 
fundamentación  del recurso de casación ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario para 
ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia con claras 
evidencias de una falta de técnica y especialización; para el efecto, consta en la fundamentación teórica 
del presente trabajo una especie de manual básico o guía, para que los profesionales del derecho que 
van a incursionar en el delicado y formal recurso de casación en materia tributaria no recurran al 
presente análisis y no incurran en errores, aunque sean de naturaleza mínimos, puesto que se debe 
cuidar al detalle todos y cada uno de los requisitos que la ley nos manda y las recomendaciones y 
tópicos que la doctrina jurídica nos brinda.  
 
5.1. Justificación 
Afirmo que el recurso de casación en materia tributaria es de carácter delicado y formal, puesto que en 
primer lugar se está recurriendo de una sentencia que presenta vicios o errores que pueden causar un 
perjuicio tremendo a una de las partes del litigio, que son: el contribuyente, ya sea persona natural o 
jurídica y una de las administraciones tributarias; puesto que en materia contencioso tributaria 
solamente cabe el recurso de casación al ser el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario de 
primera y única instancia, y al adolecer la sentencia de alguno de los errores o vicios descritos en el 
presente trabajo, habrá la posibilidad de que se interponga el recurso de casación para que el Juez de 
casación proceda a anular el vicio y proceda, de acuerdo a los sistemas de casación expuestos, a 
pronunciar lo que en derecho corresponda u ordenar al mismo inferior que se pronuncie apegado a 
derecho y a las normas jurídicas correspondientes.  
El punto más álgido de análisis del presente trabajo se concentra en que, existen casos en que es 
evidente que la sentencia se encuentra viciada o con errores de fondo y por el hecho de que los 
procuradores judiciales y/o abogados patrocinadores del recurrente planteen de forma errónea e 
incorrecta el recurso de casación en materia tributaria se inadmita, se admita parcialmente mediante 
auto o se rechace mediante sentencia,  lo que consecuentemente conduce a que no se suplan los errores 
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de derecho constantes en la sentencia recurrida, al ser de carácter formal la proposición y 
fundamentación del recurso, causando un perjuicio tanto para el contribuyente como para las 
administraciones tributarias en especial puesto que el perjuicio directo es para el Estado.  
La responsabilidad de que se inadmita o rechace el recurso es única y exclusivamente del profesional 
del derecho que patrocina al recurrente, puesto que si va a proponer recurso de casación debe tener la 
suficiente técnica y especialización entendiendo que no es obligación del Juez de casación suplir los 
errores cometidos en el recurso y aun que se evidencien vicios en la sentencia el juez no podrá 
anularlos y emitir lo que en derecho corresponde sino deberá rechazar el recurso mediante sentencia en 
caso de que haya superado la fase de admisión, o el Conjuez respectivo inadmitir el recurso por 
evidenciarse errores en la proposición y fundamentación del recurso.  
Con todo éste panorama planteado, lo que se busca es solucionar un problema evidente en la ámbito 
jurídico, principalmente de los profesionales del derecho que interponen recurso de casación a una 
sentencia emitida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario, entregando una guía básica 
que contiene conceptos, elementos, características, tópicos, fundamentos jurídicos - doctrinarios y 
recomendaciones, que servirán para evitar que se cometan errores al momento mismo de proponer y 
fundamentar el recurso de casación puesto que el resultado de la presente investigación da a conocer 
que existe un porcentaje considerable de recursos que son inadmitidos o rechazados por errores propios 
del recurso de casación mal planteado evitando que se cometan los errores evidenciados a futuro 
logrando así el último y final objetivo del presente análisis que es la aplicación estricta del derecho 
puesto que ese es uno de los fines de la casación, logrando que a través de la correcta proposición y 
fundamentación del recurso de casación en materia tributaria se anulen, suplan o eliminen los errores o 




5.2. Objetivos de la Propuesta 
5.2.1. Objetivo General 
Demostrar que la falta de técnica y especialización  para la proposición y fundamentación del recurso 
de casación en materia tributaria, por parte los procuradores judiciales y/o abogados patrocinadores del 




5.2.2. Objetivos Específicos 
5.2.2.1. Describir las corrientes y teorías que se han desarrollado referentes a la casación. 
5.2.2.2. Explicar las fuentes y sistemas de la casación en materia tributaria y su aplicación en el 
Ecuador. 
5.2.2.3. Analizar jurídicamente los requisitos y presupuestos legales que se requieren para una 
correcta proposición y fundamentación del recurso de casación en materia tributaria.  
5.2.2.4. Pormenorizar las etapas del proceso contencioso tributario en la etapa de impugnación 
de las sentencias y autos que pongan fin a los procesos de conocimiento en esta 
materia.  
5.2.2.5. Entregar al profesional del derecho una guía básica que contiene conceptos, elementos, 
características, tópicos, fundamentos jurídicos - doctrinarios y recomendaciones, que 
servirán para evitar que se cometan errores al momento mismo de proponer y 
fundamentar el recurso de casación en materia tributaria. 
 
5.3. Ubicación sectorial y física de la propuesta 
La propuesta está enfocada a identificar cuáles son los principales errores que se cometen al momento 
de proponer y fundamentar el recurso de casación en materia tributaria y proponer una guía de ayuda 
de carácter jurídico – doctrinaria para que el recurrente tome en cuenta importantes aspectos 
principalmente al momento de fundamentar el recurso; ya que, el problema se evidencia desde el 
momento en que se propone el recurso de casación ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 
Justicia, puesto que existe carencia de conocimiento por parte de los profesionales del derecho al 
momento de proponer y fundamentar el recurso de casación en materia tributara lo que ocasiona la 
admisión parcial o la inadmisión, que de acuerdo a la normativa expuesta se encuentra actualmente a 
cargo de la Sala de Conjueces, así como también el rechazo del recurso en sentencia, por parte de la 
Sala de Jueces.  
 
5.4. Características del Universo de la propuesta 
La presente investigación analiza la falta de técnica y especialización en la proposición y 
fundamentación del recurso de casación en materia tributaria ante el 
ccxxi
Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
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Nacional de Justicia y su consecuente admisión parcial, inadmisión o rechazo en el año 2012. Para la 
problematización presente me enfocaré en la Sala de Conjueces y Jueces de la Sala Especializada de lo 
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, desde el 25 de enero de 2012 fecha en que los 
actuales jueces iniciaron sus funciones siendo la principal la de administrar justicia, de ahí que la 
investigación de campo y el análisis de resultados será exclusivamente de los recursos de casación que 
hayan sido resueltos en el año 2012 tomando en cuenta la fecha indicada.  
 
5.5. Beneficiarios  
5.5.1. Beneficiarios directos  
 
Principalmente, serán beneficiarios directos de la aplicación de la presente propuesta los 
procuradores judiciales y/o abogados patrocinadores del recurrente, para la proposición del 
recurso de casación ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario para ante la Sala 
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, puesto que sus 
recursos no serán inadmitidos en primera providencia ni tampoco serán rechazados en 
sentencia, ya que si el planteamiento jurídico del recurso se encuentra correctamente motivado 
y  fundamentado el Juez de casación obligatoriamente tendrá que analizar el recurso y 
finalmente casar o no casar la sentencia recurrida. 
 
5.5.2. Beneficiarios indirectos. 
 
Por otro lado, serán beneficiarios indirectos tanto los contribuyentes, sean personas naturales o 
jurídicas, como las administraciones tributarias que representan al Estado, siendo que al final de forma 
indirecta éste también sería beneficiario de la presente investigación, ya que los errores no solamente 




La presente investigación es factible puesto que cumple con los requisitos de la investigación 
científica, es decir el planteamiento del problema es procedente en cuanto se ha evidenciado una 
necesidad de que la investigación ingrese a resolver o dar solución a un problema jurídico que se 
evidencia en el día a día en la administración de justicia que es la falta de técnica y especialización en 
la proposición y fundamentación del recurso de casación en materia tributaria ante el Tribunal Distrital 
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de lo Contencioso Tributario para ante la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia y su consecuente admisión parcial, inadmisión o rechazo en el 2012, siendo un 
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